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Esta investigación analiza la admisión del recurso extraordinario de casación 
penal, en el delito de peculado por apropiación, bajo un estudio de las verdaderas 
causas de la alta tasa de inadmisión de los libelos de casación por parte de la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ).  
 
La investigación se desarrolla a partir de los autos de procedencia e inadmisión de 
los libelos de Casación y del mismo modo, los criterios de la CSJ en su 
jurisprudencia en la técnica casacional que se requieren para lograr probada la 
causal de casación, a partir de los cuales se observa una discrecionalidad en la 
admisión bajo la justificación de una técnica casacional en estricto rigurosa.  
 
El presente trabajo utiliza la metodología de líneas jurisprudenciales; en este 
sentido el primer objetivo es de carácter descriptivo- analítico, en el cual se busca 
estudiar los aportes teóricos que permiten comprender las exigencias del recurso 
de Casación penal, con el propósito de establecer el impacto de la técnica del 
recurso de casación Penal en Colombia y su relación al acceso de la 
Administración de Justicia. El segundo objetivo de carácter hermenéutico busca 
identificar los aspectos del recurso de casación que dificultan su aplicación a 
través de una línea jurisprudencial, y el estudio de los autos de los últimos dos (2) 
años. El tercer objetivo argumentativo-propositivo, pretende establecer dos 
variables adicionales a la fórmula del peso tradicional de Robert Alexy.  
 
Finalmente, como consecuencia del trabajo realizado se plantea como propuesta 
que el juez en sede de casación, tenga en cuenta el estudio que debe realizar 
sobre la amenaza que representa la tendencia del delito en la sociedad, frente al 
derecho fundamental que puede verse vulnerado ultimatum delictivo (Ud) y el el 
estudio del procesado en su dignificación de lo humano en su metafísica de la 
persona, esto implica estudiar al hombre en su constitución, como sujeto desde la 
 
 
dignidad humana (Intersubjetividad Antropológica) para determinar si procede 
hacer el estudio de fondo, ante la posible transgresión de Derechos Humanos, o 
por el contrario, procede acorde al principio de limitación que reviste el recurso 
extraordinario de casación.  
 
PALABRAS CLAVES: Casación penal, Derechos Humanos, Peculado por 







El Derecho Penal es una de las herramientas de control social, más importantes 
para combatir el crimen, este depende en gran medida de la existencia de un 
debido proceso que apunte al logro de la decisión judicial correcta, y con ella, 
fortalecer la confianza de la sociedad en el marco de un Estado Social y 
Democrático de Derecho. 
 
En el escenario de un proceso, con el fin de garantizar los derechos de las partes 
como fin último de justicia, exige el diseño de instancias y recursos para la 
impugnación de providencias cuando contienen falencias de fondo o violación de 
los procedimientos. La apelación como forma de obtener la segunda instancia, es 
un ejemplo de justicia, sin embargo, aún con el estudio de un Juez Superior, 
puede existir falencias de fondo y violaciones al procedimiento que configuren 
transgresiones a garantías fundamentales del procesado. 
 
La violación a garantías fundamentales, pueden desencadenar un posible 
escenario en el proceso penal, incluso en las dos instancias, debe corregirse bajo 
la tarea convencional y constitucional, que predica la protección de los Derechos 
Humanos. Esta función sobreviene en el Derecho Penal, en los términos de la Ley 
906 de 2004, art.180 sobre la garantía del derecho material, el respeto de las 
garantías de los intervinientes, y la unificación de la jurisprudencia, como 
elementos que fijan la finalidad del recurso de casación.  
 
Es entonces el recurso de casación, una de las diferentes formas jurídicas que 
tiene la Convención y la Constitución para garantizar los Derechos Humanos, ante 
las injusticias que pueden presentarse en un escenario en el procedimiento penal. 
De esta manera el sistema procesal penal colombiano, ha consagrado como 
medios de impugnación el recurso ordinario de apelación y el recurso 
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extraordinario de casación, siendo condición necesaria haber agotado el primero 
para acceder al segundo. 
 
El recurso extraordinario de casación, por tanto, surge para hacer frente a las 
injusticias en forma de ley; aquellas pretensiones del juez que se deben más a 
rasgos obstinados, que, a un estudio profundo de la norma, o, por el contrario, a la 
aplicación irrestricta de la ley, sin tener en cuenta criterios mínimos de justicia. 
Estos casos, vienen a ser resueltos a través del recurso de casación como forma 
de corrección al discurso jurídico del proceso penal, bajo un estudio Constitucional 
y legal de las sentencias que han sido proferidas en segunda instancia.  
 
Al respecto, Señala Serrano y Solano: 
 
“La casación es un medio extraordinario de impugnación, de efecto suspensivo 
contra las sentencias definitivas que acusan errores de juicio o de actividad 
expresamente señalados en la ley para que un tribunal supremo y especializado 
las anule a fin de unificar la jurisprudencia, promover la realización del derecho 
objetivo, denunciar el injusto y reparar el agravio inferido1”. 
 
Por tanto, es ante la CSJ (instituida como tribunal de casación en Colombia, a 
partir de la Constitución Política de 1886) y exactamente en la Sala de Casación 
Penal, a donde debe acudirse para la presentación de este recurso que, dada su 
naturaleza de extraordinario, está sujeto al cumplimiento de determinadas 
exigencias de orden técnico por errores de juicio –in judicando- o de actividad –in 
procedendo–. 
 
                                            
1 SERRANO FAJARDO, Jhon Alexander y SOLANO RODRÍGUEZ, José Armando. El nuevo 
régimen de la casación Penal producto de un proceso de flexibilización del recurso [en línea]. Tesis 




En este sentido, la presente investigación busca analizar la admisión del recurso 
extraordinario de casación, como último recurso del cual disponen las partes, ya 
que se encuentra una discrecionalidad en la tasa de rechazo de este recurso, 
donde prima la existencia de falencias de técnica en las decisiones por parte de 
los Magistrados de la Alta Corporación, cuando en realidad, el rechazo tiene otras 
causas, por ejemplo, la alta carga laboral de la Corte.  
 
Lo anterior, tiene como resultado la baja probabilidad de acceso a la justicia por 
parte de quien utiliza este instrumento en defensa de sus Derechos y Garantías 
fundamentales y lo que puede ser aún más grave, la desnaturalización o razón de 
ser del recurso extraordinario de casación. En específico, se presente realizar un 
estudio a la casación de procedencia oficiosa, la cual tiene por objeto la protección 
de garantías fundamentales frente al principio de limitación que reviste el recurso.  
 
Es necesario entonces, brindar un panorama completo y profundo sobre la 
construcción normativa, jurisprudencial y doctrinal que ha impactado en la 
definición de una técnica de casación penal, a fin de brindar a los interesados 
elementos claros y confiables que le sirvan de referente en la práctica, y proponer 
una técnica que redunde en un aumento de admisiones del recurso de casación 
Penal en Colombia como forma de corrección del discurso casacional. 
 
De esta manera se toma como hipótesis central, que el interesado que  recurra al 
recurso extraordinario de casación se encuentra en estado de indefensión, ante la 
discrecionalidad de admisión del recurso de forma oficiosa por parte de la Corte 
Suprema de Justicia, que se justifica en un rigorismo de la técnica casacional que 
contraría la verdadera naturaleza de la casación, la cual corresponde a realizar un 
control convencional, constitucional y legal en aras de la protección del derecho 
penal material, donde se hace necesario proponer la corrección del discurso 





Se tiene como objetivo principal analizar la técnica del recurso extraordinario de 
casación penal en Colombia, para definir el impacto que tiene en el acceso a la 
Administración de Justicia, a construir una técnica de flexibilización que facilite su 
aplicación. Además de estudiar los aportes teóricos que permiten comprender las 
exigencias del recurso de casación penal, de establecer el impacto de la técnica 
del recurso de casación penal en Colombia y su relación con el acceso a la 
Administración de Justicia, de identificar los aspectos del recurso de casación que 
dificultan su aplicación y de construir una técnica de flexibilización para facilitar la 
aplicación del recurso de Casación Penal en Colombia. 
 
De esta forma, se divide en tres capítulos el siguiente trabajo investigativo en los 
cuales se desarrollarán los objetivos propuestos. En el primer capítulo se aborda 
desde una metodología descriptiva-analítica las causales de casación y en 
específico, las principales consecuencias por las cuales inadmiten el recurso 
extraordinario bajo cada causal que puede interponer el recurrente. Así mismo se 
observa un barrido de la conceptualización histórica y actualidad del recurso 
extraordinario tanto en la Ley 906 de 2004 y la Ley 600 de 2000. 
 
En el segundo capítulo, se da respuesta a la pregunta de si ¿La falta de técnica de 
casación penal es la causa de la alta tasa de inadmisión del recurso extraordinario 
de casación en materia penal en Colombia? Y para ello, se hace necesario realizar 
un estudio de los autos de admisión e inadmisión de la casación de los últimos dos 
(2) años, puesto que varios autores han determinado la alta tasa de inadmisión del 
recurso al realizar un estudio similar, pero de autos anteriores al 2017.  
 
Así mismo, evidenciar la discrecionalidad que maneja la CSJ en la admisión del 
recurso de forma oficiosa, se realiza una línea jurisprudencial que arroja como 
resultado una discrecionalidad por parte de la alta corporación judicial, ante la 
admisión del recurso, sin tener en cuenta la verdadera naturaleza de la protección 
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de garantías fundamentales, al desconocer discusiones de orden probatorio y de 
garantías penales que pueden configurar transgresiones a los derechos humanos 
del procesado.  
 
Se determina que, existe una técnica casacional rigurosa ante la admisión del 
recurso de casación que se escuda en el principio de limitación, como justificación 
del no estudio a fondo de discusiones de orden procesal o de garantías 
fundamentales, que al final permite a la máxima corporación desestimar el libelo 
casacional  sin realizar un verdadero control convencional, constitucional y legal.  
 
En el tercer capítulo, se da la solución al presente problema de investigación, con 
una propuesta jurídico-filosófica que parte del test de ponderación de Robert 
Alexy. La propuesta que se realiza parte de la tesis de la doble naturaleza del 
derecho, afirma que existe una naturaleza fáctica y una naturaleza ideal o crítica. 
La naturaleza fáctica encuentra su base en la institucionalización del derecho, es 
decir, su fijación en la legalidad con base en la eficacia social, mientras que la 
naturaleza ideal del derecho encuentra un contenido moral que tiene como base 
un postulado de corrección.  
 
La teoría de Alexy, pretende conciliar aquella bifurcación entre derecho y moral, 
atendiendo a un criterio pacifista. Esto se da, bajo el entendido en que la legalidad 
y la positivización deben contener un mínimo de aceptación para quienes rige, lo 
que se denomina una eficacia social. Señala que “la tesis de la doble naturaleza 
del derecho es todavía indeterminada y formal, pero adquiere un contenido 
concreto y una estructura clara cuando se desarrolla en un sistema2”. Este sistema 
es desarrollado en el marco de la admisión del recurso de casación de manera 
oficiosa por parte del juez casacionista, bajo la idea rectora de la 
institucionalización de la razón.  
                                            






Al desarrollar la tesis de la doble naturaleza del derecho como corrección al 
discurso jurídico de la casación, en específico de forma oficiosa, se tiene como 
resultado la depuración de un principio de limitación que reviste de legalidad un 
rigorismo de técnica casacional que se traduce en vulneraciones a garantías 
fundamentales. La filosofía de Alexy permite observar, la necesidad de conciliar el 
principio de justicia y de seguridad jurídica bajo una balanza que se dirima en la 
probabilidad de argumentos.  
 
Así, el juez en sede de casación debe observar un test de proporcionalidad entre 
el principio de limitación que reviste la casación, y el principio de justicia que se 
materializa en la pretensión de corrección bajo los postulados convencionales, 
constitucionales y legales del derecho material. Ahora bien, dentro de la fórmula 
de proporcionalidad que señala Alexy, el presente trabajo de investigación 
propone la creación de dos variables adicionales que deben ser tenidas en cuenta 
a la hora de decidir en la procedencia del recurso, como una propuesta a la 
flexibilización en la técnica casacional. 
 
La propuesta resulta en la creación de dos principios a tener en cuenta en la 
fórmula de ponderación, adicionales a las que ya se establecen para hacer la 
fórmula más allegada a la casación. Los principios de ultimátum delictivo (U.d.) e 
intersubjetividad antropológica (I.a.) que consisten en el estudio que debe realizar 
el juez sobre la amenaza que representa la tendencia del delito en la sociedad, 
frente al derecho fundamental que puede verse vulnerado y estudio del procesado 
en su dignificación de lo humano en su metafísica de la persona, esto es, estudiar 
al hombre en su constitución como sujeto desde la dignidad humana. 
 
Como resultado de lo anterior, se concluye que el recurso de casación tiende a 
flexibilizar su técnica casacional, a través de los principios de Ud e Ia, en aras de 
cumplir con su finalidad de control convencional, constitucional y legal que le 
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asiste. De esta manera, se garantiza el verdadero goce al acceso a la 
administración de justicia por quienes son los legitimados para recurrir al recurso 
de casación, no desde una perspectiva única del principio de seguridad jurídica 
que se representa en el principio de limitación, sino que, en igual forma, desde una 
corrección de justicia a la figura de la casación que tenga en cuenta al procesado 






APROXIMACIONES CONCEPTUALES DE LA CASACIÓN 
“Toda ciencia del Derecho no es sino historia del Derecho” 
Karl Von Savigny 
  
PRELUSIÓN   
 
En el presente capítulo, se expone el marco contextual de la investigación, 
identificando los elementos que conforman el recurso extraordinario de casación, 
partiendo de su origen, evolución y antecedentes de este instituto procesal en 
Colombia y su impacto en materia penal. Por lo tanto, se hace necesario abordar 
los principios que gobiernan el recurso de casación penal, en orden de precisar su 
estricto cumplimiento en las demandas de casación, su objetivo en la casación 
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DEL RECURSO DE CASACIÓN; 1.5.1. Fines Públicos; 1.5.1.1. Efectividad del 
Derecho Material; 1.5.1.2. Unificación de la Jurisprudencia; 1.5.2. Fines privados; 
1.5.2.1. Respeto a las Garantías de los Intervinientes en la Actuación Procesal 
Penal; 1.5.2.2. Reparación de Agravios ocasionados a las Partes en la Sentencia 
Recurrida; 1.5. LA CASACIÓN OFICIOSA; 1.6. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
COMO DERECHO HUMANO; 1.6.1. El Peculado por Apropiación como Protección 
al Derecho Humano. 
 
1.1. ORIGEN Y EVOLUCIÓN  
 
La figura de la casación como se conoce en la actualidad, se remonta a la “Francia 
revolucionaria; El origen específicamente cronológico de la casación puede 
situarse en los Decretos de 27 de noviembre y 1 de diciembre de 1790, por el cual 
se crea el Tribunal de Cassation” Recurso que integra tres factores determinantes 
desde el nacimiento de esta figura:  
 
[…] “Primero, el concepto de ley se convierte en uno de los principales ejes 
sobre los que gira la doctrina revolucionaria; la idea central es que los 
ciudadanos se someten libre y voluntariamente a la ley que ellos mismos 
otorgan y de ahí que se plantee la necesidad de articular una vigilancia sobre el 
correcto uso de la voluntad del pueblo soberano y una igual aplicación de la ley 
para todos, a través de la creación de un órgano que con un criterio único 
mantuviese a los jueces dentro de los límites permitidos por la ley; en segundo 
lugar, adquirirá capital importancia la creencia en el modelo de separación de 
poderes; finalmente en tercer lugar, se debe destacar la gran influencia 
adquirida y derivada de la experiencia histórica3”.  
                                            
3 DELGADO CASTRO, J., 2009. La historia de la casación civil española: una experiencia que 
aconseja no avanzar en el modelo de unificación de la doctrina. Revista de derecho (Valparaíso) 
[en línea], no. 33. [Consulta: 22 noviembre 2020]. ISSN 0718-6851. DOI 10.4067/S0718-
68512009000200009. Disponible en: http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-




Con esta idea de vigilancia y sirviendo al interés político de protección a los 
monarcas contra el poder de los parlamentos, se crea una sección del Consejo de 
Estado que atendía las quejas de los particulares cuando consideraban que sus 
derechos habían sido vulnerados por la decisión del Parlamento contrariando una 
ordenanza real. Esta situación hace que “ante el temor que los órganos 
jurisdiccionales quebrantasen el derecho objetivo bajo la excusa de interpretarlo, 
desempeñando funciones propias del Poder legislativo y tratando de evitar los 
excesos cometidos por los jueces durante el antiguo régimen, la Asamblea crea el 
Tribunal de casación4”. 
 
“Tribunal que en un comienzo tuvo una función exclusivamente fiscalizadora, 
pero que poco a poco fue afirmando su función jurisdiccional, al indicar las 
formas de casarse las sentencias: no solamente por violación al texto de la ley, 
sino por la violación de su espíritu; la diferencia entre la casación del antiguo 
régimen y la del periodo revolucionario puede encontrarse en la diferente 
trascendencia de sus funciones; por ello, es de importancia, no solamente 
histórica, sino para la doctrina contemporánea, el conocimiento de los que se 
considera la primera regulación del recurso de casación: el Decreto 27 de 
noviembre de 1790 de la Asamblea Constituyente Francesa, que en su artículo 
primero expresa que: habrá un Tribunal de Casación establecido junto al cuerpo 
legislativo, y el artículo tercero, que delimita la función y el alcance del recurso: 
Anulará todos los procedimientos en que hayan sido olvidadas las 
solemnidades legales y toda sentencia que contenga una contravención 
adversa al texto de la ley5”. 
 
                                            
4 Ibid. p. 345 - 367 
5 URBANO CASTRILLO, Eduardo. De la nueva casación Penal. Citado por LEÓN VELASCO, 
Héctor Aníbal de. El Recurso de Casación Penal. Los recursos en el sistema procesal penal 
guatemalteco y en el derecho comparado [en línea]. Barcelona: Universitat Autònoma de 
Barcelona, 2005. Disponible en: http://hdl.handle.net/10803/5227. p, 97. 
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“Con ello se establecieron para la posteridad los motivos de forma y de fondo 
que son marco de la casación penal aún en la actualidad6; de modo que, puede 
admitirse que realmente la casación nace en el contexto histórico de la 
revolución francesa, siendo los motivos de su instauración por la Asamblea 
Constituyente de 1790 la protección de los principios de igualdad ante la ley y la 
separación de poderes; en sus inicios, la Corte de casación tenía una función 
nomofiláctica, tal expresión significa que: más que juzgar sobre las demandas 
de las partes (ius litigationis), se trataba de defender el ius constitutionis o lo 
que es lo mismo, la vigencia de la ley en las resoluciones judiciales. Para ello 
había que basarse en el error in procedendo, con el fin de anular el 
procedimiento, o en el error in iudicando para anular la sentencia; este error in 
iudicando, basado en un primer momento en que el Tribunal consideraba 
existente una ley derogada, o inexistente una vigente, fue ampliándose a la 
interpretación errónea, a la aplicación indebida de la ley, hasta admitir cualquier 
error de derecho7”. 
 
“Además se integra a lo expuesto que el concepto del legislador revolucionario 
establece una diferencia en cuanto a que el principio de legalidad emanado de 
la voluntad popular, era la clave del nuevo sistema político que propugnaba 
pudiendo afirmarse que con la casación el legislador quiso asegurar el 
predominio de la ley sobre cualquier voluntad individual de ahí que se 
estableció una doble función, la jurisdiccional y la política y subordinada al 
poder legislativo; al convertirse el Tribunal en -Tribunal de Casación-, se 
ampliaron sus poderes a los casos de errónea interpretación y falsa aplicación 
de la ley, con lo que debían entrar en el caso concreto y en su resolución dejar 
pautas de las que los jueces no podían apartarse para no ver revocadas sus 
decisiones; así, la autoridad judicial de reenvío debía confirmarse con la 
                                            
6 Ibid. p. 97 
7 BONET NAVARRO, José. Casación penal e infracción de precepto constitucional. Elcano: 
Aranzadi, 2000. ISBN 9788484104193. p. 22.  
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decisión dictada por la Corte, es cuando adquiere la casación su aspecto 
jurisdiccional8”. 
 
En suma, “la Corte de Casación vino configurada como un órgano eminentemente 
político, que nace con la finalidad de velar por la integridad de la ley y con la 
misión de anular las posibles interpretaciones erróneas, y contrarias a la ley, que 
pudiesen cometer los órganos jurisdiccionales; era un órgano, adjunto a la 
Asamblea Legislativa, que desarrolló la función de anular o rescindir las 
sentencias que los jueces franceses dictasen contraviniendo lo dispuesto por la 
Ley9”. 
 
1.2. LA CASACIÓN  
 
La palabra casación, del latín cassare y en francés casser, significa 
etimológicamente derogar, anular o deshacer, romper, quebrar. Los estudiosos del 
tema lo han definido como un recurso extraordinario concedido por la ley a la parte 
agraviada en un litigio, mediante ciertas formalidades, para que por medio del 
Tribunal Supremo se le dé el verdadero sentido jurídico al fallo recurrido10. 
 
De otra parte, cuando se habla de un instituto jurídico, la tarea inicial consiste en 
precisar su naturaleza mediante una síntesis de su estructura y de su contenido, 
esto con el objetivo, de ofrecer una definición más exacta o por lo menos ceñida a 
lo que el recurso propiamente encierra, para lograr su cabal comprensión.  
 
Así, para lograr tal definición se deben tener en cuenta dos nociones que si bien, 
van de la mano, pertenecen a campos diferentes: la Corte de Casación propia de 
                                            
8 URBANO CASTRILLO, Eduardo. De la nueva casación Penal. Citado por LEÓN VELASCO, 
Héctor Aníbal de. Op. cit. p. 97 
9 DELGADO CASTRO, Jordi. Óp. cit. p. 345 – 367. 




la organización judicial, y la del recurso de casación, privativa del Derecho 
procesal. La reunión de estos dos elementos para integrar la noción del instituto 
obedece a su inseparabilidad, pues no se concibe este recurso extraordinario sin 
un Tribunal especial que lo ejecute, y porque si los objetivos que justifican aquel 
organismo realizan los del recurso, son lógicas su mutua dependencia y su 
concepción unívoca.  
 
“Calamandrei, establecía que la Casación es un Instituto Judicial consistente en 
un órgano único en el Estado – Corte de Casación – que, a fin de mantener la 
exactitud y la uniformidad de la interpretación jurisprudencial dada por los 
Tribunales al Derecho objetivo, examina, solo en cuanto a la decisión de las 
cuestiones de derecho, las sentencias de los jueces inferiores cuando las 
mismas son impugnadas por los interesados mediante un remedio judicial – 
recurso de casación – utilizable solamente contra las sentencias que contengan 
un error de derecho en la resolución de mérito11”. 
 
Desde el punto de vista teórico, no se puede comprender el recurso de casación 
“como un simple Instituto Procesal, pues ello implicaría el menoscabo de su 
especial naturaleza; por su origen y por su cometido requiere la existencia de un 
tribunal que esté por encima de los demás, es decir, en la cúspide de la 
organización judicial, a fin de que sus decisiones sean acatadas, no solo en el 
caso concreto, sino respecto de la exactitud y uniformidad que supone la 
interpretación de la ley12”. 
  
Lo expuesto, permite la aproximación a la definición en materia penal. La casación 
penal es un medio extraordinario de impugnación, de efecto suspensivo, “contra 
sentencias definitivas que acusan errores de juicio o de actividad, expresamente 
señalados en la ley, para que un Tribunal supremo y especializado las anule, a fin 
                                            
11 CALDERON BOTERO, Fabio. Casación y revisión en materia penal. Citado por: CALERO 




de unificar la jurisprudencia, proveer a la realización del derecho objetivo, 
denunciar el injusto y reparar el agravio inferido13”. Esta definición contiene la casi 
totalidad de los elementos consustanciales al instituto, y se ajusta a la forma como 
el Derecho positivo ha concebido la casación.  
 
1.3. ANTECEDENTES DE LA CASACIÓN EN COLOMBIA  
 
Por su parte, Colombia no ha sido ajena a las transformaciones de los modelos de 
Estado, por este motivo la evolución del recurso de casación es similar a lo 
sucedido en la Francia revolucionaria, con algunas precisiones que se enmarcan 
en la Constitución de 1886 y 1991.  
 
Con la Constitución Política de 1886, se estableció el sistema unitario como 
modelo de Estado, bajo la fórmula de centralización política y descentralización 
administrativa, consagrándose Derechos proclamados, desde la Revolución 
francesa de 1789, pero con las limitaciones que se consideraron necesarias, se 
estatuyó un poder ejecutivo fuerte, con un sistema de gobierno presidencial que 
después se transformó en presidencialista, fundado sobre las bases de la 
irresponsabilidad presidencial y un congreso bienal, del mismo modo, se 
determinó a la CSJ, como Tribunal de Casación y máximo organismo de la Rama 
jurisdiccional.  
 
El liberalismo individualista al que respondía el texto original de la Constitución de 
1886, fue morigerado por la reforma del año 1936, impulsada por el Partido 
Liberal, que dio al Estado colombiano carácter social. Con la reforma se consagra 
la concepción de la propiedad privada como función social, se instituye el 
intervencionismo del Estado en la vida económica y social, se reconoce el 
Derecho a la huelga y el trabajo como obligación social. En el ámbito de las 




libertades individuales, la reforma garantizó la plena libertad de cultos y la libertad 
de enseñanza.  
 
En síntesis, la Constitución de 1886, independientemente de las tendencias 
político-partidistas que la inspiraron, refleja las características propias de un 
Estado de Derecho en su concepción primigenia, a saber:  
 
i) El reconocimiento solemne de derechos individuales;  
ii) La división de los poderes del Estado como mecanismo de limitación 
autónoma del poder; y  
iii) El sometimiento de la actividad del Estado al Derecho – principio de 
legalidad–, el cual ya había sido contemplado en las primeras constituciones 
republicanas, pero en la Constitución de 1886, encuentra una garantía de vigencia 
material al estatuirse el recurso extraordinario de Casación14.  
 
El sometimiento del Estado al Derecho, en el ejercicio de la función jurisdiccional, 
se ve resguardado mediante esta institución, por la cual las sentencias de 
segunda instancia son sometidas a un examen de legalidad ante la ocurrencia de 
motivos fundados previamente definidos por el propio ordenamiento.  
 
Sin embargo, resulta también cierto que la idea de casación que se desprende de 
la Constitución de 1886, dista mucha de la figura hoy imperante en el 
ordenamiento jurídico. Lo que es apenas lógico si se considera que el contenido 
del principio de legalidad, cuya vigencia es objeto y razón de ser de la casación, 
también se ha transformado de manera radical con la Constitución Política del año 
199115.  
 
                                            
14 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Constitución Política. (5 de agosto de 1886) 
Diario oficial: 6758 y 6759 
15 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Constitución política. (13 de junio de 1991) 
Gaceta Constitucional No. 116 
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La Carta Política de 1886, responde a un principio de legalidad formal cuyo 
propósito principal es el incorporar al colectivo social al poder político por vía de la 
Democracia representativa, así como controlar el ejercicio de dicho poder. Las 
garantías individuales y sociales consagradas en la Constitución no eran más que 
declaraciones de carácter programático, desprovistas de eficacia directa en el 
ordenamiento jurídico.  
 
Dicho orden Constitucional, es entendido como un modo de: “Organización de 
los supremos poderes del Estado, como un conjunto de normas jurídica con un 
determinado contenido, y quizá también con ciertas garantías formales, y, en 
fin, con algo que en su estructura y funcionamiento está condicionado por 
ideales políticos y como una forma a través de la cual el poder político social se 
convierte en poder Estatal; por tanto, la Constitución es tan solo parte integrante 
del orden jurídico, en cuanto es expresión de las normas organizadoras, es 
decir, del orden de competencia, con arreglo a las cuales se crea el resto del 
Derecho normas de conducta y se asegura su vigencia16”. 
 
En este contexto, se considera que el recurso extraordinario de casación se 
adelante con omisión casi absoluta al texto constitucional. La Constitución no es 
referente de estudio en el juicio de legalidad realizado a las sentencias de 
segunda instancia. Es la ley, en sentido formal, ella sí provista de eficacia, el único 
tamiz al que se someten en sede de casación las sentencias impugnadas, siendo, 
por tanto, la única finalidad del recurso el vincular de modo inexorable a los jueces 
al Derecho positivo; si las garantías fundamentales eran salvaguardadas en el 
proceso, ello era mera coincidencia 
 
El que la casación en materia criminal haya surgido ligada a la imposición de la 
pena capital, no puede interpretarse como reconocimiento de su naturaleza como 
                                            
16 GARCÍA-PELAYO, Manuel. Constitución y Derecho constitucional (Evolución y crisis de ambos 
conceptos). Revista de estudios políticos, 1948. vol. 37-38, pp. 53-124. ISSN 0048-7694. p. 54 
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mecanismo de protección de Derechos fundamentales. Lo estricto de las causales, 
que llegaban al extremo de impedir el estudio de la legalidad de la condena 
resultado del veredicto proferido por un segundo jurado, evidencia que la casación 
en esta primera etapa no era más un instrumento de legitimación de la ejecución 
de la pena de muerte, sin que la Corte estuviera llamada a revisar el contenido de 
justicia material de la decisión adoptada.  
 
No sería sino hasta el reconocimiento de fuerza normativa a la Constitución 
Política de 1991, que se ampliaría el ámbito de análisis del Tribunal de Casación y 
se impondrá al legislador, la obligación de reformular las causales por las que el 
recurso procede, con miras a adaptarlas a la principal finalidad a la que en un 
Estado Social de Derecho debe propender, la efectividad de los Derechos 
fundamentales17.  
 
De modo que, la evolución del recurso durante la vigencia de la Constitución de 
1886, se enmarcó en la implementación del Estado Unitario centralizado y 
consagrado en la norma constitucional, creando condiciones materiales 
necesarias para el surgimiento del recurso de extraordinario de casación; la 
multiplicidad de legislaciones Estatales imperantes en la República Federal, y el 
hecho de que cada Estado tenía dentro de su organización judicial interna, su 
propio organismo supremo, hacían imposible la unificación de la jurisprudencia.  
 
La Constitución de 1886, art. 11518, atribuyó a la CSJ, la facultad de actuar como 
Tribunal de Casación; función que fue desarrollada, en primer lugar, por la Ley 61 
de 1886, arts. 37 y 38 donde establecen las sentencias en materia penal 
susceptibles de casación y las causales por las que el recurso procedía19.  
                                            
17 Constitución política de Colombia, 1991. Óp. cit. 
18 Constitución política de Colombia, 1886. Óp. cit. 
19 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 61 (5 de diciembre de 1886) “Provisional 
sobre organización y atribuciones del Poder Judicial y el Ministerio Público y algunos 




La Ley 61 de 1886, art. 36 preceptuada que la casación en lo penal, tan solo 
procedía contra las sentencias de segunda instancia que se pronunciaran acerca 
de la comisión de un delito, de aquellos descritos en la Constitución Nacional de 
1886, art. 29 es decir, aquellos sancionados con pena de muerte; de donde se 
desprende, en opinión de algunos, que a la par con las finalidades expresamente 
reconocidas a la casación, la institución fue introducida en materia penal como un 
mecanismo para dar legitimidad a la ejecución de la pena capital, tal como ya se 
ha señalado anteriormente.  
 
En cuanto las causales por las que procedía el recurso, la Ley 61, 1886, art. 38 
establece nueve causales aplicables, tanto a la casación penal, como a la Civil, las 
cuales, salvo la prohibición de ultra petita prevista en los procesos civiles, pueden 
enmarcarse en el ámbito de la violación a la ley sustancial o de la nulidad20.  
 
Posteriormente, la Ley 105 de 1890, reformula las causales de casación en 
materia penal, describiendo de manera más precisa los motivos por los cuales 
procedía el recurso, pero guardando la esencia de los descritos en la Ley 61 de 
1886. Tan solo resulta pertinente señalar que, el alcance de la causal segunda 
prevista en la mencionada ley – ser el veredicto, en concepto de la Corte, contrario 
a la evidencia de los hechos–, fue precisado por la Ley 169 de 1886, art. 3 en el 
entendido de que dicha causal, procedía cuando del proceso resultara no haberse 
cometido el hecho, o no ser el procesado responsable de él21. Causal cuya 
alegación fue proscrita por la Ley 40 de 1907, en aquellos eventos en que la 
sentencia se fundara en el veredicto de un segundo jurado reunido en virtud de 
haber declarado el Tribunal injusto en veredicto anterior22. 
                                            
20 Ibid. 
21 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 169 (31 de diciembre de 1986) “Sobre 
reformas judiciales”. Diario oficial: 10235 
22 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 40 (15 de junio de 1907) “Sobre reformas 




La figura consagrada en esta normatividad, dista mucho del recurso extraordinario 
de casación tal y como hoy se conoce, pues se establecía que en el evento de no 
interponerse el recurso, procedía el grado jurisdiccional de consulta – lo que 
reafirma la idea de que el verdadero fin de la casación en este periodo, era dar 
legitimidad a la ejecución de la pena de muerte – con lo que el carácter procesal 
de la casación, como recurso cuyo objeto es la revisión de la legalidad de las 
sentencias, se desvirtúa. No es sino hasta la entrada en vigencia de la ya 
mencionada Ley 40 de 1907, que desaparece el grado jurisdiccional de consulta y 
la casación adquiere las características que le son propias, por ejemplo, la 
obligación de interponer el recurso y sustentarlo23.  
 
Ahora bien, al momento de expedirse la Constitución de 1886, en Europa el 
Estado de Derecho, ya se había transformado en Estado Democrático de 
Derecho, que en punto de casación como se explicó en su momento, implicó que 
la posición anti jurisprudencial del legalismo hubiese sido trasladada poco a poco 
por el valor normativo de la jurisprudencia, que conllevó a que uno de los fines de 
la casación fuera precisamente la unificación de esta. La teoría de la 
jurisprudencia constante y de la Doctrina legal fue conocida desde mediados del 
siglo XIX, seguramente por algunos juristas colombianos de vanguardia, e irá a 
influir sobremanera en la Ley 61 de 1886, basta para ello ver el contenido del 
artículo 38, que decía:  
 
“Son causales de nulidad, para el efecto de interponer el recurso de casación, 
los hechos siguientes: 1) Ser la sentencia, en su parte dispositiva, violatoria de 
la ley sustantiva o de doctrina legal, o fundarse en una interpretación errónea de 
la una o de la otra24”. 
 
                                            
23 Ibid. 
24 Ley 61 de 1886. Óp. cit. 
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Por su parte, la Ley 61 de 1886, art. 39 define lo que debía entenderse por 
doctrina legal en los siguientes términos:  
 
“Es doctrina legal la interpretación que la Corte Suprema dé a unas mismas 
leyes en tres decisiones uniformes; también constituyen doctrina legal las 
declaraciones que haga la misma Corte, en tres decisiones uniformes, para 
llenar los vacíos que ocurran, es decir, una fuerza de la necesidad de que una 
cuestión dada no quede sin resolver por no existir leyes apropiadas al caso; la 
Corte, para interpretar las leyes, tendrá en cuenta lo dispuesto en los artículos 
27 al 32 del actual Código Civil25”. 
 
El sistema de disciplina jurisprudencial fue completado por la Ley 153 de 1887, 
pasando de una causal de casación a un sistema hermenéutico, disponiendo en 
sus artículos 10 y 12 que: “En casos dudosos, los jueces aplicarán la doctrina legal 
más probable; tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como 
Tribunal de casación sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina legal 
probable26”. 
 
El anterior artículo fue modificado por la Ley 105 de 1890, artículo 371, que reduce 
el número de sentencias uniformes, a dos. De esta forma, la legislación patria 
acoge el concepto de Doctrina legal desarrollado por los españoles, sin embargo:  
 
[…] “El respeto a la doctrina legal solo era posible a nivel práctico si las 
sentencias de la Corte Suprema de Justicia eran difundidas de la manera más 
masiva posible; lo que se alcanzó mediante el nacimiento de la Gaceta Judicial, 
Órgano oficial de la Corte Suprema de Justicia; Su primer número de 12 de 
                                            
25 Ibid. Art. 39.  
26 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 153 (25, agosto, 1887). “Por la cual se 
adiciona y reforma los códigos nacionales” Diario Oficial: 7151. 
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febrero de 1887 muestra sus objetivos políticos y jurídicos con gran fuerza27” 
[…] 
 
El sistema de la fuerza normativa de los precedentes se fue endureciendo, al 
punto que de la Ley 105 de 1890, art. 383 exigía:  
 
[…] “A que la Corte anunciara en cada sentencia, a manera de regla de derecho 
explícita, la doctrina legal allí definida en términos claros, precisos y generales; 
Esta obligación del artículo 383 llevó a la Corte a pensar que la doctrina legal 
una vez pronunciada, sería inmodificable en sede judicial y pronunciada, 
requeriría de reforma legal; bajo esa comprensión, por supuesto, se trataba de 
un sistema excesivamente rígido de jurisprudencia vinculante28”. 
 
Esta rigidez del valor vinculante de la jurisprudencia fue prontamente rechazado, 
lo que conllevó a que el artículo 383 de la Ley 105 fuera derogado por la Ley 100 
de 1892, Art. 8729, que suprime la obligación de expresar la regla de derecho 
explícita en las sentencias de casación y se empezara un retroceso hacia el 
legicentrismo, en donde la jurisprudencia tuviera valor persuasivo pero no 
vinculante, lo cual se concreta en la Ley 169 de 1896, que reformó el recurso de 
casación, erradicando como causal de casación el desconocimiento de la doctrina 
probable, y señalando en el artículo 4 que:  
 
“Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema, como Tribunal de 
Casación, sobre un mismo punto de derecho, constituyen doctrina probable, y 
los jueces podrán aplicarla en casos análogos, lo cual no obsta para que la 
                                            
27 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 105 (24, diciembre, 1890). “Sobre 
reformas a los procedimientos judiciales” Diario Oficial. 8296. 
28 Ibid. 
29 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 100 (24 de diciembre de 1892) “Sobre 
reformas judiciales” Diario oficial: 9023. 
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Corte varíe la doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones 
anteriores30”. 
 
La anterior norma fija los límites en donde se mueve el concepto de Doctrina 
probable, hasta la expedición de la Constitución Política de 1991, que se concreta 
en dos puntos: i) La jurisprudencia no es vinculante para los jueces inferiores, 
simplemente la pueden aplicar para casos análogos y ii) La Corte la puede variar 
cuando la jurisprudencia pasa a ser un criterio auxiliar de la actividad judicial y no 
una fuente formal y material del derecho31.  
 
En el periodo comprendido entre 1923 a 1939, con la reforma constitucional de 
1910, que abolió la pena capital, desaparece en materia criminal, el recurso 
extraordinario de casación del ordenamiento jurídico nacional, pues dicha 
institución, como ya se ha mencionado, se hallaba prevista en materia penal, tan 
solo para revisar la legalidad de las sentencias que imponían este tipo de sanción. 
 
El recurso de casación en materia criminal fue restablecido por la Ley 78 de 1923, 
que prevé como supuesto de procedencia de la casación, la duración de la pena 
privativa de la libertad –mínimo seis años –. Esta ley describe con mayor precisión 
las causales a las que responde el recurso, todas ubicables en los conceptos de 
error in iudicando o error in procedendo32. Posteriormente, la Ley 118 de 1931, 
establece en relación con la legitimación para interponer el recurso, donde podía 
ser interpuesto por el procesado, personalmente, por medio de su defensor, o por 
el agente del Ministerio Público, bien fuera el Fiscal del Tribunal respectivo o por el 
Procurador General de la Nación33.  
                                            
30 Ley 169 de 1896. Óp. cit. 
31 Constitución Política de Colombia, 1991. Óp. cit. 
32 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 78 (5 de noviembre de 1923) “Por la cual 
se establece y reglamenta el recurso de casación en materia criminal” Diario oficial: 19310 
33 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 118 (14 de noviembre de 1931) “Por la 
cual se prorroga el término indicado en el artículo 2o de la Ley 11 de 1931 y se dictan algunas 




Con la Ley 94 de 1938, se decantó aún más el sentido de las causales de 
procedencia del recurso de casación, no obstante, en la misma aún se 
evidenciaba graves errores de técnica legislativa, por ejemplo, ubicar el error de 
hecho y de Derecho como causal autónoma de casación:  
 
No es la equivocada apreciación de la prueba, el convencimiento del juzgador 
formado contra la notoria realidad del juzgador formado contra la notoria realidad 
procesal, ni el desconocimiento del mérito legal de una probanza, ni su producción 
o valoración contra legem, lo que motiva la casación de una sentencia; es la 
violación de la ley sustantiva, como secuela de esos errores de hecho o de 
Derecho, lo único que puede generar la destrucción del fallo acusado34. 
 
El proceso de puntualización de las causales de casación continuaría hasta 1991, 
sin que con anterioridad al nuevo orden constitucional se evidenciara alguna 
modificación sustancial en el recurso; sin embargo, no debe desconocerse el 
esfuerzo de sistematización de la institución en los códigos de procedimiento 
penal Decreto 409 de 1971, y Decreto Ley 050 de 1987.  
 
A principios de 1990, un grupo de estudiantes universitarios, planteó como 
solución a los conflictos políticos y económicos que existían para la época, la 
reforma de la Constitución Política del año 1886, la cual solo permitía su reforma 
mediante la aplicación del artículo 218, es decir con la intervención del Congreso 
de la República; artículo que tuvo su origen al inicio del Frente Nacional35.  
 
Lo que pretendían los estudiantes, era acudir al constituyente primario para 
preguntarle si deseaba la reforma de la Constitución de 1886, para lo que 
aprovecharon las elecciones de mayo de 1990, en donde decidieron incluir lo que 
                                            
34 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 94 (13 de junio de 1938). Código de 
Procedimiento Penal. Diario Oficial. 23801. 
35 Constitución Política, 1886. Óp. cit. 
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vino a llamarse séptima papeleta, en ella se preguntaba a los electores si querían 
que se convocará a una asamblea que reformara la Constitución, entre el 5 de 
febrero al 4 de julio de 1991, para lo cual se expide el respectivo Decreto 
Legislativo, ya que había sido dictado en un Estado de excepción, y por tal razón 
debía ser revisado automáticamente por la CSJ para determinar si era exequible o 
no. La Corte declaró la exequibilidad del decreto manifestando que no podía 
ponérseles límite a las facultades del constituyente primario, facultades que 
deberían ser tan soberanas como lo es el pueblo mismo, de esta manera se 
afirmaba un principio modular del Estado Liberal Clásico, que la soberanía radica 
en el pueblo y que es él, quien tiene el poder constituyente. 
 
En agosto de 1990, asume la Presidencia de la República Cesar Gaviria Trujillo y 
se encuentra ante un proceso constituyente vivo y efervescente, los colombianos 
tenían la esperanza de que el nuevo desarrollo normativo, era el instrumento 
idóneo, que cambiaría las situaciones políticas, económicas y sociales que se 
presentaban en el país, se pensó y así se dijo, que la Constitución era el camino.  
 
De esta manera se procede a realizar las elecciones del 9 de diciembre de 1990, 
en donde se incluye un tarjetón que decía: son funciones de la Asamblea reformar 
la Constitución entre el 5 de febrero y el 4 de junio, fundamentalmente para 
incrementar la Democracia participativa; esta elección no fue tan concurrida como 
la de mayo de ese año, pero en todo caso el sí se impuso al no, y el pueblo eligió 
a 70 representantes de diferentes corrientes, quienes finalmente elaboraron la 
Constitución Política de 1991. 
 
Desborda por mucho a las finalidades de este estudio, el análisis, así sea somero, 
del contenido de la Constitución Política de 1991, y los trascendentales cambios 
que comportó en el Ordenamiento Jurídico Nacional, la incorporación de un 
modelo de Estado social, Democrático y constitucional de Derecho, tuvo directa 
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incidencia en la concepción del recurso extraordinario de casación, al menos en 
dos aspectos de notable importancia:  
 
i) Una nueva configuración de las causales por las que procede el recurso. El 
reconocimiento de fuerza normativa a la Constitución, tanto en su parte dogmática 
como orgánica, obligó a la sujeción de todas las autoridades públicas, incluidas 
evidentemente las que hacen parte de la rama jurisdiccional, a los imperativos 
constitucionales. Siendo así, la legalidad de las sentencias de segundo grado, que 
constituye el objeto del recurso de casación, no puede examinarse haciendo 
exclusión de la norma fundamental, por el contrario, es su supuesta violación la 
que amerita el análisis en sede de casación. 
 
El constitucionalismo ha trastocado las fuentes de Derecho, pues hoy se admite 
sin reticencia que “la Constitución no solo distribuye formalmente el poder, sino 
que tiene un contenido material, que configura unos principios y derechos 
fundamentales que condicionan la validez de las normas inferiores y que vinculan 
a la legislación, la administración y la jurisdicción36” Con ellos la Constitución ha 
relegado a la ley y se ha consolidado como fuente prioritaria de Derecho.  
 
ii) El papel del Juez de Casación: siendo la protección de derechos 
fundamentales la razón de ser del recurso extraordinario de casación, la estricta 
sujeción a las fórmulas, mecanismos de legitimación del poder en el antiguo 
régimen, no puede ser óbice para que el juez ejerza su función primordial de 
salvaguarda de las garantías fundamentales, así lo ha reconocido la Corte 
Constitucional que en pronunciamiento del año 2000 afirma: 
 
“Una de las funciones del juez dentro del Estado Social de Derecho, consiste en 
interpretar, dentro del marco de los principios que rigen este, los actos y 
conductas de los individuos a efectos de cumplir en forma cabal su función y 




dar prevalencia al principio de justicia, que no puede quedar desplazado por el 
culto a las formas, desconociendo los derechos y garantías reconocidos a las 
personas; el deber del juez, no puede ser entonces de simple confrontación; Su 
función ha de ser entendida hoy de forma diferente a como lo fue en vigencia 
del Estado clásico de derecho, pues es un juez que está obligado a interpretar, 
a deducir, con el objetivo de cumplir en forma adecuada y cabal su tarea, que 
no es otra que la realización de los derechos de los individuos37”. 
 
Manifestaciones de esta nueva concepción de la labor del Juez de casación, se 
encuentran en figuras como la casación oficiosa, y la obligación que la Ley 906 de 
2004, impone a la Sala Penal, atendiendo a los fines del recurso, de superar los 
defectos de la demanda para decidir de fondo. 
 
1.3.1. El Recurso de Casación en materia Penal 
 
La historia de la casación en materia Penal, se remonta con posterioridad a la 
consagración de esta figura en materia Civil la cual sirvió como base para crear tal 
instituto que según muchos autores tuvo sus arraigos en el Derecho Romano.  
 
Los antecedentes de la casación penal en la institución que existió en épocas de 
“Justiniano, que permitió que ciertas y determinadas decisiones (sentencias) del 
pretor podían recurrirse ante el mismo funcionario, con la finalidad de que fueran 
afirmadas, siempre que tales decisiones (sentencias) adolecieran de un error 
jurídico” Sandoval38 critica a esta figura que en verdad no era un recurso de 
casación, sino un recurso de reposición o revocación.  
 
                                            
37 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Expediente D-2541. (29, marzo, 2009). [M.P. 
Alfredo Beltrán Sierra]. 
38 SANDOVAL LOPEZ, Rafael. Vigencia del recurso extraordinario de casación penal. Bogotá: 
Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2003. 
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Allí se encuentran los primeros vestigios de lo que, después, en los modernos 
Códigos Procesales, habría de tener la máxima importancia al crearse el Tribunal 
Supremo de Justicia, y otorgar a este Juez de jueces, la respetable misión de 
establecer en su Doctrina jurisprudencial, la interpretación de los principios 
inmutables de la justicia, acomodándolos a las exigencias y a los progresos de la 
vida y del tiempo. “Esta opinión de los jurisconsultos, como así mismo sus 
respuestas, llegan a construir verdadera doctrina legal- análoga a la del Tribunal 
Supremo-. Designando el emperador los jurisconsultos que gozaban de esta 
facultad o privilegio39”.  
 
Roma, que funda todo su sistema procesal en la distinción entre el hecho y el 
Derecho, es nuncio de la moderna casación, estableciendo el remedio contra las 
sentencias que infringen las leyes- corrección de infracciones legales- y fijación o 
definición de doctrina. No significa que en aquellas instituciones pueda hallarse 
base perfecta de analogía con el actual recurso, pero si está allí el origen que 
establece el principio de revocación, que recae en el Emperador.  
 
De otra parte, los germanos le daban validez formal a la sentencia viciada por 
defectos procedimentales. En un principio la Asamblea del pueblo aprobaba o 
improbaba la propuesta del querellante contra la sentencia atacada por tales 
defectos. “Más tarde esta misión la tomó el juez, razón por la cual la querella de 
nulidad vino a constituir una queja contra la providencia, pero siempre a base de 
invalidez formal, y la acusación sólo podía fundarse, por ende, en la violación de 
normas de procedimiento40”.  
 
Sandoval41 expresa que el origen de la casación se encuentra en la Institución 
Francesa, tales como: 
 
                                            
39 MORALES MOLINA, Hernando. Técnica de Casación Civil. Bogotá: Lerner, 1963 
40 MORALES MOLINA, Hernando. Óp. cit. 
41 SANDOVAL LOPEZ, Rafael. Óp. cit. 
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i) Les établissements (edictos) de Saint Louis: Eran recursos instaurados en 
favor de las partes, que les permitían suplicar antes el rey para que se revisara el 
juicio y se reformara el fallo que se había proferido por un Tribunal local, cuando 
era contrario a derecho. (Luis IX- 1238/1270). Los établissements eran ante todo 
una acción personal de monarca, no una institución permanente.  
 
ii) Las cartas de cancillería (lettres de chancellerie): institución “por medio de 
la cual en múltiples sentidos se desarrolló la intervención del rey en la justicia, se 
valió el soberano también para reafirmar el propio derecho de juez supremo sobre 
las decisiones emanadas del parlamento de Paris y de los demás que surgieron 
después en otras ciudades de Francia; contra estas decisiones souveraines, que 
no estaban sometidas al remedio ordinario de la apelación, se desarrollaron en 
efecto poco a poco diversas formas de remedios extraordinarios, mediante los 
cuales la parte que se encontraba gravada con tales sentencias se dirigía al rey 
para obtener de él lettres de chancellerie, encaminadas a remover los efectos de 
la cosa juzgada que, según las reglas ordinarias, debería ser ya irrevocable42”. 
 
iii) El Consejo del Rey (Le conseil du roi): El absolutismo del monarca alcanza 
su mayor expresión en el reino de Luis XIV (1643-1715), denominado el rey sol, 
quien era el dueño absoluto del poder, ejercía las funciones ejecutivas, legislativas 
y judiciales. La magnitud de su poderío se halla expresada en su célebre frase 
“L’Etat C’est moi” (El estado es mío). El absolutismo del monarca encontró su 
fundamento en la teoría del poder divino, pues así se infiere de la afirmación de 
Luis XIV cuando decía: 
 
“El respeto debido a los reyes es un deber religioso, ya que estos son en la 
tierra los lugartenientes de Dios y son responsables ante él; y como Dios, 
dispone de un poder absoluto y poseen un derecho preeminente sobre la 
                                            
42 CALAMANDREI, Piero. La Universidad del mañana. traducción: Alberto Bianchi. Buenos Aires: 
Ediciones Jurídicas Europa-América, 1961. 
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propiedad de sus súbditos. Podéis estar persuadidos de que los reyes son 
señores absolutos y gozan naturalmente de la disposición plena y entera de 
todos los bienes que posean tanto las gentes de la iglesia como los particulares. 
Cuando se encuentra en toda la extensión de nuestros Estados, sea de la 
naturaleza que sea, nos pertenece a tal título43”. 
 
O en palabras de Goenaga: 
 
“Y fue así como en esta época se estableció la Ordenanza 1667 que en su art. 
8º Título I decía: Declaramos toda sentencia o juicio que sea dictado en contra 
de los dispuesto en nuestras ordenanzas, edictos y declaraciones, nulo y de 
ningún efecto y valor, y los jueces que lo han dictado, responsables de los 
daños y perjuicios de las partes, en la forma que será dicho por nosotros44”. 
 
De modo que, el Derecho de evocación del Rey, que a veces ejercía por medio del 
Consejo mismo, el Monarca conocía en ocasiones las causas en todas sus fases; 
pero además de que ello ocurría ya muy de tiempo en tiempo y en circunstancias 
extraordinarias, era efecto necesario de las instituciones políticas y la organización 
del Estado. Lo cual corrobora, la opinión en cuanto a que la casación es hija 
exclusiva del Derecho Público, que entonces no tenía un desarrollo propicio para 
la implementación exacta y completa de lo que se venía produciendo.  
 
Constituido así el recurso ante el Consejo de las partes o sección judicial del 
Consejo Real, se dictaron con posterioridad varias ordenanzas, reglamentando 
tanto el Consejo mismo y su personal, como el modo de proceder ante él. “Pero el 
interés y la importancia de esta labor legislativa desaparecieron en presencia del 
Reglamento del 28 de junio de 1738, obra del Canciller D’Aguesseau y sus dos 
                                            
43 SANDOVAL LOPEZ, Rafael. Óp. cit. 




hijos, que ha existido como un monumento de sabiduría y constituye hoy el Código 
de Procedimiento ante la Corte de Casación de Francia45”. 
 
Los fines del siglo XVIII, fue la época fijada por Dios para término de la evolución 
anónima del Derecho Público, y comienzo del predominio de sus principios; y el 
medio que sirvió para efectuar esta transformación no es demasiado conocido, 
hasta sus exageraciones que edificaron al hombre, proclamándolo causa y 
finalidad de toda actividad.  
 
Las primeras determinaciones de los insignes reformadores de 1789, fueron las de 
dar a Francia una legislación uniforme de acuerdo con las nuevas ideas, y 
posteriormente, crear en la cima de la jerarquía judicial un poder regulador 
encargado solamente de velar por la autoridad de esa legislación; pues no podía 
subsistir el Consejo de las partes, ni con la organización que ya tenía, porque se 
mezclaba en el Jefe del Estado, lo cual era contrario al nuevo principio de la 
separación de los poderes públicos. Hecho lo primero, la Asamblea conservó el 
Consejo hasta el año de 1790; pero con ciertas restricciones y prohibiciones 
necesarias, como la de evocar el conocimiento de la causa en toda su integridad y 
juzgarla en el fondo46. 
 
Respecto de las discusiones que tuvieron lugar en el seno de la Asamblea con 
motivo de la creación y organización de ese tribunal, que designaron con el 
nombre de Tribunal de Casación, más que por la propiedad del término por no dar 
pábulo con otro más ruidoso a la vanidad de quienes lo formaran, pues la creación 
del Tribunal de Casación levantó vivas discusiones. Reconociendo su necesidad, 
preocupaba la autoridad que se iba a dar a una jurisdicción que escaparía a toda 
sujeción.  
 
                                            
45 Ibid. pág.29 
46 Ibid. pág.31 
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¿El poder de interpretar la ley no debe pertenecer al Legislador que la ha dictado? 
Tal pareció ser la idea principal de Robespierre, quien propuso que se colocara 
este Tribunal en el seno mismo del Cuerpo legislativo; esto hubiera sido perpetuar 
la confusión de los poderes, y la facultad de examinar y revisar las sentencias no 
se habría quitado al jefe del Estado sino para dársela al legislador47.  
 
La proposición fue retirada. Pero la lucha se formó sobre la cuestión de saber si 
habría un cuerpo único, con asiento permanente en un mismo lugar, o si la 
revisión de los procesos se confiaría a jueces ambulantes, con asientos en 
diversos puntos del territorio. 
 
Merlín demostró que crear secciones, era tener otro tanto de Tribunales de 
Casación, investidos todos del mismo poder, y exponerse con ello a comprometer 
la unidad de jurisprudencia que era la razón de ser de la institución; Tronchet, no 
obstante estar conforme con esta idea, admitía la posibilidad de secciones 
múltiples encargadas de instruir los asuntos, los cuales se someterían después, 
para ser sentenciados a una cámara única; quería de este modo satisfacer la 
objeción fundada en que la justicia no debe estar muy alejada de los a justiciables; 
pero esta objeción, seria cuando se trata de estatuir sobre los procesos, carecía 
de valor respecto de una vía de recurso extraordinario que no se autorizaría sino 
en casos excepcionales y ante jueces que, únicamente preocupados del interés de 
la ley, debían mantenerse fuera de toda cuestión de hecho; esto lo formuló 
Clermont- Tonnerre, diciendo que el fin que se perseguía era, ante todo, la 
constancia en la doctrina, el profundo conocimiento de la ley, el alejamiento 
perfecto de los intereses de los litigantes; esta uniformidad, tan difícil de hallar en 
los hombres, necesita que se reúnan todas las circunstancias: unos mismos 
lugares, unos mismos hombres, unas mismas fuentes comparación de las 
sentencias que se van a dictar con las ya dictadas48. 
                                            
47 Ibid. pág.33 




La Asamblea se convoca, y el 12 de agosto de 1790, dictando un Decreto en que 
se dispone que le tribunal de cassation sera unique et sidentaire auprés du Corps 
leglslatif. Quedaron por determinar las atribuciones y la competencia del Tribunal, 
la manera de nombrar sus miembros, y el modo de proceder ante él. 
 
El recurso de casación en materia criminal existió en Colombia bajo el régimen de 
la pena de muerte, es decir desde 1886 hasta 1910, circunscrito únicamente a las 
sentencias capitales.  
 
Cuando el Acto Legislativo número 3 de 1910, abolió la pena máxima, por 
sustracción de materia, al desaparecer dicho recurso, posterior surge nuevamente 
a la vida y con mayor amplitud en la Ley 78 de 1923, que, en consonancia o 
desarrollo de una reforma constitucional, creó una nueva sala para la CSJ, la que 
ha sido denominada Sala de Casación en lo criminal. La Ley y la jurisprudencia 
colombiana, tienen una especial amplitud en materia de Casación Penal, y se han 
venido desarrollando y perfeccionando49.  
 
La Ley 105 de 1890, art. 369 establece como causales en materia penal las 
siguientes: 1) ser la sentencia violatoria de la ley sustantiva penal por haberse 
aplicado al reo la pena capital fuera de los casos determinados por la Ley; 2) ser el 
veredicto, en concepto de la Corte, contrario a la evidencia de los hechos; y 3) 
haberse incurrido en la tramitación de la causa en alguna de las nulidades 
previstas en la Ley 57 de 1887, art. 264, ordinales 1, 3 al 750.  
 
La Ley 169 de 1896, en su artículo 3, declara el concepto sobre la causal 2da la 
injusticia del veredicto, contemplando dos hipótesis: 1) donde los autos resultan 
claramente no haberse ejecutado en el hecho mencionado; y 2) la que el acusado 
                                            
49 Ley 78 de 1923. Óp. cit. 
50 Ley 169 de 1896. Op. cit. 
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no es responsable de él, pero limita el alcance del recurso para el caso de que 
haya una condenación proveniente de un segundo jurado51. La Ley 40 de 1907 
establece el mutatis mutandis, las mismas causales que la anteriormente 
expresada52.  
 
La segunda época del recurso comienza en 1923, cuando resurge, después de 
haber sido abolido de hecho o por sustracción de materia con la reforma 
Constitucional de 1910, que abolió la pena capital.  
 
El legislador de 1923, con la Ley 78, establece de nuevo el recurso de casación 
sobre las penas entonces existentes, tomando como base la cuantía temporal en 
las privativas de la libertad: una cuantía de seis años en las de presidio, reclusión 
o prisión; y en cuanto a las causales que en tesis general habían de ser distintas 
del antiguo estatuto, consagró las siguientes en su artículo 3:  
 
“1) Ser la sentencia violatoria de la ley sustantiva penal, por mala interpretación 
de la misma, o por haber aplicado una disposición distinta de la que 
correspondía legalmente; 2) violación de la ley procedimental, por haberse 
sentenciado sobre un juicio viciado de nulidad sustancial según la ley; 3) no 
estar el fallo en consonancia con los cargos deducidos en el auto de proceder, o 
estar en desacuerdo con el veredicto del jurado; 4) incompetencia de 
jurisdicción en el Tribunal sentenciador; y 5) haberse abstenido de fallar el 
Tribunal siendo competente53”. 
 
Como puede verse, la nueva ley sobre casación penal vino a introducir, además 
de la segunda causal, que ya existía, y de la primera, que es análoga a la primera 
de la anterior legislación; otras tres nuevas, a saber: las jurisdiccionales por 
                                            
51 Ibid. 
52 Ley 40, 1907, Op. cit. 




exceso y por defecto y la que se refiere juntamente al auto de proceder y al 
veredicto, como normas que han de ser de la sentencia condenatoria; pero dejó de 
introducir la relativa a la injusticia notoria.  
 
Esta omisión la subsanó la Ley 118 de 1931, que reguló íntegramente la materia. 
Esta ley refundió, pues, en un solo artículo, las que enumeraban la Ley 78 de 
1923, y con las adicionales vinieron a reunirse ocho causales. Las tres nuevas son 
las que siguen:  
 
“i) Violación de la ley, por cuanto haya existido error de apreciación en la prueba 
del cuerpo del delito; ii) Ser la sentencia violatoria de la ley, por haberse dictado 
sobre un veredicto viciado de injusticia notoria, siempre que esta cuestión se 
haya debatido, previamente en las instancias; y iii) Haberse dictado el fallo 
sobre un veredicto evidentemente contradictorio54”.  
 
La enunciada en segundo lugar, corresponde a la que rige bajo las leyes de 1890, 
1896 y 1907, que olvidó el legislador de 1923, pero el de 1931, le pone una 
limitación muy razonable, pues de otra manera la casación no llenaría sus fines, 
pues este recurso es una especie de acusación a la sentencia de última instancia, 
ya que la ley ordena a los jueces y tribunales que a petición de parte y aún de 
oficio, anulen el fallo y manden reunir un nuevo jurado, cando a su juicio el primer 
veredicto sea contrario a la evidencia de los hechos. Si así lo hicieren, violarían la 
ley, dando cabida a que la parte agraviada acuse el fallo del Tribunal. 
 
Las reformas que trajo la Ley de 1931, le señalan el camino de la reforma al 
legislador con interpretaciones por medio de las cuales va abriéndose paso la 
equidad, que genera la verdadera justicia. Entre ellas puede señalarse la 
atribución conferida al Procurador General de la Nación de fundar el recurso, 
cuando el reo no lo hubiere hecho, siempre que haya motivo justo para ello.  
                                            




Se dice que esta reforma fue plausible para la época, pues fue una muestra de 
verdadero sentido de equidad, dado que en muchas ocasiones las clases que 
carecen de recursos pecuniarios no pueden hacer uso de este Derecho que les 
concede la ley, por la sencilla razón de no tener con qué pagar los honorarios a un 
abogado para que los defienda, en este último intento encaminado a recobrar un 
derecho tan apreciado como es la libertad, por lo menos, para conseguir un rebaja 
de la sanción impuesta injustamente55. 
 
La Ley 94 de 1938, (Código de Procedimiento Penal) fue elaborado por la 
Comisión de Reformas Penales que presentó su proyecto al Congreso, que lo 
adoptó casi sin discusión Recursos Extraordinarios fue la denominación que se le 
dio al título II, libro III, del Código y está encabezado con la casación que junto con 
la Revisión son los dos recursos extraordinarios que consagra el Código56. 
  
La mira preponderante de los autores de este código, fue la de ampliar el recurso, 
especialmente en tres puntos básicos que fueron:  
 
i) En cuanto al radio de acción de la Corte en relación con los fallos 
susceptibles de ser acusados ante ella; 
ii) En cuanto al resultado del proceso y  
iii) Las causales propiamente dichas57.  
 
Con la expedición de la ley en mención, se deslindó del Código Judicial, se plasmó 
de manera ordenada y sistemática todo lo relacionado con el recurso de casación 
                                            
55 PABÓN GÓMEZ, Germán. Op. cit. 




en materia penal, en los artículos 557 y s.s.58; con el Decreto 528 de 1964, art. 55, 
nuevamente se replantea el recurso, al establecer su procedencia y motivos59. 
 
El Decreto 1345 de 1970, también aborda el tema de la casación en materia penal, 
pero fue derogado por el Decreto 409 de 1971 (Código de Procedimiento Penal), 
artículos 32, 569 a 58360. 
 
Al expedirse el Decreto 050 de 1987 (Código de Procedimiento Penal) el legislador 
le hizo ligeras modificaciones al recurso que se examina, en las siguientes 
normas: 218, 226 y 227. La Constitución de 1991, art. 235, son atribuciones de la 
CSJ, actuar como Tribunal de Casación. 
  
En el año 1991, se expide el Decreto 2651 para agilizar el recurso, pero la propia 
Sala Penal de la Corte consideró que no era aplicable para esa Sala, prorrogada 
su vigencia (Ley 192 de 1995), luego adoptado como legislación permanente, en 
la Ley 446 de 1998, arts. 51 y 162 y posteriormente derogado por la Ley 1564 de 
2012, art. 626, literal c. 
 
Al expedirse el Decreto 2700 de 1991 (Código de Procedimiento Penal), también 
reforma el recurso de casación y como aspecto innovador, consagra por primera 
vez la casación excepcional, en los artículos 218 a 220, la normatividad anterior, 
fue reformada por la Ley 81 de 1993, arts. 35 y 36 destacándose el máximo de la 
pena para su procedencia, cuando los delitos tuvieran pena privativa de la libertad 
cuyo máximo fuera o excediera los seis (6) años. 
 
                                            
58 Ibid. 
59 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto 528 (09 de marzo de 1964) “Por el 
cual se dictan normas sobre organización judicial y competencia, se desarrolla el artículo 217 de la 
Constitución, y se adoptan otras disposiciones” Diario oficial: 31330.  
60 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto 409 (21 de marzo de 1971). “Por el 
cual se introducen reformas al Código de Procedimiento Penal y se codifican todas sus normas” 
Diario oficial: 33303. 
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La Ley 553 de 2000, reforma el capítulo VIII del título IV del libro primero del 
Decreto 2700 de 1991, (Código de Procedimiento Penal) y establece 
fundamentalmente que el recurso procedía contra las sentencias ejecutoriadas, 
desnaturalizando el recurso, no resistió el examen de constitucionalidad y de ahí 
que lo básico de la reforma, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional, 
art. 1 a 20. 
 
La Ley 600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal), se reitera lo consagrado 
por el legislador en la precitada, Ley 553 de 2000, por cuanto la Corte 
Constitucional aún no había decidido las demandas de inconstitucionalidad y al 
declarar inexequibles varias de sus normas, se hicieron extensivas a la Ley 600 de 
2000, arts. 205 a 21961. 
 
Con la Ley 906 de 2004, (Código de Procedimiento Penal),  se reformula el 
recurso de casación al establecer la procedencia del mismo contra todas las 
sentencias de segunda instancia proferidas por los Tribunales Superiores de 
Distrito Judicial, incluido el Superior Militar, sin sujeción a la pena máxima prevista 
para los delitos, toda vez que con anterioridad, como queda reseñado, el factor de 
la pena era determinante para su procedencia y los recursos de apelación contra 
las sentencias de primer grado de los Jueces Penales Municipales pasaron a 
conocimiento de los Tribunales, arts. 180 a 183. 
 
Lo anterior permite afirmar que la Ley 906 de 2004, tiene otra estructura procesal 
de corte acusatorio, los delitos que se hubiesen tramitado por la Ley 600 de 2000, 
el recurso, su procedencia y trámite, debe regularse por la normatividad plasmada 
en dicho estatuto procedimental, y si se abordó el asunto por el nuevo sistema 
procesal, debe impetrarse por la Ley 906 de 2004, cuyo trámite fue reformado por 
la Ley 1395 de 2010, esto es, se debe interponer dentro de los cinco días 
                                            
61 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 600 (24 de julio de 2000) “Por la cual se 
expide el Código de Procedimiento Penal” Diario Oficial 44097. 
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siguientes a la notificación de la sentencia del Tribunal, la Corte tiene 30 días y si 
lo admite, señala fecha para la audiencia de sustentación – 30 días siguientes – y 
emitir el fallo dentro de los sesenta días siguientes. 
 
Si se inadmite, procede el mecanismo de insistencia dentro de los cinco días 
siguientes a la emisión del auto interlocutorio, para lo cual el censor debe 
plantearlo ante el Procurador Delegado ante la Corte o uno de los magistrados 
que hubiese salvado el voto o que no hubiere participado en el debate del auto 
inadmisorio, para que se insista ante la Sala para que ésta admita la demanda. 
 
1.3.2. El Recurso de Casación en el Sistema Penal Acusatorio. 
 
En el sistema penal acusatorio que introdujo el legislador en la Ley 906 de 2004, 
rige en toda la República de Colombia a partir del primero de enero de 2008, toda 
vez que su implementación fue gradual, el Recurso Extraordinario de Casación se 
consideró un control constitucional y legal que procede contra las sentencias 
proferidas, en segunda instancia, en los procesos adelantados por delitos, cuando 
afecten derechos o garantías fundamentales, por las causales prescritas en la Ley 
906 de 2004, art.181. 
 
Sobre este tema, cabe anotar que en la normatividad anterior, incluida la Ley 600 
de 2000, el legislador se refiere al recurso de casación, menciona únicamente su 
procedencia, procede contra las sentencias proferidas en segunda instancia por 
los Tribunales, sin ser considerado como un control constitucional y legal que, al 
ser concebido así, como lo ha acotado la Corte Constitucional62 la especificación 
del parámetro de control, se aplica a las sentencias que se recurren en casación, 
es novedosa y puede conducir a que en el nuevo sistema la casación penal, tenga 
un alcance más amplio al de los sistemas anteriores, porque se controla no solo 
                                            




las infracciones a la ley, sino también las de la carta y del bloque de 
constitucionalidad, “Al concebir el recurso extraordinario de Casación como control 
constitucional y legal, se está evidenciando que la legitimidad de la sentencia debe 
determinarse no solo a partir de las disposiciones sustanciales y procesales, sino 
también en normas constitucionales63”. 
 
La Ley 600 de 2000, consagra dos formas de casación: la ordinaria y la 
excepcional, la común u ordinaria contra sentencias de segunda instancia 
proferidas por los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y el Tribunal Superior 
Militar, por delitos que tuvieran como pena privativa de la libertad cuyo máximo 
excediera de ocho (8) años de prisión, extendiéndose a los delitos conexos, esto 
es, que tengan una pena inferior a la reseñada como es el caso del peculado por 
apropiación en concurso con una falsedad en documento privado, cuando tuviera 
una pena máxima inferior a la mencionada, pero por ser conexo, sería susceptible 
del extraordinario de casación64. 
 
A su vez, la excepcional procedía contra sentencias diferentes a las anteriores, 
huelga decir, contra las de segunda instancia emitidas por los Juzgados del 
Circuito o por el Tribunal Superior de Distrito Judicial por un delito que no tenga 
privativa de la libertad o que ésta sea inferior a ocho años de prisión, a solicitud de 
cualquiera de los sujetos procesales, para garantizar los derechos fundamentales 
o el desarrollo de la jurisprudencia, debiendo cumplir con todos los demás 
requisitos de técnica. 
 
Mientras que en Ley 906 de 2004, desaparece la casación excepcional, por 
tratarse de un control de constitucionalidad, de legalidad material y sustancial de 
las sentencias de segunda instancia, procede contra todas ellas, sin tener en 
cuenta el marco punitivo de la conducta punible, pues en la nueva normatividad, 
                                            
63 Ibid. 
64 Ley 600, 2000. Óp. cit. 
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como se sabe, del recurso de apelación interpuesto contra las sentencias 
proferidas por los Juzgados Penales Municipales, conocen las respectivas Salas 
de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, lo que es de buen recibo, ya que 
la doctrina lo venía reclamando habida cuenta que en el derecho comparado, de la 
apelación de la sentencia conoce un Tribunal o Corte de Apelaciones a fin de que 
la decisión de segundo nivel sea colegiada y no por un juez singular o unipersonal 
como lo hacían los Jueces Penales del Circuito frente a recurso de apelación de 
las sentencias de los Municipales. 
 
En el nuevo sistema, también se avanzó el sentido de que la demanda de 
casación, ya que debe presentarse ante el Tribunal dentro de los sesenta días (60) 
siguientes a la última notificación de la sentencia, término común para todos los 
sujetos procesales, lo que hace más ágil el procedimiento que en Ley 600, en 
donde se interponía el recurso dentro de los quince (15) días siguientes a la 
notificación de la sentencia y la demanda de casación en los treinta (30) días 
siguientes, pero si eran varios los censores, cada uno disponía de los treinta (30) 
días para la presentación de la respectiva demanda y presentada(s) se corría un 
término común a los no recurrentes de quince (15) días, surtido el trámite anterior, 
se enviaba el proceso a la Sala Penal de la CSJ para determinar si estaba 
ajustada a derecho la demanda o no. 
 
A su vez, la Ley 1395 de 2010, por la cual se adoptaron medidas en materia de 
descongestión, modifica los términos referidos y por tanto, la Ley 600 de 2000, art. 
210 fue reformado por el art. 101, en el sentido de que el recurso se interpone 
dentro de los quince (15) días siguientes a la última notificación de la sentencia y 
la demanda se presenta en un término común de treinta (30) días para todos los 
censores, adicionalmente, el artículo 183 de la Ley 906 de 2004, por el artículo 98 
(Ley 1395 de 2010) en el entendido de que el recurso se interpondrá ante el 
Tribunal dentro de los cinco (5) días siguientes a la última notificación y la 
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demanda en un término común posterior de treinta (30) días, igualmente, para 
todos los recurrentes extraordinarios. 
 
Respecto de los requisitos que debe contener la demanda de casación, si bien es 
cierto que la nueva normatividad no los refiere expresamente, como sí lo hacía la 
Ley 600 de 2000, acorde con la Ley 906 de 2004, arts. 183 y 184 la demanda 
debe contener:  
 
“1) que se indiquen de manera clara, precisa y concisa las causales invocadas; 
2) que se desarrollen los cargos – que se expresen sus fundamentos- o se 
ofrezca una sustentación mínima; 3) que se demuestre que el fallo es necesario 
para cumplir con alguna de las finalidades (efectividad del derecho material, el 
respeto de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios 
inferidos a éstos y la unificación de la jurisprudencia) del recurso 
extraordinario65”.  
 
De ahí que la Sala Penal de la CSJ, “no admitirá o seleccionará la demanda que 
se encuentre en los siguientes supuestos: si el demandante carece de interés: si 
prescinde de señalar la causal; si no desarrolla los cargos de sustentación y 
cuando de su contexto de advierta fundadamente que no se precisa del fallo para 
cumplir alguna de las finalidades del recurso” (Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 2). 
 
En cuanto a las causales por las que procede el recurso extraordinario, también se 
replantearon en la Ley 906 de 2004, precisamente porque la Ley 600 de 2000, su 
causal primera contenía dos cuerpos para indicar la violación directa e indirecta; 
ahora se escinde de la siguiente forma: Cuando afecten derechos o garantías 
fundamentales por: 
                                            
65 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Sentencia C-388 (23 de abril de 






Falta de aplicación, interpretación errónea o aplicación indebida: de una 
norma del bloque de constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el 
caso.  
 
Causal conocida doctrinariamente como violación directa que se llega por 
exclusión evidente de la norma, esto es, cuando el Juez no aplica la ley, no quiso 
aplicar la norma, no conocía la norma o consideró que no estaba vigente la 
misma, o por aplicación indebida de ley como cuando se equivoca en el proceso 
de adecuación típica e, interpretación errónea, cuando aplica el precepto de la 
norma, pero le da un alcance que no corresponde.  
 
Desconocimiento del debido proceso: por afectación de su estructura o de la 
garantía debida a cualquiera de las partes. Esta corresponde a la Nulidad, afecta 
debido proceso, estructura, falta de congruencia entre acusación y el fallo y 
garantías, derecho a la defensa.  
 
El manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de 
la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia: En esta causal las reglas 
de producción corresponden al error de derecho por falso juicio de convicción o 
falso juicio de legalidad, ya que aprecia como legal o lícita una prueba ilegal o 
ilícita; al contrario, margina una prueba ilegal o ilícita cuando es legal o lícita.  
 
En cuanto a la apreciación probatoria, ésta se refiere a los errores de hecho, valga 
decir, se viola la regla de apreciación por falso juicio de existencia, por omisión de 
la prueba o por suposición de la misma. También se llega por falso juicio de 
identidad, por cercenamiento o supresión de la prueba o por adición, en donde se 
le agrega, lo que no dice la prueba y el Falso Raciocinio, porque en esta 
operación, el Juez viola las reglas de la ciencia, principios de la lógica y las 




Cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la reparación 
integral decretada en la providencia que resuelva el incidente: deberá tener 
como fundamento las causales y la cuantía establecidas en las normas que 
regulan la Casación civil , de tal manera que esta causal mantuvo los parámetros 
de la Ley 600 de 2000, toda vez que en tratándose de la indemnización de 
perjuicios y sea ésta únicamente el asunto de inconformidad, por remisión, deberá 
formularse con fundamento en las causales y cuantías establecidas en los 
artículos 368 y s.s. del Código de Procedimiento Civil.  
 
Por último y como novedoso, en el apartado segundo, Ley 906 de 2004, art. 184 le 
permite a la Sala Penal de la CSJ no seleccionar aquellas demandas de casación, 
cuando el demandante carezca de interés, prescinda de señalar la causal que 
invoca en su libelo, no desarrolle los cargos de sustentación o cuando de su 
contexto se advierta fundadamente que no se precisa del fallo para cumplir 
algunas de las finalidades del recurso extraordinario, lo que deberá realizar la Sala 
mediante auto debidamente motivado, susceptible del <recurso de insistencia> 
presentado por alguno de los Magistrados de la Sala o por el Ministerio Público. 
 
Como que el recurso de insistencia fue instituido por primera vez en el 
ordenamiento jurídico con la expedición del Decreto 2591 de 1991, art. 33 
reglamentario de la acción de tutela, que reza: 
 
“Revisión por la corte constitucional, La Corte Constitucional designará dos 
(2) de sus Magistrados para que seleccionen, sin motivación expresa y según 
su criterio, las sentencias de tutela que habrán de ser revisadas. Cualquier 
Magistrado de la Corte, o el Defensor del Pueblo, podrán solicitar que se revise 
algún fallo de tutela excluido por éstos cuando considere que la revisión puede 
aclarar el alcance de un derecho o evitar un perjuicio grave. Los casos de tutela 
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que no sean excluidos de revisión dentro de los 30 días siguientes a su 
recepción, deberán ser decididos en el término de tres meses66”. 
 
Del texto anterior se desprende que la Corte Constitucional, por medio de sus 
magistrados, tiene la facultad de seleccionar las sentencias de tutela que, a su 
juicio, deban ser revisadas. Sin embargo, cuando el fallo de tutela no sea 
seleccionado por la Corporación, puede cualquier Magistrado de la Corte o el 
Defensor del Pueblo, insistir en que se revise, cuando considere que la revisión 
puede aclarar el alcance de un derecho o evitar un perjuicio grave, para lo cual el 
accionante debe indicar sus razones ante la propia Corte y el Defensor del Pueblo, 
a fin de que éstos soliciten la revisión del fallo que inicialmente fue excluido.  
 
Con este precedente, inspira el legislador el consagrar en la Ley 906 de 2004, el 
recurso de insistencia para el extraordinario de casación, toda vez que en los 
debates que le anteceden se examinó la propuesta presentada por uno de los 
miembros de la Corporación, en el sentido de adicionar la viabilidad de introducir 
al proyecto un recurso de insistencia contra la determinación de la Sala en la que 
no fuera seleccionada una demanda de casación, propuesta que finalmente fue 
aprobada, así: [...] “por auto debidamente motivado que admite el <recurso de 
insistencia> presentado por alguno de los magistrados de la Sala o por el 
Ministerio Público67”. 
 
“Al abordar el tema planteado, por la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia Consideró que la insistencia no es un recurso se trata de […] un 
instrumento previsto para que la Sala, a instancia de los Delegados del 
Ministerio Público que intervienen en el trámite casacional o de alguno de los 
                                            
66 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto 2591 (19 de noviembre de 1991) “Por 
el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política” 
art. 33 
67 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 906 (31 de agosto de 2004). “Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento Penal” Diario Oficial 45.658. Art. 184, inc. 2. 
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Magistrados integrantes de ella, reexamine las razones que tuvo a bien esgrimir 
para no seleccionar la demanda, naturaleza que precisamente es la que el 
legislador le atribuyó a este sui generis mecanismo judicial en pretérita ocasión 
frente a la acción de tutela68”. 
 
Con asidero en la mencionada decisión, la Sala en reciente pronunciamiento 
delimita el asunto relacionado, con la declaratoria de inadmisibilidad de la 
demanda de casación, consagrada en la Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 2 que tan 
solo admite en “recurso de insistencia presentado por alguno de los magistrados 
de la Sala o por el Ministerio Público”, apuntó la Corporación:  
 
“En el citado ordenamiento procesal no fue incluida la manera concreta de 
utilizar dicho instituto, razón por la cual la Sala, previa definición de su 
naturaleza, se vio impelida a establecer las reglas que habrán de seguirse, en 
los siguientes términos: 1) La insistencia es un mecanismo especial que sólo 
puede ser promovido por el demandante, dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la notificación de la providencia por medio de la cual la Corte decida no 
seleccionar la demanda de Casación, con el fin de provocar que reconsidere lo 
decido. También podrá ser propuesto oficiosamente por alguno de los 
Delegados del Ministerio Público para la Casación Penal – siempre que el 
recurso de Casación no haya sido interpuesto por un Procurador Judicial–, el 
Magistrado disidente o el Magistrado que no haya participado en los debates y 
suscrito la providencia inadmisoria; 2) La solicitud se puede presentar ante el 
Ministerio Público a través de sus Delegados para la Casación Penal, o ante 
uno de los Magistrados que haya salvado voto en cuanto a la decisión 
mayoritaria de inadmitir la demanda o ante uno de los Magistrados que no haya 
intervenido en la discusión; 3) Es potestativo del Magistrado disidente, del que 
no intervino en los debates o del Delegado del Ministerio Público ante quien se 
                                            
68 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Sentencia 23899. (12 de diciembre 
de 2005) [M.P. Marina Pulido de Barón 
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formula la insistencia, optar por someter el asunto a consideración de la Sala o 
no presentarlo para su revisión, evento último en que informará de ello al 
peticionario en un plazo de quince (15) días; 4) El auto a través del cual no se 
selecciona la demanda de Casación trae como consecuencia la firmeza de la 
sentencia de segunda instancia contra la cual se formuló el recurso de 
Casación, salvo que la insistencia prospere y conlleve a la admisión de la 
demanda69”.  
 
En conclusión, el recurso extraordinario de casación en la nueva sistemática de la 
Ley 906 de 2004, se ha democratizado y reformulado como control constitucional y 
legal que procede contra las sentencias de segunda instancia, proferidas por los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial, incluido el Tribunal Superior Militar, en 
los eventos en que se afecten derechos o garantías fundamentales, cuya 
impugnación debe hacerse mediante demanda que se ciña a los rigores de la 
técnica, con argumentos lógicos y de trascendencia, por causales taxativas fijadas 
por la ley de procedimiento. 
 
Respecto del mecanismo de la insistencia, es de resorte exclusivo del 
casacionista a quien le asiste interés en que le sea admitida la demanda que no le 
fue seleccionada por parte de la Sala Penal de la CSJ, impetrar petición 
debidamente sustentada, esto es, desvirtuando los argumentos que tuvo en 
cuenta la Corte para inadmitir la demanda, ante el Ministerio Público– 
Procuradores Delegados para la casación Penal- o por conducto de algunos de los 
Magistrados de la Sala que hubiese salvado voto frente a la decisión de la mayoría 
o por medio de uno de los Magistrados que no intervino en la discusión de los 
debates, para que ellos examinen los argumentos y determinen si amerita solicitar 
la reconsideración de la Sala, esta solicitud debe ser elevada por el censor dentro 
de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto que decide no seleccionar 
                                            
69 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Auto 29416 (23 de abril de 2008) 
[M.P. Yesid Ramírez Bastidas] 
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la demanda, para lo cual disponen de quince (15) días, siendo potestativo para 
aquellos solicitar la revisión de la decisión ante la Sala o de lo contrario, se lo hará 
saber al peticionario.- El mencionado término de cinco (5) días se le hace 
extensivo al Ministerio Público y a los Magistrados disidentes o que no 
intervinieron en los debates para demandar la insistencia de manera oficiosa. 
 
En el evento en que prospere la insistencia y se opte por la admisión de la 
demanda, la sentencia no adquiere ejecutoria, de lo contrario queda en firme 
desde el momento en que expide el auto, mediante el cual no fue seleccionado, en 
el entendido de que la presentación de la insistencia, no interrumpe la firmeza del 
fallo.  
Para darle una mayor cobertura al presente trabajo, es necesario abordar 
puntualmente El incidente de reparación integral plasmado en la Ley 1395 de 
2010, el cual será a profundidad en el siguiente capítulo, por lo que se anota que: 
 
En efecto, por primera vez, el legislador al expedir la Ley 94 de 1938, al ocuparse 
del Recurso Extraordinario de casación en materia penal, consagró la procedencia 
del mismo, contra sentencias condenatorias, en lo atinente a la indemnización de 
perjuicios, cuando la cuantía de lo recurrido fuera o excediera de tres mil pesos 
($3.000), quedando legitimado, además del agente del Ministerio Público, el 
procesado o su defensor, el apoderado de la parte civil70. 
 
Mucho tiempo después, el Decreto 409 de 1971 (Código de Procedimiento Penal) 
establece en el artículo 572, modificado por la Ley 22 de 1977, art. 3 como cuantía 
para recurrir en sede extraordinaria de casación, cuando el recurso versara sobre 
la indemnización de perjuicios decretada en la sentencia condenatoria, cuando el 
interés para impugnar era o superaba los ciento cincuenta mil pesos ($150.000)71. 
 
                                            
70 Ley 94, 1938. Óp. cit. 
71 Decreto 409,1971. Óp. cit. 
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Posteriormente, el Decreto 050 de 1987, art. 220, determinó que “cuando el 
recurso de casación tuviera por objeto únicamente lo referente a la indemnización 
de perjuicios decretados en la sentencia condenatoria, debería tener como 
fundamento las causales y la cuantía establecidas en las normas que regulan la 
casación en materia civil”. 
 
A su vez, el Decreto 2700 de 1991, art. 221 (Código de Procedimiento Penal) 
prácticamente reprodujo el artículo 220 del Decreto 050 de 1987, pero agrega que 
cuando el recurso tuviera como objeto únicamente lo relacionado con los 
perjuicios, deberá tener como fundamento las causales y la cuantía para recurrir 
establecidas en materia civil, sin sujeción a la pena prevista para el delito o delitos. 
Este mismo tema lo deja vigente la Ley 553 de 2000, art. 4 que reforma el Capítulo 
VIII del Título IV del Libro Primero del Decreto 2700 de 1991. 
 
El legislador al expedir la Ley 600 de 2000, art. 208 mantuvo sin ningún 
condicionamiento, el texto de la normatividad anterior, esto es que, en materia de 
condena al pago de perjuicios derivados de la conducta punible, se tuviera en 
cuenta las causales y la cuantía reguladas para la casación civil. 
 
El Nuevo Código de Procedimiento Penal vertido en la Ley 906 de 2004, art. 181, 
al reglar la procedencia del recurso extraordinario de casación como control 
constitucional y legal, en el numeral 4°, introdujo como causal expresa que: 
“Cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la reparación 
integral decretada en la providencia que resuelva el incidente, deberá tener como 





                                            
72 Ley 906, 2004. Óp. cit. Art. 181 
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Ahora bien, la Ley 906 de 2004 en Capítulo IV del Título II a partir de los artículos 
102 a 108, regula todo el trámite relacionado con el ejercicio del incidente de 
reparación integral de perjuicios, culminando con la decisión respectiva que pone 
fin al incidente, determinación que queda incorporada a la sentencia de 
responsabilidad penal, esto es el fallo condenatorio.  
 
Como quiera que al expedirse la Ley 1395 de 2010 (Por la cual se adoptan 
medidas en materia de descongestión judicial), el legislador reforma la Ley 906 de 
2004, arts. 102, 103 y 105 resaltando que, la procedencia del incidente de 
reparación queda prolongada procesalmente hasta que la sentencia condenatoria 
quedare ejecutoriada, para proceder a ejercer el incidente de reparación integral a 
solicitud expresa de la víctima, el Fiscal o del Ministerio Público a instancias de 
ella, lo que se considera dilatorio, habida consideración que ya de tiempo atrás, 
sobre las víctimas de los delitos, la declaración sobre principios fundamentales de 
justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, en Resolución 40/34 de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, define la victimización al expresar 
que:  
 
“Se entenderá por víctimas, las personas que, individual o colectivamente, 
hayan sufrido daños, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento 
emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos 
fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la 
legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el 
abuso de poder73”.  
 
Igualmente, la precitada Resolución, les otorga a las víctimas de los delitos, entre 
otros, los derechos de acceso a la justicia y trato justo, resarcimiento, 
indemnización y asistencia material, médica psicológica y social que sean 
necesarias. 
                                            




El actual Estatuto Procedimental en el Ley 906, 2004, art. 132 considera como 
víctimas de un delito, a “Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de 
derechos que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño directo como 
consecuencia del injusto74”, en tanto que el art. 11, consagra los derechos de las 
víctimas.  
 
Del anterior marco normativo se desprende que, desde la expedición de la Ley 94 
de 1938 (Código de Procedimiento Penal), se le da legitimación a la Parte Civil, en 
lo atinente a la indemnización de perjuicios, cuando la cuantía de lo recurrido fuera 
o excediera de tres mil pesos ($3.000), hoy mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales para interponer el recurso extraordinario de casación y así se mantuvo 
incólume hasta la expedición de la Ley 906 de 2004, al consagrar en el numeral 4 
del artículo 181, una causal autónoma para la parte victimizada con el delito y se 
legitima, para recurrir en sede extraordinaria a los intervinientes que tengan 
interés, que podrán hacerlo directamente si fueren profesionales del derecho.  
 
De acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina, el interés que les asiste a los 
intervinientes para la formulación del medio extraordinario de impugnación, implica 
necesariamente, haber instaurado previamente:  
 
“El Recurso de Apelación contra la sentencia de primer grado, de tal manera 
que la forma como el Legislador ha regulado la intervención de la víctima en la 
Ley 1395 de 2010, art. 86 al consagrar la procedencia del incidente de 
reparación de perjuicios a partir del momento procesal en que la sentencia 
condenatoria quede ejecutoriada75; La decisión que ponga fin al incidente, se 
                                            
74 Ley 906, 2004. Óp. cit. art. 132 
75 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1395 (12 de julio de 2010) “Por la cual se 
adoptan medidas en materia de descongestión judicial” Diario Oficial 47768. Art. 89 que reformó el 
art. 106 de la Ley 906 de 2004. 
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adoptará mediante sentencia76; la cual es susceptible del recurso de apelación 
y obviamente, al tener fuerza de sentencia procede el extraordinario de 
casación contra la decisión de la precitada Corporación con fundamento en las 
causales y la cuantía establecidas en las normas que regulan la casación 
civil77”. 
 
De lo contrario, se les estarían conculcando a las víctimas como intervinientes en 
el proceso penal, el derecho a interponer el Recurso Extraordinario de Casación, 
lo que no garantiza la efectividad a los Derechos de la víctima del delito y afecta la 
dignidad de las mismas, cuyos beneficios han sido reconocidos ampliamente en el 
contexto del derecho comparado. 
 
Entonces, a la luz de la reforma, las víctimas, en defensa de los Derechos a la 
verdad, justicia y reparación, tienen el derecho a recurrir en sede de apelación la 
sentencia que decida el incidente de reparación integral, para posteriormente 
poder impetrar el recurso extraordinario de casación, cuando la inconformidad 
tenga por objeto únicamente lo referente a la reparación integral, obviamente con 
asidero en las causales y cuantía establecidas en la casación civil78, que de 
conformidad con la Ley 1564 de 2012, art. 338 sea superior a un mil salarios 
mínimos legales mensuales vigentes (1.000 SMLMV)79. 
 
Ley 1564 de 2012, Código General del Proceso. Artículo 338. Cuantía del 
interés para recurrir. 
 
“Si las pretensiones son esencialmente económicas, el recurso procede cuando 
                                            
76 Ibid. Art 88 que reformó el art. 105 de la Ley 906 de 2004 
77 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1400 (6 de agosto de 1970) “Por los 
cuales se expide el Código de Procedimiento Civil” Diario Oficial: 33150. Art 366. 
78 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 1564 (12 de julio de 2012) “Por medio de 
la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones” Diario oficial: 




el valor actual de la resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (1.000 SMLMV); se excluye la 
cuantía del interés para recurrir cuando se trate de sentencias dictadas dentro 
de las acciones populares y de grupo, y las que versen sobre el estado civil; 
cuando respecto de un recurrente se cumplan las condiciones para impugnar 
una sentencia, se concederá la casación interpuesta oportunamente por otro 
litigante, aunque el valor del interés de este fuere insuficiente; en dicho evento y 
para todos los efectos a que haya lugar, los dos recursos se considerarán 
autónomos80”. 
 
Por último, la Ley 1564 de 2012, art. 336, consagra expresamente las causales del 
recurso extraordinario de Casación en materia civil, que serán abordadas en el 
capítulo siguiente. 
 
1.4. PRINCIPIOS QUE GOBIERNAN EL RECURSO DE CASACIÓN 
 
Dada la naturaleza jurídica de la casación como medio extraordinario de 
impugnación está anclado en unos principios que lo gobiernan, que han sido 
creados y desarrollados por la jurisprudencia y que deben tenerse en cuenta en la 
elaboración de la respectiva demanda. 
 
1.4.1. Principio de Taxatividad. 
 
Este principio indica que la casación procede única y exclusivamente por las 
causales o motivos expresamente definidos por el legislador, que, a la luz de la 
normatividad vigente, aparece en la Ley 906 de 2004, art. 181 así:  
 
“Procedencia: El recurso como control constitucional y legal procede contra las 
sentencias proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por 




delitos, cuando afectan derechos o garantías fundamentales por: 1) Falta de 
aplicación, interpretación errónea, o aplicación indebida de una norma del 
bloque de constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso; 2) 
Desconocimiento del debido proceso por afectación sustancial de su estructura 
o de la garantía debida a cualquiera de las partes; 3) El manifiesto 
desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la prueba sobre 
la cual se ha fundado la sentencia; 4) Cuando la casación tenga por objeto 
únicamente lo referente a la reparación integral decretada en la providencia que 
resuelva el incidente, deberá tener como fundamento las causales y la cuantía 
establecidas en las normas que regulan la casación civil81”. 
 
En consecuencia, el censor extraordinario debe plantear los cargos y su desarrollo 
con apego a las causales, esto es, no puede invocar causales que no estén 
regladas en la ley, ni siquiera puede aplicar la analogía. 
 
1.4.2. Principio de Autonomía.  
 
Como la casación procede únicamente por las causales establecidas por el 
Legislador que constituyen los únicos eventos para que el recurrente encuentre 
dentro de ellas, las infracciones que advierta en el fallo censurado y proceda a 
presentar los cargos, es necesario que las postulaciones se presenten en forma 
independiente, en orden a evitar que se incurra en mezclas argumentativas y 
conceptuales, pues es inviable presentar cargos excluyentes.  
 
1.4.3. Principio de Limitación. 
 
Este principio restringe el estudio de la demanda por parte de la Sala de casación 
Penal comoquiera que la función del tribunal de casación está prohibido tener en 
cuenta causales distintas a las que han sido expresamente planteadas por el 
                                            
81 Ley 1564, 2012. Óp. cit. 
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recurrente, impidiéndole a la Alta corporación entrar a suplir los vacíos, corregir 
deficiencias o adicionar la demanda. Empero, en punto de Ley 906 de 2004, art. 
184 y de manera excepcional, atendiendo a los fines de la casación, con 
fundamentación de los mismos, la posición del impugnante dentro del proceso de 
índole de la controversia planteada deberá superar los defectos de la demanda 
para decidir de fondo. Esto cuando advierta la vulneración de derechos y garantías 
fundamentales del procesado, lo hará de manera oficiosa. 
 
1.4.4. Principio de Prioridad. 
 
El ataque contra la sentencia objeto del extraordinario, comporta varios yerros ya 
sean de juicio o de actividad, que conllevan la presentación de varios cargos en la 
demanda, éstos deben presentarse en un orden lógico y teniendo en cuenta su 
trascendencia, es decir, el cargo de mayor cobertura que apunte al 
desquiciamiento del fallo debe postularse como principal y los demás como 
subsidiarios. 
 
Ahora bien, por mucho tiempo la jurisprudencia de la Corte de manera pacífica 
estableció que, cuando se advirtieran cargos de nulidad, éstos deben ser 
presentados en forma prevalente respecto de los demás. No obstante, la tensión 
que pueda presentarse entre una nulidad por vicios que afecten los derechos y 
garantías del procesado y la de absolverlo, debe resolverse a favor de la que le 
reporte mayor significación sustancial que no es otra que el derecho a la 
absolución, en vez de decretar una causal de nulidad que conduciría a retrotraer el 
procedimiento.  
 
1.4.5. Principio de Trascendencia. 
 
Este principio obliga al demandante a desarrollar un juicio lógico y jurídico, 
sustentado con razones suficientes en contra de la sentencia que se recurre, lo 
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que implica que al censor le corresponde desvirtuar la presunción de acierto y 
legalidad del fallo cuestionado en esta sede; debe por tanto, demostrar el sentido 
de la violación, como la incidencia de los errores con argumentos trascedentes y 
concluyentes, esto es, que de no haberse cometido esos yerros, otro hubiera sido 
el resultado del fallo. 
 
En defensa de este principio de trascendencia, la demanda de casación no es de 
libre factura, si no que tiene que ajustarse a los parámetros lógicos y de 
coherencia, de modo que se comprenda con claridad y precisión los motivos del 
ataque, las irregularidades sustanciales alegadas y la manera como se quebranta 
la estructura del proceso, o se afectan las garantías de los intervinientes, y en esa 
medida lograr que los correctivos sean atendidos por la Corte para que proceda a 
dictar el fallo de reemplazo o de nulidad.  
 
1.4.6. Principio de no Contradicción. 
 
De advertirse varios errores por parte del sentenciador de segundo nivel, que 
conlleve a formular varias censuras por parte del impugnante, es permitido 
presentar varios cargos, acorde con las distintas causales, pero deben hacerse 
por separado, en aras de la precisión, claridad y coherencia, de tal forma que las 
censuras no pueden ser excluyentes, de plasmarse en la demanda conduce a la 
desestimación del cargo. Se viola este principio lógico, como lo tiene establecido 
de forma reiterada la jurisprudencia, cuando el censor extraordinario, dentro de la 
misma causal como la primera, aduce violación directa e indirecta con los mismos 
preceptos sustanciales, o alega al mismo tiempo error de hecho y de derecho por 
falsos juicios de existencia o entremezcla causal segunda y tercera a la vez. 
 
Desde la perspectiva de la lógica una proposición no puede ser y no ser al mismo 
tiempo, o lo que es lo mismo, una cosa no puede ser y ser al mismo tiempo. Se 
trata de respetar fundamentalmente los principios lógicos de identidad, 
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contradicción, tercero excluido y de razón suficiente, dada la consustancial 
relación existente entre lógica, derecho y casación. 
 
1.4.7. Principio de Legitimación o de Interés para Recurrir 
 
Según lo ha expresado reiteradamente la jurisprudencia de la Alta Corporación82, 
la legitimación y el interés para recurrir en sede extraordinaria, es condición 
necesaria que se haya apelado la sentencia de primera instancia por la parte 
inconforme, de tal manera que los aspectos que no se hubiesen censurado en la 
alzada, no pueden plantearse en casación, salvo que el fallo de segundo grado 
modifique o revoque de manera desventajosa, más gravosa para el sujeto 
procesal, o cuando se proponga una nulidad. En consecuencia, debe existir 
unidad temática entre la apelación y los aspectos debatidos en la demanda de 
casación. 
 
En razón a que el recurso de apelación en el ámbito nacional, no tiene causales o 
motivos, sino que es de exclusivo resorte del impugnante, expresar y sustentar los 
motivos de su disenso, el Superior, al desatarlo, se encuentra limitado al tema de 
la alzada y a los aspectos inescindiblemente relacionados con aquel, pues de 
llegar a desbordar su competencia, se le vulneraría el derecho a la defensa del 
procesado. 
 
De tal manera que es de singular importancia una sólida y completa sustentación 
del recurso de apelación, pues, sobre ésta debe construirse la demanda de 
casación, como lo tiene establecido la jurisprudencia; o lo que es lo mismo, debe 
conservarse la unidad temática entre los fundamentos de la apelación y los cargos 
planteados en el extraordinario, so pena de inadmisión del libelo, por falta, 
precisamente de esa coherencia. Obviamente, con una excepción, que no limita al 
                                            




casacionista, en el sentido de que puede plantear libremente una censura por 
nulidad, así no se hubiese aducido en la sustentación de la apelación.  
 
1.4.8. Principio de Presunción de Acierto y Legalidad. 
 
Las sentencias impugnadas por el camino de la casación, están amparadas de la 
presunción de acierto y de legalidad, ajustadas a la Constitución y a la ley, por lo 
que se le impone al censor extraordinario destronar tal presunción, pues la 
casación no es una tercera instancia, por lo que debe demostrar en los cargos que 
formule y ajustados a los principios que la gobiernan, los errores (in iudicando o in 
procedendo), que contiene el fallo recurrido, con apego a las causales 
establecidas para el recurso, en orden a desvirtuarla y obtener la intervención de 
la Corte para que los enmiende, con la sentencia de reemplazo o de reenvío. 
 
1.4.9. Principio de Unidad o Inescindibilidad. 
 
Cuando la sentencia de segunda instancia confirma integralmente el fallo de 
primer grado, debe entenderse como un todo o unidad jurídica. Puede acontecer 
que el Tribunal no se refiera a algunos hechos o medios de aducción probatoria 
que fueron objeto de análisis por el Juzgado. Puede entonces, el censor referirse a 
los aspectos tratados por el a-quo, aunque el ataque se dirige contra la sentencia 
del Tribunal. 
 
1.4.10. Principio de No agravación. 
 
Más que un principio es una garantía de rango constitucional que deviene de la 
Carta política de 1991; art. 31, conocida como la reformatio in pejus – no reformar 
en peor, que al interior del recurso de casación conduce a que la Corte no puede 
agravar la situación jurídico-penal del recurrente, pero con la salvedad prevista en 
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la Ley 906 de 2004, art.188 que indica que la Sala de Casación Penal, no puede 
agravar la pena impuesta, salvo que el fiscal, el ministerio público o las víctimas, la 
hubieren demandado, lo cual guarda coherencia con el apelante único, esto es, 
que si únicamente presentó el recurso extraordinario el condenado, la Corte al 
decidirlo, no le puede incrementar la pena impuesta. 
 
1.4.11. Principio de Mínimos Lógicos y de Coherencia83 
 
Como la casación no es una tercera instancia, no puede sustentarse como una 
alegación propia de las instancias, dada su naturaleza de extraordinario, sino que 
demanda exigencias derivadas de la lógica, con precisión, claridad y la 
fundamentación propia de cada causal. Por eso la Ley 906 de 2004, art. l84.2 
contiene los requisitos formales de toda demanda de casación en orden a ser 
seleccionada y tenida como un juicio de impugnación lógico, jurídico, sustancial, 
concluyente y suficiente. 
 
Cabe anotar que la Ley 906 de 2004, no reprodujo los requisitos contenidos en la 
Ley 600 de 2000, art. 212; empero ello no es óbice para que, de la sistemática 
procesal actual, se deduzcan los contenidos mínimos que debe contener la 
demanda de casación para su admisión, con apego a la jurisprudencia: 
 
a) La identificación de los sujetos procesales y de la sentencia recurrida. 
b) La síntesis de los hechos objeto de juzgamiento. 
c) La síntesis de la actuación procesal. 
d) La enunciación de la causal o causales, la formulación de los cargos en 
capítulos separados, indicando de manera precisa, concreta y coherente sus 
fundamentos, lo que implica elegir con acierto la causal que se invoque, 
demostrar el cargo acorde con la causal planteada. 
                                            
83 PABÓN GÓMEZ, Germán. Óp. cit. págs. 127 y 131 
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e) Debe indicarse, de manera puntual por qué se hace necesaria la intervención 
de la Corte, esto es, respecto de los fines del recurso: la efectividad del derecho 
material, respeto a las garantías de los intervinientes, reparación de agravios 
inferidos a las partes o de la unificación de la jurisprudencia84.  
 
En consecuencia, este principio requiere que se identifiquen con claridad los 
yerros de los sentenciadores en el fallo recurrido – in indicando o in procedendo y 
su incidencia en el fallo, valga decir, la trascendencia en el fallo que, de no 
haberse presentado, la decisión hubiese sido diferente. 
 
 
1.4.12. Principio de No Debate de Instancia. 
 
Este principio, como lo ha sostenido la Corte, dada su naturaleza de 
extraordinario, pretende eliminar la posibilidad de reabrir el debate de las 
instancias, toda vez que la decisión cuestionada en esta sede, goza de la 
presunción de acierto y legalidad, como quiera que el debate es contra la legalidad 
de la sentencia. 
 
De tiempo atrás y de manera pacífica, la Corte ha expresado que la casación no 
es una tercera instancia, en donde libremente los recurrentes le pueden hacer 
toda clase de cuestionamientos a una sentencia, sino que se está en presencia de 
un medio extraordinario de impugnación que solo permite reprocharla por los 
errores de juicio o de actividad cometidos por el fallador, por las causales y 
motivos expresamente contemplados en la ley y demostrar fundadamente su 
importancia en la decisión. 
 
                                            





1.4.13. Principio de Proposición Jurídica Completa.  
 
Para integrar la fundamentación con precisión y claridad de (los) cargo(s) 
planteado(s) en la demanda, el censor debe citar las normas de derecho 
sustanciales y procesales que fueron infringidas en la sentencia, integrando de 
esta manera la proposición jurídica completa del cargo, cuya proposición debe ser 
igualmente, seria, lógica, coherente, no contradictoria, ni excluyente y como lo ha 
sostenido la doctrina, se configura como unidad lógica-jurídica de un conjunto de 
normas que se integran para conformar una situación jurídica condicionante85.  
 
 
1.4.14. Principio de Constitucionalidad. 
 
El recurso de casación tiene su fundamento en la Constitución Política, desde la 
Carta de 1886, hasta nuestros días, así como ocurre en otros ordenamientos 
constitucionales internacionales, precisamente por el cumplimiento del derecho 
objetivo, así como por la reparación del agravio ocasionado a las partes, tiene 
claros efectos políticos, razón por la que ha sido consagrado en la Carta 
Fundamental86. 
 
Por mandato legal, concretamente en la Ley 906 de 2004, el ámbito casacional 
comporta el recurso como un medio de control constitucional y legal de la 
sentencia censurada, por infracción al bloque de constitucionalidad o de la propia 
Constitución, creando una causal autónoma en el artículo 181 de dicho Estatuto 
para la protección del principio de constitucionalidad87. 
 
                                            
85 PABÓN GÓMEZ, German, Óp. cit. Pág. 131. 
86 TOLOSA VILLABONA, Luis Armando. Teoría y técnica de la casación: civil, penal, laboral, penal 




De ahí que basta con una infracción a un precepto, garantía o derecho 
fundamental para que se pueda postular un cargo autónomo en la demanda de 
casación o para que por vía exceptiva – DE OFICIO – se proceda por parte de la 
Corte a admitir la demanda, y fallar de fondo para el restablecimiento del Derecho 
Constitucional infringido, cuando se viole un Derecho o Garantía Fundamental de 
los intervinientes en el proceso, siempre que se haya formulado oportunamente el 
recurso de casación, como lo ha sostenido la jurisprudencia de la Corte 




1.5. FINES DEL RECURSO DE CASACIÓN  
 
Teniendo en cuenta el creciente movimiento de constitucionalización del derecho, 
surgido a partir de la expedición de la Constitución de 1991, aparece como una de 
las finalidades, la defensa de las Garantías Fundamentales, al consagrar el 
Decreto 2700 de 1991, Código de Procedimiento Penal en su artículo 218, 
modificado por la Ley 81 de 1993, art. 35, inc. 3 por primera vez, la casación 
excepcional, en los siguientes términos: 
 
 “De manera excepcional, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
discrecionalmente, puede aceptar un recurso de casación en casos distintos a 
los arriba mencionados, a solicitud del Procurador, su delegado, o del defensor, 
cuando lo considere necesario para el desarrollo de la jurisprudencia o la 
garantía de los derechos fundamentales88”. 
 
Para examinar los fines del recurso, se requiriere hacer un recorrido histórico de 
manera puntual. En efecto, entre los años 1853 y 1886 prácticamente no hay 
                                            
88 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 81 (2 de noviembre de 1993) “Por la cual 
se introducen modificaciones al Código de Procedimiento Penal” Diario Oficial 41098, art. 35, inc. 3  
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antecedentes legislativos ni jurisprudenciales, por la estructura política del 
Federalismo. Pero con la Constitución de 1886, art. 151 se le atribuyó a la Corte 
Suprema la función de fungir como tribunal de casación, y en desarrollo de este 
precepto se expide la Ley 61 de 1886, dándole el carácter de recurso, toda vez 
que en el artículo 36m sección 2, la dedica exclusivamente al recurso de casación, 
resaltando que “con el fin primordial de uniformar la jurisprudencia y con el de 
enmendar el agravio inferido a ellas89” por lo tanto, se advierte un cambio de 
paradigma con la Constitución de 1991.  
 
Estos fines perduraron incólumes, sin modificación alguna, hasta la expedición del 
Decreto 2700 de 1991, cuando en su artículo 219, hubo un cambio sustancial, de 
cara a los fines cuando indica que: “El recurso extraordinario de casación tiene por 
fines primordiales la efectividad del derecho material y de las garantías debidas a 
las personas que intervienen en la actuación penal, la reparación de agravios a las 
partes por la sentencia recurrida y la unificación de la jurisprudencia nacional” La 
Ley 553 de 2000, art. 219 reproduce los mismos fines; lo propio hace la Ley 600 
de 2000, art. 206 y Ley 906 de 2004, art. 180 al indicar como finalidad del recurso, 
la efectividad del derecho material, el respeto a las garantías de los intervinientes, 
la reparación de los agravios inferidos a éstos y la unificación de la jurisprudencia.  
 
Desde entonces se combinan como fines de interés público y el interés privado, 
como lo viene sosteniendo la doctrina y, por tanto, procede su desarrollo en los 





                                            




1.5.1. Fines Públicos 
 
Como lo tiene definido la jurisprudencia, el recurso extraordinario de casación, no 
puede ser interpretado desde, por, y para las causales, sino también desde sus 
fines, los que se desprenden de la Ley 906 de 2004, art. 180 que dispone como 
fines del recurso, la efectividad del derecho material, el respeto a las garantías de 
los intervinientes, la reparación de los agravios ocasionados a éstos y la 
unificación de la jurisprudencia. 
 
Como públicos la efectividad del derecho material y la unificación de la 
jurisprudencia; y privados, el respeto a las garantías de los intervinientes y la 
reparación de agravios ocasionados a las partes. 
 
 
1.5.1.1. Efectividad del Derecho Material. 
 
Acorde con la Carta Política de 1991, en su art. 218 los operadores judiciales en 
sus decisiones, deben hacer prevalecer el derecho sustancial y por ello, la Ley 906 
de 2004, art. 10, indica que los funcionarios judiciales deben priorizar el derecho 
sustancial en las actuaciones procesales, lo que implica que en su desarrollo 
deben tener en cuenta el respeto a los derechos fundamentales de los 
intervinientes y lograr la eficacia de la justicia. De ahí que se imponga la 
supremacía del derecho sustancial sobre los formalismos o condiciones de forma, 
que no son estrictamente necesarias para resolver de fondo los asuntos sometidos 
a conocimiento de la judicatura90. 
 
Inicialmente, uno de los pilares de la casación, era la defensa de la ley contra las 
sentencias violatorias de esta, y un tribunal especial que desempeñara esa 
función. 
                                            
90 PABÓN Gómez, German. Óp. cit. pág. 101. 
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“De tal manera que la efectividad del derecho material como mecanismo de 
amparo constitucional y legal se extiende a la necesidad de defender de forma 
estricta la observancia de la legalidad, por medio de un control atribuido a un 
Tribunal o Corte de casación, que vele por la recta interpretación y aplicación de la 
ley por parte de los administradores de justicia”. 
 
Por eso apunta Calamandrei que la razón de ser de la Corte de Casación, estriba 
en: 
 
“Mantener la exacta observancia de las leyes. Para entender esta disposición, 
es necesario ante todo que nos preguntemos que significa técnicamente 
observar la ley. Si, pues, observancia de la ley, por parte de aquellos a quienes 
estos se dirigen, la función de la Corte de Casación se reduce a ésta: velar 
porque las concretas voluntades jurídicas nacidas de la ley por la coincidencia 
del hecho específico concreto con el hecho legal, sean ejecutadas exactamente 
por sus destinatarios91”.  
 
La efectividad del Derecho material por mandato de la Constitución de 1991, art. 
228 comporta la unidad de lo formal y sustancial en perspectiva de la aplicación y 
concreción de la prevalencia del derecho sustancial que en sede extraordinaria 
debe ser entendido como la concentración por alcanzar la efectividad de lo 
demandado de conformidad con los fines y valores de la Constitución y la norma 
invocada. De manera que la efectividad de este derecho, implica el sometimiento 
de los jueces al imperio de la ley92.  
 
Sin embargo, mientras en la Ley 600 de 2000, se le rendía culto a la legalidad, 
esto es, se atacaba la ilegalidad de la sentencia objeto del recurso limitándose a 
las normas del Código Penal y las de la misma jerarquía, en punto de Ley 906 de 
                                            
91 CALAMANDREI, Piero. La casación civil. Buenos Aires: El foro, 2007. págs. 29 y 30. 
92 Constitución Política de Colombia, 1991. Óp. cit. Art. 230 
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2004, hubo un avance significativo, en razón a que el recurso es un mecanismo de 
control constitucional y legal, integrado por el bloque de constitucionalidad, la 
Constitución y los Estatutos sustanciales y de procedimiento93, entonces, los 
conceptos anteriores de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
se tiene: 
 
Normas del Bloque de Constitucionalidad: Como es sabido, el Bloque de 
Constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, sin estar 
expresamente consagradas en el articulado, son utilizadas como parámetros de 
constitucionalidad de las leyes, por haber sido integrados en la Carta por diversos 
canales y en su contenido. A partir de la Carta Política de 1991, la Corte 
Constitucional ha venido desarrollando su jurisprudencia sobre esta materia, en 
orden a legitimar el valor de ciertas normas y principios supranacionales que se 
encuentran incorporados en la Carta de 1991, con fundamento en los artículos 93 
y 94. 
 
De conformidad con la Constitución política de Colombia, 1991, art. 93, inc.1, 
establece dos supuestos para que se diera la integración de las normas del 
bloque: i) El reconocimiento de un Derecho Humano; y ii) Que se trate de un 
derecho cuya limitación se prohíba durante los estados de excepción. 
 
Los más importantes de estos Tratados Internacionales, con apego en las normas 
en cuestión, son básicamente: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, aprobado por Ley 74 de 1968, la Convención Americana de Derechos 
Humanos o Pacto de San José aprobado por la Ley 16 de 1972, y la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos. 
 
                                            
93 RODRÍGUEZ CHOCONTÁ, Orlando Alfonso. Casación y revisión penal. Bogotá, Temis, 2008. 
págs. 88 y 89.  
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A su vez, el artículo 94 Superior, contiene la siguiente cláusula: “La enunciación de 
los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los Convenios 
internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo 
inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos94”. 
 
De tal manera que articulando los dos conceptos, el bloque de constitucionalidad, 
estaría integrado por los tratados o convenios internacionales, ratificados por el 
Estado Colombiano, tiene efecto vinculante y por tanto, de obligatorio 
cumplimiento; los tratados inherentes a los Derechos Humanos, no ratificados por 
Colombia, que de acuerdo con la Constitución política de Colombia de 1991, arts. 
93 y 94, deben ser respetados en el marco del derecho interno nacional y, por 
último la jurisprudencia de los aludidos tribunales internacionales. 
 
El bloque en cuestión, tiene incidencia e importancia para el procedimiento penal 
habida consideración a que en tales disposiciones contienen un plexo de garantías 
tanto para el procesado como para las víctimas, entre otras, la libertad personal, el 
debido proceso, la legalidad de las penas, los delitos las condiciones de detención 
como de ejecución de las penas privativas de la libertad; igualmente, el derecho a 
la intimidad, la inviolabilidad de domicilio; acceder a un tribunal independiente e 
imparcial y el derecho a contar con un recurso sencillo y efectivo y, por último, 
obviamente, los derechos a las víctimas respecto de las graves violaciones a los 
Derechos Humanos. 
 
Y dada la trascendencia del Derecho Penal y Procesal en desarrollo de la Carta 
Política de 1991, el cual se encuentra constitucionalizado en las normas rectoras 
de los respectivos estatutos, el legislador en la Ley 906 de 2004, art. 3 le da 
prelación a los tratados internacionales sobre Derechos Humanos, siendo 
obligatoria su aplicación por parte de los Jueces de la República. 
 
                                            
94 Constitución Política, 1991.artículo 94 
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Las Normas constitucionales: a su vez, son aquellas reglas o mandatos de 
carácter esencial, consagradas expresamente por el poder constituyente y están 
constituidas en imperativas, programáticas y teleológicas, contempladas en la 
parte dogmática y orgánica que en su conjunto constituyen la ley fundamental de 
la República. 
 
Por último, las Normas sustanciales y procesales, acompasadas con la ley 
Fundamental, las primeras están conformadas por la norma constitucional, 
contentiva de un derecho o garantía fundamental, el bloque de constitucionalidad, 
la doctrina constitucional y las consagradas en el Código Penal95; mientras que las 
procesales, por aquellas establecidas en ley de procedimiento, que sirven de 
instrumento, para la aplicación de la ley sustancial, en toda su extensión. 
  
1.5.1.2. Unificación de la Jurisprudencia. 
 
Otro de los fines públicos es el de la unificación de la jurisprudencia nacional, la 
cual constituye ejercicios prácticos del sometimiento de los jueces al imperio de la 
ley y se convierte en factor de unidad de los funcionarios judiciales. 
 
La función unificadora de la jurisprudencia se le encomendó a la Corte de 
Casación y por eso, debe ubicarse en el centro o cúspide a la interpretación 
judicial, como órgano unificador y regulador. Su finalidad última estrictamente 
constitucional, atañe más que a la fase de formación o de formulación del derecho 
que debe aplicarse a casos futuros96.  
 
En efecto, la jurisprudencia es la interpretación que los jueces hacen de la ley en 
los asuntos de su competencia, para aplicarla a casos concretos. Sin embargo, 
está limitado a las sentencias proferidas por los Tribunales o Cortes de Casación, 
                                            
95 Ley 600, 2000. Óp. cit. pág. 233 
96 CALAMANDREI, Piero. La casación civil. Buenos. Óp. cit. págs. 15 y 16. 
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como organismos de cierre. Pero esa aplicación de la ley, debe ser lógica y 
coherente, se trata de una función creadora de derecho, para convertirse en 
fuente formal del mismo. Si bien es cierto que por mandato constitucional el juez 
está sometido al imperio de la ley, ello no es óbice para que actúe con 
independencia y autonomía; en esa tarea encuentra en la jurisprudencia una 
fuente orientadora en la fijación de criterios para la solución del caso objeto de 
estudio y en la aplicación de la ley. 
 
Este fin es de singular importancia, por las siguientes razones:  
 
“a) Evita los litigios y la disparidad de criterios, en cuanto, fija armonía 
jurisprudencial; b) Fija criterios interpretativos de la ley; c) Evita 
interpretaciones contrarias a la ley; d) Permite la actualización de la ley ante los 
momentos históricos; e) Evita la improvisación al imponer respeto al 
precedente, fijando reglas abstractas, generales e impersonales; f) Otorga 
seguridad jurídica a los ciudadanos y da coherencia a un sistema jurídico; g) 
Protege La libertad ciudadana frente a las interpretaciones arbitrarias y 
caprichosas de los jueces que afectan las libertades socioeconómicas, las 
libertades ciudadanas, los derechos fundamentales y las garantías; y h) 
Legitima el principio de igualdad sobre la injusticia que surge cuando casos 
análogos son resueltos en forma diferente97”,  
 
Por consiguiente, la unificación de la jurisprudencia, por ser un derecho 
manifiestamente legislado, con abundante producción legislativa que da 
prevalencia a la ley, es necesario que los jueces adopten criterios de respeto a los 
precedentes y que no solo tenga reflejo en la normatividad en defensa del derecho 
objetivo, sino que se vea asegurada en la jurisprudencia, para que ésa contribuya 
a proporcionar al ordenamiento jurídico criterios para la protección de las garantías 
                                            
97 TOLOSA VILLABONA, Luis Armando. Óp. cit. págs. 64 y 65. 
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y derechos fundamentales, aplicación al principio de igualdad y de seguridad 
jurídica.  
 
En consecuencia, le corresponde a la Sala Penal de CSJ, desde su creación, la 
función unificadora de la jurisprudencia y los jueces de la República se ligan a la 
jurisprudencia unificada de dicha Corporación, como de la Corte Constitucional, en 
cuanto sean expresión de la función y garantía de los Derechos Fundamentales 
constitucionalmente establecidos98.  
 
Empero, la propia jurisprudencia, admite que los jueces inferiores o de menor 
jerarquía se pueden apartar de la jurisprudencia de las Cortes, tienen una carga 
argumentativa mayor que la que le corresponde a esas Corporaciones, para 
apartarse de sus propias decisiones. 
 
Ahora bien, al cuestionar qué es la jurisprudencia, se tiene que, según la doctrina, 
la que unifica el Tribunal o Corte de Casación, proviene de tres vertientes: la que 
produce la misma corporación judicial cuando actúa como Tribunal o Corte de 
Casación, cuando actúa como Juez de Instancia y la producen los organismos 
judiciales de instancia, como tribunales de distrito judicial y juzgados 
unipersonales del país. 
 
Su importancia, estriba en que los organismos de instancia inferiores tengan 
precedentes de aplicación y no exista anarquía en la aplicación e interpretación de 
la ley y adquiere así trascendencia la función nomofiláctica y unificadora de la 
jurisprudencia, cuando existen varios organismos plurales con facultad para 
decidir de fondo99.  
 
                                            
98 Constitución Política, 1991. Óp. cit. Artículo 231.1. 
99 RODRÍGUEZ CHOCONTÁ, Orlando Alfonso. Óp. cit. págs. 93 y 94 
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Cabe anotar, que cuando se plantea un cargo que tenga como fin la unificación de 
la jurisprudencia, la Corporación ha reiterado que: 
 
 “Es deber del impugnante indicar si pretende fijar el alcance interpretativo de 
un precepto, la unificación de posiciones disímiles de la Corte, el 
pronunciamiento sobre un punto concreto no desarrollado suficientemente, o la 
actualización de la doctrina de conformidad con nuevas realidades fácticas y 
jurídicas. Ha de establecer el censor, además, la incidencia favorable de la 
pretensión doctrinaria frente al caso concreto y la ayuda que se prestaría a la 
autoridad judicial al trazar esos derroteros100”.  
 
Sin embargo, la Sala Penal de la Corte, en algunas ocasiones cambia su propia 
jurisprudencia, lo que comporta una causal de revisión, consagrada en la Ley 906 
de 2004, art. 192 núm. 7 que establece: 
 
“La acción de revisión procede contra sentencias ejecutoriadas, en los 
siguientes casos 7) Cuando mediante pronunciamiento judicial la Corte haya 
cambiado favorablemente el criterio jurídico que sirvió para sustentar la 
sentencia condenatoria, tanto respecto de la responsabilidad como de la 
punibilidad101”. En estas condiciones, el recurso de casación, se constituye en la 
herramienta más eficaz para unificar y desarrollar la jurisprudencia. 
 
1.5.2. Fines privados   
 
Como fines privados se identifican, el respeto a las garantías de los intervinientes 
y la reparación de agravios ocasionados a las partes. 
                                            
100 LÓPEZ PINZÓN, Luis Gerardo. La casación en materia penal: una técnica normalizada y al 
alcance de todos. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez, 2017. págs. 38-39; CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA. Sentencia 16059 (3 de abril de 2000) [M.P. Nilson Pinilla Pinilla]  
  




1.5.2.1. Respeto a las Garantías de los Intervinientes en la Actuación 
Procesal Penal. 
 
En los orígenes de la casación esta finalidad no existía, aparece con el Decreto 
2700 de 1991, art. 219, se encamina para ejercer un control constitucional y legal 
de las sentencias de segunda instancia, constituye uno de los más valiosos 
instrumentos de control y límites del poder punitivo del Estado. Esa finalidad 
privada se une a las finalidades públicas. 
 
Dicha finalidad en sentir de la doctrina y habida cuenta el carácter de nomofiláctica 
de la casación, la efectividad y materialización de las garantías debidas a los 
intervinientes en la actuación penal (Defensa, acusado, Ministerio Público, Fiscalía 
y victimas), debe tener muy en cuenta que el Derecho Penal Democrático, posee 
unos límites políticos y jurídicos que son precisamente los Derechos 
Fundamentales que se deben respetar. 
 
Este fin es de los más importantes, como quiera que el recurso de casación debe 
utilizarse para supuestos trascendentes, que tenga la potencialidad de modificar 
en algún sentido la decisión que se ha tomado en la sentencia, objeto de reproche, 
no solo en extremos opuestos absolución o condena, puede ser un subrogado o 
una modificación de la pena o de una accesoria.  
 
Es posible que el censor extraordinario, no maneje bien el recurso, sus causales y 
la técnica, cometa errores, lo que en principio conduciría al rechazo e inadmisión 
de la demanda, pero si se alcanza a advertir un error de justicia material o de 
violación de garantías entonces, superando la formalidad, debe prevalecer el 
derecho sustancial, lo que conlleva a que la demanda sea admitida de oficio, para 




Por ello se constitucionalizó el recurso como el medio idóneo para proteger la 
efectividad material de los derechos fundamentales de los intervinientes en la 
actuación penal y de ahí que la Corte además de examinar los requisitos formales 
de la demanda, debe realizar el control sustancial de las actuaciones de los jueces 
para inferir si hubo vulneración de las garantías de las partes. 
 
Ahora bien, como de la Ley 906 de 2004, art. 184, inc.3 se faculta a la Corte para 
superar los defectos de la demanda para: 
 
 “Resolver de fondo el asunto, cuando de los fines de la casación, 
fundamentación de los mismos, posición del impugnante dentro del proceso e 
índole de la controversia planteada, así lo amerite, no implica que la demanda 
sea de libre configuración, desprovisto de todo rigor, sino que debe ceñirse a 
determinados requisitos basados en la razón, la lógica argumentativa, con 
observancia de la coherencia, claridad y precisión en desarrollo de cada uno de 
los cargos planteados102”, (errores de juicio o de actividad) y desarrollarlos con 
apego a las causales consagradas en la ley de procedimiento y la técnica 
establecida por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en orden a que 
se enmiende la decisión que se acusa como contraria a derecho103.   
 
Sin embargo, en el siguiente capítulo cuando me ocupe de la facultad de selección 
de las demandas que le otorgó a la Corte el legislador de la Ley 906 de 2004, se 
examinará que, de esa discrecionalidad, muchas demandas bien estructuradas 
son inadmitidas, mientras que otras que no lo están, son admitidas. 
 
Pero, de todas formas, esta finalidad que se comenta, es de marcada 
trascendencia, en razón a que es sobre este tema por el que la Corte puede casar 
de Oficio. Respecto de los demás como que no lo puede hacer. Valga decir, si la 
                                            
102 Ley 906, 2004. Óp. cit. art. 184 
103 LÓPEZ PINZÓN, Luis Gerardo. Óp. cit. 
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parte que interpuso el recurso, no lo mencionó en la demanda y la Corte al 
ocuparse del estudio de la misma y de la actuación procesal, advierte la violación 
de una garantía fundamental, debe de Oficio ordenar su restablecimiento. 
 
Garantías fundamentales que se desprenden de la misma Carta, como el debido 
proceso, falta de motivación del fallo, Derecho a la defensa tanto técnica como 
material, trato igualitario, Derecho de contradicción, publicidad, entre otros, los que 
son conocidos como errores in procedendo-de actividad, o in iudicando- de juicio 
en cualquiera de las manifestaciones, por yerros de hecho, o de derecho que 
incidan en la violación directa, indirecta, por errores que afecten el debido proceso, 
por afectación sustancial de su estructura, o garantía debidas a la partes, siendo 
esta finalidad, como se dijo, una excepción al principio de limitación. 
 
La Ley 906 de 2004, art. 181, inc. 1 se vincula a todas las causales de casación al 
expresar que: “el recurso como control constitucional y legal procede contra las 
sentencias de segunda instancia en los procesos adelantados por delitos, cuando 
afecten derechos y garantías fundamentales”, fin que aparece consagrado por 
primera vez en esta disposición104.  
 
Este fin es más amplio que en las legislaciones anteriores, en virtud de que ya no 
solo se controlan las infracciones a le ley, sino también las de la Carta y del bloque 
de constitucionalidad. Asimismo, al concebirse como mecanismo de control 
constitucional y legal, está enseñando que la legitimidad de la sentencia debe 
mirarse no solo a partir de las disposiciones legales sustanciales y 
procedimentales, sino también desde las constitucionales, que no es otra cosa que 
las normas penales deben guardar consonancia con la Constitución. 
 
Al darle ese alcance al recurso, se evidencia que la legitimidad de la sentencia 
está condicionada al respeto de los derechos y garantías fundamentales tanto 
                                            
104 Ley 906 de 2014. Óp. cit. 
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sustanciales como de procedimiento que se encuentran en juego en el proceso. 
Derechos fundamentales como el de dignidad humana, igualdad, debido proceso, 
entre otros, que constituyen el límite del poder punitivo del Estado. 
 
En estas condiciones, la casación como control de constitucionalidad de los fallos, 
pasa de manera necesaria e ineludible, por la verificación del respeto a los 
derechos de esa índole que están en juego en el proceso penal105.  
 
1.5.2.2. Reparación de Agravios ocasionados a las Partes en la Sentencia 
Recurrida. 
 
En lo concerniente a la Reparación de Agravios ocasionados a las partes con la 
sentencia cuestionada en la demanda de casación, es una de las formas de hacer 
efectivo el Derecho material, en especial los Derechos fundamentales de los 
intervinientes en el proceso penal. Valga decir, le corresponde al casacionista, 
demostrar categóricamente los errores de juicio o de actividad, para llevar a 
efecto, la reparación de agravios inferidos a las partes en la sentencia 
cuestionada.  
 
El interés de la parte agraviada con el fallo es el eslabón que hace posible el 
cumplimiento de la totalidad de los fines del recurso. Por eso la doctrina, ha 
indicado que la Corte enmienda el agravio ocasionado a la parte recurrente, 
expresando que el Tribunal en su sentencia violó la ley para producir una injusta 
determinación, lo que exige la aceptación de los planeamientos esgrimidos por el 
demandante extraordinario y se hace mediante un pronunciamiento jurídico nuevo, 
que constituye el acto reparador. En otros términos, al pronunciarse la Corte en 
favor de la parte demandante, esto es, casando la sentencia del Tribunal, declara 
la ilegalidad del fallo y toma las medidas que procedan para corregir el error, la 
                                            




desagravia, dando paso al pleno imperio de la ley, que no es otra cosa, que 
dictando el fallo de reemplazo o de reenvío106.  
 
Corolario de lo anterior, es de suma trascendencia que, en el escrito contentivo de 
la demanda de casación, se indique cuál de los fines se persigue en el respectivo 
cargo que se haya planteado, que amerite la intervención de la Corte. 
 
No obstante, lo anterior, es decir, la importancia y cumplimiento de los fines, vale 
anotar, que el propósito del recurso de casación no se agota con los fines, sino, 
como lo ha establecido la doctrina, en un Estado social y Democrático de Derecho, 
como el colombiano, todas las instituciones, el ordenamiento jurídico sustancial y 
procesal, deben propender por el principio de la Dignidad humana, el cual es 
entendido por la Corte Constitucional bajo dos preceptos: 
 
“i) el merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el hecho de 
ser tal; y ii) a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás un trato 
acorde con su condición humana. Por tanto, la dignidad humana se erige como 
un derecho fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general 
compromete el fundamento político del Estado107”. 
 
Con la constitucionalización del Derecho Penal, este sistema debe dirigirse 
inexorablemente hacia el garantismo, es decir hacia el respeto de los principios, 
valores y derechos previstos en la Constitución, en donde la Casación Penal al 
concebirse como control constitucional, legal y convencional de las sentencias de 
segunda instancia proferidas por los Tribunales Superiores, estos postulados 
                                            
106 FERNÁNDEZ VEGA, Humberto. El Recurso Extraordinario de Casación Penal. 3ª ed. Bogotá: 
Ed. Leyer, 2002 
107 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-291 (2 de junio de 2016) [M.P. 
Alberto Rojas Ríos] Expediente T-5.350.821 
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deben prevalecer frente a los rigorismos de orden técnico que debe contener la 
demanda de casación108.  
 
Así las cosas, los anteriores fines, tanto públicos como privados, constituyen la 
filosofía de la casación, toda vez que en punto de la Ley 906 de 2004, es un 
requisito ineludible de la demanda, pues no basta con la presentación oportuna del 
libelo y el cumplimiento de los requisitos legales, sino que debe demostrarle a la 
Corte que se requiere de su intervención para cumplir con una o varias de las 
finalidades del recurso. 
 
 
1.6. LA CASACIÓN OFICIOSA  
 
De conformidad con los principios que regulan este medio extraordinario de 
impugnación, ya abordados en precedencia, la casación oficiosa es una excepción 
al principio de limitación, en el sentido de que la Corte se encuentra limitada a la 
propuesta ofrecida por el demandante en su libelo y, por tanto, no puede tener en 
cuenta causales distintas a las planteadas por este; empero, puede abordar su 
estudio, cuando advierta nulidades o vulneración de derechos y garantías 
fundamentales no aducidas en la demanda, para pronunciarse a fondo, esto es, de 
manera oficiosa. 
 
Sobre la aparición de este instituto en el ámbito nacional, acorde con la doctrina y 
la jurisprudencia, antes de la Constitución de 1991, concretamente en el Decreto 
409 de 1971, art. 409, el recurso de casación estaba anclado a las causales 
establecidas por el legislador, al disponer “Limitación del recurso, la Corte no 
podrá tomar en cuenta causales de casación distintas de aquellas que hayan sido 
expresamente alegadas por las partes”; posteriormente, el Decreto Ley 050 de 
                                            
108 PABÓN GÓMEZ, German. Óp. cit. 
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1987, art. 227 abre la brecha al establecer en el inciso 2°, una excepción al 
principio de limitación del recurso, al indicar que: “tratándose de la causal prevista 
en el numeral tercero (Nulidad), la Corte podrá declararla de oficio” y el Decreto 
2651 de 1991, art. 51 la hizo extensiva en materia civil y laboral. 
 
Con el advenimiento de la Constitución política de 1991, se expide el Decreto Ley 
2700 de 1991, art. 228, dispone que acorde con la protección de derechos y 
fundamentales dispuestos en la Carta, “podrá casar la sentencia cuando sea 
ostensible que la misma atenta contra las garantías fundamentales”.  
 
Posteriormente, en la Ley 553 de 2000, como en la Ley 600 de 2000 no hubo 
modificaciones sustanciales en el tema que nos ocupa, y el legislador lo que hizo 
fue reproducir lo normado en el Decreto 2700 de 1991. 
 
En la Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 3 se consagra en los siguientes términos: “En 
principio, la Corte no podrá tener en cuenta causales diferentes de las alegadas 
por el demandante. Sin embargo, atendiendo a los fines de la casación, 
fundamentación de los mismos, posición del impugnante dentro del proceso e 
índole de la controversia planteada, deberá superar los defectos de la demanda 
para decidir de fondo109”.  
 
A su vez, el art. 181 de la misma normatividad establece como fines del recurso 
extraordinario, que ya fueron examinados: “La efectividad del derecho material, el 
respeto de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios 
inferidos a éstos, y la unificación de la jurisprudencia110”. 
 
                                            




Entonces a partir de la expedición de la Carta Política y los últimos Estatutos 
procedimentales reseñados, ha existido todo un desarrollo jurisprudencial sobre la 
casación Oficiosa, en: 
 
“Decisiones como la del 25 de agosto de 2004 dentro del Radicado 21819, la 
Corte reconoció que la presencia de errores de hecho por falso juicio de 
identidad o de raciocinio, propios de la causal primera de casación, cuerpo 
segundo, (Ley 600 de 2000) comportaban vulneración de las garantías debidas 
a los sujetos procesales, de manera que se imponía casar oficiosamente las 
decisiones impugnadas; posteriormente, la Sala decidió inadmitir demandas de 
casación por no ajustarse a las exigencias de lógica y adecuada 
argumentación dispuestas por el legislador para su admisión, pero al mismo 
tiempo, dentro de procesos reglados por la Ley 600 de 2000, optó por 
pronunciarse de fondo sobre la eventual violación de garantías fundamentales 
de los sujetos procesales”111 
 
En tal sentido y de manera pacífica, ha sostenido que la competencia para decidir 
de manera Oficiosa, tiene como objetivo:  
 
“Enmendar irregularidades que atenten contra los derechos fundamentales, so 
pretexto de la finalización o culminación de su competencia, máxime cuando el 
debido proceso, como máxima expresión del principio de legalidad se erige en 
garantía fundamental, lo que implicaría una actitud permisiva frente a una 
decisión injusta, sin sustento legal y por lo mismo, constitutiva de una vía de 
hecho112”.  
 
                                            
111 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Rad 21296 (31 de agosto de 2005) y Rad 21302.20 de 
octubre de 2004.  
112 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Auto Rad. 28432 (20 de noviembre de 2007) [M.P. María del 
Rosario González de Lemus] 
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Igualmente, tiene decantado el Tribunal de Casación que solo se puede dar curso 
a la demanda de casación, cuando: 
 
“Se trate de sentencia de segunda instancia; que haya sido interpuesta por 
quien tiene interés jurídico; que la hubiese presentado dentro del término legal; 
que la impugnación haya sido concedida por el ad quem Con ello adquiere 
competencia para darle trámite al ataque, bien porque haya sido admitida la 
demanda por llenar las exigencias legales o porque no cumpliéndolas a 
cabalidad se hubieren superado los defectos del libelo (Ley 906 de 2004, art. 
184, inc. 3) Ora porque oficiosamente considere necesario proferir el fallo de 
fondo para proteger garantías fundamentales113”. 
 
Ahora bien, en punto de Ley 600 de 2000, una vez ajustada la demanda a 
Derecho por parte de la Corte, se debe correr traslado al Ministerio Público para 
que emita el concepto obligatorio, más no vinculante para la Sala. Pero cuando es 
inadmitida y la Corporación advierte una nulidad o la vulneración de los Derechos 
fundamentales de los sujetos procesales, procede la casación oficiosa, para 
reparar el agravio, sin previo pronunciamiento del Ministerio Público, por tratarse 
de un asunto no propuesto en la demanda, ni advertido por el casacionista, obliga 
a la Corte pronunciarse de manera rápida como garante de los Derechos 
fundamentales.  
 
Conforme al trámite previsto en la Ley 906 de 2004, que no consagra el traslado al 
Ministerio Público, en el evento en que sea admitido el libelo, la Sala debe señalar 
fecha para la audiencia de sustentación de que trata el artículo 184 de la ley en 
mención, esto es, para que el demandante presente oralmente sus argumentos 
respecto de los cargos aducidos en la demanda, sin que pueda adicionarla 
presentando cargos nuevos y para que los no recurrentes tengan la oportunidad 
de pronunciarse con relación a los motivos de la impugnación extraordinaria; si es 




inadmitida por no cumplir legalmente las exigencias, la Sala puede fallar de fondo, 
de manera Oficiosa, con fundamento en la (Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 3), 
superando los defectos del libelo, si advierte la vulneración de derechos y 
garantías fundamentales de las partes e intervinientes, sin que sea necesario 
convocar a la audiencia, por ser a todas luces, improcedente un debate entre las 
partes, precisamente por ser una decisión a iniciativa propia de la Corte Suprema 
de Justicia como guardiana de los derechos y garantías fundamentales, que 
constituye uno de los fines del recurso y tener el deber legal de protegerlos, siendo 
éste una excepción al principio de limitación al recurso, en el entendido, se reitera, 
a la Corte le está vedado tener en cuenta causales distintas a las planteadas por 
el recurrente, sin poder corregir o complementar el libelo, salvo que al estudiar la 
demanda, advierta una nulidad o que de manera ostensible la sentencia viola 
garantías fundamentales, la Sala está obligada a reparar el yerro de manera 
oficiosa (Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 3).  
 
Concluyendo, tanto en la Ley 600 de 2000, como en la Ley 906 de 2004, si la Sala 
del estudio del libelo y de la actuación procesal , sin que se encuentre subordinada 
a la admisión de la demanda, observa nulidades o violación de garantías 
fundamentales, por la presencia de errores de juicio o de procedimiento, en sus 
diferentes manifestaciones, debe recurrir a la herramienta de la casación Oficiosa 
para pronunciarse de fondo, inclusive frente a demandas inadmitidas, o en 
ausencia del interés del impugnante, la Sala conserva la competencia para 
resolver de fondo, como organismo de cierre y garante de los derechos y 
garantías fundamentales de las partes e intervinientes, es decir, tiene competencia 
ilimitada, pudiendo aun casar un fallo absolutorio y proferir el de reemplazo o en 





1.7. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA COMO DERECHO HUMANO. 
  
La Constitución de 1991, consagra un Estado Social de Derecho que alude al 
gobierno de las leyes y no al individualismo, se pretende que todos los partícipes 
de una sociedad se sometan y se gobiernen sin distinción alguna por la ley escrita, 
así: 
 
“El estado Social de Derecho se define como el gobierno de las leyes; en tal 
sentido, no gobiernan los individuos, de acuerdo a su libre albedrío, sino 
conforme a lo establecido en las normas impuestas, es decir, que el Estado de 
Derecho se supedita a los propios preceptos normativos que emite, y desde 
este régimen, las autoridades o los gobernantes igualmente están sujetos a 
esas mismas normas114”. 
 
Además de regirse por la ley, se debe atender a los preceptos que consagran los 
valores y principios que la Carta Política dispone en su preámbulo. La doctrina 
señala que en un estado Social de Derecho prima lo social y en consecuencia 
debe defenderse el poder público para materializar todos los fines que se 
consagran en los artículos constitucionales. 
 
“En el Estado Social de Derecho prima lo social, una forma de organización 
política dirigida básicamente al ciudadano colectivamente organizado. Esta 
decisión del poder político es la que debe defender el poder público (artículo 3 y 
artículo 113) por medio de sus órganos y funciones115”. 
 
                                            
114 BERMÚDEZ BUENO, William; MORALES MANZUR, Juan Carlos. Estado Social de Derecho: 
Consideraciones sobre su trayectoria histórica en Colombia a partir de 1991. En: Revista 
Cuestiones Políticas, 25, (48), 2012. p. 64 
115 PECES-BARBA MARTÍNEZ, Gregorio; FERNÁNDEZ GARCÍA, Eusebio y DE ASÍS ROIG, 
Agustín E. Curso de teoría del derecho. 2ª ed. Barcelona: Marcial Pons, 2000. 
82 
 
Así pues, para materializar todos los fines que tiene el estado, debe configurarse 
una administración pública sólida, que llegue a todos los individuos sin distinción 
alguna. Por tanto, la Constitución es la fuente principal del Derecho Administrativo 
como canal de concreción de las garantías que se formular en las disposiciones 
constitucionales116. Si no se observa una estructura administrativa sólida, las 
disposiciones constitucionales y el precepto de Estado Social de Derecho, 
quedarían relegados a lo teórico y no a la realidad. La Constitución, por tanto, 
sería un simple documento sin relevancia fáctica de no ser por la Administración 
Pública117.  
 
Resulta indispensable que se constituya la Administración Pública como canal de 
concreción de las estipulaciones constitucionales, junto con el bloque de 
constitucionalidad el cual, a su vez, incluye innumerables tratados internacionales 
que son de obligatorio cumplimiento, uno de los cuales corresponde a la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos118 ratificado por Colombia119, el 
cual obliga a adoptar medidas conducentes a la modificación y creación de 
normas que permitan la compatibilidad de las garantías que los tratados 
internacionales ratificados consagran. 
 
                                            
116 REBELO DE SOUSA, Marcelo y SALGADO DE MATOS, André. Derecho administrativo 
general. Tomo I. Bogotá: Leyer, 2013. p. 71 “En el Estado Social, la Constitución es la primera de 
las fuentes del derecho y también de las fuentes del derecho administrativo. No solo el núcleo 
esencial del derecho administrativo está situado en la Constitución, como muy pocas son las 
normas constitucionales sin relevancia para el derecho administrativo”  
117 COLMEIRO, Manuel. Citado por ACOSTA ROMERO, Miguel. Teoría general del Derecho 
Administrativo. 11ª ed. México: Editorial Porrúa, 1993. p. 1159. “la parte del Estado que depende 
del poder Ejecutivo, su acción es continua y permanente, su finalidad es el interés público. 
Asimismo, la Administración Pública engloba per sé actividades de índole político y administrativo, 
tomando en su poder diversas atribuciones para la distribución de recursos y servicios públicos. 
Esta actividad compaña al hombre desde su nacimiento hasta su desaparición de la vida terrestre” 
118 NACIONES UNIDAS. Declaración Universal de los Derechos Humanos. Tercera Asamblea 
General de Naciones Unidas. Adoptada el 10 de diciembre de 1948. París, Francia.  
119 CANCILLERÍA DE COLOMBIA. Colombia frente a los instrumentos internacionales en materia 




En consecuencia, es la Administración Pública la que permite canalizar la 
Constitución Política, junto con el Bloque de Constitucionalidad hacía los 
individuos de una colectividad;  de ahí, la Administración Pública es de especial 
relevancia y se consagra como un Derecho Humano 120 al darles relevancia fáctica 
a todos los preceptos, valores y principios que otorga en su totalidad la 
Constitución. Es inherente a la presente investigación por ser parte del Bloque de 
Constitucionalidad mediante el protocolo adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. "Protocolo de San Salvador”121 ratificado mediante Ley 319 de 1996, 
“Con el propósito de fortalecer a su interior las instituciones democráticas, un 
régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los 
derechos esenciales del hombre122”.  
 
En efecto, aunque la Constitución de 1991, no especifique taxativamente que la 
Administración Pública se comprenda como un Derecho Humano, el artículo 93 de 
la misma Carta Política, anexa el Bloque de Constitucionalidad en el cual se 
encuentra la Administración Pública como Derecho Fundamental.  
 
Ahora bien, la finalidad que cumple la función pública es la materialización de los 
fines del estado, consagrado en el artículo 2 de la Constitución Política de 1991, 
como directrices del Estado Social de Derecho, es entonces indiscutible su 
aplicación y para ello, es necesario de una robusta Administración Pública que 
canalice para todos los individuos los preceptos, principios y valores que se 
acordaron en la carta política.  
                                            
120 CASTILLO DEL VALLE, Alberto. Derechos humanos, garantías y amparo. México: Ediciones 
Jurídicas Alma, 2013 “Los Derechos Humanos son todas las prerrogativas o potestades que Dios, 
ha otorgado a todo sujeto que tenga la condición de ser humano, a fin de que se desarrolle 
plenamente en sociedad en su desenvolvimiento vital” 
121 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS (OEA). Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales "Protocolo de San Salvador". 17 noviembre 1988, [En línea] Disponible en: 
https://www.refworld.org.es/docid/5ccb1b164.html [Ingreso el 19 Julio 2020] 
122 CENTRO POR LA JUSTICIA Y EL DERECHO INTERNACIONAL. Los Derechos Humanos en el 




De esta manera, al ser la administración pública un derecho humano, ésta debe 
ser protegida en su buen funcionamiento. El delito de peculado por apropiación es 
un mecanismo jurídico-penal que tiene como sujeto pasivo, no un particular, sino 
al Estado, es decir, que tiene como fin una garantía fundamental, como lo es la 
administración pública.  
 
1.6.1. El Peculado por Apropiación como Protección al Derecho Humano.  
 
El peculado refiere directamente a la relación que existe entre los Bienes del 
Estado y un servidor público, cuando éste se apropia de dichos bienes, hace un 
mal uso, no hace un correcto manejo o los pierde, daña o extravía. La Legislación 
colombiana en su Código Penal, la Ley 599 de 2000, contempla varias 
modalidades. Así pues, se encuentra el peculado por apropiación, por uso, por 
aplicación oficial diferente y peculado culposo, los cuales difieren en función del 
comportamiento del servidor público. El estudio del peculado por apropiación parte 
de la Ley 599 de 2000, art. 397 que lo define así: “El servidor público que se 
apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o 
instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de 
bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya 
confiado por razón o con ocasión de sus funciones123” […] 
 
La CSJ señala la estructuración del delito de peculado por apropiación cuando:  
 
“Agente la calidad de servidor público, además, que tenga la potestad material o 
jurídica de administración, tenencia o custodia de los bienes en razón de las 
funciones que desempeña; también, se requiere que el acto de apropiación sea 
en provecho propio o a favor de un tercero, lo que lesiona el bien jurídico de la 
                                            
123 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 599 (24 de julio de 2000) “Código Penal” 
Diario Oficial 44.097 
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administración pública, en tanto representa un detrimento injustificado del 
patrimonio estatal124”. 
 
Así, el peculado por apropiación es uno de los delitos que más importancia tienen 
en el cuidado de los Bienes de la Administración Pública, que se ven 
menoscabados cuando el funcionario público se apropia ilegalmente de los 
mismos que le han sido conferidos para su cuidado. La Corte Suprema de 
Justicia125 indica que, el peculado por apropiación es la conducta tipificada que 
más representa los intereses de la administración pública126, y esto se explica 
desde el servicio público el cual no es simplemente un concepto jurídico, es ante 
todo un hecho, una realidad, así lo explica Penagos: 
 
“Las manifestaciones de la autoridad pública declarando que tal o cual actividad 
es un servicio público, no pasarán de meras declaraciones arbitrarias en el 
supuesto de que no exista de por medio la satisfacción efectiva de una 
necesidad de interés general; tal declaración, cuando ella concuerde con la 
realidad, tendrá indiscutiblemente su valor en el orden jurídico127”. 
 
Es por esta razón que la Ley 599 de 2000, art. 397 fue modificado por la Ley 890 
de 2004, para aumentar la pena de prisión del peculado por apropiación de 
noventa y seis (96) a doscientos setenta (270) meses, la cual se aumenta a la 
mitad si el valor de lo apropiado supera los 200 salarios mínimos mensuales 
                                            
124 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Referencia: SP-34632019. M.P: Jaime Humberto Moreno 
Acero. 27 de agosto de 2019.  
125 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Proceso No. 11657. M.P: Juan Manuel Torres Fresneda. 2 
de octubre de 1997. 
126 REBELO DE SOUSA, Marcelo y SALGADO DE MATOS, André. Óp. cit. p 48. “Como la 
actividad de la administración, la cual se ve enfocada en cinco actividades esenciales 1) 
mantenimiento del orden y la seguridad pública; 2) la realización de servicios a los particulares; 3) 
la dirección de la vida social, en sus diversa dimensiones de acuerdo con los criterios establecidos 
por la Constitución y por la Ley; 4) la obtención de recursos materiales indispensables para el 
desarrollo de las principales actividades administrativas (administración Fiscal) y 5) la gestión de 
medios materiales humanos (administración del patrimonio público)”.  
127 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-578 (3 de noviembre de 1992) [M.P. 
Alejandro Martínez Caballero] Expediente T-1848 
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legales vigentes en Colombia y disminuye de sesenta y cuatro (64) a ciento 
ochenta (180) meses si no supera los 50 salarios mínimos mensuales legales 
vigentes.  
 
Este aumento de la pena es causa de las políticas anticorrupción128 que pretenden 
disminuir los altos niveles en que se sitúa a Colombia129 como país según los 
últimos datos revelados por Transparencia Internacional, organización que la sitúa 
en el puesto 96 entre 180 países130. Lo cual permite denotar que el tipo penal de 
peculado por apropiación es visto en Colombia como una herramienta jurídica 
para la disminución de corrupción, que como define Romero son: “Actividades a 
través de las cuales se altera y trastoca la forma y el objeto de una cosa, de un 
procedimiento o una relación, a cambio de la promesa u obtención de beneficios 
recíprocos entre sus protagonistas. En definitiva, se trata de alterar la esencia de 
un proceso mediante componentes que generan ventajas indebidas131”. 
 
Así pues, el delito de peculado por apropiación nace a partir de la necesidad de 
evitar las ventajas indebidas del servidor público para apropiarse de los bienes del 
Estado y sobre todo para proteger a la administración pública.  
 
  
                                            
128 BLANCO, Miguel Ángel. Corrupción en Colombia. (12 de septiembre de 2011) [Blog] Disponible 
en: http://shimbilin.blogspot.com/ p. 10 “En Colombia país, el foco principal del problema se sitúa 
en la contratación estatal, ejemplos de ello abundan en el país tales como Ferrovías, Caprecom, 
Foncolpuertos, Termorrio, Dragacol, etc”. 
129 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Tipologías de corrupción en Colombia. Tomo 2. Bogotá, 
2018. [En línea] Disponible en: https://www.fiscalia.gov.co/colombia/wp-content/uploads/Tomo-
II.pdf 
130 TRANSPARENCY INTERNATIONAL. The global coalition against corruption. 2020. Recuperado 
de: https://www.transparency.org/en/news/ 
131 OCHOA ROMERO, Roberto A. Corrupción. Significado y estrategias internacionales y 
nacionales para su prevención y persecución. UNAM, 2017. [En línea] Disponible en: 




HERMENÉUTICA CASACIONAL EN EL PECULADO POR APROPIACIÓN: 
¿DISCRECIONALIDAD O RIGORISMO EN TÉCNICA CASACIONAL ANTE 
PROTECCIÓN DE GARANTÍAS FUNDAMENTALES? 
 
“Logramos ganar justicia más rápidamente al darle justicia a la otra parte” 




A continuación, se analiza a partir de la hermenéutica casacional, la procedencia 
del recurso extraordinario de casación en el delito de peculado por apropiación 
cuando se observa violación a garantías fundamentales. Para tal fin, es necesario 
partir de una reconstrucción histórica de la admisión del recurso por parte de la 
CSJ desde la categoría de casación oficiosa mediante una línea jurisprudencial. 
 
Resulta indispensable en el siguiente capítulo analizar la discrecionalidad que 
permite afectaciones graves a garantías fundamentales, bajo el argumento de una 
técnica casacional rigurosa. A través de una línea jurisprudencial, se analiza como 
la CSJ procede a casar oficiosamente, si lo hace desde un estudio de las causales 
que el libelista invoque, o si debe realizar un estudio integral legal y Constitucional 
para verificar si existe afectación a derechos o garantías fundamentales. 
 
Es por ello que, en el siguiente capítulo aborda en la primera parte, el rigorismo de 
la técnica casacional que exige la CSJ para la procedencia del recurso de 
casación. En la segunda parte, se aborda la casación oficiosa como excepción a la 
ausencia de técnica casacional en el delito de peculado por apropiación. La 
tercera parte, expone la discrecionalidad que faculta a la CSJ a casar 




Para ello, se procede metodológicamente con un análisis jurisprudencial132 de las 
sentencias que han casado oficiosamente en el delito de peculado por 
apropiación, específicamente ante la vulneración del principio de legalidad para 
observar si este ha sido transgredido bajo la discrecionalidad de la Corte para no 
casar oficiosamente. Por último, se aborda la discrecionalidad en la casación 
oficiosa frente a la vulneración de las garantías fundamentales penales 
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Sentencia y metodología de la línea, criterios hermenéuticos de la Corte Suprema 
de Justicia; 2.7. DISCRECIONALIDAD JUDICIAL EN MATERIA PENAL; 2.7.1. 
Discrecionalidad judicial; 2.7.2. La discrecionalidad judicial penal 
 
2.1. RIGORISMO DE LA TÉCNICA CASACIONAL 
 
La evolución del recurso de casación ha concluido en que el legislador ha reglado 
de manera expresa las causales de este medio de impugnación. Resulta 
necesario entonces, estudiar desde los dos últimos estatutos procesales que 
tienen aplicación en la actualidad, Ley 600 de 2000 y Ley 906 de 2004, las 
                                            
132 LÓPEZ MEDINA, Diego. ¿Por qué de hablar una teoría impura del derecho? Para América 
Latina. En: teoría del derecho y trasplantes jurídicos. Bogotá: Siglo del hombre, 2009. 
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causales taxativas del recurso de casación, específicamente su técnica casacional 
que exige la jurisprudencia de la CSJ. Así, se tiene que las causales son las 
siguientes:  
 
Tabla 1. Causales taxativas del recurso de casación 
Nota: Elaboración propia, basado en la Ley 600 de 2000 y Ley 906 de 2004.  
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2.2. CAUSALES O MOTIVOS DE CASACION 
 
Tradicionalmente y como se indicó en la evolución del recurso extraordinario de 
casación, las causales de este medio de impugnación, el legislador las ha reglado 
de manera expresa. 
 
Se examinarán a la luz de los dos últimos estatutos procesales que actualmente 
se aplican, es decir, la Ley 600 de 2000 y Ley 906 de 2004, para luego 
desarrollarlas a la luz de la jurisprudencia de la Sala Penal de la CSJ, haciendo 
énfasis en el último de los precitados estatutos, incluyendo la técnica para cada 
uno de los motivos. 
 
a) En la Ley 600 de 2000, art. 207, aparecen así: En materia penal la casación 
procede por los siguientes motivos: 
 
“i) Cuando la sentencia sea violatoria de una norma de derecho sustancial. Si la 
violación de la norma sustancial proviene de error de hecho o de derecho en la 
apreciación de determinada prueba, es necesario que así lo alegue el 
demandante; ii) Cuando la sentencia no esté en consonancia con los cargos 
formulados en la resolución de acusación; y iii) Cuando la sentencia se haya 
dictado en un juicio viciado de nulidad133”. 
 
Se señala además, que la causal prevista en el numeral 1 acorde con la 
jurisprudencia, incluye dos cuerpos según el legislador: 
 
i) La violación directa de una norma de derecho sustancial, conocida como 
cuerpo primero. 
ii) La violación indirecta de una norma sustancial por errores de hecho o de 
derecho en la apreciación de determinada prueba, denominada cuerpo segundo. 
                                            




b) En la Ley 906 de 2004, en el Código de procedimiento penal, las causales de 
casación el legislador las consagra en el artículo 181, de la siguiente forma:  
 
 “El recurso como control constitucional y legal procede contra las sentencias 
proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por delitos, 
cuando afectan derechos o garantías fundamentales por: 1) Falta de aplicación, 
interpretación errónea, o aplicación indebida de una norma del bloque de 
constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso; 2) 
Desconocimiento del debido proceso por afectación sustancial de su estructura 
o de la garantía debida a cualquiera de las partes; 3) El manifiesto 
desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la prueba sobre 
la cual se ha fundado la sentencia; 4) Cuando la casación tenga por objeto 
únicamente lo referente a la reparación integral decretada en la providencia que 
resuelva el incidente, deberá tener como fundamento las causales y la cuantía 
establecidas en las normas que regulan la casación civil134”. 
 
El numeral primero cobijó lo que ya había desarrollado de antaño la CSJ, respecto 
a la violación directa de la Ley sustancial, esto es, por los senderos de la falta de 
aplicación, aplicación indebida e interpretación errónea, amplificando su radio de 
acción en el sentido de que las normas violadas pueden ser del bloque de 
constitucionalidad, Constitucional o legal, llamada a regular el caso, conocida 
como violación directa de la ley. 
 
El numeral segundo queda establecido por el desconocimiento del debido 
proceso, por afectación sustancial de la estructura o de garantía debida a 
cualquiera de las partes. 
 
                                            
134 Ley 906, 2004. Óp. cit. Art. 181 
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La causal tercera fue traspasada del numeral tercero del artículo 207 de la Ley 
600 de 2000, la cual refiere a que la sentencia se haya dictado bajo un juicio 
viciado de nulidad y lo propio sucede con la del numeral segundo, esto es, cuando 
la sentencia no se encuentra en concordancia con los cargos formulados en la 
resolución de acusación. Si bien es cierto que no la consagró expresamente la Ley 
906 de 2004, sí se desprende del art. 448 de este Estatuto Procedimental, al 
establecer que: “Congruencia. El acusado no podrá ser declarado culpable por 
hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los cuales no se ha 
solicitado condena135”. 
 
De tal manera que las nulidades tanto de estructura como de garantías, así como 
la falta de consonancia entre el fallo y la acusación, deben postularse por la causal 
2° de la Ley 906 de 2004. Respecto de la causal del numeral 3, se refiere a los 
desarrollos de la violación indirecta, es decir, a los errores de juicio: de hecho y de 
derecho, relacionados con el desconocimiento de las reglas de producción y de 
apreciación de las pruebas. 
 
En otros términos, error de hecho por contemplación, apreciación o valoración de 
la prueba y de derecho por violación de las reglas de producción de la prueba por 
infracción de las normas que regulan la práctica de pruebas y que han sido 
denominadas como falso juicio de convicción y falso juicio de legalidad de la 
prueba. 
 
La causal cuarta no consagrada expresamente en los Estatutos de procedimiento 
anteriores, relacionada con la reparación integral de perjuicios decretada en la 
decisión que resuelva el incidente, cuando el legitimado para hacerlo, pretenda 
cuestionar los daños y perjuicios, debe realizarlo de acuerdo con las causales y la 
cuantía que regulan la casación civil, concretamente en la Ley 1564 de 2012, arts. 
336 y 338, lo que permite inferir que de acuerdo con la reforma a la Ley 906 de 
                                            
135 Ley 906, 2004. Op. cit. Art. 448 
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2004, art. 102, introducida por la Ley 1395 de 2010, art. 86 en el mismo asunto, da 
lugar a poderse presentar dos veces el recurso de casación. El primero, con 
relación a la sentencia que decide el fondo del asunto, ya sea de condena o 
absolución y una vez en firme la sentencia, presentarse el Incidente de 
Reparación Integral, la decisión es susceptible de los recursos de apelación y 
casación. 
 
2.3. TECNICA DE LAS CAUSALES DE CASACION. 
 
2.3.1. Primera Causal: Violación Directa. 
 
De conformidad con la Ley 906 de 2004, art. 181, núm. 1, son motivos: “Falta de 
aplicación, interpretación errónea o aplicación indebida de una norma del bloque 
de constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso. Causal 
conocida como Violación Directa136”. 
 
Se referencia a las normas a que alude este motivo, pues en la Ley 600 de 2000, 
se hizo referencia únicamente a ley sustancial, mientras que la Ley 906 de 2004, 
amplificó su radio de acción en el sentido de que las normas pueden ser del 
bloque de constitucionalidad, de orden constitucional o legales, que se especifican 
a continuación. 
 
a) Normas del Bloque de Constitucionalidad. “hace referencia a las normas y 
principios que, sin estar formalmente contemplado en el texto de la Constitución, 
son utilizados como parámetros de control de constitucionalidad de las leyes, por 
cuanto han sido normativamente integrados a la Carta, por varias vías y por 
mandato de la propia Constitución137”. 
 
                                            
136 Ley 906, 2004. Óp. cit. 
137 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. Expediente 24323 (24 de 
noviembre de 2005) [M.P: Yesid Ramírez Bastidas] 
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“En muchos ordenamientos jurídicos existen derechos o principios que no se 
encuentran directamente en el texto constitucional pero que, por expreso 
mandato constitucional, tienen rango constitucional”; Rodrigo Uprimny define el 
bloque de constitucionalidad como El bloque de constitucionalidad hace 
referencia a la existencia de normas constitucionales, o al menos supralegales, 
pero qué no aparecen directamente en el texto constitucional. ¿Qué significa 
esto? fue algo que es muy simple pero que al mismo tiempo tiene 
consecuencias jurídicas y políticas complejas: que una Constitución puede ser 
normativamente algo más que el propio texto constitucional, esto es, que las 
normas constitucionales o al menos supralegales, Pueden ser más numerosas 
qué aquellas que pueden encontrarse en el articulado de la Constitución 
escrita138”. 
 
“El Bloque de Constitucionalidad es entonces un intento por sistematizar 
jurídicamente ese fenómeno, según el cual las normas materialmente 
constitucionales –esto es, con fuerza constitucional- son más numerosas que 
aquellas que son formalmente constitucionales, esto es, aquellas que son 
expresamente mencionadas por el articulado constitucional139”. 
 
La lectura de la Corte Constitucional del inciso primero del artículo 93 de la Carta 
política de 1991, como dispositivo integrador de las normas supranacionales en el 
bloque de constitucionalidad estableció la necesidad de dos supuestos para la 
integración de las normas en el bloque:  
 
i) El reconocimiento de un Derecho Humano, y  
                                            
138 UPRIMNY, Rodrigo. El Bloque De Constitucionalidad En Colombia. Un Análisis Jurisprudencial 
Y Un Ensayo De Sistematización Doctrinal. Ensayo. De Justicia, p. 2. [En línea] Disponible en: 
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_46.pdf 




ii) Que se trate de un derecho cuya limitación se prohíba durante los estados de 
excepción. 
 
“Así, conforme a ese dogma, habría que concluir que hacen parte del bloque en 
sentido estricto i) el Preámbulo; ii) el articulado constitucional; iii) los tratados de 
límites ratificados por Colombia; iv) los tratados de derecho humanitario; v) los 
tratados ratificados por Colombia que reconocen derechos intangibles; vi) los 
artículos de los tratados de Derechos Humanos ratificados por Colombia, 
cuando se trate de derechos reconocidos por la Carta; y vii) la doctrina 
elaborada por los tribunales internacionales en relación con esas normas 
internacionales. Como es obvio, esta lista genérica incluye específicamente los 
convenios de la OIT y la doctrina elaborada por los órganos de control de esa 
organización internacional; y de otro lado, para integrar el bloque en sentido 
lato, habría que agregar a las anteriores pautas normativas i) las leyes 
estatutarias y ii) las leyes orgánicas en lo pertinente140”.  
 
b) Normas constitucionales. Se puede afirmar que son específicamente todas 
aquellas reglas o mandatos de carácter esencial, instauradas concretamente por 
el Poder Constituyente y de capacidad suprema. Vale anotar que las normas de 
rango constitucional están constituidas por ser imperativas, programáticas y 
teleológicas. 
 
“En la actualidad, los textos constitucionales han dejado de ser meras cartas 
políticas, organizativas del poder, para ofrecer en sus textos nuevos y 
esenciales derechos, llamados por la doctrina como derechos de segunda y 
tercera generación, consignados al comenzar el bienestar económico, social, 
cultural, consagrar la paz, la conservación del medio ambiente, el derecho al 
                                            
140 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencias C-578 de 1995; C-136 de 1996; C-358 
de 1997; C-191 de 1998; C-582 de 1999; C-708 de 1999 y C-567 de 2000. Cita de Expediente 




desarrollo, entre otros; las constituciones modernas, crean nuevas instituciones, 
aplican nuevas órdenes al legislador; forman el régimen económico, de 
hacienda pública, precisan normas para la colocación de recursos, producción 
de presupuestos, inversiones, etc141” 
 
c) Normas Legales: Legal es todo lo relativo al ordenamiento jurídico de un 
Estado y se define como la norma expedida formalmente por el Legislador con el 
lleno de todos los requisitos consagrados en la Constitución Política. 
 
En consecuencia, en el tema que nos ocupa, para efectos de la casación, desde la 
perspectiva del Bloque de Constitucionalidad, tiene trascendencia todas las 
garantías consagradas en el marco normativo precedentemente mencionado que 
deviene de la propia Carta y además, las normas incorporadas en los tratados de 
Derechos Humanos respecto a las garantías, como las consagradas en la 
Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, que se encuentran debidamente ratificados por el Estado 
Colombiano. 
 
Como quiera que el actual Derecho Penal y Procesal se encuentra debidamente 
constitucionalizado, en las respectivas normas rectoras, así como la Ley 906 de 
2004, (arts. 3, 181,130, entre otros) por lo que, para la formulación y sustentación 
de los cargos por violación directa, debe argumentarse la infracción de una norma 
del Bloque Constitucional, constitucional o legal llamada a regular el caso, lo que 
hace más amplio el marco que el establecido en la Ley 600 de 2000, que se 
refería únicamente a la Ley sustancial142.  
 
                                            
141 DÍAZ REVORIO, Francisco Javier. Interpretación de la Constitución y juez constitucional. En: 
Revista IUS, 2016. 
142 Recurso de Casación Penal. Manual para Defensores Públicos. Óp. cit. pág. 125 
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La violación directa en sus diferentes manifestaciones es un error de juicio o in 
iudicando en que incurre el Juez al momento de emitir el fallo, que comporta la 
afectación de Derechos y garantías fundamentales, valga decir, en el instante de 
aplicar o interpretar la ley llamada a regular el asunto a resolver, de acuerdo con 
las diferentes hipótesis previstas en la norma como son: Falta de Aplicación, 
Interpretación Errónea o Aplicación Indebida. 
 
2.3.1.1. Sentidos de la Violación Directa. 
 
a) Falta de Aplicación de la Norma: La violación de la ley por falta de 
aplicación, exclusión evidente o inaplicación de una norma, se presenta cuando el 
sentenciador niega en el fallo su existencia, o existe una exclusión de la norma o 
un yerro de validez en el tiempo y en el espacio o porque objetiva y 
subjetivamente la ignora. 
 
En sentir de la jurisprudencia, de manera pacífica y reiterada, se ha sostenido 
que la falta de aplicación se presenta: “i) Cuando el Juez deja de aplicar la 
norma que en su estructura y descripción se adecúa a los contenidos de la 
conducta que es objeto de reproche; ii) Cuando el Juzgador la desconoce en el 
fallo que de manera inequívoca regula los hechos, porque yerra sobre la 
existencia o validez de la norma o porque de manera equivocada considera que 
nunca tuvo vigencia o la estima derogada o declarada inconstitucional; iii) 
porque el sentenciador desconoce o ignora la norma que regula los hechos 
objeto de juzgamiento, porque se equivoca acerca de los límites temporales, 
espaciales o temporales; iv) cuando el Juez ignora o desconoce en el fallo los 
límites de aplicabilidad sustancial a los delitos de ejecución instantánea, efectos 
antijurídicos permanentes o de ejecución continuada; v) porque el Juzgador en 
el fallo se equivoca, desconoce o ignora los ámbitos de aplicabilidad territorial o 
extraterritorial de las leyes aplicables a los nacionales o extranjeros; y vi) 
cuando el sentenciador al enfrentarse en dos disposiciones, una general y otra 
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especial que regula el asunto sometido a su conocimiento, desconoce la 
preferencia de la ley especial sobre la general o principio de especialidad o deja 
de aplicar la norma de mayor jerarquía143”.  
  
La inaplicación de La norma puede ser total, como cuando en la parte 
considerativa del fallo el sentenciador, acepta y reconoce la existencia de una 
causal de ausencia de responsabilidad o la duda y en la parte resolutiva la omite, 
procediendo a emitir una condena y es parcial, precisamente cuando el Tribunal, 
no obstante reconocer en sus consideraciones la existencia de la diminuente de la 
ira, o un atenuante de punibilidad o un beneficio especial, en la parte resolutiva no 
aplica las normas reguladoras y por tanto, no efectúa las reducciones de pena 
respectivas144.  
  
b) Aplicación Indebida o Error de selección: La aplicación indebida, se 
presenta cuando el juez se equivoca en la escogencia de la norma, es un error de 
juicio, in iudicando que se estructura cuando se equivoca el sentenciador en la 
selección o adecuación de la norma que aplica, bajo el entendido de que no 
corresponde a la conducta punible objeto del juzgamiento y por tanto irrespeta el 
Derecho Penal de acto145.  
 
Habida cuenta que las decisiones de la Corte, tienen valor normativo como quiera 
que la ley y la jurisprudencia poseen fuerza vinculante, al formar una unidad 
dialéctica inescindible, puede estructurarse una indebida aplicación de la ley, en el 
evento en que al episodio objeto de juzgamiento se le aplique una norma que no 
se adecúe a los avances jurisprudenciales de la Sala Penal de la CSJ. 
 
                                            
143 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia Rad 11655 del (20 de septiembre del 2000) [M. P. 
Fernando Arboleda Ripoll] 
144 PABÓN GÓMEZ, Germán. Óp. cit. p.189 
145 Ibid. p.191 
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De manera que, la indebida aplicación de la ley, como lo tiene establecido la 
doctrina, puede referirse a las normas de adecuación típica como la confrontación 
entre tipicidad y atipicidad, tipo básico y especial o alternativo, como a errores de 
selección de las que fijan las normas de intervención en la conducta punible, 
formas de culpabilidad, circunstancias modificadoras de la responsabilidad 
(agravantes o atenuantes), así como la violación al principio de favorabilidad, al 
aplicar indebidamente la ley desfavorable. 
 
Por eso el despropósito de este yerro se presenta en la falsa adecuación de los 
hechos probados, a los supuestos contemplados en la norma, al no coincidir los 
sucesos procesalmente reconocidos con las hipótesis que la condicionan. 
 
De contera, como lo tiene establecido la jurisprudencia y en aras de una 
proposición jurídica completa, la indebida aplicación de una ley sustancial, apareja 
la no aplicación de la pertinente, siendo necesario que así lo aduzca el 
casacionista, ya que, al no hacerlo en la censura, la Corte, en defensa del principio 
de limitación, no podría pronunciarse de fondo mediante un fallo de reemplazo146. 
  
“La jurisprudencia enseña que, para no dejar la censura incompleta, defecto en 
que hubiera incurrido la actora sí únicamente hubiera sostenido que se aplicó 
indebidamente artículo 23 de la Ley 599 de 2000, dejando por este modo en el 
vacío el remedio legal correcto para restablecer el Derecho y enmendar el 
agravio; Resulta, entonces válido, que el casacionista postule primero que se 
aplicó indebidamente el artículo 23 de la Ley 599 de 2000, sobre autoría y 
luego, en reciprocidad ineludible, que se dejó de aplicar el artículo 24 sobre 
complicidad147”.  
 
                                            
146 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia del (10 de febrero de 1987). [M.P. Guillermo 
Duque Ruíz] 
147 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia Radicado 2795 (10 de 
febrero de 1987) [M.P. Guillermo Duque Ruíz] Entre otras. 
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En conclusión, es presupuesto de técnica que, al aducirse un motivo de aplicación 
indebida de una norma sustancial, se predica la falta de aplicación de otra 
disposición, es requisito ineludible para el censor extraordinario, que así lo aduzca 
en la demanda; de no realizarlo, la censura quedaría incompleta, que conllevaría a 
la inadmisión de la demanda, pues, de no hacerlo, en defensa del principio de 
limitación, la Corte se vería impedida de proferir el fallo de reemplazo.  
 
c) Interpretación Errónea de la Norma: La violación de la norma por 
interpretación errada, constituye un error in iudicando, es un error de hermenéutica 
del sentenciador que recae, respecto del sentido de la norma sustancial aplicada, 
esto es, que siendo la que regula el asunto sometido a juicio, el juez le da un 
entendimiento equivocado, con una intelección defectuosa. 
 
Acorde con la jurisprudencia nacional, en la errada interpretación, se acepta que el 
precepto seleccionado al caso concreto es adecuado, es correcto, pero yerra al 
desentrañar el contenido de la norma aplicada, es decir, es un error de 
interpretación, que surge cuando el sentenciador le atribuye un sentido y alcance 
que no tiene o porque le niega el que verdaderamente le corresponde. 
 
En consecuencia, la violación directa por interpretación errónea de una norma de 
Derecho Constitucional o Sustancial, consiste en el desacierto del juzgador al 
atribuir al precepto un sentido jurídico equivocado o al asignarle efectos que no 
corresponden con su contenido; de tal manera que resulta claro, que la diferencia 
con las dos anteriores, exclusión evidente y aplicación indebida, estriba en que 
mientras en la falta de aplicación y la aplicación indebida, subyace un error de 
selección de la norma, en la interpretación errónea, el yerro es solo de 
hermenéutica, toda vez que se parte del supuesto de que la norma aplicada es la 
correcta, solo que con un entendimiento que no es el que jurídicamente le 
corresponde, llevando con ello a hacerla producir consecuencias diferentes de las 
que le corresponden. 
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2.3.1.2. Técnica para Formular la Violación Directa. 
 
De acuerdo con la jurisprudencia reiterativa de la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, el casacionista debe tener en cuenta las siguientes reglas cuando se 
ocupe de estructurar los cargos de cara a esta causal: 
 
i) Debe aceptar los hechos en la forma plasmada en el fallo que es objeto del 
recurso extraordinario. 
ii) No se deben discutir o controvertir los hechos como aparecen deducidos en 
el fallo del Tribunal. 
iii) No se pueden refutar o desconocer la apreciación de los medios 
probatorios que haya hecho el Juzgador en el fallo atacado. 
iv) Se debe discutir o controvertir la selección de la norma realizada por el 
fallador. 
v) Ofrecer una fundamentación y sustentación en el plano eminentemente 
jurídico. 
vi) Todo tópico referido a la aplicación de la ley, debe debatirse en casación al 
amparo de la violación directa. 
 
En estas condiciones, cuando se plantea la violación directa de la ley, es de carga 
del casacionista aceptar los hechos tal y como fueron plasmados en el fallo, así 
como el mérito persuasivo asignado a los medios probatorios que sirvieron de 
fundamento a la sentencia y a partir de allí, demostrar en el plano eminentemente 
jurídico que el juzgador ignoró la existencia de una norma de carácter 
constitucional o sustancial con trascendencia en el fallo, que de no haberse 
presentado, la decisión hubiese sido otra, bien porque la seleccionó y aplicó, sin 
ser ella la llamada a regular el caso concreto, ora porque pretermite su aplicación 
tratándose del precepto aplicable, o bien porque, pese al acierto en la escogencia, 
distorsiona su alcance en su entendimiento, porque le dio un valor que trastoca su 
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verdadero contenido, menguándolo o aumentándolo o en extremos 
tergiversándolo148.  
  
También, lo tiene decantado la jurisprudencia de manera pacífica, que cuando se 
plantea un cargo de violación directa en sus diferentes motivos, es labor del 
casacionista, la de aceptar los hechos y la valoración probatoria tal y como fueron 
plasmados por los juzgadores de instancia en la sentencia, debiendo proponer una 
discusión en el plano eminentemente jurídico en la cual debe demostrar el error o 
errores del intelecto (in iudicando), en el momento de aplicar o interpretar la ley, 
esto es, si el yerro fue de selección de la norma por falta de aplicación, aplicación 
indebida o de interpretación de la norma aplicada y la consecuente trascendencia 
del yerro en la sentencia, pero no puede entremezclar los cargos (si advierte 
varios) por esta causal, las censuras deben ser separadas en independientes, así: 
  
“Cuando se invoca la violación directa de la ley como causal de casación, la 
actividad del censor, a quien no le es dado cuestionar la valoración de las 
pruebas realizada por el sentenciador ni discutir la declaración de los hechos 
consignada en el fallo, debe orientarse exclusivamente a demostrar la 
equivocación en que incurrió el Tribunal al aplicar la normatividad al caso 
concreto; se trata, según tiene dicho la Corte, de un estudio estrictamente 
jurídico, pues cualquiera que sea la modalidad de violación directa de la ley, el 
yerro de los juzgadores recae indefectiblemente en forma inmediata sobre la 
normatividad, todo lo cual implica un cuestionamiento en un punto de derecho, 
sea porque se deja de lado el precepto regulador de la situación concreta 
demostrada, porque el hecho se adecua a un precepto estructurado con 
supuestos distintos a los establecidos, o porque se desborda la intelección 
propia de la disposición aplicable al caso concreto149; así, tenemos que la 
argumentación debe hacerse de manera clara, precisa y sustentada, donde no 
                                            
148 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sentencia. Rad. 29183 (18 de noviembre de 2008) [M.P. 




se incurra en ambigüedades, ni salirse del marco y ámbito de lo que indica la 
causal150”. 
 
Así, tenemos que la argumentación debe hacerse de manera clara, precisa y 
sustentada, donde no se incurra en ambigüedades, ni salirse del marco y ámbito 
de lo que indica la causal. 
 
2.3.2. Segunda causal: nulidad. 
 
Consagrada expresamente en la Ley 600 de 2000, art. 207 núm. 2 y 3, en los 
siguientes términos: 
 
i) cuando la sentencia no esté en consonancia con los cargos formulados en la 
resolución de acusación. 
ii) Cuando la sentencia se haya dictado en un juicio viciado de nulidad. 
 
A su vez, la Ley 906 de 2004, art.181, núm. 2 establece:  
 
Por el desconocimiento del debido proceso por afectación sustancial de su 
estructura o de la garantía debida, a cualquiera de las partes procesales. Es la 
conocida tradicionalmente como de Nulidad. 
 
Nulidades: La nulidad es un error de estructura (in procedendo), de actividad, de 
garantía, originada por el proceder de los protagonistas del proceso, o por el 
propio Juzgador, en cualquiera de las etapas del proceso, inclusive en la propia 
sentencia, que conduce a la declaratoria de nulidad total o parcial de la actuación 
procesal. 
 
                                            
150 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Radicación No. 38137 (19 de 
septiembre de 2012) [M.P. Fernando Alberto Castro Caballero] 
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Como bien lo tiene decantado la doctrina y la jurisprudencia, no se trata de una 
mera irregularidad procesal, la que conduce a la declaratoria de nulidad, 
únicamente a aquellos vicios sustanciales insubsanables que haya generado un 
perjuicio a una de las partes o al propio Estado y que no puedan ser remediado 
por otro camino.  
 
De tal forma que, para la declaratoria de nulidad, es necesario que la irregularidad 
sea sustancial a la existencia del juicio penal, en tal forma que desquicie las bases 
de la instrucción y del juzgamiento o quebrante los intereses de las partes o 
intervinientes o de la justicia. 
 
Sin embargo, se pueden convalidar. Los actos irregulares pueden convalidarse por 
el consentimiento del perjudicado, siempre que se observen las garantías 
constitucionales. 
  
Principios: Si bien es cierto que en la Ley 906 de 2004 no aparecen 
expresamente regulados, como sí acaecía con la Ley 600 de 2000, los que 
orientan la declaratoria y convalidación de las nulidades, ello no implica que no se 
deban aplicar, con fundamento en el artículo 23 que impone al juzgador declarar la 
nulidad de la actuación solamente en aquellos eventos en los que ese remedio 
sea estrictamente indispensable para restablecer la vulneración de los derechos 
fundamentales que asisten a toda persona acorde con el artículo 29 
Constitucional, aunado a la legalidad del trámite, derecho a la defensa, la nulidad 
de pleno derecho de las pruebas obtenidas con violación del debido proceso, 
entre otras garantías. 
 
Principios que gobiernan las nulidades: Son referentes con los que se debe 
confrontar la irregularidad, con el objeto de verificar si hay lugar a la declaratoria 




Taxatividad o Especificidad: Este motivo indica que solo es posible demandar la 
nulidad, por motivos expresamente señalados en la ley, tal como lo establece la 
Ley 906 de 2004, art. 458 al expresar que no podrá decretarse ninguna nulidad 
por causal diferente a las señaladas en este título y en el inciso 1° del artículo 
anterior (457) del mismo Estatuto dispone como causal de nulidad, la violación del 
derecho de defensa o del debido proceso por aspectos sustanciales. 
 
Acreditación: Quien alega la configuración de un vicio enervante debe especificar 
la causal que invoca y señalar los fundamentos de hecho y de derecho en que se 
apoya. 
 
Protección: Conforme al cual, la parte que haya dado lugar con su conducta a la 
configuración del yerro invalidante, no puede invocar la nulidad, salvo que se trate 
de la violación del derecho a la defensa técnica.  
 
Convalidación: Ante una eventual irregularidad, puede convalidarse con el 
consentimiento expreso o tácito del sujeto perjudicado, quien la acepta y no ejerce 
la oposición al acto conculcante, a condición de ser observadas las garantías 
fundamentales. 
 
Instrumentalidad de las formas: Es improcedente la declaratoria de nulidad, 
cuando el acto irregular ha cumplido el propósito para el que estaba destinado, 
siempre que no se vulnere el derecho de defensa. 
 
Trascendencia: Quien alegue la nulidad, tiene la obligación indeclinable de 
demostrar no solo la ocurrencia de la incorrección denunciada, sino que afecta de 





Residual o excepcional: significa que para enmendar o reparar el agravio no 
existe otro remedio procesal diferente a la declaratoria de nulidad. 
 
Causales de nulidad: En punto de Ley 906 de 2004, se desprenden las nulidades 
que vician la actuación procesal en el artículo 456, cuando se haya surtido ante 
juez incompetente y en el 457, por violación de garantías fundamentales. 
 
Por Falta de Competencia: Respecto de la nulidad por incompetencia del Juez, 
reglada en la Ley 906 de 2004, art. 456 es motivo de invalidez, cuando la 
actuación se ha surtió ante Juez incompetente, pero por razón del fuero, o porque 
su conocimiento esté asignado a los jueces penales del circuito especializados. 
 
Por jurisdicción se entiende, según Couture como "la función pública realizada por 
órganos competentes del Estado con las formas requeridas por la ley, en virtud de 
la cual, por acto de juicio, se determina el derecho de las partes, con el objeto de 
dirimir sus conflictos y controversias de relevancia jurídica mediante decisiones 
con autoridad de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución151”. 
 
La jurisdicción se liga a la administración de justicia y al poder de aplicación de las 
normas que conforman el ordenamiento jurídico. Se ha clasificado como: 
 
Jurisdicción Ordinaria, en la que se ubican la civil, penal, laboral, de familia, 
agraria, contenciosa administrativa, constitucional, disciplinaria y especiales, el 
Senado, Tribunales militares, jueces de Menores, de Justicia y paz, la indígena y 
la Justicia especial para la paz.  
 
                                            
151 COLOMBO CAMPBELL, Juan. La Jurisdicción en el Derecho chileno. En: Anales de la Facultad 




De la competencia, esto es, la jurisdicción en concreto, está reglada por el 
legislador, como la facultad conferida a un funcionario judicial para administrar 
justicia en un determinado proceso. 
 
En consecuencia, los tribunales y jueces tienen jurisdicción en la medida que 
pueden administrar justicia, pero solo tienen competencia en los casos 
expresamente señalados por la ley. 
  
Factores de competencia: En el ámbito del derecho penal, las materias, los 
temas y demás aspectos que limitan la jurisdicción, conocidos como de 
competencia, son: 
 
Factor Objetivo: Hace mención a la esencia, a la calidad del asunto a investigar, 
a la naturaleza del hecho, a la entidad de los delitos, su gravedad y complejidad, 
en virtud de lo cual el legislador atribuye y asigna competencias entre los 
funcionarios judiciales de diferentes jerarquías, apuntan a especializar la función 
tanto en su investigación como en el juzgamiento de los delitos. 
 
Con fundamento en este factor, nuestra legislación les otorga competencia a los 
jueces municipales, del circuito, especializados, tribunales superiores y Sala Penal 
de la Corte Suprema de Justicia. Cada uno de ellos cuenta con un superior 
funcional, ante el cual se surten los recursos de apelación. 
 
En la Ley 906 de 2004, arts. 32, 33, 34, 35, 36 y 37 se ocupan de la competencia 
asignada a las autoridades referidas. 
 
Factor Subjetivo: Se entiende como factor subjetivo de la competencia, como un 
privilegio concedido a determinadas personas por la preeminencia del cargo que 
ocupan, la función que desempeña, la investidura que ostentan, conocidos como 
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fueros, para que sean investigados y juzgados por jueces y tribunales altamente 
calificados. 
 
Factor Funcional: Este factor de la competencia surge de sus lineamientos en 
razón de los recursos ordinarios que interpuestos, sustentados y concedidos le 
otorgan al funcionario superior del que profirió la decisión impugnada para 
resolverlo, por lo que se entiende que ejercen como superiores funcionales de los 
jueces de conocimiento. 
 
La competencia asignada al juez de segunda instancia, su campo de acción se 
encuentra limitado para decidir únicamente en los aspectos que comportan la 
alzada y eventualmente, en los tópicos inescindiblemente relacionados con ellos.  
 
De tal modo que, si el funcionario de segunda instancia desconoce esos 
parámetros y asume temas no tratados por el primer nivel, las decisiones que 
tome sobre el particular, son nulas, por cuanto violan el principio fundamental de la 
doble instancia. 
 
Igualmente, es motivo de nulidad, cuando los recursos de apelación son resueltos 
por funcionarios distintos al llamado legalmente a resolverlos. 
 
Finalmente, la Ley 906 de 2004, art. 55 respecto de la competencia por el factor 
objetivo, se entiende prorrogada la misma sino se manifiesta la incompetencia en 
la audiencia de formulación de acusación, salvo que se trate del factor subjetivo o 
esté radicada en un funcionario de mayor jerarquía, esto es, a los jueces penales 
del circuito especializados.  
 
En conclusión, quedó restringida la nulidad, únicamente en cuanto a la Violación 
del Fuero o de que se trate de un asunto sometido a un juez penal del circuito 
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especializado, si no se alega la incompetencia en la audiencia de formulación de 
acusación, aspecto que no reglaba la Ley 600 de 2000, se entiende prorrogada.  
 
Mientras que en Ley 600 de 2000, el legislador consagró expresamente la 
prórroga de la competencia en el artículo 405, en los siguientes términos: Artículo 
405. Prórroga de la Competencia. Si como consecuencia de la modificación de 
la adecuación típica de la conducta, el conocimiento del juzgamiento 
correspondiere a un juez de menor jerarquía, se considerará prorrogada la 
competencia para los funcionarios judiciales intervinientes. 
 
Si por prueba sobreviviente variare la competencia de un juez de menor a mayor 
jerarquía se suspenderá la diligencia y se procederá de conformidad con lo 
establecido para la declaración de incompetencia. 
 
El Factor Territorial: Este se refiere al lugar donde debe adelantarse el 
juzgamiento, por razón del territorio donde se llevó a efecto la conducta punible o 
se perfeccionó el delito. 
 
Para efectos del juzgamiento, el territorio nacional se encuentra dividido en 
distritos, circuitos, y municipios, quienes, de acuerdo a los factores objetivos, 
subjetivo y funcional mencionados, conocen de los delitos cometidos en los 
respectivos territorios. Aclarando que la fiscalía tiene competencia para investigar 
en todo el territorio nacional, al igual que la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia, tiene competencia en todo el país. 
 
El lugar de la comisión del delito, en ocasiones, cuando no es posible determinar 
con precisión el lugar de ocurrencia del delito, o cuando se ha realizado en varios 
lugares, o en uno incierto o en el extranjero, la competencia se fija por el lugar en 




Ahora bien, conforme a la Ley 906 de 2004, art. 457, que consagra nulidad por 
violación a garantías fundamentales, se refiere a la vulneración del debido proceso 
o del derecho de defensa, en aspectos sustanciales. Veamos cada uno de ellos: 
 
2.3.2.1. Debido Proceso.  
 
De acuerdo con la norma precitada, el segundo motivo de nulidad se refiere a la 
vulneración del debido proceso es aspectos sustanciales. Está erigido como 
principio y derecho fundamental en el artículo 29 Constitucional, de donde se 
advierte, que una persona solo puede ser juzgada con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio, las que deben estar consagradas 
previamente por el legislador. 
 
Esto quiere decir que el debido proceso se refiere a las reglas, formas, ritualidades 
establecidas en la ley de procedimiento, en orden a que cualquier proceso se 
tramite con apego a ellas son, por tanto, de orden público, de obligatorio 
cumplimiento para el director del proceso y las partes o sujetos procesales. 
 
El proceso, está determinado por unos parámetros y pasos, dividido en etapas o 
estadios, que no se pueden pretermitir, que deben seguir un curso lógico y 
cronológico, hasta llegar a una decisión final que es la sentencia. 
 
Como se desprende del texto legal, para que la irregularidad a esa garantía pueda 
conducir a una declaratoria de nulidad, debe ser sustancial, trascedente, que 
afecte los derechos fundamentales de los intervinientes, excepto el procesado, o 
que comprometa la estructura básica del proceso, es decir, las bases de la 
investigación o juzgamiento, que debe tener suficiente sustento, precisando de 





De otra parte, la Ley 906 de 2004, art. 23 contiene la denominada cláusula de 
exclusión, conforme a ella, toda prueba obtenida con violación de las garantías 
fundamentales, así como las derivadas de ella, es nula de pleno derecho, 
debiéndose excluir de la actuación procesal, la que debe tenerse por inexistente, 
valga decir, el funcionario debe marginarla, lo que no aparejaría la declaratoria de 
nulidad. 
 
En otros términos, la nulidad derivada de la prueba ilícita, referida en la Ley 906 de 
2004, art. 455 ya tratada en otro apartado, debe armonizarse con el artículo 23, de 
donde se infiere que cuando la prueba sea ilícita, se debe decretar su inexistencia 
y no la invalidación de la actuación y lo que hace la norma (455) es reflejar los 
lineamientos para aplicar el artículo 23, y que debe seguir el juez para excluir una 
prueba de la actuación y que corresponde al vínculo atenuado, la fuente 
independiente y el descubrimiento inevitable. 
 
Si bien es cierto que la Ley 906 de 2004, art. 181, núm. 2 se refiere a los dos 
motivos de nulidad (debido proceso y garantías debidas a las partes), en el 
entendido de que cuando se acude a la violación del derecho a la defensa cuando 
la garantía afectada sea la parte defendida, pero cuando le sucede a otra parte o 
interviniente, la postulación debe hacerse por la vía de la afectación al debido 
proceso. 
 
Si por razón del fuero constitucional o legal como aquellos que deben ser juzgados 
por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y de manera equivocada lo han 
sido por un organismo judicial diferente, debe impetrarse la nulidad por 
incompetencia. 
 
Y si lo es por un error en la denominación jurídica, el casacionista debe desarrollar 
el cargo con fundamento en la causal tercera de casación, porque en caso de 
112 
 
prosperar, causaría la nulidad del proceso y, por ende, se le asignaría el 
conocimiento del asunto al juez competente.  
 
a) Irregularidades Sustanciales que Afectan el Debido Proceso: En un 
sentido amplio, partiendo de la Constitución de 1886, en el artículo 26, se aplicaba 
básicamente en materia penal, conforme a los siguientes elementos: 
 
i) Nadie podría ser juzgado sino acorde a las leyes preexistentes al acto que se 
le imputa; 
ii) De acuerdo con las formas propias de cada juicio; y 
iii) Aplicación de la ley permisiva o favorable aun cuando sea posterior. 
 
A partir de la Constitución de 1991, se amplía ese plexo de garantías respecto del 
debido proceso al incluir los Tratados y Pactos Internacionales, así como la 
jurisprudencia de los Organismos Judiciales Extranjeros, acorde con los artículos 
93 y 94 de la Carta política y la parte dogmática de la misma, desarrolladas en el 
Código Penal y de Procedimiento. 
 
La violación al Debido proceso, en un error de estructura, precisamente, porque se 
desarticula en los elementos que lo conforman, al permitirse que avance la 
actuación procesal , sin el cabal cumplimiento de la etapa anterior, pues, el 
proceso está conformado por una serie de actos que se van desarrollando unos a 
continuación de otros, de manera lógica y cronológica, habida cuenta que el 
legislador ha establecido unas etapas o estadios muy bien definidos, e indica 
puntualmente que debe hacerse en cada uno de ellos, que de pretermitirse, 
conduciría indefectiblemente a la medida extrema de la declaratoria de nulidad. 
 




 Incongruencia entre la Acusación y la Sentencia: Es un yerro de 
estructura que en el régimen de la Ley 600 de 2000, aparecía como una causal 
autónoma de casación, en el numeral 2°, artículo 207, mientras que en la Ley 906 
de 2004, no obra de manera expresa, pero se desprende del artículo 448 de esa 
Codificación, al establecer que el acusado no podrá ser declarado culpable por 
hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los que no se ha 
solicitado condena, error (in procedendo) que debe plantearse acorde con la 
causal segunda, a la que se hace referencia. 
 
La consonancia se refiere a que exista simetría entre la acusación y la sentencia, 
respecto de la adecuación típica, como cuando se formulan cargos por tentativa 
de homicidio, por esta conducta debe desarrollarse el juicio y producirse el fallo, 
bien sea condenatorio o absolutorio. 
 
Sin embargo, la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte ha reiterado que la 
congruencia entre la acusación y el fallo, como identidad entre la acusación y el 
fallo, debe darse, pero con relación a la imputación fáctica como los hechos que 
estructuran la conducta típica y las circunstancias que la determinan, esto es, en 
los aspectos personal, fáctico y jurídico. En cuanto al primero, debe existir 
identidad entre los sujetos acusados y los indicados en el fallo; en el segundo, 
identidad entre los hechos y las circunstancias contenidas en la acusación y los 
fundamentos de la sentencia, y el tercero, correspondencia entre la calificación 
jurídica dada a la conducta de los hechos en la acusación y la contenida en la 
sentencia. 
 
La variación de la calificación jurídica en la Ley 600 de 2000, se puede realizar, en 
virtud de lo consagrado en el artículo 404, una vez practicadas las pruebas en la 
audiencia pública, cuando el fiscal incurre en error en la calificación o por prueba 
sobreviniente, respecto de un elemento básico del tipo, forma de coparticipación o 
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imputación subjetiva, desconocimiento de una circunstancia atenuante o 
reconocimiento de un agravante que modifique los límites punitivos. 
 
Pero la jurisprudencia, después de varias posturas, define que al cambio debe 
acudirse cuando la situación planteada conlleve un perjuicio para la situación 
jurídica del acusado, en la medida en que la conducta imputada sea más gravosa, 
respecto de la forma de participación, imputación subjetiva, desconocimiento de 
una atenuante o de una agravante que modifique los límites de la pena152. 
 
En la estructura procesal de la Ley 906 de2004, no se consagra la variación de la 
calificación jurídica a que alude la Ley 600 de 2000, art. 404 pero en la nueva 
sistemática procesal, la acusación es un acto básico y estructural del proceso, 
debe ser concreto y complejo, por cuanto resume la imputación, tanto fáctica como 
jurídica, pues como lo tiene concebido la jurisprudencia, es un acto complejo que 
se extiende a la audiencia de acusación, hasta el alegato final en el juicio oral, 
para posteriormente proferirse el correspondiente fallo.  
 
Acorde con la Ley 906 de 2004, art. 338, el escrito de acusación adherido a la 
formulación de acusación, acto en el que puede aclararse, adicionarse o 
corregirse por el ente acusador o a petición de parte y los alegatos del juicio oral, 
comporta un acto formal y material, en donde se concreta la conducta con todas 
las circunstancias que la especifiquen, los hechos de la imputación fáctica, en la 
que se integran las formas de autoría, coautoría o participación criminal, 
circunstancias de mayor o menor punibilidad, respecto de un tipo básico o 
especial, es decir, la adecuación normativa que corresponda a la imputación 
jurídica. 
 
Por tanto, la acusación como un eslabón del debido proceso, debe mantener 
congruencia entre lo imputado y lo plasmado en la sentencia, en el entendido en 
                                            
152 C.S.J. Rdo. 32878. 16 de nov. 2.011 M.P. Luis Guillermo Salazar 
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que las imputaciones mencionadas constituyen la estructura de la acusación, 
como un acto jurídico complejo y a partir de ellos, puede predicarse la 
consonancia o incongruencia entre la acusación y el fallo. 
 
En estas condiciones, los contenidos de la acusación que, como se dijo, se 
amplían hasta el alegato de juicio oral, que integra la imputación fáctica y jurídica, 
se compromete la congruencia, cuando en la sentencia se condena con irrespeto 
a lo fáctico o jurídico de aquella, salvo que se trate de otro delito del mismo género 
y de menor gravedad. 
 
Ahora bien, cuando en su alegación conclusiva del juicio, el fiscal solicita la 
absolución por un delito o por todos, el juzgador no puede apartarse de esa 
petición y condenar, como quiera que ello equivaldría a un retiro de los cargos. 
 
Pero en el sistema de la Ley 906 de 2004, es muy difícil que se presente la 
violación a la congruencia, en virtud de errores en la adecuación de la conducta a 
la norma jurídica, conocida como variación a la calificación jurídica, por cuanto la 
imputación de cargos que se hace en la acusación es eminentemente fáctica, con 
trascendencia jurídica, en punto del art. 372, numeral, 2, son hechos jurídicamente 
relevantes y además, porque en términos del art. 62, las sentencias, deben 
contener la fundamentación fáctica, probatoria y jurídica, que podría generar un 
yerro por falta de coherencia entre lo fáctico y la respuesta jurídica, es decir: 
 
“en la adecuación típica, en cualquiera de sus extremos y circunstancias, debe 
postularse acorde con la causal segunda – nulidad - y retrotraer la actuación a 
la audiencia de imputación o a la audiencia de formulación de acusación, 
precisando que, si dicha irregularidad afecta la competencia del fiscal, la Corte 
no puede dictar el fallo de reemplazo so pena de incurrir en incongruencia153”.  
 
                                            
153 Ley 906, 2004. Óp. cit. 
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El cargo debe sustentarse y fundamentarse con apego a las causales de violación 
directa o indirecta, porque para su demostración debe precisar si los errores se 
produjeron al momento de tipificar los hechos en el respectivo tipo penal o en el 
proceso de análisis y valoración probatorio y concretar cómo se produjo el yerro, 
con fundamento en la técnica de la violación directa o indirecta.  
 
Como se desprende de lo anterior, cuando la congruencia no guarde perfecta 
armonía, el juzgador puede optar por un tipo penal distinto al imputado por la 
Fiscalía, pero respetando la imputación fáctica de la acusación, siempre y cuando 
la variación, beneficie al procesado. 
 
 Violación al Principio de Motivación: Esto es, argumentar las razones que 
fundamentan la decisión judicial, como garantía del debido proceso, donde el Juez 
al emitir sus decisiones, entre ellas la sentencia, debe fundamentarse en lo fáctico, 
probatorio y jurídico. 
 
“De cara a la Ley 906 de 2004, art. 139, núm. 4, es deber de los jueces el 
motivar breve y adecuadamente las medidas que afecten los derechos 
fundamentales del imputado y de los intervinientes; precisamente, Ley 906 de 
2004, art. 162 consagra los requisitos de la sentencia y en el numeral 4 ordena, 
la fundamentación fáctica, probatoria y jurídica, con indicación de los motivos de 
estimación y desestimación de las pruebas válidamente admitidas en el juicio 
oral y el art. 381 exige que para condenar se requiere del conocimiento más allá 
de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad del acusado, fundado en 
las pruebas debatidas en el juicio154”. 
 
De donde se infiere que los jueces en sus decisiones deben estar sustentadas en 
las pruebas legalmente aportadas y debatidas al interior del juicio público, oral y 
controversial y es sobre ellas en que debe fundar sus decisiones. 





La Sala Penal de tiempo atrás ya había decantado el tema al precisar que cuatro 
eran las situaciones que pueden dar lugar a la nulidad de las sentencias por 
violación al deber de motivación: 
 
“1) Ausencia absoluta de motivación, cuando el juzgador omite precisar los 
fundamentos fácticos y jurídicos que sustentan la decisión; 2) Motivación 
incompleta o deficiente, se presenta cuando el sentenciador omite analizar uno 
cualquiera de esos dos aspectos, los fácticos; o los 3) Jurídicos; o lo hace en 
forma precaria que no es posible determinar su fundamento; 4) Motivación 
equivocada, ambigua, dialógica o ambivalente, cuando los argumentos que 
sirven de sustento al fallo se excluyen recíprocamente; 5) Impidiendo conocer el 
contenido de la motivación, o cuando las razones que se aducen contrastan con 
la decisión tomada en la parte resolutiva del fallo; y 6) Motivación sofística, 
aparente o falsa, cuando la motivación contradice en forma grotesca la verdad 
que reflejan las pruebas155”. 
 
Igualmente, se tiene establecido por la jurisprudencia que en tratándose de las 
tres primeras (ausencia de motivación, motivación incompleta y motivación 
equivocada), son errores in procedendo que deben ser postuladas por la causal de 
nulidad, en tanto que la cuarta (motivación falsa), por tratarse de un error in 
judicando, por errores de apreciación de la prueba, vale decir, se cuestiona la 
motivación desde la perspectiva del desconocimiento de la realidad probatoria, 
debe plantearse por la violación indirecta. Por errores de hecho o de derecho. 
 
 Nulidad por Violación al Principio de Inmediación: De otra parte, también 
se viola la estructura del debido proceso, relacionado con el principio de 
Congruencia y lo es por violación a los Principios de inmediación, concentración y 
oralidad. 





Habida cuenta la estructura del proceso en la sistemática de la Ley 906 de 2004, 
publico, oral, controversial, inmediación y concentración, entre otros, 
destacándose, el de la inmediación, consagrado en el artículo 379 y el de 
concentración, previsto en el art. 454. 
 
De tal manera que lo lógico y coherente es que el mismo funcionario que 
presencia el debate probatorio, sea el mismo que emita el sentido del fallo y la 
sentencia. Puede ocurrir que el funcionario que no presenció el debate probatorio, 
sea quien emita el fallo y de otro lado, que ese funcionario deba estarse al sentido 
del fallo por quienes lo presenciaron.  
 
Acorde con la jurisprudencia, se han establecido unas reglas aplicables a una y 
otra hipótesis. En efecto: 
 
i) Reglas aplicables cuando el juez que tramita el juicio, no es el mismo 
que anuncia el sentido del fallo y profiere la sentencia: Efectivamente, la Ley 
906 de 2004, impone una serie de principios y garantías, entre ellos, el de 
inmediación de la prueba, en la Ley 906 de 2004, art. 379, establece que en el 
juicio únicamente se estimará como prueba, la que haya sido producida e 
incorporada en forma pública, oral, concentrada y sujeta a confrontación y 
contradicción ante el juez de conocimiento; a su vez, que el juez solo debe tener 
en cuenta como pruebas las que hayan sido practicadas y controvertidas en su 
presencia. 
 
De ahí que la Ley 906 de 2004, art. 454, establece que debe repetirse la práctica 
de las pruebas, si en cualquier momento del juicio se debe cambiar al juez y en 
esas condiciones, el funcionario que dirige el juicio, sea el mismo que anuncia el 




La jurisprudencia de tiempo atrás estableció sobre el particular, que no siempre 
que se produce cambio en la persona del juez durante el juicio, se genera la 
nulidad de la actuación procesal, comoquiera que cada caso debe examinarse 
particularmente, para establecer si una incorrección de esa naturaleza, alcanza a 
trastocar los principios que regulan el juicio y, por tanto, las garantías de las partes 
e intervinientes. 
 
Si se cumple con los presupuestos de contradicción y confrontación probatoria y 
se tomaron los registros fidedignos que permitan al fallador examinar la prueba de 
forma adecuada, y se advierte que el cambio de juez devino obligada, teniendo en 
cuenta lo establecido en la Ley 270 de 1996, como cuando el funcionario se 
encuentra en alguna de las siguientes situaciones:  
 
“traslado, comisión de servicios, comisión especial, licencia remunerada por 
incapacidad, enfermedad, accidente de trabajo, maternidad, licencia no 
remunerada, vacaciones, suspensión del empleo por medida penal, 
disciplinaria, o servicio militar, retiro del servicio por renuncia aceptada, 
supresión del despacho judicial o cargo, invalidez absoluta declarada por 
autoridad competente, retiro forzoso motivado por edad, vencimiento del 
término por el que fue elegido, retiro con derecho a pensión de jubilación, 
abandono del cargo, revocatoria del nombramiento, declaración de 
insubsistencia, destitución o muerte del funcionario”, circunstancia en donde no 
es factible decretar la nulidad de la audiencia de juicio oral, so pretexto de que 
se repitan las pruebas en presencia del juzgador que proferirá el fallo. 
 
ii) Reglas cuando el juez que dictó el sentido del fallo no es el mismo que 
profiere la sentencia: En sentir de la jurisprudencia, conforme a la Ley 906 de 
2004, art. 446, una vez agotado el debate probatorio y presentados los alegatos 




Conforme a la doctrina y a la jurisprudencia, se tiene establecido que el sentido del 
fallo y la posterior sentencia conforman una unidad temática inescindible, lo que 
apunta a que debe existir congruencia entre el fallo y el sentido del mismo, lo que 
conlleva a que el fallo del juez esté atado al sentido del fallo, esto es, no puede 
apartarse, es vinculante, si se aparta se generará inseguridad jurídica. 
 
Empero, cuando el juez que anunció el sentido del fallo, no es el mismo que lo 
profiere, existe la posibilidad de decretar la nulidad del primer acto, cuando un juez 
distinto de quien lo anunció, debe dictar la sentencia, una vez realiza la valoración 
autónoma y libremente las pruebas en su conjunto, concluye su incorrección, para 
preservar la consonancia y coherencia exigidas para uno y otro, debe dejar sin 
efectos el primero – sentido del fallo -. 
 
También puede ocurrir que el juez que practicó las pruebas sea separado por 
cuestiones administrativas y otro diferente anuncia el sentido del fallo y 
posteriormente, el juez asume nuevamente la dirección del juicio y le corresponde 
dictar la sentencia, puede tener discrepancias respecto del sentido de fallo, lo 
pueda dejar sin efecto (el sentido del fallo). 
 
En conclusión, debe decretarse la nulidad, de manera excepcional, en dos 
circunstancias:  
 
“1) Que no se afecte de forma otros derechos fundamentales, como los 
derechos de los menores, víctimas o testigos, o de las mujeres víctimas de 
testigos sexuales que, obligados a recordar los hechos, pueden ser objeto de 
doble victimización; y 2) que el cambio de funcionario no obedezca a 
situaciones ingobernables para el funcionario o la administración156”.  
 
                                            
156 C. S. J. Auto 20 de noviembre de 2007. Rado. 28432. M.P. María del Rosario González. 
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De todos modos, se debe precisar que no debe sacrificarse el principio de la 
inmediación, pues no debe desconocerse, los adelantos tecnológicos. Si los 
registros de lo sucedido en la práctica de las pruebas permiten esa auscultación 
directa por el Juez encargado de emitir el fallo, no es obstáculo para que el 
examen se adelante por quien reemplazó al Juez anterior; pero si no existe 
registro de la práctica probatoria realizada en el juicio o es muy precaria o por 
pérdida del mismo que impide verificar lo ocurrido con las pruebas, es necesario 
repetir el juicio a partir del momento en que se inicia la presentación y 
contradicción de las pruebas; pero a contrario censo, si se cumple a cabalidad y 
se toman los registros fidedignos que permitan al juez fallador examinar la prueba 
en forma adecuada y necesario proteger los Derechos fundamentales, no es 
procedente decretar la nulidad.  
 
2.3.2.2. Violación al Derecho de Defensa.  
 
Si bien es cierto que en el artículo 26 la Constitución de 1886, no se hacía 
mención expresa a esta garantía –Derecho a la defensa-, su reconocimiento fue 
establecido por la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte, en el entendido que 
la norma superior, hacía referencia al juzgamiento conforme a las normas 
preexistentes, lo que comporta un debido proceso inherente a todo ser humano y 
otorga a éste el derecho a la defensa. Posteriormente fue previsto en el Decreto 
409 de 1971, aunque con algunas limitaciones o restricciones en la etapa de la 
investigación, que fueron superados igualmente, por la Alta Corporación, en el 
entendido de que la defensa es integral, en todas las etapas del proceso. 
 
Efectivamente y con asidero en el sistema jurídico supranacional, se incorpora el 
bloque de constitucional al sistema jurídico patrio, reconocido en los tratados 
internacionales, así: Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, 
artículos 10 y 11.1; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva 
York, artículo 14, literal d) del numeral 3, suscrito el 16 de diciembre de 1966 e 
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incorporado al derecho interno por la Ley 74 de 1968 y Convención Americana de 
Derechos de San José de Costa Rica del 23 de noviembre de 1969, en el artículo 
8 respecto de las garantías judiciales, incorporado al derecho interno por Ley 16 
de 1972, garantizan que toda persona tiene derecho a defenderse de manera 
personal o a designar un defensor a su elección. 
 
Con este marco normativo, el Constituyente de 1991, consagra el sistema de 
garantías judiciales en el artículo 29 y en ese plexo, aludió el derecho de defensa, 
así: 
 
“Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio durante la investigación y al juzgamiento a 
presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra, a impugnar 
la sentencia condenatoria157”. 
 
Mientras que la Ley 600 de 2000, art. 8 se consagra expresamente como norma 
rectora, en el sentido de que en toda actuación se garantiza el derecho a la 
defensa, la que debe ser integral, ininterrumpida, técnica y material. En el sistema 
penal acusatorio, implementado en la Ley 906 de 2004, como proceso de partes, 
público, oral, controversial, concentrado, fue igualmente contemplado en el art. 8, 
literal e) como principio rector y garantía al establecer, a ser oído, asistido y 
representado por un abogado de confianza o nombrado por el Estado. Y 
desarrollado en los artículos 118 y s.s., asimismo el arts. 290 y 354 regla que son 
inexistentes los acuerdos realizados sin la asistencia del defensor158. 
 
De acuerdo con esta normatividad, la defensa es material si la ejerce directamente 
el procesado, imputado o acusado y técnica que debe estar a cargo de un 
profesional del derecho en ejercicio. La defensa por tanto, debe ser permanente, 
                                            
157 Constitución Política de 1991. Óp. cit. Artículo 29 
158 Ley 906, 2004. Óp. cit. 
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esto es, en todos los actos y etapas del proceso, además es irrenunciable, 
derecho que se debe ejercer por ser de rango Constitucional, que el Estado debe 
garantizar y es real, en el sentido de que no basta con que el imputado cuente con 
un abogado defensor ya de confianza ora público, sino que es necesario que se 
realice materialmente, mediante actos positivos, de actividad, vigilantes del 
acontecer procesal, susceptibles de ser constatadas con verdaderas actuaciones 
al interior del proceso. 
 
En las formas de defensa, la material, como se dijo, la ejerce el sujeto pasivo de la 
acción penal, tiene la facultad de ejercerla, bien como indiciado, imputado, 
acusado y aún como condenado, sin que el funcionario judicial se lo pueda impedir 
como sería el caso de impugnar las decisiones judiciales que lo afecten. Mientras 
que la defensa técnica, obligatoria en toda la actuación, debe estar al cuidado de 
un profesional del derecho idóneo, competente para cumplir cabalmente con los 
deberes que el cargo le impone. 
 
Vale precisar que si la violación al Derecho de defensa, se acude por inactividad 
del profesional a cargo de la misma, por que dejó de solicitar pruebas, o no ejerce 
el Derecho de contrainterrogar a los testigos, no interpone los recursos legales, si 
la causa de la invalidez se refiere al principio de imparcialidad, o a la deficiencia en 
materia probatoria, para la correcta formulación de la censura en sede 
extraordinaria, corresponde ocuparse de los siguientes temas: 
 
“Especificar las fases procesales en que se careció de defensa, las pruebas, 
actuaciones y decisiones que así se cumplieron, indicar cuáles son aquellos 
medios probatorios cuya ausencia extraña, por ejemplo, documentos, 
testimonios, experticios e inspecciones; explicar razonadamente que tales 
medios de convicción eran procedentes por estar admitidos en la legislación 
procesal penal; Que eran conducentes por relacionarse directamente con el 
objeto de la investigación o del juzgamiento y factibles de practicar, puesto que 
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ni los abogados defensores ni los fiscales están obligados a intentar la 
realización de lo que no es posible lógica, física ni jurídicamente; indicar cuál o 
cuáles eran las preguntas que en ejercicio del derecho a interrogar o contra 
interrogar se debieron formular a los declarantes, si los objetivos de éstas 
últimas apuntaban a controvertir la credibilidad personal del testigo por sus 
influencias y prejuicios, sus intereses y motivos, sus convicciones o sus 
antecedentes personales (art. 403-3); la credibilidad del testimonio en cuanto a 
las manifestaciones sobre los hechos en su naturaleza inverosímil o increíble. 
(art.403-1); la capacidad del declarante para percibir, recordar o comunicar 
cualquier asunto sobre la declaración (art. 403-2); las manifestaciones 
anteriores del testigo; incluidas aquellas hechas a terceros (art. 403-4); la 
conducta del testigo en cuanto a la mendacidad (art.403-5) y, las 
contradicciones en el contenido de la declaración (art. 403-6) 159“. 
 
Respecto de la trascendencia del yerro, es menester que el vacío dejado por la 
prueba, cuya práctica se omite o existe la impugnación de la credibilidad del 
testimonio que no se ejerce, “la posibilidad de declarar la nulidad no deriva de la 
prueba en si misma considerada o dejada de controvertir, sino de su confrontación 
lógica con las que sí fueron tenidas en cuenta por el juzgador como soporte del 
fallo160” y a partir de su contradicción, establecer que de haberse practicado, la 
decisión hubiese sido diferente. 
 
“Si la vulneración del derecho a la defensa por la inactividad del defensor se 
hace consistir en no haber interpuesto recursos ordinarios contra las 
providencias, no es suficiente con postular esta clase de manera genérica sino 
que resulta indispensable que el demandante individualice las decisiones que 
era necesario recurrir, que en cada caso identifique los argumentos que en su 
criterio podían rebatirse y que exponga las razones por las cuales la decisión 
                                            




adoptada tenía que ser sustancialmente más favorable a los intereses que 
representa161”. 
 
Como causal de casación, los códigos de 1971, 1987, 1991 y 600, como se indica 
en la historia del recurso tratado con antelación, han regulado de manera similar 
como causal de nulidad, cuando la sentencia se haya dictado en un juicio viciado 
de nulidad, concretamente, por violar el derecho a la defensa. 
 
Como corolario de lo anterior, se identifica que en punto de Ley 906 de 2004, la 
causal examinada, esto es, la segunda, por el desconocimiento del debido 
proceso por afectación sustancial de su estructura o de la garantía debida a 
cualquiera de las partes, conocida como nulidad, se presenta bajo las siguientes 
modalidades: 1) la nulidad derivada de la prueba ilícita y la cláusula de exclusión 
referida en los arts. 23 y 455; 2) por incompetencia del juez, acorde con el art. 456 
y 3) por violación a las garantías fundamentales del debido proceso y derecho a la 
defensa conforme al art. 457 (Ley 906 de 2004). 
 
En lo atinente al debido proceso: por violación a su estructura, por falta de 
congruencia entre la sentencia y la acusación, por violación al principio de 
motivación y por violación al principio de inmediación. 
 
Técnica para esta causal: La técnica casacional para la causal de las 
denominadas nulidades, deben seguir las siguientes reglas:  
 
“i) la norma que regula el rito procesal; ii) la etapa en la cual se presentó el 
defecto; iii) la forma como se presentó el defecto; iv) la manera como debe 
recomponerse la serie procesal; v) y el respeto por los principios que rigen las 
nulidades. En tratándose de la segunda, expresar: i) cuál fue la garantía 
                                            
161 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Proceso No. 31775. (14 de 




vulnerada; ii) la fundamentación de la garantía; iii) en cuál acto procesal se 
produjo la vulneración; iv) la forma de resarcir el perjuicio; v) la trascendencia 
del error162”. 
 
Esto ha sido observado por la jurisprudencia de la CSJ en reiterados autos de 
admisión, donde señala que el libelista debe demostrar la nulidad derivada de la 
prueba ilícita y la cláusula de exclusión referida en la Ley 906 de 2004, arts. 23 y 
455, la incompetencia del juez, acorde con el art. 456 o por violación a las 
garantías fundamentales del debido proceso y Derecho a la defensa conforme. 
 
 
2.3.3. Tercera Causal: Violación Indirecta 
 
Bajo la égida de la Ley 906 de 2004, al enunciar las tradicionales causales de 
casación, consagra de manera autónoma una causal para la vía indirecta en el 
artículo 181, numeral 3, al establecer que el recurso de casación procede cuando 
se conculcan derechos o garantías fundamentales, por “el manifiesto 
desconocimiento de las reglas de producción y apreciación de la prueba sobre la 
cual se ha fundado la sentencia”. 
 
En virtud de que la precitada disposición se refiere al desconocimiento de las 
reglas de producción y apreciación de la prueba, es necesario hacer referencia a 
la prueba y a los medios de aducción probatoria a la luz del Sistema Penal 
Acusatorio. 
 
Para ello, se trae a colación la definición de Prieto Castro, quien señala la prueba 
como “el instrumento corporal o material cuya apreciación sensible constituye para 
el juez la fuente de donde ha de obtener los motivos para su convicción sobre la 
                                            
162 GÓMEZ CASTRILLÓN, Luis Alberto. La técnica de casación en el sistema procesal penal 
acusatorio: causas de inadmisión del recurso. Revista Pluriverso. 2012, p. 83. [En línea] Disponible 
en: https://publicaciones.unaula.edu.co/index.php/Pluriverso/article/view/372/396  
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verdad (o no) del hecho que se trata de probar163 o como bien ha señalado la 
Fiscalía General de Nación: 
 
“Los hechos alegados como sucesos reales de la vida, son siempre e 
inevitablemente el punto de partida y constituyen tanto el objeto de la prueba a 
realizar durante el proceso, como el objeto de la calificación jurídica 
correspondiente, a partir de la que se extrae la consecuencia jurídica prevista 
en la norma aplicada164”. 
 
La importancia entonces de la prueba en el proceso penal radica en la posibilidad 
de justificación y verificación de los hechos investigados, que puedan revelar tanto 
la autoría o participación y por último la responsabilidad del acusado. 
 
Necesidad de prueba: La doctrina reclama por su parte, para el proceso penal la 
necesidad de la prueba que debe ser aportada con todas las formalidades 
procesales que le den eficacia a su contenido, toda vez que el fundamento de la 
decisión judicial debe tener como estribo las pruebas legal y oportunamente 
allegadas a la actuación procesal y que corresponde al tema de la prueba, los 
medios de aducción y las condiciones de producción y valoración de éstos. Desde 
esta perspectiva, el principio de necesidad de La prueba constituye el fundamento 
de los denominados errores de hecho derivados de Falsos Juicios de 
Existencia165. 
  
Los Medios Probatorios en el Sistema Penal Acusatorio: Como medios de 
conocimiento, la Ley 906 de 2004, art. 382, los consagra, así: “la prueba 
testimonial, la prueba pericial, la prueba documental, la prueba de inspección, los 
                                            
163 PRIETO CASTRO, Leonardo. Derecho Procesal Civil. Madrid: Editorial Tecnos. 1973. p. 146 
164 BEDOYA SIERRA, Luis Fernando. La Prueba En El Proceso Penal Colombiano. Bogotá: 
Fiscalía General de la Nación, 2008. p. 22 
165 PABON GOMEZ, Germán. Óp. cit. 413 y 414. 
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elementos materiales probatorios, evidencia física, o cualquier otro medio técnico 
o científico que no viole el ordenamiento jurídico”. 
 
Mientras que el art. 380 de la precitada ley, establece como criterio de valoración 
de los medios probatorios, su apreciación en conjunto, al indicar que los medios 
de prueba, los elementos probatorios y la evidencia física se apreciarán en su 
conjunto, acorde con los postulados de la sana crítica y los criterios para cada 
uno, señalados de manera expresa. 
 
Asimismo, la Ley 906 de 2004, presenta la apreciación probatoria para los 
anteriores medios de aducción, en su orden: El testimonio, en el art. 404, la 
prueba pericial, se ocupa el art. 420, y por último, respecto de la prueba 
documental, se refiere el art. 432 del Estatuto Procesal.  
 
En estas condiciones, es deber del juzgador valorar la prueba en su conjunto, 
acorde con el principio de la libre persuasión racional de la prueba, pero sometido 
al rigor de la sana crítica que no es otra cosa, que ser respetuosos de las reglas 
de la ciencia, los postulados de la lógica, las máximas de la experiencia que, al ser 
correctamente aplicadas, les permita llegar a inferencias y conclusiones acertadas. 
 
Ahora bien, acorde con la Ley 906 de 2004, art.181, núm. 3 se desprenden dos 
modalidades: 
 
i) El manifiesto desconocimiento de las reglas de producción de la prueba, que 
la jurisprudencia ha denominado como error de Derecho, por cuanto el 
sentenciador desconoce las normas que regulan la producción o las que tasan su 
valor o eficacia probatoria. 
ii) El manifiesto desconocimiento de las reglas de apreciación de la prueba, 
denominado como error de Hecho, que comporta errores de valoración de las 




Así las cosas, la violación Indirecta de la ley sustancial se presenta cuando el fallo 
del tribunal comporta dos clases de errores: Error de Hecho o Error de Derecho. 
 
2.3.2.1. Sentidos de la Violación Indirecta. 
 
 Errores de Hecho: Estos recaen sobre la apreciación o valoración de las 
pruebas y se presenta cuando el sentenciador se equivoca al contemplar y valorar 
materialmente el medio probatorio, por cuanto omite apreciar una prueba que obra 
legalmente en el proceso, que comporta un Falso Juicio de Existencia por 
Omisión de la Prueba; ora porque la supone existente sin estarlo, se la inventa, 
conocida jurisprudencialmente como Falso Juicio de Existencia por Suposición 
de Prueba; o cuando al valorarla, la distorsiona en cuanto a sus alcances reales, 
objetivos, haciéndole producir efectos que no contiene, que se ha denominado 
como Falso Juicio de Identidad, o  porque en el proceso de valoración probatoria 
existente, el sentenciador tiene libertad para valorar los elementos de juicio para 
formar su propia convicción, desatiende las reglas de la sana crítica, en el 
entendido de que están dadas por las reglas de la ciencia, los postulados de la 
lógica o las reglas de la experiencia que corresponde al Falso Raciocinio. 
 
Por lo que procede la explicación respecto de cada uno de estos errores de hecho, 
o errores in iudicando. 
 
 Falso Juicio de Existencia: El error de hecho por Falso Juicio de 
Existencia, se presenta porque el error recae sobre la existencia misma del medio 
de prueba, en su verdadera dimensión material, bien porque se considera que la 
prueba realmente no existe, o porque se considera que existe, cuando en realidad 




Basta con identificar en sede extraordinaria con claridad que la prueba sobre la 
cual se demanda el error, indicando su claridad y precisión el hecho que su 
contenido demuestra, por un lado, o de otro, que el juzgador supone o se la 
inventa y demostrar en virtud de una valoración de todo el acervo probatorio, la 
prueba omitida o de la supuesta prueba que, de no haberse presentado, la 
decisión hubiere sido diferente, esto es, la trascendencia.  
 
De donde se infiere que el error por Falso Juicio de Existencia, se estructura así: 
por omisión y por suposición de prueba. 
 
 Por Omisión de Prueba: Aquí se cuestiona la existencia material de la 
prueba, es un error de hecho, en razón a que el juzgador yerra al contemplar 
materialmente el medio probatorio, precisamente porque omite apreciar una 
prueba que obra legalmente en el proceso, no la pondera, por lo que le 
corresponde al casacionista, concretar en qué parte de la actuación obra el medio 
de convicción omitido, qué objetivamente demuestra, el mérito que le corresponde 
a la luz de la sana crítica y cómo su estimación conjunta, con los medios sí 
valorados, daría lugar a variar las conclusiones del fallo y de contera, modificar la 
parte resolutiva de la decisión que se impugna en sede extraordinaria.  
 
Técnica: La metodología para realizar el juicio lógico y jurídico de cara a esta 
impugnación por Falso Juicio de Existencia por Omisión probatoria exige al censor 
que a) identifique el medio de prueba de que se trate, sean individuales o de 
grupo; b) Identificar las expresiones contenidas en los mismos, referidas a los 
aspectos sustanciales objeto de discusión que no fueron apreciados por los 
sentenciadores; c) demostrar la trascendencia del yerro, de modo que sin su 
influjo el fallo se habría producido de manera distinta; d) No puede presentarse de 
manera enunciativa, sino que debe relacionarla con los otros medios de aducción 
que sí fueron valorados, demostrando que con la prueba dejada de valorar al 
haberse integrado a los restantes medios de prueba, la sentencia no se sostendría 
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y conllevaría a unos efectos diferentes que podrían ser la exclusión de la 
adecuación típica, exclusión o modificación de las formas de intervención del 
delito, ausencia de antijuridicidad, modificación de las formas de culpabilidad 
atribuidas y por último, indicar la proposición jurídica, mencionando las normas 
aplicadas indebidamente y las que debieron aplicarse de manera legal al caso, 
objeto del recurso166.  
 
 Por Suposición de Prueba: Este error se estructura cuando el Tribunal, 
supone una prueba, se la inventa y le hace producir efectos en la sentencia, 
cuando en verdad la prueba no forma parte válida de la actuación procesal. En 
otros términos, la prueba no milita en el proceso, no se ha practicado y se da por 
cierto su existencia, argumentando que sí está en la actuación. Así ha señalado la 
Corte Suprema de Justicia: “Cuando el juzgador da por existente una prueba que 
materialmente no hace parte del proceso, o un hecho del cual ninguna prueba 
informa167”. 
 
Luego, el libelo debe ocuparse de la trascendencia de la omisión deprecada, para 
demostrar que, de no haberse efectuado la omisión del medio probatorio, la 
decisión hubiese sido diferente. Cuando se hace la censura por este episodio, es 
necesario que el demandante extraordinario, en su argumentación demuestre el 
efecto que produce la inexistencia del medio probatorio y como al sustraerlo, la 
decisión hubiera sido distinta. 
 
Técnica: La técnica, ha dicho de manera reiterada la Sala Penal de la CSJ, que 
cuando se postule un falso juicio de existencia por Suposición, se le impone la 
carga al demandante, de verificar que la prueba no fue practicada o no obra 
materialmente en la actuación procesal y no obstante, por iniciativa del juez, 
inventa su contenido y la tuvo en cuenta para soportar su decisión. A continuación, 
                                            
166 PABON GOMEZ, Germán, Óp. cit. pág. 222. 
167 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Auto AP-40712 (5 de agosto de 
2015) [M.P. José Leónidas Bustos Martínez] 
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debe señalar la trascendencia del error, indicando que sin su incidencia el fallo 
hubiese sido diferente168.  
 
 Falso Juicio de Identidad: El error de Identidad, es un error respecto de la 
valoración y apreciación de la prueba incorporada válidamente y se presenta 
cuando el Juzgador distorsiona o tergiversa el contenido material de una 
determinada prueba, lo que significa que se le hace decir, lo que verdaderamente, 
no expresa. 
 
Lo que significa que los medios de prueba deben valorarse en su conjunto, de 
manera integral, sin que sea viable para el Juzgador hacerle agregados, adiciones 
o cercenamientos con el objetivo de poner al medio de convicción a decir lo que 
no expresa o contiene, o impidiéndole expresar lo que realmente dice o contiene. 
Puede presentarse de dos formas: por cercenamiento y por adición. 
 
 Por Cercenamiento: Cuando el juzgador al valorar la prueba obrante en la 
actuación, le sustrae o le omite apartes de la misma. Como cuando María declara 
haber visto ingresar a Juan a la casa de Diego, luego escuchó unos disparos y 
posteriormente, Juan salió corriendo de ese inmueble y se enteró que Diego murió 
por unos disparos. Al valorar este testimonio, el Juzgador aduce que la declarante 
María manifestó que ella no vio ingresar a Juan, a la casa donde vivía Diego. Ahí 
distorsionó esa prueba, precisamente, porque la cercenó, toda vez que ella si vio 
ingresar a Juan a la casa donde vivía Diego. 
 
 Por Adición: Cuando el juzgador le hace agregados o adiciones al texto de 
la prueba, o también hace valoraciones parciales. En el mismo ejemplo precitado, 
el Sentenciador al valorar este medio de prueba adujo que la testigo María 
                                            
168 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación penal. Auto 32389 (29 de octubre de 2009) 




aseveró que ella vio cuando Juan le disparó a Diego, salió y emprendió la huida. 
Ahí el funcionario tergiversó el testimonio, como quiera que María manifestó que 
ella vio ingresar a Juan a la casa donde vivía Diego y luego escuchó unos 
disparos, pero no manifestó que Juan le disparó a Diego, por lo que le hizo 
agregados a este medio de prueba y la puso a decir, lo que la prueba no dice. 
 
Técnica: Conforme lo ha determinado la jurisprudencia, el error de hecho en la 
modalidad de falso juicio de identidad, cuya incursión de manera escasa enunció 
el demandante, en aras de proyectarse como un juicio lógico-jurídico contundente 
con la potencialidad de socavar en forma total o parcial lo sustancialmente 
decidido, comporta unas pautas de forma y contenido a saber: 
 
“i) Exige que el censor señale la existencia material del medio de prueba de 
que se trate, sean estos individuales o plurales; ii) Implica que el casacionista 
en el libelo se detenga en objetivar los contenidos, es decir, en identificar de 
manera puntual las expresiones referidas a los aspectos sustanciales objeto de 
discusión mediante los cuales los juzgadores desfiguraron o distorsionaron el 
cuerpo o identidad íntegra de la prueba, haciéndole decir lo que expresaba por 
agregados o impidiéndole expresar lo que aquél en forma íntegra revela por 
cercenamientos; iii) Además, se hace necesario que el impugnante a partir de 
esos referentes probatorios, demuestre la trascendencia de los agregados o de 
las mutaciones fácticas, de modo que sin su influjo se constate que el fallo se 
habría producido de manera sustancial diferente; iv) La impugnación no puede 
elevarse de manera solitaria o incompleta como en efecto se hizo en la 
demanda, sino que además corresponde relacionarla con los otros medios de 
convicción para el caso en concreto sí valorados, incluidos los juicios 
valorativos o de inferencia realizados, demostrando en vía de la concreción que 
con la prueba vista en su identidad corpórea sin afectaciones de extensiones ni 
restricciones al haberse integrado a los restantes medios de prueba, la 
sentencia no se sostendría y conllevaría unos efectos diferentes, como podrían 
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ser: a) Los de exclusión de la adecuación típica; b) Eliminación de las 
modalidades autoría o de participación; c) Ausencia de la antijuridicidad o de 
las expresiones de culpabilidad atribuidas; d) Modificación del tipo objetivo 
hacia otro especial o alternativo o ubicado al interior de un nomen juris 
diferente; e) Cambio del tipo subjetivo hacia uno de menor reprochabilidad; f) 
Eliminación de una circunstancia agravante genérica o específica, inclusión de 
una atenuante general o especial; g) Aplicación del in dubio pro reo169”.  
 
Para terminar, la demostración del cargo obliga a efectuar un nuevo análisis 
probatorio integrado por los medios de prueba acertadamente valorados, en orden 
a demostrar las normas dejadas de aplicar como aspiración de correctivos. Estas 
tampoco pueden omitirse en cuanto a su rogativa singular, pues de no hacerse, la 
Corte en defensa del principio de limitación, no puede adicionar, complementar, ni 
mucho menos corregir tal falencia170.  
 
 Falso Raciocinio: El error de hecho, derivado del falso raciocinio, conocido 
también como falso juicio de apreciación, se presenta cuando el juzgador en el 
fallo impugnado, desconoce las reglas de la sana crítica en la valoración del mérito 
de las pruebas o en la construcción de las inferencias lógicas y que su formulación 
en casación exige identificar la fuente del error, vale decir, cuál principio de la 
lógica, cual regla de experiencia o postulado de la ciencia fue desconocido; 
acreditar por qué se presenta y demostrar su trascendencia para desquiciar el fallo 
del Tribunal. 
 
De manera pacífica la jurisprudencia ha sido reiterativa, en el sentido de que, para 
acreditar un falso raciocinio, es menester para el censor, demostrar que los 
razonamientos probatorios con fundamento en los cuales se edificó la decisión 
                                            
169 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación Penal. Auto 33420 (12 de mayo de 2010) 
[M.P. Yesid Ramírez Bastidas] Sentencia Radicado 10340 (3 de diciembre de 1996) [M.P. Nilson 
Pinilla Pinilla].  
170 PABÓN GÓMEZ, German. Óp. cit. pág. 226 
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impugnada, se apartan ostensiblemente de la razón y sus conclusiones obedecen 
tan solo al capricho o liberalidad del juzgador que al asignarle el mérito persuasivo 
transgrede los postulados de la lógica, las leyes de la ciencia o las reglas de la 
experiencia. 
 
Además, penetrar en la incidencia de dichos errores en las disposiciones de la 
sentencia, demostrando que, de no haber ocurrido dichas falencias valorativas, 
otro habría sido el sentido de la decisión. 
 
De tal manera que el juzgador, tiene un límite en el proceso de apreciación de la 
prueba que corresponde a la sana crítica o persuasión racional, que no son otras, 
que las leyes científicas, los principios de la lógica y las máximas de la 
experiencia, es decir, en el sistema de valoración acorde con la sana crítica, el 
juzgador no puede razonar libre y discrecionalmente, sino con apego a las reglas 
mencionadas para lograr un adecuado razonamiento. 
 
La valoración en la sana crítica, implica por virtud de los principios de motivación y 
apreciación de las pruebas en su conjunto, que se exponga razonadamente el 
mérito que se le asigna a cada prueba en particular, aspectos que comporta el 
legislador penal colombiano en el actual Estatuto Procesal actual, en los artículos 
380, 404, 420, 432 e inciso 2° del 435, le impone al juzgador no solo la apreciación 
individual y en conjunto el acervo probatorio, sino también la motivación y 
exposición razonada del mérito que le asigne a cada medio probatorio171.  
 
Acorde con la jurisprudencia, cuando se demande el error de hecho por falso 
raciocinio, ha establecido, las siguientes reglas para tenerlas en cuenta cuando se 
presente la demanda: 
 
                                            
171 Ibid. págs. 246 -247 
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“1) La individualización del medio de conocimiento indebidamente valorado; 2) 
La especificación de la regla de la sana crítica desconocida: un principio de la 
lógica, una ley científica, o una máxima de la experiencia; 3) El concepto de la 
violación, es decir, la explicación de la forma en que se habría desatendido el 
parámetro de apreciación probatoria; 4) La propuesta de valoración acertada de 
las pruebas;  
5) La identificación de las normas constitucionales o legales infringidas; y 6) Y la 
acreditación de la trascendencia del error en la decisión judicial, entre otras172”.  
 
 Reglas de la Ciencia: Las reglas de la ciencia refieren aquel discurso 
objetivado que tiene como finalidad el estudio de un objeto propio. En general, se 
califica como ciencia aquella que ha sido creada por parte de los expertos sobre 
determinado tema, que tiene cierto prestigio académico y que goza de aceptación 
en la sociedad. 
 
Concepto de Ciencia: Como un conjunto de conocimientos ordenado, razonado, 
generalizado y cierto con una planificación técnica, así lo establece Coloma y 
Agüero: 
 
“Lo que llamamos ciencia es un conjunto heterogéneo de discursos. En general, 
calificamos como ‘científicos’ a aquellos discursos que son formulados por 
grupos de expertos que gozan de prestigio social y que se circunscriben en 
ciertas áreas del conocimiento. La delimitación del conjunto de discursos 
científicos es borrosa, porque no es sencillo determinar qué discursos son 
‘verdadera ciencia’ en un momento y lugar determinados173”.  
  
                                            
172 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación Penal. Auto 47642 (30 de marzo de 2016) 
[M.P. Gustavo Enrique Malo Fernández]. 
173 COLOMA CORREA, Rodrigo y SAN JUAN, Claudio Agüero. Lógica, ciencia y experiencia en la 
valoración de la prueba. En: Revista chilena de derecho. ISSN 0718-3437. 2014 
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Si en la demanda se cuestiona el fallo por un error de hecho, por falso raciocinio, 
por contrariar un postulado científico en la valoración de una prueba, debe señalar 
de cuál se trata y, las razones transcendentes. Por ejemplo, ante la prueba de 
ADN, se tiene especial confianza por cuanto es la mejor prueba disponible para 
hallar la compatibilidad genes. Se atiene entonces a cuatro factores:  
 
“i) la capacidad de repetir el test en igualdad de condiciones, ii) la baja tasa de 
error de resultados, iii) la intervención de aparatos, artefactos e instrumentos de 
última generación diseñados especialmente para ejecutar el examen y, iv) la 
existencia de mecanismos de control de calidad en la ejecución del 
procedimiento. Algunos de esos cuatros factores fallan en el peritaje 
planimétrico y más todavía, en el test psicológico: por eso confiamos menos en 
ellos174” 
 
Estos elementos, en el caso de hallar genes compatibles, son los criterios que 
deben tenerse en cuenta para probar un falso juicio de existencia por vulnerar 
reglas de la ciencia.  
 
 Postulados de la Lógica: Como disciplina del saber científico, la lógica 
investiga las formas y contenidos de los procesos de pensamientos correctos. Su 
objeto de estudio, son precisamente, las leyes que rigen la formación correcta de 
las imágenes de los objetos en el sujeto cognoscente. Son preceptos o reglas que 
gobiernan el desarrollo del pensamiento que garantizan la producción de la verdad 
formal del proceso del conocimiento en procura de la verdad material que deviene 
de los hechos.  
 
El pensamiento va desarrollando ideas, que se van sistematizando de manera 
lógica y coherente. De tal forma que existen principios o axiomas lógicos sobre los 
que se enmarca el razonamiento. Se constituyen en leyes o principios generales 




del pensamiento que sirven de fundamento a los procesos lógicos. Entre estos, se 
mencionan los siguientes: 
 
Principios de la Lógica: De cara a la lógica, es importante concretar y consolidar 
cuáles son los principios de esta disciplina que pueden violarse en el estudio de la 
sana crítica en las decisiones judiciales. Los principios lógicos son proposiciones, 
en donde su esencia es necesaria para el razonamiento, lo que indica que no son 
demostrables, pero sí justificables. 
 
Los principios lógicos son ontológicos o lógicos, en el entendido de que es una 
condición del pensamiento humano atada de manera natural al ser podría dar 
como resultado una valoración de los principios con calificación ontológica, pero 
en el plano de su aplicación, analizados como operación del razonamiento, es 
definido como principios lógicos, esto es, la lógica no nace de su mera descripción 
de contenido del pensamiento, sino activándolo para generar la lógica, luego los 
principios son evidentes una vez se realiza el razonamiento, se pone en actividad 
la mente, son de la esencia del ser. 
 
Recordemos, entonces los cuatro principios lógicos tradicionales que conforman la 
lógica: de identidad, de no contradicción, de tercero excluido y de razón suficiente. 
 
Principio de Identidad: Este principio establece la irrepetibilidad de las cosas, 
que se enuncia así: “Lo que es una cosa solo es idéntica a sí misma”, lo que indica 
que una persona, objeto o una situación solo es idéntica a sí misma, entonces el 
concepto de ser lo mismo, más no el de igualdad o de analogía o similitud; en este 
principio se tiene como idéntico lo único; y lo único es lo idéntico. No es lo mismo 
3 + 3 que 6, pues guardan igualdad, pero no identidad. 
 
Por ejemplo, en una investigación contra Pedro Pérez Rodríguez, mayor, vecino y 
natural de Bogotá, de 40 años, de sexo masculino y otro sujeto con el mismo 
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nombre y apellidos, igualmente natural y vecino de Bogotá, se sexo masculino, se 
advierte que, a pesar de tener los mismos nombres y apellidos, su documento de 
identidad, difiere en un número y en el fondo se trata de un homónimo, lo que 
hace predicar que no es la misma persona. El ser humano es único e irrepetible. 
 
Principio de no contradicción: Como su nombre lo indica, este principio apunta 
a no contradecir lo que se afirma de una cosa, objeto o situación, esto es, que una 
cosa o sujeto sea y al mismo tiempo no lo sea, esto es imposible o es o no lo es. 
En tal sentido se podría afirmar que una persona estuvo presente en determinado 
lugar y al mismo tiempo que no estuvo. Principio que, por tanto, se torna aplicable 
a una misma relación temporal o espacial. Para la valoración de la prueba juega 
un papel muy importante. 
 
Principio de tercero excluido: Este principio es entendible en el planteamiento 
del resultado, toda vez que no se concibe un resultado a manera de tercero, ya 
que una u otra proposición verdadera o falsa, precisan dos situaciones que 
determinan lo uno o lo otro, definiendo la no aceptación de una tercera 
proposición, ya a manera de proposición ora de conclusión. Por ejemplo, si una 
persona posee un antecedente judicial – sentencia condenatoria por delito doloso 
o preterintencional, excluiría la aplicación en el cuarto mínimo de la dosificación de 
la pena, luego, como tiene esa circunstancia, excluye el cuarto mínimo para 
efectos dosimétricos de la sanción penal. De tal manera que de cara a este 
principio podría decirse que “lo que existe tiene que ser o no ser”, no cabe otra 
proposición. Entonces, podría inferirse que, entre dos proposiciones, de las cuales 
una afirma y otra niega, una de ellas tiene que ser verdadera. En otras palabras, 
entre dos situaciones de las cuales se reconoce la condición falsa se excluye la 
verdadera o en sentido contrario y excluye por tanto una tercera posibilidad. 
 
Principio de Razón Suficiente: Este principio demanda un fundamento de una 
situación. La razón suficiente comporta que el fundamento sea suficiente para no 
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tener que hacer o realizar otras consideraciones que soporten el juicio; huelga 
decir, toda proposición verdadera tiene una razón suficiente, para que sea así y no 
de otra manera, que le otorga condición de verdad. 
 
La doctrina trae a colación, la siguiente hipótesis “en una situación de acceso 
carnal violento con introducción del pene en el tracto vaginal, no de otro elemento, 
y se demuestra que el presunto agresor sufre de impotencia comprobada 
médicamente, existe una razón suficiente en la cual confluyen consecuencias, al 
determinar el hombre es impotente175”. 
 
Finalmente, se debe tener en cuenta que toda acción o toda obra tienen una 
finalidad, pues sin ese fin no existe Razón Suficiente. 
 
Postulados que emergen de las reglas de la lógica y que, por tanto, como 
elemento de la sana crítica, es importante, tenerlos de presente en el momento en 
que el sentenciador profiera el fallo que, de violarse, constituye un error de juicio, 
por falso raciocinio, censurable por la violación indirecta en sede extraordinaria. 
 
 Máximas de la experiencia: Los yerros de raciocinio derivados de una regla 
de la experiencia en la apreciación de las pruebas, se pueden presentar por dos 
motivos: 
 
Porque el Juzgador omite considerar una máxima de la experiencia aplicable 
al caso concreto: En esta hipótesis, el casacionista debe señalar de manera 
concreta la regla de la experiencia que los juzgadores omitieron aplicar, acreditar 
que cumple los presupuestos requeridos para su formulación con pretensiones de 
universalidad, demostrar que de haber sido tenida en cuenta habrían cambiado las 
conclusiones del razonamiento inferencial cuestionado y demostrar que el error 
                                            
175 CÁCERES, Leonel Gustavo. Falso Raciocinio. Bogotá: Gustavo Ibáñez, 2005. 
141 
 
surtió efectos trascendentes en la decisión objeto de la impugnación 
extraordinaria. 
 
Porque invoca una regla inaplicable, por resultar impertinente o porque no 
cumple los presupuestos requeridos para ser considerada como tal: “Aquí el 
censor debe identificar la regla de la experiencia que los juzgadores tuvieron en 
cuenta, siendo inaplicable e indicar las razones por las que no podía ser invocada 
en el caso objeto de estudio y demostrar que el error condujo a una conclusión 
inferencial equivocada, que tuvo trascendencia en el sentido del fallo o en sus 
consecuencias jurídicas; respecto de las máximas de experiencia en su carácter 
de tesis hipotéticas por su contenido, de las que se esperan produzcan 
consecuencias en presencia de determinados presupuestos, se construyen sobre 
hechos y no sobre juicios sensoriales, cuya cualidad en su repetición frente a los 
mismos fenómenos bajo determinadas circunstancias; Es una forma específica de 
conocimiento que se origina por la recepción inmediata de una impresión. Forma 
parte de la experiencia, todo lo que llega o se percibe por medio de los sentidos, lo 
que conduce a un hecho que amplía y enriquece el pensamiento de manera 
estable; Deben ser expresadas en términos racionales para fijar reglas universales 
que comunican cierto grado de validez y de factibilidad, en un contexto socio 
histórico específico176”. 
 
De modo que para que ofrezca credibilidad una premisa elaborada a partir de una 
regla de la experiencia ha de ser expuesta, así: Siempre o casi siempre se da A, 
entonces sucede B. Así lo ha señalado la CSJ:  
 
“Las máximas de experiencia pueden ser tenidas como resultado de prácticas 
colectivas sociales que por lo consuetudinarias se repiten por las mismas 
causas y condiciones, producen con regularidad los mismos efectos y 
                                            
176 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación Penal. Sentencia Radicado 26118 (21 de 
julio de 2004) [M.P. Yesid Ramírez Bastidas] 
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resultados, al punto que comienzan a tener visos de validez para otros y a partir 
de ellas se pueden explicar de una manera lógica acontecimientos o formas de 
actuar que en principio tengan la apariencia de delictuosas177”.  
 
Se parte de lo que sucede en la mayoría de los casos concretos de hechos 
comprobados. Así las personas que se encuentran en una situación específica se 
comportan de una manera particular. Deben encontrarse asociadas a lo verosímil, 
que corresponda a lo habitual o normal. 
 
“Estas máximas que corresponden a generalizaciones empíricas, constituyen 
un método para valorar las pruebas, porque permite interpretar los hechos que 
se deben demostrar en el proceso, conduce a un conocimiento probable como 
se vio no es exacto, pues no son leyes universales, sino la consecuencia de 
una constatación directa de ciertos fenómenos que se presentan de manera 
regular al interior de la sociedad. En sí mismas consideradas, deben ser objeto 
de mayor o menor prueba, según gocen de alto o poco grado de aceptación; 
Como elemento de la sana crítica, deben aplicarse aquellas máximas de 
experiencia, que tengan alta aceptación al interior de la sociedad en donde se 
pretende aplicar, como las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la 
ocurrencia del hecho infringido178”.  
 
Técnica: Se debe tener en cuenta que cuando se invoque la vulneración de una 
máxima de la experiencia, es necesario demostrarle a la Corte que el 
planteamiento aducido a modo de universalidad o generalización empírica, esto 
es, reúne los presupuestos de universalidad y permanencia, es admitida como 
regla de experiencia en el contexto y conglomerado social, acto seguido confrontar 
los argumentos del tribunal respecto de la prueba que se cuestiona valorada 
erradamente, con los parámetros de la máxima aducida para verificar que la 
                                            
177 Ibid. 
178 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación Penal. Sentencia (29 de septiembre de 
2009) [M.P. Yesid Ramírez Bastidas y Julio Socha Salamanca] 
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segunda instancia, los desconoció o lo que es lo mismo, demostrar la 
trascendencia de la aplicación acertada de la máxima de cara al caso, objeto de la 
sentencia cuestionada179”.  
 
Así pues, acorde con la Sala Penal de la Corte, cuando se alegue un error de 
hecho por falso raciocinio, por desconocimiento de los postulados de la sana 
critica, se debe indicar:  
 
“i) el medio de conocimiento que fue erróneamente valorado por los jueces de 
instancia; ii) qué dice de manera objetiva el medio; iii) qué infirió de él el 
juzgador; iv) cuál mérito persuasivo le fue otorgado; v) señalar cuál postulado o 
la regla de la sana crítica que se vulneró, que bien pudo ser la ciencia, la 
técnica, la lógica, la experiencia, el sentido común, etc.; vi) según el caso, debe 
indicar cuál el aporte científico correcto, le regla de lógica apropiada, la máxima 
de experiencia que debió tomarse en consideración; vii) demostrar la 
trascendencia del error indicando cuál debe ser la apreciación correcta de la 
prueba o pruebas que cuestiona, y que habría dado lugar a proferir un fallo 
sustancialmente distinto al ameritado; viii) y finalmente, hacer una revaloración 
en su conjunto precisamente aplicando los principios de la persuasión racional 
que dice infringidos y proponer un fallo de sustitución distinto y favorable a los 
intereses del impugnante180”.  
 
En este orden de ideas y respecto del error de hecho por falso raciocinio “se 
torna obligatorio identificar si la trasgresión se dio de manera específica sobre 
una máxima de experiencia, en una ley de la lógica formal o dialéctica, en una 
ley de la ciencia y determinarla, o el algún criterio técnico o científico de 
apreciación probatoria y además, penetrar en la incidencia de dichos errores en 
                                            
179 Ibid. 
180 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de casación Penal. Sentencia Radicado 34568 (23 de 
febrero de 2011) [M.P. Javier Zapata Ortiz], Sentencia Radicado 30566 (23 de marzo de 2011) 
[M.P. Leónidas Bustos Martínez. y pág. 600 [M.P. Yesid Ramírez Bastidas] 
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el fallo, demostrando que de no haber ocurrido dichas falencias, otro hubiera 
sido el sentido del fallo181”.  
  
b) Errores de Derecho: El error de derecho en la Violación Indirecta de la 
Ley es un yerro que se presenta de cara a la juridicidad de la prueba, como quiera 
que la misma se encuentra consagrada en la Constitución y en la ley, tanto en su 
aspecto puramente normativo como en su aspecto valorativo, en la aducción, 
producción e incorporación, por lo que no se discute la existencia de la prueba, 
sino la violación de una norma de rango probatorio, dando pie a que se presenten 
dichos errores cuando el Tribunal aprecia y le otorga valor al contenido de un 
medio que se obtiene de manera ilegal. 
 
Según la jurisprudencia, cuando se trata de un error de derecho, el cual entraña la 
apreciación material de la prueba por parte del juzgador: 
 
“Quien la acepta no obstante haber sido aportada al proceso con violación de 
las formalidades legales para su aducción, o la rechaza porque a pesar de estar 
reunidas considera que no las cumple (falso juicio de legalidad); o también, 
aunque de restringida aplicación por haber desaparecido de la sistemática 
procesal nacional la tarifa legal de prueba, se incurre en esta clase de error 
cuando el juzgador desconoce el valor prefijado a la prueba en la ley, o la 
eficacia que ésta le asigna (falso juicio de convicción), correspondiendo al actor, 
en todo caso, señalar las normas procesales que reglan los medios de prueba 
sobre los que se predica el yerro y acreditar como se produjo su 
transgresión182”.  
 
                                            
181 Auto 33420, 2010. Óp. cit. 
182 RODRÍGUEZ CHOCONTÁ, Orlando Alfonso. Óp. cit. pág. 372  
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En esta forma de error en la apreciación de las pruebas, se puede incurrir, 
mediante los que se han denominado: Falso juicio de legalidad y falso juicio de 
convicción. 
 
 Falso Juicio de Legalidad: Se presenta cuando el juzgador acepta la 
prueba, le otorga validez, a pesar de haber sido aportada a la actuación procesal 
con violación de las formalidades establecidas en la Constitución y la ley para su 
aducción, formación o producción. O cuando la rechaza porque a pesar de estar 
reunidas considera que no las cumple. 
 
En otros términos, el falso juicio de legalidad se presenta por que el sentenciador 
aprecia o tiene en cuenta como legal o lícita, prueba ilegal o ilícita o, en sentido 
contrario, la margina o rechaza por ilegal o ilícita, prueba legal o lícita. 
 
La jurisprudencia, enseña que cuando se demanda un error de derecho por falso 
juicio de legalidad, es deber del casacionista: i) Identificar la prueba que los 
juzgadores apreciaron ilegalmente, en vez de haberla excluido; o que la 
excluyeron por ilegal, debiendo haberla apreciado o valorado, por ser legal; ii) 
indicar la norma de derecho probatorio que establece las condiciones de aducción 
para la validez jurídica del medio probatorio; iii) demostrar que la prueba tenida en 
cuenta no cumple las exigencias legales o que la prueba excluida si las reúne; y 
iv) la trascendencia del error en la decisión que de no haberse cometido, la 
decisión sería distinta.  
 
 La prueba ilícita y su regla de exclusión: En materia de regulación de la 
prueba ilícita, existen tres sistemas: El Romano, en el que rige la regla de 
exclusión de la prueba ilícita, aunque con cambios significativos entre los distintos 
países que acogen este sistema; El Anglosajón en donde opera un régimen de 
nulidades para dejar sin valor la prueba ilícita y el Germánico que reconoce al juez 
la facultad de ponderar cada caso para determinar, sí excluye o no la prueba 
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ilícita. La prueba derivada también se excluye salvo en los eventos de: vínculo 
atenuado, fuente independiente, el descubrimiento inevitable y el acto de voluntad 
libre. 
 
De conformidad con lo previsto en la Constitución Política, la prueba ilícita es la 
obtenida con violación de las garantías fundamentales y debe ajustarse al principio 
de legalidad que, de cara a éste, en materia penal, dicho principio es de amplio 
espectro, esto es, legalidad del delito, de la sanción penal, del procedimiento y de 
la prueba. 
 
Acorde con la Carta política de 1991, art. 29 la prueba ilícita es nula de pleno 
derecho, el cual se encuentra desarrollado en la Ley 906 de 2004, arts. 23 y 455 al 
consagrarse la primera como principio rector bajo la denominación de cláusula de 
exclusión, mientras la segunda como nulidad derivada de la prueba ilícita, 
respecto de los criterios del vínculo atenuado, la fuente independiente y el 
descubrimiento inevitable. 
 
Sobre este tema, la Corte Constitucional en sentencia SU-159 de 2002, aborda el 
tema desde el derecho comparado con relación a la naturaleza y alcance de la 
prueba ilícita, al resaltar que:  
 
“1) la tradición Anglosajona, consagra una regla general de exclusión de la 
prueba ilícita en dos tendencias: la de Estados Unidos en donde la regla de 
exclusión es imperativa, esto es, obligatoria, y el juez carece por tanto de 
discrecionalidad y la de la Gran Bretaña, Canadá y Australia, en donde el juez 
goza de discrecionalidad para sopesar la prueba y puede, por tanto, aplicar 
factores de ponderación; 2) La de origen Romano, que sigue Francia e Italia, en 
donde las respectivas legislaciones establecen un rígido sistema de nulidades 
sustanciales y procedimentales que le exigen al juez una debida 
fundamentación al aplicarlas; y 3) La de origen Germánico, en contraposición a 
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las anteriores, en donde no existe ni regla general de exclusión ni un sistema de 
nulidades, sino un régimen en donde el juez tiene la facultad para determinar en 
cada caso, cuando una prueba obtenida con violación a los derechos debe 
desestimarse, aplicando un método de ponderación de factores múltiples 
jurídicamente relevantes”. 
 
Conforme a la postura de la Sala Penal de la Corte, Colombia ha acogido el 
sistema de Regla General de Exclusión de tradición anglosajona, en donde se 
advierte que a la luz de “nuestro ordenamiento jurídico las pruebas 
inconstitucionales, están sometidas a las reglas de exclusión, bajo el sistema de la 
nulidad de pleno derecho, sin que al respecto exista discrecionalidad judicial, 
como ocurre en el derecho comparado, sin que se pueda alegar como 
excepción183”. 
 
Exclusión de las pruebas derivadas: El debate más complejo como lo han 
resaltado la doctrina y la jurisprudencia, se centra en determinar si las pruebas 
derivadas de la prueba principal obtenida ilícitamente, son válidas o se afectan por 
el mismo vicio. 
 
Para la CSJ, en el derecho comparado existen tres sistemas sobre la invalidez de 
la prueba derivada, así: 
 
“1) El que concede al Juez plena libertad para apreciar la prolongación de los 
efectos de la invalidez de la prueba principal, inconstitucionalmente obtenida 
(Inglaterra, Francia); 2) La que sienta, como principio general, que la invalidez 
de la prueba primaria no se puede extender a otras que le sean relacionadas o 
casualmente vinculadas (Alemania); 3) Y otro intermedio, conforme al cual los 
efectos de la exclusión de la prueba constitucionalmente ilícita se extienden a 
                                            
183 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Sentencia 18451 (08 de julio de 
2004) [M.P. Herman Galán Castellanos]  
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las pruebas derivadas de ellas, con algunas excepciones o distinciones 
(Estados Unidos)184”. 
 
Para la Corte, entonces, acorde con el último apartado del artículo 29 superior, es 
imperiosa la exclusión estricta de la prueba constitucionalmente ilícita (principal) y 
eventualmente de la prueba derivada, también de rango constitucional. Acogiendo 
así la tendencia norteamericana respecto de la prueba ilícita y sus derivadas. 
 
Tiene su origen en la jurisprudencia norteamericana constitucional de la primera 
mitad del siglo XX, se conoce como doctrina del árbol envenenado, cuyo 
enunciado indica que la ilicitud de la prueba no solo la afecta a ella, sino que se 
refleja y afecta a las pruebas obtenidas o derivadas de aquella. Con base en esta 
doctrina, la jurisprudencia del citado Estado consagra algunas excepciones 
fundadas en la lógica y en la práctica: vínculo atenuado, la fuente independiente y 
el descubrimiento inevitable. 
 
Esta jurisprudencia, fue acogida, igualmente, por el legislador patrio. En efecto, la 
Regla de Exclusión General aparece consagrada en la Ley 906 de 2004, art. 23 
donde se infiere que:  
 
a) Toda prueba obtenida con violación de las garantías fundamentales es nula 
de pleno derecho y debe excluirse; 
b) Igual tratamiento se hace extensivo para la prueba derivada de una ilícita; y 
c) Toda prueba cuya existencia deba explicarse por medio de una ilícita, 
también debe excluirse. 
 
Se analizará, entonces, las excepciones a que hace alusión el derecho comparado 
y que fueron consagradas expresamente por el legislador en la Ley 906 de 2004, 
art. 455: 





i) Que provengan de una fuente independiente: Cuando la prueba derivada 
es independiente de la prueba ilícita de la que proviene, se rompe el vínculo 
causal y se mira la primera como de fuente independiente. Se presenta cuando la 
prueba, proveniente de una primaria ilícita, es admisible sí se comprueba que la 
prueba derivada fue obtenida por un medio legal concurrente, sin conexidad con la 
originaria de la prueba ilícita, lo que implica que para poder ser admitida es 
necesario que no exista ninguna conexión entre la prueba ilícita y la derivada. 
 
Sería el caso en donde la fuente independiente nace cuando el acusado en el 
juicio oral, decide libre y conscientemente confesar los hechos delictivos que son 
los mismos obtenidos por la prueba ilícita. En consecuencia, el resultado 
probatorio se obtiene con independencia de la prueba violatoria de los derechos 
fundamentales.  
 
ii) Que tengan vínculo atenuado: Si el vínculo entre la prueba ilícita y la 
prueba derivada se presenta en forma atenuada, se acepta que esta última es 
independiente y lícita “En las infracciones constitucionales que han tenido 
derivaciones en Actos posteriores, pero la prolongación del vicio se ha atenuado o 
eliminado por la falta de inmediación entre los últimos actos y el inicial que se 
obtuvo ilegal185”. 
 
iii) Descubrimiento Inevitable: Corresponde a una excepción planteada por 
la jurisprudencia norteamericana a la doctrina de los frutos del árbol envenenado. 
Consiste en que una prueba directamente derivada de una primaria ilícita es 
admisible. Permite, entonces, la admisibilidad de la evidencia obtenida mediante 
otra prueba ilícita, por cuanto habría sido obtenida por otros medios probatorios o 
procedimientos legítimos e independientes de la prueba ilícita. 
                                            
185 USAID y Defensoría del Pueblo. Módulo IV para Defensores Públicos La prueba en el sistema 





Jurisprudencia sobre la prueba ilícita e ilegal y como debe plantearse en 
sede casacional: En este evento, debe tenerse especial cuidado al escoger la 
causal de casación y su respectiva sustentación, al respecto, anota la Corte:  
 
Por haberse basado la condena en una prueba ilícita, la Corte considera que el 
actor debe invocar la causal primera, cuerpo segundo (Ley 600 de 2000), 
alegando un error de derecho por falso juicio de legalidad. En la sustentación de la 
respectiva causal el demandante debe señalar la prueba ilegalmente introducida 
en el proceso, manifestando cuales fueron las formalidades que se omitieron en 
dicha incorporación, demostrar la magnitud de la ilicitud frente al resto de material 
probatorio recaudado, señalar los postulados normativos que se inaplicaron para 
el caso concreto, indicar los preceptos sustanciales que resultaron desconocidos y 
desarrollar el sentido de la violación186”.  
 
“De cara a la validez jurídica de la prueba, esto es, de su existencia jurídica, 
suele manifestarse de dos maneras a) Cuando el juzgador, al apreciar una 
determinada prueba, le otorga validez jurídica porque considera que cumple las 
exigencias formales de producción, sin llenarlas (aspecto positivo); y b) cuando 
se la niega, porque considera que no los reúne, cumpliéndolas (aspecto 
negativo)187”. 
 
El debate que se ha suscitado, respecto de la aplicación de la regla de exclusión, 
estriba en establecer si un medio probatorio viciado de nulidad afecta la totalidad 
del proceso o, por el contrario, recae únicamente sobre la prueba afectada por el 
yerro. Para dilucidarlo, entonces, resulta necesario, abordar algunas posturas de 
la Sala Penal de la Corte […]” No resulta imperativa la regla de exclusión cuando 
está afectada por irregularidades menores, que por esa misma entidad no 
                                            
186 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Expediente 14268 (18 de enero de 




desconocen derechos fundamentales, ni la estructura lógica del proceso, ni el 
derecho a la defensa188”. 
  
 Además, de interpretar el último inciso del artículo 29 de la Constitución política 
de Colombia de 1991, aborda algunos criterios de inaplicación de la regla de 
exclusión, como sería el de la fuente independiente, al indicar: 
 
[…] “El inciso final del artículo 29 de la Carta y las normas que lo desarrollan, no 
admiten pruebas obtenidas con violación al debido proceso, instituido en 
defensa de derechos fundamentales y garantías de los ciudadanos. Por 
consiguiente, exige la exclusión estricta de la prueba constitucionalmente ilícita 
(prueba principal) y eventualmente la prueba derivada, entendiendo por tal 
aquella, con entidad igualmente constitucional, de ninguna manera tenue o 
atenuada, que tiene su fuente de conocimiento en dicha prueba básica y no en 
otra de carácter independiente. No tiene, pues carácter de prueba derivada de 
la prueba que tiene su arribo al proceso, inevitablemente, por otra vía lícita, en 
tales eventos no sufren los efectos expansivos de la prueba principal ilícita, por 
consiguiente, tiene validez suficiente para sustentar providencias judiciales189”. 
 
Posteriormente, sobre el mismo tema, la Sala Penal sostiene que:  
 
“El artículo 29 de la Constitución Política consagra la regla general de exclusión 
al disponer que es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del 
debido proceso. La exclusión opera de maneras diversas y genera 
consecuencias distintas dependiendo si se trata de prueba ilícita o prueba 
ilegal. Recordemos, que se entiende por Prueba Ilícita la que se obtiene con 
vulneración de los derechos fundamentales de las personas , entre ellos la 
dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no incriminación, la solidaridad 
                                            
188 Ibid.  
189 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Sentencia 18541 (8 de julio de 
2004) [M.P. German Galán Castellanos]  
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íntima, y aquellas en cuya producción, práctica o aducción se somete a las 
personas a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el 
género o la especie de la prueba así obtenida, la prueba ilícita debe ser 
indefectiblemente excluida y no podrá formar parte de los elementos de 
convicción que el juez sopese para adoptar la decisión en el asunto sometido a 
su conocimiento, sin que pueda anteponer su discrecionalidad, ni la prevalencia 
de los intereses sociales. Y que la Prueba Ilegal se genera cuando en su 
producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales, 
caso en el que debe ser excluida como lo indica el artículo 29 Superior. Luego 
agrega, en esta eventualidad, corresponde al juez determinar si el requisito 
legal pretermitido es esencial y discernir su proyección y trascendencia sobre el 
debido proceso, toda vez que la omisión de alguna formalidad insustancial por 
sí sola no autoriza la exclusión del medio de prueba190”. 
 
Para la Corte Constitucional, lo ha examinado en reiteradas oportunidades, esto 
es, la exclusión de la prueba obtenida con violación del debido proceso, aduce 
que:  
 
“En virtud del artículo 29 constitucional, se debe excluir cualquier clase de 
prueba, bien sea directa o derivada, que haya sido obtenida con violación de las 
garantías procesales y los derechos fundamentales, luego agrega que se 
declarará la nulidad del proceso, cuando se haya presentado en el juicio la 
prueba ilícita omitiéndose la regla de exclusión y ésta prueba ilícita haya sido el 
resultado de la tortura, desaparición forzada o ejecución extrajudicial y se 
enviará a otro juez distinto191”. 
 
                                            
190 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Sentencia 18103 (2 de marzo de 
2005) [M.P. Edgar Lombana Trujillo] 
191 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-591 (9 de junio de 2005) [M.P. Clara 
Inés Vargas Hernández] 
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Técnica: En este orden de ideas, en sede de casación, cuando la prueba fundante 
de la sentencia, es ilícita, es decir, la que se obtiene con vulneración de los 
derechos fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido 
proceso, la intimidad, la no incriminación, la solidaridad íntima, y aquellas en cuya 
producción, práctica o aducción se somete a las personas a torturas, tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, debe postularse por la causal segunda de la 
Ley 906 de 2004, art.181, solicitándose la Nulidad de todo lo actuado a partir de 
ese acto procesal y enviarse la carpeta a un Juez distinto del que conoció del 
caso, profiriéndose así un fallo de reenvío. Cuando el vicio se contrae a una 
prueba Ilegal, por haberse basado la condena en una prueba de esta índole, el 
actor debe invocar la causal primera, cuerpo segundo (Ley 600 de 2000), en Ley 
906 de 2004, por la causal tercera, alegando un error de derecho por falso juicio 
de legalidad.  
 
En la sustentación de la respectiva causal el demandante debe señalar la prueba 
ilegalmente introducida en el proceso, manifestando cuales fueron las 
formalidades que se omitieron en dicha incorporación, demostrar la magnitud de la 
ilicitud frente al resto de material probatorio recaudado, señalar los postulados 
normativos que se inaplicaron para el caso concreto e indicar los preceptos 
sustanciales que resultaron desconocidos y desarrollar el sentido de la 
violación192.  
 
Por último, la jurisprudencia limita la facultad de efectuar la interceptación de 
comunicaciones, en sus diferentes modalidades (intervención de línea telefónica, 
comunicaciones o imágenes privadas) sin autorización judicial, a las personas que 
intervengan en las mismas. En los demás casos, cuando se trate de 
                                            
192 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Sentencia 19219 (9 de febrero de 
2006) [M.P. Edgar Lombana Trujillo] 
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interceptaciones ajenas, es necesario contar con la orden emanada de autoridad 
judicial competente, so pena de exclusión del medio probatorio193.  
 
 Falso Juicio de Convicción: El error de derecho por un falso juicio de 
convicción, es propio de los sistemas de valoración probatorio tarifados, en donde 
previamente se indica el valor de cada medio de prueba, sin que el juzgador 
pueda apartarse de su literalidad, de tal forma que cuando el juez se apartaba de 
lo que establecía la norma sobre el valor persuasivo o demostrativo del medio 
probatorio, cometía el error.  
 
En otras palabras, se presenta este yerro cuando el legislador previamente, 
establece unos valores para determinados medios de prueba, bien sean positivos 
o negativos, los que deben ser tenidos en cuenta por el Juez cuando vaya a 
proferir la decisión de fondo. Es lo que se ha denominado como tarifa legal 
probatoria. 
 
Actualmente, tiene muy poca aplicación, habida consideración a que estos 
sistemas tarifados han caído casi que, en desuso, puesto que en materia penal ya 
no rige la tarifa legal probatoria, sino el sistema de la sana crítica, o sea, el de la 
libre persuasión racional de la prueba. 
 
Sin embargo, se debe enfatizar que la tarifa legal positiva, no es aplicada por el 
legislador patrio, lo utiliza en los Códigos de procedimiento Ley 94 de 1938, y 
Decreto 409 de 1971, pero pervive el falso juicio de convicción negativo, como lo 
indica la Ley 600 de 2000, art. 314 que le otorga funciones a la policía judicial para 
que realicen ciertas actuaciones en materia probatoria, pero los limita a que esas 
diligencias, no son prueba, considerados criterios orientadores de la investigación. 
Es una tarifa legal probatoria negativa. 
 




Lo propio el Decreto Ley 2700 de 1991, art. 247, inc. 2 al establecer que no se 
pueden dictar sentencias condenatorias en donde se tenga como único medio 
probatorio los testimonios de personas con reserva de identidad. A su vez, la Ley 
906 de 2004, art. 381, inc. 2 en el sentido de que no puede “proferirse sentencia 
exclusivamente con pruebas de referencia”.  
 
En estas hipótesis, si el Juzgador emite sentencias condenatorias, 
indudablemente estaría incurso en un error de derecho por Falso Juicio de 
Convicción Negativo. 
 
En esta clase de error, el casacionista debe: “i) identificar la prueba que los 
juzgadores valoraron indebidamente; ii) identificar la norma de derecho 
probatorio que tasa el valor o la eficacia demostrativa del medio; iii) explicar en 
qué consistió el error denunciado; y iv) demostrar la trascendencia o 
implicaciones del error en las conclusiones del fallo”. 
  
Vale anotar que, en materia de técnica, es incompatible presentar 
simultáneamente, un yerro por falso juicio de ilegalidad y el de falso juicio de 
convicción. De presentarse, deben postularse en cargos separados, no 
entremezclarlos, porque violaría el principio de limitación. 
 
2.3.4. Cuarta causal: Casación Civil. 
 
Prevista en la Ley 906 de 2004, art. 181, núm. 4, “cuando la casación tenga por 
objeto únicamente lo referente a la reparación integral, decretada en la providencia 
que resuelva el incidente, deberá tener como fundamento las causales y la cuantía 
establecidas en las normas que regulan la casación civil”. 
 
En el texto inicial de la Ley 906 de 2004, se establece que el incidente de 
reparación de perjuicios, deba presentarse dentro de los treinta días siguientes, al 
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anuncio oral y público del sentido del fallo y su decisión, formaba parte integral de 
la sentencia. 
 
Posteriormente, con la reforma introducida por la Ley 1395 de 2010, respecto del 
ejercicio del incidente de reparación de perjuicios, si se opta por esta cuerda 
procesal, el art. 102 modificado, estableciendo su procedencia a partir del 
momento en que la sentencia quedaba en firme y el art. l05, guardando armonía 
con la procedencia del recurso de casación, se resuelve mediante sentencia, 
razón por la que es susceptible de los recursos de apelación y de casación. 
 
Como antecedentes de esta causal, se indica: 
 
En Decreto 409 de 1971, art. 572 establece la procedencia del recurso de 
casación, cuando verse sobre la indemnización de perjuicios decretados en la 
sentencia condenatoria, teniendo en cuenta la cuantía y las causales para la 
casación Civil194. 
 
Igualmente, en el Decreto Ley 050 de 1987, art. 220, así lo establece en los 
mismos términos del Estatuto Procedimental. 
 
De la misma forma, el Decreto 2700 de 1991, art. 221, lo repite la Ley 600 de 
2000, art. 208 y por último la Ley 906 de 2004, art. 181, núm. 4 como causal 
autónoma de casación. 
 
Pero en defensa de los Derechos de las víctimas, la Ley 906 de 2004, art.11, 
consagra como norma rectora, que el Estado le garantiza el acceso de las 
víctimas a la Administración de Justicia y como Derecho a la pronta indemnización 
de los daños ocasionados con la conducta punible, a cargo del autor o partícipe o 
de terceros, según el caso; a ser informado sobre la decisión definitiva del proceso 
                                            
194 Decreto 409,1971. Óp. cit. 
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e interponer los recursos pertinentes, a intervenir en todas las fases del proceso y 
a presentar el incidente de reparación de perjuicios, todo ello con apego a las 
garantías de verdad, justicia y reparación. 
 
De donde se colige que, con antelación al actual Estatuto Procedimental, que en 
caso de optarse por la demanda de casación contra el fallo que decide el Incidente 
de regulación de perjuicios, deba tener como fundamento las causales y cuantía 
establecidas en las normas que regulan la casación civil. 
 
Es una regla del principio de remisión e integración, que las causales no las regula 
la Ley 906 de 2004, se debe acudir a las normas que las contiene el procedimiento 
civil. En cuanto a su ritualidad, es necesario que la víctima, haya interpuesto el 
recurso de apelación contra la sentencia que decide desfavorablemente el 
incidente ante el Tribunal y de desatarse adversamente, quedaría legitimado para 
interponer el extraordinario de casación, facultad que se extiende al Fiscal y al 
Ministerio Publico, en los términos previstos por el Código de Procedimiento 
Penal. 
 
Está legitimada la víctima para la presentación del incidente de reparación integral 
y en los casos especiales, de tal manera que la parte afectada con el delito, puede 
presentar el recurso extraordinario de casación contra el fallo de segunda 
instancia, cuando es desfavorable a sus intereses, básicamente cuando el fallo es 
absolutorio y de la sentencia que resuelva el incidente, en el evento en que no 
satisfaga sus intereses pecuniarios derivados de la comisión de la conducta 
punible, pero teniendo en cuenta la cuantía y las causales previstas en la 
legislación civil, concretamente en el Ley 1564 de 2012, por remisión de la Ley 
906 de 2004, art. 181, núm. 4. 
 




“Para darle una total cobertura a los derechos de las víctimas, el Estado 
garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia, en los 
términos establecidos en este Código; en desarrollo de lo anterior, las víctimas 
tendrán derecho: h) A ser asistidas durante el juicio y el incidente de reparación 
integral por un abogado que podrá ser asignado de oficio, pero en todo caso, en 
el desarrollo del incidente, debe prevalecer el principio de contradicción, 
inherente a la naturaleza del proceso propio del sistema acusatorio”. 
 
Efectivamente, la Ley 1564 de 2012, art. 336, consagra como causales de 
casación ante esa jurisdicción, las siguientes: 
 
Causales de casación: Son causales del recurso extraordinario de casación: 
 
“1) La violación directa de una norma jurídica sustancial; 2) La violación 
indirecta de la ley sustancial, como consecuencia de error de derecho derivado 
del desconocimiento de una norma probatoria, o por error de hecho manifiesto y 
trascendente en la apreciación de la demanda, de su contestación, o de una 
determinada prueba; 3) No estar la sentencia en consonancia con los hechos, 
con las pretensiones de la demanda, o con las excepciones propuestas por el 
demandado o que el juez ha debido reconocer de oficio; 4) Contener la 
sentencia decisiones que hagan más gravosa la situación del apelante único, 5) 
Haberse dictado sentencia en un juicio viciado de algunas de las causales de 
nulidad consagradas en la ley, a menos que tales vicios hubieren sido 
saneados; La Corte no podrá tener en cuenta causales de casación distintas de 
las que han sido expresamente alegadas por el demandante. Sin embargo, 
podrá casar la sentencia, aún de oficio, cuando sea ostensible que la misma 
compromete gravemente el orden o el patrimonio público, o atenta contra los 
derechos y garantías constitucionales195”. 
 
                                            
195 Ley 1564, 2012. Op. cit. 
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En voces del artículo 337, inciso 2. No podrá interponer el recurso quien no apeló 
la sentencia de primer grado, cuando la proferida por el tribunal hubiere sido 
exclusivamente confirmatoria de aquella. 
 
Artículo 338. Cuantía del Interés para Recurrir: “Cuando las pretensiones sean 
esencialmente económicas, el recurso procede cuando el valor actual de la 
resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (1.000 SMLMV). Se excluye la cuantía del interés para 
recurrir cuando se trate de sentencias dictadas dentro de las acciones populares y 
de grupo, y las que versen sobre el estado civil196”. 
 
Entonces, de cara a las causales precitadas, procedo a su desarrollo, para que las 
tenga en cuenta el censor en su libelo, respecto de la inconformidad contra el fallo 
que resuelve el incidente de reparación de perjuicios, así: 
 
a) Violación directa de una norma jurídica de carácter sustancial: Esta 
causal, corresponde a la prevista en el numeral 1° del artículo 181 del Código de 
Procedimiento Penal197, de cuyo tenor se advierte que procede el medio 
extraordinario, por falta de aplicación, interpretación errónea o aplicación indebida, 
de una norma del bloque de constitucionalidad, constitucional llamada a regular el 
caso, para lo cual se hace la aclaración que aquí se debate es el fallo del incidente 
de regulación de perjuicios, y que fue resuelto adversamente a los intereses del 
incidentante por parte del Tribunal y que pudo incurrir esta Corporación, en una 
violación directa por falta de aplicación indebida o interpretación errónea de una 
norma sustancial, siendo incompatible entremezclar los cargos en el evento de 
incurrirse en tales episodios, es deber del casacionista presentarlos en capítulos 
separados, como lo tiene establecido la jurisprudencia. 
 
                                            
196 Ibid. 
197 Ley 906, 2004. Op. cit. 
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b) La violación indirecta de la ley sustancial, como consecuencia de error 
de Derecho derivado del desconocimiento de una norma probatoria, o por 
error de hecho manifiesto y trascendente en la apreciación de la demanda, 
de su contestación, o de una determinada prueba: En esencia este motivo de 
casación es similar al consagrado en el numeral 3° del artículo 181198 que 
establece, el manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 
apreciación de la prueba sobre la que se ha fundado la sentencia, que 
corresponde a la violación indirecta de la ley sustancial y que comporta los errores 
de Derecho, por violación de las reglas de producción, falsos juicios de convicción 
de legalidad, o de hecho, por violar reglas de apreciación, por falsos juicios de 
existencia, de identidad y de raciocinio en el campo probatorio. 
 
Pero se debe agregar que, dada la naturaleza jurídica del incidente de regulación 
de perjuicios, los errores ya de hecho o de Derecho, solo pueden demandarse por 
errores de producción o de apreciación en el tema de la prueba, en materia penal, 
mientras que, en la causal de casación civil en comento, se aplica por regla 
general el error de hecho en la apreciación de la demanda y solo por excepción, 
error de Derecho, aspecto que no sería aplicable al asunto inherente. 
 
Como el procedimiento del incidente, está regulado en la Ley 906 de 2004, arts. 
102 a 108 de donde se desprende que en la audiencia oral, la víctima formula la 
pretensión en contra del declarado penalmente responsable, con expresión 
concreta de la forma de reparación integral a la que aspira y las pruebas que hará 
valer; en la sentencia por parte del Tribunal que es objeto de la demanda de 
casación, no determina los daños con fundamento en la demanda y su 
contestación, sino a partir de las pruebas practicadas al interior del incidente toma 
la decisión con fundamento a lo probado, por tal razón este tópico del motivo 
Casacional Civil, como se dijo, no aplicaría.  
 




c) No estar la sentencia en consonancia con los hechos, con las 
pretensiones de la demanda, o con las excepciones propuestas por el 
demandado o que el juez ha debido reconocer de oficio: Esta causal, como se 
indicó en el desarrollo de este motivo, si bien es cierto que en la Ley 600 de 2000, 
art. 207 está consagrada de manera expresa esta causal, la Ley 906 de 2004, no 
la recoge taxativamente, pero si se desprende del artículo 448, en la medida que 
dispone que el juez no puede declarar culpable al acusado por hechos que no 
consten en la acusación, ni por delitos por los que no se solicitó la condena, en 
armonía con la estructura del incidente, la proposición del cargo en sede de 
casación, debe postularse con fundamento en la pretensión de la víctima y el 
pronunciamiento del condenado y a partir de ahí, el fallo del incidente debe estar 
en consonancia con la pretensión de la víctima y las excepciones propuestas por 
el condenado199. 
 
d) Contener la sentencia decisiones que hagan más gravosa la situación 
del apelante único: Esta causal dentro de las causales desarrolladas, se ubica 
dentro de la violación directa, por exclusión evidente de la Ley 906, 2004, art. 20, 
inc. 2 y la Constitución Política, art. 31 en el sentido de que el superior no puede 
agravar la pena del apelante único, conocida como prohibición de la reformatio in 
peius, como garantía fundamental que ampara al procesado. 
 
Garantía superior que no es de aplicación exclusiva en el marco del Derecho 
penal, sino que se aplica en cualquier ámbito de la jurisdicción y concretamente en 
materia civil, donde aparece regulada como motivo casacional y se debe entender 
que si el fallo del incidente siendo desfavorable al condenado e interpone él 
únicamente el recurso de apelación, el Tribunal no puede hacerle más gravosa su 
peculiar situación jurídico- procesal, que por tratarse de un aspecto 
eminentemente económico implica que el ad-quem aumenta el valor de los daños 
                                            
199 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Sentencia Radicado 34145 (13 de 
abril de 2011 [M.P Sigifredo Espinosa Pérez] 
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tasados por el a quo y de esa manera se violan las normas mencionadas y se abre 
paso a la casación, siempre y cuando la cuantía lo permita. 
 
e) Haberse dictado sentencia en un juicio viciado de algunas de las 
causales de nulidad consagradas en la ley, a menos que tales vicios 
hubieren sido saneados: La parte legitimada para impugnar exclusivamente los 
perjuicios determinados en el fallo que resuelve el incidente de nulidad, puede 
invocar la nulidad con relación a este motivo, pero con sujeción a las causales 
establecidas en la ley de procedimiento civil y no las de nulidad consagradas en la 
Ley 906 de 2004. 
 
Estas causales, están expresamente consagradas en el artículo 133 del Código 
General de Proceso. Son: 
 
Causales de nulidad: El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los 
siguientes casos: 
 
“1) Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de 
jurisdicción o de competencia; 2) Cuando el juez procede contra providencia 
ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite 
íntegramente la respectiva instancia; 3) Cuando se adelanta después de 
ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de suspensión, o 
si, en estos casos, se reanuda antes de la oportunidad debida; 4) Cuando es 
indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como 
su apoderado judicial carece íntegramente de poder; 5) Cuando se omiten las 
oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se omite la 
práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria; 6) Cuando se 
omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o 
descorrer su traslado; 7) Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del 
que escuchó los alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de 
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apelación; 8) Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las 
demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 
partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las 
partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio 
Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió 
ser citado; 9) Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de 
notificar una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 
mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación 
omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha 
providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este código; 
Parágrafo. Las demás irregularidades del proceso se tendrán por subsanadas 
si no se impugnan oportunamente por los mecanismos que este código 
establece200”. 
 
Es importante tener en cuenta que el incidente de regulación de perjuicios 
consagrado en la Ley 906 de 2004, es un trámite procesal que pretende viabilizar 
el monto efectico, concreto de la reparación integral de la víctima por los daños 
ocasionados con la conducta punible por parte de los sujetos que fueron 
declarados penalmente responsables, extendiéndose a los terceros civilmente 
responsables y a las Aseguradoras, procedimiento que debe adelantarse dentro 
del término previsto para ello, una vez en firme el fallo condenatorio. 
 
Por ello, es necesario precisar que los motivos de la casacón penal remite a la 
causales de casación en materia civil, pero únicamente en cuanto a ellas y a la 
cuantía, pero nada en cuanto al trámite que es propio del sistema acusatorio, 
regulado en la Ley 906 de 2004, arts. 102 y s.s. por lo que se puede plantear un 
error de juicio o de procedimiento, por una violación directa, indirecta o una 
                                            
200 Ley 1564, 2012. Op. cit. 
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nulidad pero en el desarrollo del trámite o la decisión del Incidente de Reparación 
Integral de Perjuicios. 
 
De tal manera que las causales 1°, 2°, 3° y 4° a que alude la Ley 1564 de 2012, 
art. 133 habida cuenta, se reitera la naturaleza procesal del Incidente en punto de 
Ley 906 de 2004, es imposible que se lleguen a presentar en su desarrollo, por ser 
consustanciales al proceso civil. 
 
Ahora bien, las de los numerales 5°, 6° y 7 °, por referirse al debido proceso del 
incidente, comporta una violación a esta garantía, por referirse a términos, 
pruebas, interposición de recursos, deben postularse por el camino de la nulidad, 
al interior del incidente. 
 
Por último, la causal 8° es inherente al trámite propio del proceso civil, no tiene 
aplicación en materia penal, como es sabido, estas causales de nulidad del 
proceso civil, obedecen a los principios de especialidad, protección y 
convalidación. 
 
Finalmente, vale anotar, acorde con la jurisprudencia, que en el fallo del incidente, 
se debe condenar al pago de las costas y agencias en derecho a pesar de que no 
existe norma expresa al respecto, como sí lo consagra la Ley 600 de 2000, art. 56 
se puede inferir de la Ley 906 de 2004, parágrafo 104 establece la condenación en 
costas cuando el solicitante del incidente, no concurre a las audiencias, por lo que 
se debe condenar en costas en la medida en que estén causadas, siguiendo los 
parámetros del proceso civil, la parte vencida en el incidente debe pagar las 
costas y las agencias en Derecho. 
 
Para su liquidación, debe seguirse el trámite establecido en la Ley 1564 de 2012, 
en virtud del principio de integración, Ley 906 de 2004, art. 25 en los términos del 
art. 366, se incluyen las agencias en Derecho y se pueden objetar en el traslado 
165 
 
de la liquidación y puede impugnarse (reposición y apelación) del auto que las 
apruebe y para su estimación se debe tener en cuenta las tarifas establecidas por 
el Consejo Superior de la Judicatura. 
 
En consecuencia, la condena en costas, incluidas las agencias en derecho no es 
susceptible del recurso de casación, por haberse podido debatir a través de los 
medios de impugnación ordinarios ante las instancias. 
 
2.4. ADMISIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN. 
 
De conformidad con el debido proceso casacional establecido en la Ley 906 de 




Debe presentarse en el momento de la notificación del fallo del Tribunal o dentro 
de los cinco (5) días siguientes, por escrito dirigido a esta Corporación y dentro de 
los treinta (30) días la presentación de la respectiva demanda, debidamente 
estructurada, con apego a las causales ya examinadas, los cargos debidamente 
desarrollados y con la técnica creada por la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia. 
 
Presentada en término el libelo el Tribunal remite toda la actuación con sus 
antecedentes a la Sala Penal de la CSJ dispone de un término de treinta días (30) 
para pronunciarse sobre su admisión; si es admitida, se hace mediante auto de 
sustanciación del Magistrado Ponente, el cual no admite ningún recurso; empero, 
se debe notificar a las partes e intervinientes y en el mismo proveído, se señala la 
fecha para la audiencia de sustentación del recurso, la que se debe llevar a cabo 




Es obligatoria la asistencia del Recurrente extraordinario; de no hacerlo se 
entiende que desiste del recurso, se impone su deserción y así lo debe declarar la 
Corte. 
 
Admitida la demanda y si aceptare demostrada alguna de las causales propuestas 
por el Censor, dictará el fallo dentro de los sesenta (60) días siguientes a la 
sustentación, contra el que no procede ningún recurso, salvo la Acción de 
Revisión (Ley 906 de 2004, art.185). 
 
Si en la sentencia se decreta la nulidad por algún motivo, la Sala indicará en qué 
estado queda el proceso y obviamente, respecto de las demás causales proferirá 
el de reemplazo, citará a las partes para la audiencia de lectura del fallo dentro de 
los cinco (5) días siguientes. 
 
En estricto cumplimiento de los términos computados a partir del momento en que 
se puede interponer el medio extraordinario, este asciende a un total de ciento 




El legislador en la Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 2 le otorga a la Sala Penal de la 
CSJ, la facultad de no seleccionar la demanda, mediante auto debidamente 
motivado de toda la Sala, que se encuentre en una de los siguientes supuestos: 
 
a) Si el demandante carece de interés- Es un presupuesto inherente a todos 
los recursos, con mayor razón el de casación y que de cara a la Ley 906 de 2004, 
art. 182, se establece expresamente que está legitimado para recurrir los 
intervinientes que tengan interés, como que no tiene interés la parte que no apeló 
el fallo de primer grado o cuando sin haberla recurrido le surge interés en el caso 
167 
 
que otros apelaron y la decisión le perjudica los intereses de la parte que 
representa. 
b) En la demanda se prescinde de señalar la causal- Es un requisito de toda 
demanda de casación, de ahí que el núcleo de la demanda lo constituye las 
causales y de la Ley 906 de 2004, art. 181 establece la procedencia del recurso 
cuando afecten derechos o garantías fundamentales por los motivos allí definidos 
y a las que ya hicimos referencia en el marco del desarrollo de las causales. 
c) No desarrolla los cargos de sustentación- se presenta cuando el 
casacionista no cumple con la carga argumentativa respecto de la causal 
invocada, indicando en forma clara y precisa los fundamentos y las normas que se 
consideren violadas201.  
d) Cuando no se precisa del fallo para cumplir algunas de las finalidades del 
recurso.- Como ya se vio en el desarrollo de esta temática, es un nuevo requisito 
que debe contener la demanda y de acuerdo con el cargo debe enseñarle a la 
Corporación que se requiere de su intervención para cumplir alguno de los fines, 
previstos en la Ley 906 de 2004, art. 180 que no son otros que: 1) la efectividad 
del derecho material; 2) El respeto de las garantías de los intervinientes; 3) la 
reparación de agravios; y 4) la unificación de la jurisprudencia. 
 
Huelga decir, que en el evento en que la demanda contenga varios cargos contra 
la sentencia del Tribunal, la Sala también goza de la facultad de admitir solo un 
cargo e inadmitir los demás. 
 
En contra del auto motivado de la Sala que inadmite la demanda, es procedente 
interponer el mecanismo de insistencia, por parte del Ministerio Público o de uno 
de los Magistrados de la Sala. 
 
Así mismo, cabe anotar, que el legislador del 2004, no consagra los requisitos de 
la demanda de casación, como si los contenía en las codificaciones anteriores 




como la Ley 600 de 2000, art. 212 donde según la Corte, se desprenden de la Ley 
906 de 2004, arts. 181 y 184.2, al establecer que debe contener:  
 
“1) La identificación de los sujetos procesales y la sentencia recurrida; 2) 
síntesis de los hechos materia de juzgamiento y de la actuación procesal; 3) La 
enunciación de la causal y la formulación del cargo con indicación precisa, 
concreta y coherente de sus fundamentos, toda vez que en punto de los 
artículos 181 y 184.2, la casación implica un juicio lógico, jurídico, sustancial, 
concluyente, suficiente y trascendente en el que los argumentos deben 
plantearse de manera puntual, concreta, guardando coherencia en sus 
fundamentos”.  
 
Principales causas de inadmisión: La casación es el último medio para 
conseguir un fallo ajustado a derecho, pues se debe sobrepasar una primera y 
segunda instancia para acudir a este recurso extraordinario. En ocasiones, las 
decisiones que se toman por un juzgado y un Tribunal no son acordes a derecho y 
es allí cuando resulta necesario acudir al último medio de la competencia penal, la 
CSJ como máximo órgano, para un análisis de fondo de una sentencia penal que 
se presume legal.  
 
El casacionista en su libelo desarrolla una narrativa propia del caso con el fin de 
conseguir un fallo ajustado a derecho ante la sentencia que se profiere en 
segunda instancia, es decir, pretende hacer valer su forma de ver y propósito que 
persigue. Es de esta manera que el recurso extraordinario de casación tiene unos 
requisitos mínimos para su presentación, en aras de ordenar la narrativa contada 
por parte del casacionista ante la sentencia que se ha proferido. Así, Taruffo 
explica:  
 
“Un aspecto que a veces se pasa por alto o se subestima en los discursos 
relativos a las narrativas judiciales es que en el contexto judicial no se da 
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solamente una narrativa continua. Una mirada más detenida a la administración 
de justicia en la perspectiva narrativa muestra que de hecho está integrada por 
un número variable de historias relatadas por diferentes sujetos, en diferentes 
formas y con diferentes propósitos. No se trata sólo de que haya varios sujetos 
que hablan desde puntos de vista diferentes y desde perspectivas particulares. 
En los procesos judiciales las historias son contadas por los abogados con el 
ánimo de confrontación y se encuentran en oposición unas con otras: el 
contexto judicial tiene la estructura de una controversia en la que los abogados 
presentan relatos alternativos y opuestos de los hechos. Entonces, quien juzga 
acerca de los hechos (trier of fact) debe tomar una decisión a favor de uno de 
los posibles relatos202”. 
 
Ahora bien, la narrativa de las partes es estudiada por la primera y segunda 
instancia donde el juez observa cuál teoría tiene más sustento jurídico al juzgar los 
hechos que se plantean. Sin embargo, la CSJ en su sede de casación Penal 
estudia la narrativa, no de los hechos, sino propia de la sentencia. Y esto sucede 
por cuanto el recurso extraordinario de casación no es una tercera instancia, la 
CSJ no vuelve a debatir los hechos que han sido juzgados en las dos instancias 
anteriores, estrictamente es el estudio de la sentencia emitida para verificar sí 
tiene validez jurídica, al respecto Calderón Botero señala: 
 
“La casación es un medio extraordinario de impugnación, de efecto suspensivo, 
contra sentencias definitivas, que acusan errores de juicio o de actividad, 
expresamente señalados en la ley, para que un Tribunal Supremo y 
especializado las anule, a fin de unificar la jurisprudencia, promover la 
realización del derecho objetivo, denunciar el injusto y reparar el agravio 
inferido203”. 
                                            
202 TARUFFO. Michelle. Narrativas judiciales. En: Revista de derecho, Universidad Astral. 20, (1), 
2006. p. 196-197 
203 CALDERÓN BOTERO, Fabio. Casación y revisión en materia penal. 2ª ed. Bogotá: Librería 




Es por esta razón que la Corte Suprema a la hora de analizar la demanda de 
casación no puede tener en cuenta otras causales distintas de las que se han 
contemplado en el procedimiento penal. El estudio del libelo en sede de casación 
debe regirse por el principio de limitación, ya que el estudio se limita a determinar 
si la sentencia proferida en segunda instancia configura la existencia de la causal 
que invoca el libelista. Así lo ha señalado la Corte de Suprema de Justicia:  
 
“De ahí que los principios de sustentación suficiente, limitación, crítica 
vinculante, autonomía de las causales, coherencia, no exclusión y no 
contradicción sean de inexcusable atención, y la inobservancia de los mismos, 
como ocurre en el asunto estudiado, impide a la Corte el estudio de los 
fundamentos fácticos o jurídicos de la decisión atacada, pues en atención al 
principio de limitación, y dado el carácter rogado y dispositivo de la casación, 
las deficiencias del libelo no pueden ser enmendadas, ni asignarse otro sentido 
a la expresa pretensión del demandante204”. 
 
Lo anterior, con ocasión de un criterio limitado para la procedencia del recurso 
extraordinario de casación en donde la CSJ ha observado y aplicado estrictamente 
las causales que determinan la procedencia del recurso. Esto ha sido así debido a 
que existen dos instancias para que se diriman las controversias de las partes con 
las garantías procesales y constitucionales que tiene el ordenamiento jurídico. Es 
por ello, que en orden a derruir la doble presunción de acierto y legalidad que 
recae sobre el fallo de segundo grado, el recurso extraordinario de casación debe 
ser elaborado respetando las formalidades técnico-jurídicas previstas en la ley y la 
jurisprudencia, según se trate de cada una de las causales establecidas en la ley 
906 de 2004, art. 213205. 
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Ahora bien, con la expedición del Decreto Ley 2700 de 1991, se indica que se 
puede casar la sentencia, cuando fuese ostensible que la misma atenta contra las 
garantías fundamentales. Luego, con el advenimiento del Estatuto procesal, Ley 
600 de 2000, y la Ley 906 de 2004, se observa la casación oficiosa como una 
excepción al principio de limitación, en cuanto permite la posibilidad de que la CSJ 
procede admitir una demanda de casación cuando observe la vulneración de 
derechos o garantías fundamentales, así lo ha separado la Corte Suprema de 
Justicia:  
 
“Enmendar irregularidades que atenten contra los derechos fundamentales, so 
pretexto de la finalización o culminación de su competencia, máxime cuando el 
debido proceso, como máxima expresión del principio de legalidad se erige en 
garantía fundamental, lo que implicaría una actitud permisiva frente a una 
decisión injusta, sin sustento legal y por lo mismo, constitutiva de una vía de 
hecho206”. 
 
Enmendar irregularidades en el libelo de casación cuando no contemple los 
requisitos mínimos en su técnica, al advertir vulneración de garantías 
fundamentales, es una clara expresión de la relevancia que tiene el Derecho 
sustancial sobre el Derecho procesal. Es cierto que el recurso de casación no 
debe ser una instancia más, empero, es necesario que la Administración de 
Justicia ofrezca la posibilidad de un recurso adicional en donde se pueda 
materializar la observancia de un fallo ajustado a derecho. 
 
La casación no debe convertirse en un imposible para acceder a un fallo ajustado 
a derecho. La técnica casacional es importante en cuanto el recurso es 
excepcional, sin embargo, puede observarse por parte de la CSJ un rigorismo en 
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la técnica casacional que comienza a tener un margen discrecional demasiado 
amplio. Aunque, la CSJ a través de su jurisprudencia establezca las reglas de 
técnica casacional, un estudio de los autos puede evidenciar una clara 
manifestación discrecional de la procedencia de este recurso. 
 
Es por la razón anterior, que resulta procedente analizar los autos de inadmisión 
del delito de peculado por apropiación, por parte de la CSJ. Se analizan desde el 
año 2017 hasta el año 2020207, para observar cuáles han sido las principales 
causas de inadmisión en el libelo casacional. 
 
De esta manera se clasificará acorde a estas causas los siguientes 83 autos para 
verificar las principales causas de inadmisión en los últimos tres años:  
 
Tabla 2. Análisis autos de inadmisión del delito de peculado por apropiación 
(2017-2020) 
AUTO RAZÓN CAUSA DE 
INADMISIÓN 
Radicación Nº 56235. 
(06) de mayo de dos 
mil veinte (2020).  
(Aprobado acta N. 
091) MP: JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
El libelo incumple los principios que gobiernan el recurso 
extraordinario de casación, entre ellos, los de sustentación 
suficiente, crítica vinculante, no contradicción y trascendencia. 
quebrantar los postulados y presupuestos de una debida, 
precisa y clara fundamentación de la demanda, pues en ella no 
se evidencia una correcta presentación de los argumentos 













AP908-2020 (11) de 






La demandante no individualiza ninguna prueba que hubiere 
sido inobservada, motivo por el cual no es dable afirmar la 
existencia de yerro alguno y, por sustracción de materia, de qué 




valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 




49.996. doce (12) de 
Únicamente consta, un deficiente análisis de conveniencia y 
oportunidad dentro del cual ni siquiera se hace referencia a la 




                                            
207 Se analiza desde el año 2017 debido a los innumerables autos que emite la CSJ. Se considera 
que el análisis de 83 autos puede dilucidar de manera clara la tendencia del rigorismo en el recurso 
extraordinario. Si se tomara los autos de manera indiscriminada desde la existencia de la CSJ la 
tarea sería imposibilitada para el fin que se quiere demostrar.  
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se realiza una debida ponderación, justificación, ni especificidad 
respecto a los precios estipulados. 
AP5205-2019 
Radicación N° 55341. 
(4) de diciembre de 
dos mil diecinueve 
(2019). MP: JAIME 
HUMBERTO 
MORENO ACERO 
Conforme las argumentaciones del censor, no se trata de un 
supuesto de omisión - falso juicio de existencia por omisión- o 
de suposición – falso juicio de existencia por suposición- de un 
medio de prueba en el proceso valorativo adelantado por el 
Tribunal, sino más bien, del alcance dado a los medios de 
convicción por parte de los jueces de instancia, resultando 
evidente que el impugnante equivocó la vía casacional, pues, lo 
correcto era oponerse a las deducciones probatorias del 
juzgador, por la vía del error de hecho por falso raciocinio, sin 
embargo, no fue esta la senda escogida por el recurrente, ni 
mucho menos desarrollada de cara a las exigencias decantadas 









Radicación n.° 55054. 
(30) de octubre de 
dos mil diecinueve 
(2019). MP: EYDER 
PATIÑO CABRERA 
El jurista no tiene claridad en punto de los errores que cabe 
denunciar por la senda seleccionada, pues, aunque invoca la 
causal primera, menciona que el yerro se tradujo en un «error 
de hecho» por «aplicación indebida. Dicho planteamiento se 
muestra exótico porque el error de hecho es una de las formas 
como se puede violar la ley de manera indirecta, no directa. Su 
imperfecto cargo a partir de supuestos inexistentes, pues en la 
sentencia de segunda instancia no se sostuvo ni se dio a 
entender que el delito de peculado fuese de ejecución 
permanente 





Radicación n° 54.902. 
(25) de septiembre de 
dos mil diecinueve 
(2019). MP: EYDER 
PATIÑO CABRERA 
El censor desconoce el principio de corrección material, en 
virtud del cual las razones, los fundamentos y el contenido del 
ataque deben corresponder en un todo con la verdad procesal. 
El demandante carece de interés para controvertir en esta sede 
aspectos relacionados con el injusto y su responsabilidad.  
Se remitye al Magistrado Ponente para estudio de vulneración 










Radicación n.° 55346. 
(25) de dos mil 
diecinueve (2019) 
MP: LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
El demandante carece de interés jurídico, pues no dijo, ni la 
Sala advierte, de qué manera se violó su derecho al debido 
proceso con la falta de vinculación de Carlos Arturo Rocha, 
dado que con tal circunstancia o sin ella, el curso del proceso y 
el sentido del fallo habría sido el mismo, es decir, no se 






Radicación n.° 55262. 
(25) de septiembre de 
dos mil diecinueve 




Incumplió el demandante la obligación de sustentar 
adecuadamente el cargo al utilizar la censura para exponer su 
inconformidad con la valoración probatoria y jurídica de las 
instancias que las llevaron a colegir que el contrato No. 114 de 
2006 era de consultoría y no de prestación de servicios, como 
considera el censor. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
AP3270-2019 
Radicación n.° 55572. 
(27) de agosto de dos 
mil diecinueve (2019). 
MP: LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
Observa la Sala que el casacionista no cumplió con la exigencia 
dispuesta en el artículo 183 de la citada legislación, según la 
cual, corresponde al actor presentar “demanda que de manera 







Radicación n.° 52160. 
Si bien el recurrente ostenta legitimación para impugnar la 





(27) de agosto de dos 
mil diecinueve (2019). 
MP LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
de la ley sustancial por falta de aplicación del inciso primero del 
artículo 68 A, la argumentación que sustenta su petición de 
casar la sentencia concediendo el subrogado penal de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, no sólo es 
confuso sino que fundamentalmente riñe abiertamente con el 
contenido de dicha norma y lo decantado por la jurisprudencia, 
respecto de su contenido y alcance. 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
AP3749-2019 
Radicación N° 55499. 
(27) de agosto de dos 




La determinación de las inferencias hechas luego de la 
valoración de esas pruebas no refleja esa incidencia que se 
echa de menos; el ejercicio se presenta así incompleto pues no 
se demostró cómo tales deducciones demostrarían que el 
acusado no participó en los hechos por los cuales se le 




Radicación n.° 55527. 
(26) de junio de dos 




De manera que si bien la demanda cumple los requisitos 
formales, no se requiere de su estudio para cumplir las 
finalidades del recurso (artículo 184 de la Ley 906 de 2004). Por 
lo tanto, se inadmitirá demanda por esa razón, y porque desde 
el punto de vista material la Corte no encuentra ninguna razón 
que justifique la necesidad de intervenir de oficio en defensa de 
garantías fundamentales. 





Radicación n° 55193. 
(12) de junio de dos 
mil diecinueve (2019). 
MP: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Es evidente que el discurso del censor es por completo ajeno a 
la temática que precisa la demostración de un vicio como el 
anunciado, porque, además de afirmar genéricamente la falta de 
preparación de los profesionales que representaron a MANUEL 
BENITO CAUCIL DÍAZ, se dedicó a criticar al Tribunal por 
haberse pronunciado frente a la misma réplica.  
No hace más que desconocer el criterio judicial y, de paso, la 
jurisprudencia de esta Corporación, que ha insistido la 
necesidad de precisar las actividades defensivas que se 










Radicación N° 53113. 
(29) de mayo de dos 




Así, el primer reparo, propuesto con fundamento en la causal 
tercera, denuncia una afectación al non bis in ídem por 
tramitarse simultáneamente dos procesos que involucraban las 
Actas Nos. 738, 739 y 1411, pero cuando era de esperarse que 
el reproche se dedicara con exclusividad y en aras de los 
requisitos de claridad y precisión, a demostrar tal aserto, se 
mezclan inconformidades que hacen relación a la valoración de 
las pruebas, lo cual no constituye un yerro in procedendo viable 
de postular por la causal tercera, sino por la primera, cuerpo 
segundo y en capítulo separado en tanto error in iudicando. 
Indebida 
selección de la 
causal 
AP2054-2019 
Radicación n° 51079. 




La Sala ha dicho que la nulidad es menos exigente en su 
demostración que las otras causales de casación. La 
irregularidad advertida fue subsanada sin desmedro de la 
garantía del procesado ni de la estructura del proceso y, con 
ello, se torna intrascendente la reclamación en el sentido de que 
se deshaga la actuación hasta aquel momento procesal para 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
                                            
208 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Auto, AP3749-2019 Radicación N° 55499. (27) de agosto de 
dos mil diecinueve (2019). Óp. Cita: “En este evento, cierto es que el censor hizo evidentes los dos 
errores denunciados porque, en efecto el juzgador no examinó, de un lado, los apartes que el 
casacionista resaltó del testimonio de Antonio Rafael Vives Cervantes, juez que tramitó los 
procesos que afectaron los intereses de la entidad pública y de otro, a excepción de la declaración 
de Walid Yeaid Yohaiud la cual sí fue analizada por el a quo, no apreció las de Nelson Vives 
Lacouture y Alfonso Durán Ramírez (…) Sin embargo, en ninguno de los dos casos, no obstante la 
nominación de un capítulo dedicado a la trascendencia, discriminó o precisó de qué manera una y 
otras declaraciones podrían generar la duda, sin que baste su simple afirmación.” 
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que el juez ad quem resuelva la proposición de prescripción de 
la acción penal de la cual ya se ocupó, dejándose en evidencia 
la incorrección de aquella primera decisión del a quo, pues sin 
duda, como fue argumentado de manera amplia en el fallo 
demandado, no es verdad que haya operado el referido 
fenómeno de la prescripción. 
de los medios 
de prueba. 
AP2064 - 2019 
 Radicación 54060. 
(29) de mayo de dos 




Los demandantes no evidencian más que su desacuerdo por la 
forma como el fallador estructuró la responsabilidad de los 
acusados, sin revelar al menos el postulado lógico 
supuestamente desconocido, al paso que tampoco enfrenta en 
su integridad las motivaciones judiciales. Por lo demás, resulta 
desatinada la regla de la experiencia que exponen los libelistas 
relacionada con el común actuar de los abogados quienes no 




Radicación N° 53340. 
(30) de abril de dos 




Lo primero que se cuestiona es la calificación de la conducta 
objeto de acusación, pero en ninguna parte se explica en qué 
consistió tal yerro, ni se argumenta de conformidad con los 
parámetros jurisprudenciales por qué esa falencia conduciría a 
la nulidad de la actuación. Acá se acusó por el delito de 
peculado y por el mismo se dictaron las sentencias de instancia, 
sin que en torno a tal denominación nada expresa el censor cuál 






Radicación N° 50261. 
(30) de abril de dos 
mil diecinueve (2019). 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
En la demanda no se sustenta un solo error susceptible de 
estudio en sede de casación, ni la necesidad del fallo 
extraordinario para alcanzar alguno de los propósitos enlistados 
en el artículo 180 del C.P.P.  
no es cierto, como lo asegura el defensor, que en la sentencia 
se considerara falsa la orden de prestación de servicios No 382 
por el hecho de que no fue cumplida o ejecutada, o que se 
tuviera por inexistente a pesar de estar plasmada en un 
documento. Como lo evidencian las anteriores citas, la falsedad 
se predica de la relación contractual en su totalidad, es ésta la 
que los jueces tuvieron por ficticia o simulada, no el escrito 
donde se registró y que, por tal razón, constituye el objeto 
material del delito. 






Radicación Nº 51502. 
(6) de marzo de dos 




El censor ha debido tener presente que se aceptaron los cargos, 
por lo que el interés para recurrir limita los reproches que se 
pueden formular contra el fallo de segundo grado. No es dable 
revivir el debate probatorio que se da por superado con la 
aceptación de responsabilidad, ni discutir los hechos que 
constituyeron el fundamento para terminar el proceso por la vía 
anticipada, entre otros supuestos, se citan aquellos, por resultar 
pertinentes para la calificación de la demanda de casación en 




Radicación N° 53041. 
(27) de febrero de 





La argumentación de la censora revela que no desarrolló ni 
demostró la vía directa escogida, en tanto, no verificó con las 
citas textuales respectivas, que dentro de los argumentos del 
fallo emitido por el Tribunal, esa Corporación dio por sentado o 
demostrado que el procesado no es determinador del delito de 
peculado por apropiación agravado, y pese a ello, decidió 
condenarlo en tal calidad. Y no lo hace, porque ello no fue lo 





(30) de enero de dos 




Por un lado, el escrito carece de coherencia dentro de la lógica 
que rige el recurso de casación. En primer lugar, el censor 
presentó tres (3) cargos y una única pretensión, que redactó de 
manera vaga e imprecisa (su fin último es que “se revoque” las 
decisiones de las instancias). No señaló si los fallos debían 
remplazarse por otros o si tenía que invalidarse lo actuado a 








derecho dirigió su ataque contra la decisión del juez de primer 
grado, pese a que la casación opera como control de las 
decisiones de segunda instancia. en ningún momento determinó 
con claridad la existencia de algún error susceptible de ser 
atendido en casación 
AP251-2019 
Radicación 54303. 
(30) de enero de dos 




El demandante desconoció el inciso final del artículo 212 de la 
Ley 600 de 2000, de acuerdo con el cual los cargos excluyentes 
solo serán permitidos si se formulan de manera subsidiaria. El 
censor presentó cuatro (4) reproches, todos ellos principales, a 







Radicado 54327. (13) 
de diciembre de dos 




la demandante en casación postuló cuatro censuras contra la 
sentencia impugnada, dos bajo el rótulo de principales y dos 
como subsidiarias, sin comenzar por hacer explícita la razón de 
dicha degradación de las pretensiones y sin que, para 
comenzar, comporte la misma el estricto orden que la lógica 
inmersa en los supuestos que les dan origen exige. 209 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 






52699. (05) de 





La defensa no recurrió la sentencia de primera instancia para 
debatir la calificación jurídica del delito de peculado agravado y 
la inclusión de las causales de mayor punibilidad deducidas, 
cobra mayor relevancia en este caso que los fundamentos de 
ese reproche conspiran manifiestamente contra el principio de 
corrección material al cual se hizo referencia antes, en 
demostración de lo cual basta con remitirse nuevamente a las 
providencias calificatorias de primera y segunda instancia, en 
las concretas reseñas realizadas en los antecedentes 
procesales. 





Radicación n° 54081. 
(5) de diciembre de 




el censor parte de una premisa equivocada, en tanto, quiere 
hacer gravitar la estructuración de la conducta punible de 
Peculado por apropiación sobre un hecho que, aunque resulta 
jurídicamente relevante para su demostración, no 
necesariamente, debía estar atribuido a los acusados 
PERDOMO CAMPOS y GUTIÉRREZ ORTIZ. Esto es, que 
resulta de relevancia jurídica que el documento falseado se 
instrumentalizó como condición para la apropiación de los 
dineros públicos, así no se demostrara que los acusados fueron 
los artífices de esa falsedad. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 





Radicación n° 51407. 
(5) de diciembre de 
dos mil dieciocho 
(2018). M. P: LUIS 
GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Carece de legitimación para acudir a la casación el sujeto 
procesal que dejó de interponer el recurso de apelación contra 
la sentencia de primera instancia o lo hizo por fuera del término 
legal, ya que una actitud de tal naturaleza, en principio, 
demostraría asentimiento con lo resuelto o se explicaría en 





53956. (5) de 
Pese a que la demandante censura la ausencia de defensa 
técnica de su representado –causal tercera de casación del 
artículo 207 de la Ley 600 de 2000-, lo que realmente ataca son 
Indebida 
selección de la 
causal 
                                            
209 Finalmente, se considera conveniente compulsar copias a las Salas Disciplinarias del Consejo 
Superior de la Judicatura y Seccional de Villavicencio, para que si es del caso se investigue a los 
Magistrados del Tribunal de la citada ciudad y al Juez de Conocimiento, por la prescripción que 
hubo de decretarse por el Tribunal de Riohacha que asumió el proceso en descongestión, en lo 
relativo al delito de peculado por apropiación. 
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defectos dirigidos al menoscabo del principio de congruencia –
previsto en la causal segunda ejusdem-; defectos 
procedimentales de distinto orden tales como la improcedencia 
del rompimiento de la unidad procesal –causal primera cuerpo 
segundo de la misma normatividad- y; que no se probó que su 
asistido actuó mancomunadamente con funcionarios del 
Instituto de Seguros Sociales –reglado en la causal primera 
cuerpo segundo ibídem-. Esta mixtura de inconformidades en 
una misma causal y bajo un mismo cargo, cuando en realidad 
corresponden a causales distintas que conllevan a 
consecuencias jurídicas diferentes, violenta el principio de 
autonomía y resulta suficiente para inadmitir la demanda. 
AP5278-2018 
Radicación N°54105. 
(5) de diciembre de 
dos mil dieciocho 
(2018). M.P: JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
La nulidad por la vía de la causal tercera es desacertada, 
porque las equivocaciones que se presentan cuando el juzgador 
declara probado un determinado supuesto fáctico, sin estarlo, 
son por antonomasia errores in iudicando, susceptibles de ser 
planteados al amparo de la causal primera. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 




54076. (21) de dos 




No es este el falso juicio, el que corresponde a la queja 
promovida por el recurrente, en la medida en que el fallador de 
segundo grado, sí tuvo en cuenta los elementos de juicio que 
probaban la paternidad del procesado de una hija menor de 
edad y el fallecimiento de la madre, solo que tales 
circunstancias, a juicio del ad quem fueron insuficientes para 
acreditar que dicha infante carecía de la asistencia de otro 






54.164. (14) de 




La censura no acredita la configuración de la modalidad 
específica de error constitutiva de infracción directa de la ley 
sustancial (aplicación indebida). Ello, por cuanto los reproches 
en los que se funda son del todo insuficientes para provocar una 
decisión diversa a la adoptada en las instancias, que la deja 






Radicación N° 48854. 
(31) de octubre de 
dos mil dieciocho 
(2018). M.P: JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
Afirma, que la sentencia se dictó en un juicio viciado de nulidad, 
por lo cual debió tener en cuenta, con base en la jurisprudencia 
de la Corte, que los motivos de ineficacia de los actos 
procesales no son de postulación libre y se hallan sometidos al 
cumplimiento de los principios que los hacen operantes (art. 310 
L. 600/00). 
Si bien la omisión denunciada en este asunto se verifica en el 
proceso, la existencia de la irregularidad, por sí sola, no 
conduce automáticamente a la invalidación del trámite, pues 
según tiene precisado la jurisprudencia de la Corte, la sola 
enunciación y eventual comprobación de anomalías que 
pudieran afectar las garantías procesales invocadas, resulta 
insuficiente para producir la invalidez de la actuación, debe, 




valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
 
                                            
210 “la censura se soporta en el alcance otorgado a las pruebas, sin que el casacionista se ocupe 
de abordar otros aspectos tenidos en cuenta por el Tribunal, como que los abuelos maternos 
hacen parte del núcleo familiar y no se tiene noticia acerca de que estén en imposibilidad de cuidar 




 Radicación 53418. 
(26) de septiembre de 




El procesado RICARDO JOSÉ TORRES MORALES, quien 
ostenta la condición de abogado y presentó la demanda, carece 
de interés para recurrir en casación el fallo de segundo grado, 
puesto que ni él, ni su defensor, recurrieron la sentencia de 
primera instancia. De manera que el sujeto procesal 
demandante incumple el presupuesto de interés jurídico para 
recurrir en casación, debido a que aceptó los planteamientos del 
fallo de primera instancia, al dejar transcurrir el término previsto 




Radicación n° 50959. 
(26) de septiembre de 
dos mil dieciocho 
(2018). M.P: LUIS 
GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Los supuestos fácticos y jurídicos que el recurrente tiene en 
cuenta en su desarrollo para mostrar la infracción directa de la 
ley atribuida al Tribunal, conciernen a otro fallo, y por tanto, sus 
consideraciones dirigidas a mutar el grado de participación de la 
procesada de determinadora a interviniente carecen de validez, 
toda vez que no pueden constituir fundamento para derruir la 
doble presunción de acierto y de legalidad de la sentencia 
atacada. 





Radicación n.° 52710. 
(26) de septiembre de 
dos mil dieciocho 
(2018). M.P: EYDER 
PATIÑO CABRERA 
Ni la defensa ni el procesado interpusieron recurso de apelación 
contra el fallo de primera instancia. Y de otra, habiendo sido 
condenado el investigado a través de sentencia anticipada, no 
podía discutirla sino por defectos relativos a la dosificación 
punitiva, la negativa del subrogado o el sustituto penal y ante 




AP 4160 – 2018. (26) 
de septiembre de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
La demandante se inclina por cuestionar la relación entre 
función y delito a partir de discutir el supuesto fáctico, lo cual 
induce a pensar que optó por la vía indirecta, pero además de 
que no indicó la clase de error, tampoco fue respetuosa del 
principio de crítica vinculante, según el cual se debe ser fiel a lo 
acontecido en el proceso y a lo expresado en la sentencia, en 




valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
Indebida 
selección de la 
causal 
AP3310-2018 
Radicación n.° 50981. 
(1º) de agosto de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Ahora, lo que no respetó la colegiatura, pero fue inadvertido por 
el libelista, es la violación al postulado de non reformatio in 
pejus, habida cuenta que, en primera instancia, el juez 
unipersonal sí tuvo como cuantía del peculado la suma de 
$6.000.000.000, presupuesto fáctico que delimitaba los términos 
de la apelación y que, entonces, fue sobrepasado por la Sala 
Penal al fijar una cantidad mayor a la señalada 
($30.000.000.000), cuya declaración judicial no había sido 
reclamada por ningún otro sujeto procesal. No obstante, dicho 
defecto carece de toda trascendencia.  
Indebida 




(29) de dos mil 
Encuentra la Sala que el casacionista no cumplió con la 
exigencia dispuesta en el artículo 183 de la Ley 906 de 2004, 
según la cual, corresponde al actor presentar “demanda que de 
Indebida 
selección de la 
causal 
                                            
211 Óp. Cita: “Dos variantes fijan la posibilidad de demandar en casación la nulidad del proceso: la 
configuración de vicios de rito o de estructura, o de garantía. Los primeros se refieren a 
irregularidades que afectan el debido proceso, principio en la cual se incluye la garantía del juez 
competente. Desde este punto de vista, entonces, si se trata de demandar en casación la nulidad 
del proceso por razón de esta causa, el recurrente está en el deber de estructurar su discurso bajo 
la causal tercera, como en efecto se hizo (artículo 207 numeral 3 de la Ley 600 de 2000), pero se 
debe denunciar el error a la manera de la causal primera, es decir, especificar si la nulidad por 
incompetencia del juez surge debido a un problema de interpretación de las disposiciones que 
definen la competencia, o debido a errores de apreciación probatoria que inciden en la aplicación 




M.P: LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
manera precisa y concisa señale las causales invocadas y sus 
fundamentos”. 
AP3138-2018 
Radicación n° 52891. 
(25) de julio de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
No reúne los requisitos para su admisión, pues aunque enuncia 
la violación directa de la ley, por errónea interpretación del 
artículo 61 del Código Penal (fundamentos para la 
individualización de la pena), y la falta de aplicación del artículo 
1º de la Ley 750 de 2002 (condición de madre o padre cabeza 
de familia), ningún cuestionamiento presenta en estricto derecho 
sobre los argumentos del tribunal a partir de los cuales asevera 
que la situación en la que se encuentra el procesado, 
corresponde a la condición de padre cabeza de familia.212 la 
demandante no acredita que el juzgador hubiera interpretado 
erróneamente el artículo 61 del Código Penal, al alejarse del 
referente mínimo del primer cuarto de punibilidad, luego de 
evaluar la mayor gravedad de la conducta, el daño real creado, 
la necesidad de la pena y la función preventiva que ella ha de 
cumplir en el caso concreto. 






(25) de julio de dos 




los errores del defensor al citar decisiones y situaciones que no 
guardan alguna relación con los hechos aquí debatidos, ni con 
el diligenciamiento surtido, por ejemplo, ubica los hechos el 26 
de mayo de 1998 y la ejecutoria de la resolución de acusación el 
22 de diciembre de 2009, cuando claramente aquí se estableció 
que una vez que el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de 
Barranquilla emitiera el 16 de agosto de 1995 sentencia en favor 
de TORRES QUIRÓZ, logró que el pago se materializara 
mediante los actos administrativos 49 y 2029 del 12 de enero y 
30 de septiembre de 1996, y 1450 del 9 de octubre de 1997, en 
tanto que la resolución de acusación emitida el 31 de enero de 
2014, adquirió firmeza el 15 de abril de la misma anualidad. 





Radicado 50425. (25) 




El censor con su cargo no censura la aplicación de una norma 
no llamada a regular el caso desde el campo netamente jurídico, 
sino que incursiona en los supuestos de hecho por los cuales se 
halló responsable a su prohijado, lo cual devendría posible sólo 
por vía de la violación indirecta de la ley y no directa como lo 
intenta. 
Indebida 




Radicado 50418. (25) 




Pese a esta aparentemente adecuada selección de la causal y 
sentido de ataque escogidos para formular el planteamiento 
implícito en ella, es lo cierto que inadvierte el actor que el tipo 
penal sucedáneo que encuentra adecuado a la hipótesis fáctica 
imputada, esto es falsedad ideológica, contempla una sanción 
privativa de la libertad de 64 a 144 meses, frente al de obtención 
de documento público falso cuya pena oscila entre 48 y 108 
meses de prisión. Por tanto, no le es dable al libelista atacar la 
sentencia en casación, cuando quiera que la hipótesis delictiva 
cuya corrección persigue, implicaría para la procesada una 
mayor drasticidad punitiva, como en este caso, toda vez que 






(30) de mayo de dos 




No es cierto, como aduce la defensa, que José Luber Llanos 
sólo haya declarado sobre el periodo en que ALEX HUMBERTO 
TELLO HOYOS fungió como contador del Hospital Nivel I de El 
Bordo. Por el contrario, su declaración se refiere a la forma 
como funcionaba el pago de tributos en todo el lapso en que el 
sentenciado estuvo vinculado con el centro hospitalario, incluida 
su estancia como tesorero de la entidad. 




                                            




Radicación n° 51792. 
(25) de abril de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
el censor eludió la amplia argumentación que expusieron los 
juzgadores sobre la credibilidad del testigo Guillermo Cuenca 
Palencia, que, según se vio, incluyó el análisis de su coherencia 
interna y la corroboración que encuentra en los demás medios 
de prueba. En lugar de expresar cuáles fueron los errores que 
dieron lugar a la condena y explicar su trascendencia en el 
ámbito del recurso extraordinario de casación, optó por expresar 
sus opiniones, con la clara intención de hacerlas prevalecer, sin 









50460. (04) de abril 





El análisis crítico de la valoración probatoria efectuada por los 
juzgadores no se bastará a sí mismo si los errores de hecho 
evidenciados no se acompasan con la demostración de que los 
medios de conocimiento apreciados por el juez no soportan la 
indemnidad de la decisión, luego que se patentiza una realidad 
distinta y determinante de un pronunciamiento contrario al 
declarado en la sentencia, es decir, que enmendado el 
ostensible absurdo emanado de la errada intelección de los 
medios probatorios, la estructura fáctica del fallo se derrumba, 
según lo exige la comprobación de la trascendencia del error 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 










51.777. (4) de abril de 
dos mil dieciocho 
(2018).  
Es artificioso pregonar, como lo hace el libelista, que al 
escrutinio probatorio aplicado por el Tribunal subyace la 
equivocada regla de experiencia consistente en que todo 
abogado laboralista que recibe poderes para reclamar 
pretensiones en ese ámbito conoce de la ilicitud de éstas. 
Semejante planteamiento no sólo no se infiere de la estructura 
probatoria en que se sustentan los fallos de instancia, sino que, 
en verdad, es muestra de la incomprensión de los motivos en 
los que se afirmó la responsabilidad penal del señor LÓPEZ 
LARA, como determinador de peculado por apropiación. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
AP1411-2018 
Radicación n.° 51423. 
(11) de abril de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Tan solo deja entrever su molestia frente a la supuesta 
insustancialidad del proveído, pero no definió en qué se traducía 
esa trivialidad y menos cómo pudo afectar el debido proceso, ya 
sea en su estructura o en alguna de las garantías debidas a su 
prohijado. No indicó la libelista qué fue lo que, de cada 
exposición, infirió o dedujo el sentenciador, cuál fue la ley de la 
lógica, de la ciencia o de la experiencia que se aplicó 
inapropiadamente, cuál sería la que, entonces, debió tener en 
cuenta y de qué forma ello se habría reflejado favorablemente a 
su representado en la decisión.  
Aunque en algún aparte del memorial, atribuyó al juez plural 
recaer en falacias, no concretó su denuncia. 
El discurso de la demandante va encaminado, simplemente, a 
exhibir su propia visión sobre lo que debió extraerse de tales 
testimonios. 











Los fundamentos fácticos de la petición invalidatoria contrarían 
el principio de corrección material que entre otros, guía el 
recurso extraordinario, habida cuenta que el juzgado al que 
correspondió el conocimiento de la acusación lo citó a la 
dirección en el municipio de Girardot que él mismo suministró en 
la audiencia de formulación de imputación y ante su no 
comparecencia a la acusación y la devolución de los 
telegramas, también le remitió comunicación a la dirección que 
registraba en la ciudad de Bogotá, tal y como se advierte en las 
planillas elaboradas por el centro de servicios judiciales que 
aparecen incorporadas al expediente. 







Radicación N° 47489. 
(28) de febrero de 




El demandante pese a plantear falta de competencia, de una 
parte, no invoca la causal tercera de casación y, de otra, acusa 
el fallo de incurrir en “infracción directa a la ley sustancial, por 
error de hecho (sic)”, proposición cuyo adjetivo contradice el 
sustantivo, toda vez que “el error de hecho”, como viene de 
verse en el numeral 4.2., es una especie de violación indirecta, 
no directa.  
no específica cómo se configuró el mencionado “error de 
hecho”, es decir, no señala concretamente si el yerro fue de 
existencia, de identidad o raciocinio.  






(31) de enero de dos 




El demandante echa en falta la aplicación de la figura del 
peculado culposo a cambio del peculado por apropiación, para 
ello acude a dos vías: la primera a través de la causal de 
inculpabilidad contemplada en el numeral 4° del artículo 40 
numeral 4° del Código Penal de 1980 denominada error de tipo; 
y la segunda al enfatizar que su asistido obró negligentemente. 
Sin embargo, ninguna de esas dos aristas las desarrolla 
adecuadamente, ya que no explica si se trataba de un error 
proveniente de culpa para arribar así al peculado culposo, 
precepto que lo permitía siempre que estuviera el delito previsto 
en esa forma conductual, ni tampoco expone en qué consistió la 
incuria o negligencia del procesado, pues sólo indica que le 
competía a la Secretaría de Vivienda y Renovación Urbana 
aclarar lo relacionado con la cesión del contrato para proceder 
al pago como lo había hecho inicialmente al cancelar el anticipo. 
Indebida 
selección de la 





Radicado N° 51788. 
(17) de enero de dos 




Yerró el casacionista ha de especificar el apartado en el cual el 
ad quem echó mano de determinado medio suasorio –dígase 
testimonio, peritación o elemento material-, que no se reporta 
existir en el expediente y a ello le dio un valor concreto en aras 
de soportar el fallo. 
No es ello, huelga sostener, lo que se extracta del cargo, en 
cuanto, no se dirige a definir que el soporte del fallo lo fue un 
elemento inexistente, sino a debatir acerca de la valoración que 
el Tribunal hizo de los efectivamente consignados, o mejor, a 




valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
AP106-2018 
Radicación n.º 51046. 
(17) de enero de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
el actor carece de interés, toda vez que, tal como se consignó 
en los antecedentes de esta providencia, el juez profirió 
sentencia anticipada, previa solicitud del defensor, avalada por 
TOVAR GUERRA. Así las cosas, desconoce que, con la 
aceptación de cargos, procesado y defensa consintieron la no 
realización del juicio y con ello renunciaron a controvertir la 
validez o el mérito persuasivo de los elementos probatorios 





(17) de enero de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
El demandante cifra la supuesta vulneración de la libertad de 
determinación de los acusados en la celebración del acuerdo, 
en una mera expectativa, aduciendo que frente a otras personas 
que ilegalmente fueron beneficiarias de incentivos dentro del 
programa de Agro Ingreso Seguro, se encuentran en trámite 
principios de oportunidad, en virtud de haberse operado una 
variación en el criterio sostenido por el ente acusador en 
relación con tales casos. 






51299. (29) de 




De ahí que al libelista se le exija acatar fielmente los principios 
de corrección material, sustentación suficiente, limitación, crítica 
vinculante, autonomía de las causales, coherencia, no exclusión 
y no contradicción que gobiernan el instrumento extraordinario y 
lo diferencian de los instrumentos ordinarios de impugnación, e 
implican reconocer que, dado el carácter dispositivo del recurso, 
la demanda que le sirve de sustento debe bastarse a sí misma, 






VIZCAYA sin reenvíos de ninguna naturaleza, y que la argumentación que 
allí se contiene posee la contundencia necesaria para propiciar 
el desquiciamiento del fallo censurado, pues a la Corte le está 
vedado suplir sus vacíos y corregir sus defectos con miras a un 
pronunciamiento de mérito, salvo que advierta la necesidad de 
superar sus defectos con el propósito de casar el fallo de 
segundo grado, cuando sea ostensible que atenta contra las 
garantías fundamentales. 
AP7148-2017 
Radicación n.° 50588. 
(25) de octubre de 
dos mil diecisiete 
(2017). M.P: EYDER 
PATIÑO CABRERA 
El jurista no puede limitarse a denunciar un error, ni a manifestar 
que es relevante, sino que, con suficiencia, está obligado a 
demostrar cuál es el efecto que produce en los demás medios 
de convicción y cómo incide en las resultas de la determinación, 
de manera que de no haberse incurrido en él el fallador habría 








Radicado N° 51321. 
(25) octubre de dos 




Los falladores en las sentencias, no fueron abordados por el 
impugnante para hacer ver algún exabrupto de raciocinio que 
los deslegitime, por lo que ante la completa ausencia de 
argumentación encaminada a verificar la existencia de algún 
tipo de vicio trascendente en el análisis probatorio del fallo, la 
crítica del demandante se convierte en un alegato de instancia 
con el que pretende imponer su particular estudio de la prueba, 
lo que necesariamente conduce a la inadmisión del cargo 
propuesto y, en general, de toda la demanda, como quiera que 
la Corte, examinado el trámite procesal y las varias decisiones 
tomadas en curso del mismo, no advierte violación trascendente 





50.530. (6) de 





Si bien el señor PIEDRAHITA LLANO fue evasivo al explicar 
detalles sobre el contrato en la indagatoria, no por ello, 
considera, puede restársele mérito suasorio a su testimonio 
rendido en el juicio, donde sí explicó pormenores del objeto 
contractual. Ello, resalta, no se trató de una “mentira de último 
momento”, como lo estimó el Tribunal, sino que “es muy 
probable” que cuando aquél fue llamado a la injurada no tuviera 
conocimiento más preciso de lo ocurrido en el contrato y que 
después se documentara al respecto. O quizás, agrega, también 
“es posible” que en su momento considerara por estrategia 




valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 




49818. (30) de agosto 





El impugnante al enseñar los criterios fácticos y jurídicos que 
desde su punto de vista se han de tener en cuenta para la 
prescripción de la acción penal, abandona lo declarado en la 
sentencia, pretendiendo que no se derive la causal de 
agravación por la cuantía y que se calcule el término conforme a 
la pena máxima imponible para el interviniente, condiciones que 
resultan completamente ajenas a lo establecido por los 





Radicación N° 50105. 
(23) agosto de dos 
mil diecisiete (2017). 
GUSTAVO ENRIQUE 
MALO FERNÁNDEZ 
Con nitidez se advierte el desatino conceptual del censor en 
punto al principio de investigación integral, la manera como éste 
puede ser vulnerado al interior del proceso penal y la forma 
debida de sustentación del error en esta sede extraordinaria, 
pues, si bien dicha garantía obliga al funcionario judicial a 
investigar tanto lo favorable como lo desfavorable al procesado, 
tal postulado no supone agotar hasta sus últimas consecuencias 
la posibilidad investigativa del instructor y del fallador, ni mucho 
menos, corroborar con otros medios lo que ya dentro de cauces 
probatorios adecuados fue demostrado, tal y como lo pretende 
el recurrente. Así, razona la Sala, siempre será posible, ad 
infinitum, argumentar la vulneración del principio de 








probatorios diferentes habrán de controvertir eventualmente lo 
que las pruebas legales, regular y oportunamente allegadas ya 
certificaron como verdad procesal. 
AP5499-2017 
Radicación n.° 50424. 
(23) de agosto de dos 
mil diecisiete (2017). 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Tal planteamiento además de contradictorio en la medida que 
niega y admite simultáneamente que solicitó el reajuste 
pensional por el que ha sido enjuiciado, contraría la realidad 
procesal ya que, por una parte, no es verdad que la judicatura 
admitiera que dicho punible se ejecutó en las fechas 
mencionadas por el libelista, pues, en realidad, tuvo lugar 
cuando se emitieron las resoluciones que ordenaron el pago de 
lo ilegalmente conciliado, en el caso de TATIS MENDOZA, el 10 
de agosto de 1998 y por otra, tampoco es cierto que hubiere 
señalado que la cuantía del ilícito era inferior a 200 s.m.l.m.v., 
pues, objetivamente, se advirtió que la suma de $55.100.000.oo, 
representaba un monto de 270.32 s.m.l.m.v. para el año 1998 . 











(24) de julio de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
Ningún argumento jurídico expuso el demandante para rebatir el 
criterio del fallador, según el cual el procesado actuó en la forma 
de participación antes señalada. Solamente adujo que su 
intervención ocurrió después de la entrega del dinero a las 
autodefensas, lo cual tampoco se corresponde con las 
conclusiones probatorias del juzgador, a cuyo tenor la labor de 
GÓMEZ ARIAS, en relación con el peculado por apropiación, 
consistió en servir de intermedio para que esa organización 






48548. (18) de julio 
de dos mil diecisiete 
(2017). M.P: JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
Si bien sostiene que juzgador dejó de considerar pruebas 
documentales de singular importancia, que de haber sido 
apreciadas habrían conducido a tener que reconocer la 
presencia de dudas insalvables sobre la realización de la 
conducta atribuida al procesado, condiciones en las cuales 
debió ser absuelto de los cargos que le fueron formulados en 
lugar de proferir en su contra declaración de condena, con lo 
cual podría entenderse que el cargo se halla correctamente 
enunciado en cuanto no solamente integra adecuadamente la 
proposición jurídica de la censura sino que acude a la causal de 
casación preestablecida por el ordenamiento para denunciar 
este tipo de desaciertos, es lo cierto que falla en el proceso de 
desarrollo y acreditación del único reparo que postula. 
Tenía por deber señalarle a la Corte qué objetivamente se 
establece de cada una de las pruebas que menciona, cuál el 
mérito que corresponde siguiendo los postulados de la sana 
crítica, y cómo su estimación conjunta con el arsenal probatorio 
que integra la actuación, da lugar a variar las conclusiones 
fácticas del fallo y, por tanto, el sentido de la parte resolutiva de 
la sentencia objeto de impugnación extraordinaria. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 




49.835. (21) de junio 
de dos mil diecisiete 
(2017). M.P: EYDER 
PATIÑO CABRERA 
El libelo que nos ocupa no satisface los requisitos mínimos que 
exige el canon 184 para su admisión, empezando porque omitió 
indicar si pretende la efectividad del derecho material, el respeto 
de las garantías de los intervinientes, la reparación de los 
agravios inferidos a estos, o la unificación de la jurisprudencia y, 
por lo tanto, no puede ser seleccionado. 





Radicación n.° 49991. 
(31) de mayo de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Propone el jurista cinco cargos y, al margen del motivo de 
casación que invoca, ninguno atiende los lineamientos mínimos 
que la jurisprudencia ha establecido para una adecuada 
postulación. Su discurso, más cercano a un simple alegato de 
instancia, no incluye una efectiva confrontación con la 
sentencia, pues, alejado por completo de lo que allí expuso el 
juzgador, hace una serie de afirmaciones y conjeturas que no 





corrección material y con amplio desconocimiento de los 
intereses de quien representa. 
Creyó, equívocamente, que el fundamento de las críticas podía 
descansar simplemente en las largas trascripciones que hizo de 
decisiones de la Corte Constitucional, sin un análisis o 
consideración propia sobre su adecuación al caso concreto. Si 
bien las citas jurisprudenciales son significativas al momento de 
confeccionar una impugnación y pueden conducir a esclarecer 
un punto determinado, tan solo son un instrumento de apoyo a 
la sustentación, la que, sin duda, corresponde elaborar al actor. 
AP3414-2017 
Radicación No. 
48051. (31) de dos 




Entonces, la postura del demandante toma como punto de 
partida un acontecer criminal diferente del señalado en las 
sentencias condenatorias, esto es, que la abogada tuvo 
disponibilidad material o jurídica sobre los bienes objeto de 
apropiación, cuando el fallo excluye esa disponibilidad para 
sostener que se trató de un determinador. el actor se equivocó 
en la selección de la causal invocada y su argumentación 
conspira definitivamente contra los presupuestos mínimos de 
lógica y adecuada argumentación que la misma debe exhibir, 
pues en realidad no evidencia un error del Tribunal, sino que 
entabla un nuevo debate en relación con el examen probatorio 
que se supone admitido en la forma como el fallador lo asumió. 
Argumentación 
insuficiente. 






(24) de mayo de dos 
mil diecisiete (2017). 
JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
El desarrollo de este ataque desatiende las exigencias de 
claridad y no contradicción que deben acompañar la 
sustentación del recurso, toda vez que el demandante invoca 
como causal de casación la segunda, que trata de la nulidad por 
afectación de la estructura del proceso o de las garantías 
debidas a las partes, pero en su fundamentación deja de lado 
este norte impugnatorio para plantear “violación directa de la ley 
sustancial” por inaplicación de una norma de derecho 
constitucional. Esta propuesta se presenta de entrada 
contradictoria, porque la violación directa de la ley sustancial es 
una causal de casación autónoma, conceptualmente distinta de 
la nulidad, que implica la materialización de un error in iudicando 
o de juicio en la selección o interpretación del derecho 
sustancial, mientras que la nulidad deriva por antonomasia de 






Radicación n° 46421. 
(26) de abril de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
a pesar de que el fallador reconoció inconsistencias en las dos 
versiones de Lina Marcela Álvarez, ellas fueron objeto de 
valoración sin que se hubiera afirmado su credibilidad, y a la vez 
negado la veracidad de sus aserciones; luego, lo realmente 
ocurrido, fue que, en el ejercicio valorativo se apreciaron las dos 
versiones vertidas en el proceso por Lina Marcela Álvarez, la 
primera, cuando declaró bajo la gravedad del juramento que el 
contrato lo firmó ella porque trabajaba medio tiempo en la 
droguería, y que el propietario (ISRAEL ALBERTO CORTÉS) no 
tuvo nada que ver en la contratación, y la segunda, durante la 
indagatoria cuando reconoció que a pesar de ser quien suscribe 
el contrato, lo hizo porque ISRAEL ALBERTO CORTÉS le pidió 
el favor de hacerlo, prometiéndole que tal acto no tendría 
ninguna consecuencia adversa para ella. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 




(26) de abril de dos 
mil diecisiete (2017). 
JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
El defecto aludido, tiene lugar cuando el juzgador se equivoca al 
apreciar una prueba que obra en el proceso, en tanto altera su 
contenido, cercenándola, adicionándola o tergiversándola. Para 
acreditarlo, es necesario que el demandante señale mediante 
un cotejo objetivo aquello que dice el medio probatorio y lo que 
de él asumió o expresó el sentenciador en el fallo; puntualizar el 
aparte omitido, añadido o trastocado y, lo más importante, 
indicar la trascendencia del yerro en la decisión censurada 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 




haciendo ver que el error condujo a la falta de aplicación o a la 
aplicación indebida de la ley sustancial correspondiente a los 
supuestos fácticos acreditados en la actuación, lo cual implica 
proponer un nuevo panorama probatorio en el que, corregido el 
yerro, la prueba debidamente valorada en conjunto con las 
demás allegadas al trámite, conduzca a modificar el sentido de 
la decisión reprochada. 
AP2345-2017 
Radicación Nº 46122. 





El actor simplemente se limitó a aventurar un criterio valorativo 
diferente e incompleto de los elementos de conocimiento 
producidos de manera legal y oportuna en el juicio, con la 
aspiración de que la Corte lo acoja como acertado, en lugar del 
ejercicio pormenorizado y detallado cumplido en la segunda 
instancia frente a los diversos medios de prueba, finalidad para 







Radicación N° 49254. 
(27) de marzo de dos 




Sin mención de la causal de casación en que se apoya enuncia 
el defensor simplemente la violación de la presunción de 
inocencia en correlación con el in dubio pro reo, transcribiendo 
al efecto extensa cita jurisprudencial y doctrinaria para luego 
trasladarla al asunto con la lacónica afirmación de que “para el 
caso que nos ocupa, hay un detalle que llama poderosamente la 
atención en las sentencias de instancia pues en este asunto no 
está demostrado fehacientemente que el señor Lozano Zamora 
haya actuado como determinador del delito que se le imputa, 
pues su única participación fue el otorgar poder a un abogado 
para que reclamara derechos laborales a los cuales argumentó 
tener derecho”. 
Indebida 




valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
AP1821-2017 
Radicación N° 47016. 
(22) de marzo de dos 




Era de cargo del impugnante delimitar cómo se allegó el medio, 
donde reposa este y qué en su contenido expreso y literal 
estima valioso, luego de lo cual ha de demostrar la 
trascendencia de la omisión, a partir del examen conjunto de los 
medios probatorios. El demandante, al respecto, se limitó a 
aseverar de manera general que el Tribunal desconoció algunos 
elementos de juicio, sin precisarlos, y apenas referenció en 
concreto la supuesta existencia de un apartado del contrato 050 
o 043, en el cual se permitía adelantar capacitación a la 
comunidad, que genere ocupación del tiempo libre. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 






AP1895 - 2017 
Radicación 49014. 
(22) de marzo de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
Al sustentar el reproche el actor omitió identificar cada uno de 
los segmentos de las mencionadas pruebas objeto del 
cercenamiento denunciado, como le correspondía hacer si 
pretendía demostrar el yerro. Advierte la Sala que, en realidad, 
se limitó a reseñar la inferencia apreciativa que, en su sentir, 
proviene de esos medios de convicción, intentando hacer 
prevalecer su criterio por sobre el del juzgador.  
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 







veintidós (22) de dos 




En este caso, el demandante alude a las causales segunda 
(vicio de actividad) y tercera (vicio de garantía) del artículo 306 
del Código de Procedimiento Penal, por no haberse definido la 
situación jurídica de la procesada antes de cerrar el ciclo 
instructivo, privándose a la defensa de la oportunidad de 
controvertir la decisión a través de los recursos e impidiéndole 
disponer de estrategias adecuadas para desvirtuar 
probatoriamente el criterio de la fiscalía. La Sala encuentra que 
esas afirmaciones del impugnante, más allá de la enunciación 









no demuestran que la irregularidad sustancial afectó garantías 
de la acusada o desconoció las bases fundamentales de la 
instrucción y el juzgamiento con entidad suficiente para 
desvirtuar la presunción de acierto y legalidad de la sentencia. 
AP1875-2017 
Radicación Nº 49851. 
(22) de marzo de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: JOSÉ LUIS 
BARCELÓ 
CAMACHO 
La Sala anticipa su decisión en el sentido de inadmitir la 
demanda de casación, toda vez que evidentemente carece de la 
idoneidad formal y material necesaria para satisfacer cualquiera 
de los fines de la casación. Lo anterior, en síntesis, porque el 
cargo no ofrece ningún argumento en contra de la sentencia de 
instancia, sino que se contrae a insistir en los mismos que 
sustentaron la apelación formulada por la defensa contra la 
decisión del juzgado. El cargo, aparte de carecer de una 
apropiada postulación, no ofrece ningún razonamiento 









Radicación Nº 49770. 
(22) de marzo de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: JOSÉ LUIS 
BARCELÓ 
CAMACHO 
Lo anterior, en síntesis, porque la postulación del cargo es 
deficiente, su desarrollo se funda en las mismas alegaciones 
formuladas en las instancias, al tiempo que discurre de manera 
confusa y desordenada, por completo alejada de los 
presupuestos argumentativos que exigen las modalidades de 
casación seleccionadas. En últimas, los escasos argumentos 
que lo sustentan solamente muestran la personal apreciación 
probatoria del impugnante, sin acreditar un yerro judicial o la 








Aprobado Acta No. 





La causal invocada –violación directa de la ley sustancial- no 
corresponde con los presupuestos de este tipo de censura, por 
cuanto el discurso del censor se funda en la crítica a las 
conclusiones del Tribunal cuando desechó el pedimento de la 








48313. (08) de dos 




La Corte, en primer lugar, encuentra evidente la contradicción y 
la ambigüedad entre lo que se postula y la forma como se 
desarrolla el cargo, en forma tal que no consigue comprender, si 
como en un momento lo afirma el demandante, la censura 
únicamente se refiere a uno de los hechos constitutivos de delito 
de peculado por apropiación consumado —según lo concretado 
en la sentencia— o si como después lo sustenta, el ataque 









46.297. (25) de enero 
de dos mil diecisiete. 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
Desde esa óptica, la Sala advierte que la censura se ofrece del 
todo inidónea para provocar una decisión sustancialmente 
diversa a la consignada en las sentencias impugnadas. Ello, por 
cuanto las premisas de refutación son inconsultas con la 
estructura probatoria y la motivación expuesta en los fallos de 
instancia. El censor, artificiosamente, presenta a la Corte una 
reseña deformatoria del orden de los fundamentos probatorios 
que sustentan la decisión, a fin de acreditar la configuración de 
los supuestos yerros. Y esto torna su refutación en infundada, 
insuficiente y desatinada para remover los cimientos 
argumentativos que soportan la declaratoria de responsabilidad 
penal en contra de ÁLVARO TERNERA ARAUJO, por el delito 
de peculado por apropiación. Un contraste entre las alegaciones 
del censor y la estructura probatoria de los fallos de instancia 
así permite concluirlo. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba 
AP455-2017 
Radicación n° 49337. 
(25) de enero de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: LUIS 
Antes que evidenciar la existencia de errores de juicio muestra 
su desacuerdo con la valoración probatoria, sin tener en cuenta 
que, en virtud de la presunción de acierto y legalidad de la 
sentencia, la disparidad de criterios y el desacuerdo con el 









éste mientras no se aparte de las reglas de la sana crítica o 
persuasión racional. 
AP457-2017 
Radicación N° 48748. 
(25) de enero de dos 




Más allá de la confusión que exhibe el censor al formular su 
demanda por la vía excepcional sin explicación alguna, cuando 
dado el origen de la sentencia y la punibilidad del delito por el 
que se adelantó el juicio, el recurso extraordinario sólo resultaba 
viable en su modalidad ordinaria, el cargo único planteado lo fue 
con sustentó en el cuerpo primero de la causal primera de 
casación, prevista en el artículo 207 de la Ley 600 de 2000 que 
corresponde a la violación directa de la ley sustancial. 
Indebida 
selección de la 
causal 
AP313-2017 
Radicación Nº 49432. 
(25) de enero de dos 




En conclusión, no será admita al resultar evidente que el 
fundamento de tal queja esta soportado en el desconocimiento 
del principio corrección material y en la interpretación sesgada 
que el demandante confiere a los fragmentos que de manera 
descontextualizada transcribió del fallo de segundo grado. 






49204. (18) de enero 





el recurrente no logra probar por qué la comparación de costos 
en el mercado que reseña el ad quem  
 
en el fallo, cuyo origen probatorio se conoce y su legalidad no la 
discute el impugnante —fue traído del proceso disciplinario 
adelantado por la Procuraduría General de la Nación, elaborado 
por funcionarios de la Dirección Nacional de Investigaciones de 
la entidad—, no fuera una información válida para arribar a la 
conclusión de que se presentaron los sobrecostos, como 
tampoco acredita el concepto de falso juicio de existencia por 
suposición, o de qué manera el histórico que dice fue 
presentado por la procesada, de no haberse omitido su 
valoración, daba una perspectiva diferente o desvirtuaba la 
prueba tomada en consideración, en lo que es de interés para el 
delito de peculado por apropiación. 
El recurrente 
pretende hacer 
valer su propia 
versión de los 
hechos y el 
mérito suasorio 
de los medios 
de prueba. 
 
Se obtuvo entonces que las principales causas de inadmisión que se observan en 
los 83 autos analizados en el período de 2017 a 2020 son213:  
 
1. Propia versión de los hechos y mérito suasorio  
2. No se indica la finalidad de la casación 
3. No hay selección de causal 
4. Causal equivocada 
                                            
213 Se puede observar las causales de inadmisión que señala GÓMEZ CASTRILLÓN, Luis Alberto. 
Óp. cit. págs. 72-79.: “El recurrente pretende hacer valer su propia versión de los hechos y el 
mérito suasorio de los medios de prueba; 2) Vulneración del principio de unidad jurídica; 3) No se 
atacan los demás medios de prueba; 4) No se indica la finalidad del fallo de casación; 5) No se 
selecciona ninguna causal de casación; 6) Indebida selección de la causal; 7) No se desarrolla un 
cargo; 8) Violación a la corrección material del fallo; 9) Falta interés para recurrir; 10) No se 
demuestra la existencia del error; 11) Falta de sustentación de la trascendencia del error; 12) 
Argumentación insuficiente; 13) Violación del principio lógico de no contradicción; 14) Vulneración 
de los principios de autonomía y relevancia; 15) Presentación de un recurso de instancia”.  
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5. Corrección material 
6. Legitimidad 
7. No se argumentó el error 
8. Argumentación insuficiente 
9. Contradicción 
 
De esta manera, se observa las principales causas de inadmisión que se 
presentan en los autos que inadmiten los libelos de casación en el delito de 





Gráfica 1. Análisis causales de inadmisión (2017-2020) 
 
Nota: elaboración propia 
 
La inadmisión de la demanda de casación no significa per sé que no exista una 
falencia en la sentencia, ni tampoco una vulneración a garantías fundamentales. 
Aunque el recurso de casación se revista del principio de limitación con una 
técnica de casación específica y desarrollada por la jurisprudencia, se puede 
observar que no hay criterios fijos en la procedencia del recurso extraordinario, 
pues la CSJ, ante situaciones parecidas en las cuales inadmite la demanda de 
casación, también ha procedido a admitir o casar oficiosamente.  
 
Para observar esto, es necesario entonces proceder en el siguiente apartado, a 
analizar las sentencias que se han casado oficiosamente a través de una línea 
jurisprudencial para verificar si se observan criterios fijos o existe una 
discrecionalidad amplia que está manejando la  CSJ para admitir o inadmitir los 




2.5. CASACIÓN OFICIOSA EN EL DELITO DE PECULADO POR APROPIACIÓN 
 
De conformidad con los principios que regulan este medio extraordinario de 
impugnación, ya abordados en precedencia, la casación oficiosa es una excepción 
al principio de limitación, en el sentido de que la Corte se encuentra limitada a la 
propuesta ofrecida por el demandante en su libelo y, por tanto, no puede tener en 
cuenta causales distintas a las planteadas por este; empero, puede abordar su 
estudio, cuando advierta nulidades o vulneración de Derechos y garantías 
fundamentales no aducidas en la demanda, para pronunciarse a fondo, esto es, de 
manera oficiosa. 
 
Sobre la aparición de este instituto en el ámbito nacional, acorde con la doctrina y 
la jurisprudencia, antes de la Constitución de 1991, concretamente en el Decreto 
409 de 1971, art. 409, el recurso de casación estaba anclado a las causales 
establecidas por el legislador, al disponer, “Limitación del recurso. La Corte no 
podrá tomar en cuenta causales de casación distintas de aquellas que hayan sido 
expresamente alegadas por las partes”; posteriormente, el Decreto Ley 050 de 
1987, art. 227 abre la brecha al establecer en el inciso 2°, una excepción al 
principio de limitación del recurso, al indicar que: “tratándose de la causal prevista 
en el numeral tercero (Nulidad), la Corte podrá declararla de oficio” y el Decreto 
2651 de 1991, artículo 51, la hizo extensiva en materia civil y laboral. 
 
Con el advenimiento de la Constitución Política de 1991, se expide el Decreto Ley 
2700 de 1991, art. 228 dispone, acorde con la protección de derechos y 
fundamentales dispuestos en la Carta, que: […] “Podrá casar la sentencia cuando 
sea ostensible que la misma atenta contra las garantías fundamentales”.  
 
Posteriormente, en la Ley 553 de 2000, como en la Ley 600 de 2000, no hubo 
modificaciones sustanciales en el tema que nos ocupa, y el legislador lo que hizo 




En la Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 3, se consagra en los siguientes términos: 
 
“En principio, la Corte no podrá tener en cuenta causales diferentes de las 
alegadas por el demandante. Sin embargo, atendiendo a los fines de la 
casación, fundamentación de los mismos, posición del impugnante dentro del 
proceso e índole de la controversia planteada, deberá superar los defectos de la 
demanda para decidir de fondo”. 
 
A su vez, el artículo 181 de la misma normatividad establece como fines del 
recurso extraordinario, que ya fueron examinados en el Capítulo Primero: “La 
efectividad del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, 
la reparación de los agravios inferidos a éstos, y la unificación de la 
jurisprudencia214”. 
 
Entonces a partir de la expedición de la Carta Política y los últimos Estatutos 
procedimentales reseñados, ha existido todo un desarrollo jurisprudencial sobre la 
casación Oficiosa, en decisiones como la del 25 de agosto de 2004. 
 
Dentro del Radicado 21819, 2004 la Corte reconoce que la presencia de errores 
de hecho por falso juicio de identidad o de raciocinio, propios de la causal primera 
de casación, cuerpo segundo, (Ley 600 de 2000) comportaba vulneración de las 
garantías debidas a los sujetos procesales, de manera que se impone casar 
oficiosamente las decisiones impugnadas.  
 
“Posteriormente, la Sala decide inadmitir demandas de casación por no 
ajustarse a las exigencias de lógica y adecuada argumentación dispuestas por 
el legislador para su admisión, pero al mismo tiempo, dentro de procesos 
                                            
214 Ley 906, 2004. Óp. cit. 
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reglados por la Ley 600 de 2000, opta por pronunciarse de fondo sobre la 
eventual violación de garantías fundamentales de los sujetos procesales215”. 
 
En tal sentido y de manera pacífica, ha sostenido que la competencia para decidir 
de manera Oficiosa, tiene como norte: 
 
“enmendar irregularidades que atenten contra los derechos fundamentales, so 
pretexto de la finalización o culminación de su competencia, máxime cuando el 
debido proceso, como máxima expresión del principio de legalidad se erige en 
garantía fundamental, lo que implicaría una actitud permisiva frente a una 
decisión injusta, sin sustento legal y por lo mismo, constitutiva de una vía de 
hecho216”.  
 
Igualmente, tiene decantado el Tribunal de casación que solo se puede dar curso 
a la demanda, cuando se trate de sentencia de segunda instancia; que haya sido 
interpuesta por quien tiene interés jurídico; que la hubiese presentado dentro del 
término legal; que la impugnación haya sido concedida por el ad quem. Con ello 
adquiere competencia para darle trámite al ataque, bien porque haya sido admitida 
la demanda por llenar las exigencias legales o porque no cumpliéndolas a 
cabalidad se hubieren superado los defectos del libelo (Ley 906 de 2004, art. 184, 
inc. 3), ora porque oficiosamente considere necesario proferir el fallo de fondo 
para proteger garantías fundamentales217. 
 
Ahora bien, en punto de Ley 600 de 2000, una vez ajustada la demanda a derecho 
por parte de la Corte, se debe correr traslado al Ministerio Público para que emita 
el concepto obligatorio, más no vinculante para la Sala. Pero cuando es inadmitida 
y la Corporación advierte una nulidad o la vulneración de derechos fundamentales 
                                            
215 Radicado 21819, 2004. Óp. cit. 
216 Auto 21862, 2005. Óp. cit. 
217 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Proceso No 28432 (20 de 
noviembre de 2007) [M.P. María Del Rosario González De Lemos] 
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de los sujetos procesales, procede la casación oficiosa, para reparar el agravio, 
sin previo pronunciamiento del Ministerio Público, por tratarse de un asunto no 
propuesto en la demanda, ni advertido por el casacionista, obliga a la Corte 
pronunciarse de manera rápida como garante de los derechos fundamentales218.  
 
Conforme al trámite previsto en la Ley 906 de 2004, que no consagra el traslado al 
Ministerio Público, en el evento en que sea admitido el libelo, la Sala debe señalar 
fecha para la audiencia de sustentación de que trata el art. 184, esto es, para que 
el demandante presente oralmente sus argumentos respecto de los cargos 
aducidos en la demanda, sin que pueda adicionarla presentando cargos nuevos y 
para que los no recurrentes tengan la oportunidad de pronunciarse con relación a 
los motivos de la impugnación extraordinaria; si es inadmitida por no cumplir 
legalmente las exigencias, la Sala puede fallar de fondo, de manera oficiosa, con 
fundamento en (Ley 906 de 2004, art. 184, inc. 3) superando los defectos del 
libelo, si advierte la vulneración de Derechos y garantías fundamentales de las 
partes e intervinientes, sin que sea necesario convocar a la audiencia, por ser a 
todas luces, improcedente un debate entre las partes, precisamente por ser una 
decisión a iniciativa propia de la CSJ como guardiana de los derechos y garantías 
fundamentales, que constituye uno de los fines del recurso y tener el deber legal 
de protegerlos, siendo éste una excepción al principio de limitación al recurso, en 
el entendido, se reitera, a la Corte le está vedado tener en cuenta causales 
distintas a las planteadas por el recurrente, sin poder corregir o complementar el 
libelo, salvo que al estudiar la demanda, advierta una nulidad o que de manera 
ostensible la sentencia viola garantías fundamentales, la Sala está obligada a 
reparar el yerro de manera oficiosa. 
 
Concluyendo, tanto en la Ley 600 de 2000 como en la Ley 906 de 2004, si la Sala 
del estudio del libelo y de la actuación procesal , sin que se encuentre subordinada 
                                            




a la admisión de la demanda, observa nulidades o violación de garantías 
fundamentales, por la presencia de errores de juicio o de procedimiento, en sus 
diferentes manifestaciones, debe recurrir a la herramienta de la casación oficiosa 
para pronunciarse de fondo, inclusive frente a demandas inadmitidas, o en 
ausencia del interés del impugnante, la Sala conserva la competencia para 
resolver de fondo, como organismo de cierre y garante de los derechos y 
garantías fundamentales de las partes e intervinientes, es decir, tiene competencia 
ilimitada, pudiendo aun casar un fallo absolutorio y proferir el de reemplazo o en 
sentido contrario o una nulidad. 
 
2.6. ANÁLISIS DE LA LINEA JURISPRUDENCIAL CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA 
 
Ante la afirmación de que la discrecionalidad judicial se encuentra inmersa en el 
Derecho Penal en igual medida que en otras áreas, es necesario explicar 
metodológicamente como se presenta la discrecionalidad judicial dentro de la sala 
de casación Penal en la CSJ colombiana.  
 
Por lo anterior, se presenta un análisis jurisprudencial para evidenciar la 
discrecionalidad que asume la CSJ ante la admisión del recurso. Para ello, se 
tomará un problema jurídico específico para delimitar la pregunta problema que 
abordará la línea, la cual versa en si procede la casación oficiosa por in dubio pro 
reo sobre la inexistencia del hecho, sobre la atipicidad, o ante la no comisión del 
hecho por parte del procesado.  
 
TEMA: ¿Procede la casación oficiosa por in dubio pro reo sobre la inexistencia del 




El interés de la gráfica radica, en determinar los cambios decisionales a lo largo 
del precedente de la Corte Suprema de Justicia, mostrando los puntos de acuerdo 
–disenso, y la regla jurídica que se determinó frente al problema jurídico.  
Gráfico 2. Determinación del problema jurídico y las providencias 
¿Procede la casación oficiosa por in dubio pro reo sobre la inexistencia del hecho, sobre 
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Para el desarrollo de la presente investigación, se tomará como referencia el 
estudio de Diego Eduardo López Medina, El derecho de los jueces, en éste se 
plantea un análisis por niveles de la línea jurisprudencial.  
 
En el análisis de la línea jurisprudencial se debe tener en cuenta que inicialmente 
se observa la gráfica de la línea jurisprudencial compuesta por dos tesis, una 
negativa, positiva y una posición intermedia. A continuación, se observa el nicho 
citacional que, para este caso particular, está constituido por seis niveles los 
cuales surgen del estudio de las sentencias a partir de la sentencia arquimédica, la 
sentencia SP-921 agosto de 2020, rad. 50.889 M.P. Gerson Chaverra Castro, 
de ésta se deriva el primer nivel del nicho, el cual se obtiene con base en la 
ingeniería inversa a través de un ejercicio de búsqueda citacional e inicia la 
identificación de las sentencias como lo son; las sentencias hito, fundadoras de 
línea, confirmadoras, contextualizadoras, dominantes entre otras. En suma, se 
forman los demás niveles del nicho en los cuales se establecen aquellas 
sentencias que se referían al estudio de la pregunta problémica.  
 
Como se observa en la estructura está compuesta de múltiples colores, cada color 
representa una sentencia que concuerda con los hechos que dan paso a la 
casación oficiosa, por ello se pude ver el mismo color repetido en varios niveles, 
esto permite observar de manera gráfica el precedente. 
 
Por su parte, la selección de las sentencias, corresponde a un ejercicio 
hermenéutico regresivo, para determinar la procedencia de la casación oficiosa 
por in dubio pro reo sobre la existencia del hecho, la atipicidad, o la no comisión 
del hecho por parte del procesado, al tomar como punto de referencia las 
citaciones de la línea jurisprudencial que desarrolla la misma Corporación. Por 
ende, se tiene que su selección corresponde a criterios comunes de la obiter dicta 





2.6.1. Clases de Sentencia y metodología de la línea, criterios 
hermenéuticos de la Corte Suprema de Justicia 
 
A partir de la sentencia SP-921 agosto de 2020, rad. 50.889 M.P. Gerson 
Chaverra Castro219 respecto de la procedencia de la casación oficiosa en la 
configuración de in dubio pro reo, es solo ante la demostración de la inexistencia 
del hecho y la no comisión del hecho por parte del procesado. Sin embargo, ante 
la duda generada sobre discusiones de tipicidad la Sala Penal desestima el 
estudio oficioso sin tener en cuenta el derecho material desde el principio de in 
dubio pro reo. 
 
La Sala de Casación Penal no toma discusiones probatorias, de tipicidad, 
culpabilidad o antijuridicidad, aun cuando observa duda en estos tópicos sin 
detenerse a realizar un estudio riguroso y proteger el derecho material en materia 
penal.  
 
Se observa entonces, que en el análisis de las sentencias de casación oficiosa, 
pueden manejarse dos tesis:  
 
1. Tesis negativa: No procede la casación oficiosa en la configuración de la in 
dubio pro reo ante la inexistencia del hecho, la atipicidad, o la no comisión del 
hecho por parte del procesado 
                                            
219 LÓPEZ MEDINA, Diego. Óp. cit. “El punto arquimédico es una sentencia con la que el 
investigador tratará de dar solución a las relaciones estructurales entre varias sentencias; Su 
propósito fundamental será el de ayudar en la identificación de las sentencias hito de la línea y su 
sistematización en un gráfico de la línea; Consiste en el estudio de la estructura de citas del punto 
arquimédico” […] “Estas citas tenían, pues, un propósito predominante conceptual o retorico, los 
patrones facticos de las sentencias citadas con frecuencia no tienen nada que ver con el caso 
nuevo. Con el triunfo de la disciplina de precedentes, las citaciones internas que hace la Corte 
tienden cada vez más a restringirse a fallos anteriores que sean analogizables por hechos al caso 
ahora que se decide; Esto significa que la citación interna busca ahora el valor precedencial del 
fallo anterior y no su valor conceptual” 
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2. Tesis positiva: SI procede la casación oficiosa en la configuración de in 
dubio pro reo ante la inexistencia del hecho, atipicidad y la no comisión del hecho. 
 
Tesis negativa: SP- 25108 noviembre de 2006, SP-29117 julio de 2008, SP-26055 
septiembre de 2008, SP-31362 mayo de 2009, SP- 33716 febrero de 2011, SP-
1704 mayo de 2013, Rad. 39.220, SP-36.102 junio de 2013, Rad. 39.220, SP-
10299 agosto de 2014, Rad. 40.972, SP-6559 diciembre de 2015, Rad. 45824. 
SP-16332 noviembre de 2016, Rad. 40.843, AP-5151-2016, agosto de 2016, Rad. 
48204, SP-9379 junio de 2017, Rad. 45.495, SP-17004 mayo de 2019, Rad. 
52.700, SP-17004 mayo de 2019, Rad. 52.700, SP-4659 octubre de 2019, Rad. 
49789, SP-2073 agosto de 2020, Rad. 52.227. 
 
El análisis jurisprudencial arroja una tendencia de dieciocho (18) sentencias que 
no proceden a casar de forma oficiosa de veintinueve (29). Se tiene un sesenta y 
dos por ciento (62%) de sentencias que logran llegar al estudio de un magistrado 
ponente sin que realice un análisis a profundidad sobre la posible configuración 
del principio de in dubio pro reo, que como expresa la misma Corporación “los 
medios probatorios han de llevar al conocimiento del juez, más allá de toda duda 
razonable 220”.  
 
La negación del juez en sede de casación, de realizar un estudio riguroso en 
discusiones de tipo probatorio donde pueda configurarse el in dubio pro reo, es en 
igual modo el desconocimiento del precepto 381 del Estatuto  Procesal Penal, Ley 
906 de 2004, que indica el pleno conocimiento para condenar y de paso, la 
violación al artículo once (11) de la Carta Internacional de Derechos Humanos que 




                                            
220 Ley 906, 2004, art.372. OP. cit. 
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Las razones para el desconocimiento de la garantía fundamental que consagra el 
in dubio pro reo se sustenta, según la Corporación en las siguientes subreglas: 
 
- Procede la casación oficiosa es cuando la CSJ advierte un error en el monto 
de la pena principal o accesoria, realizando el conteo acorde a los estipulado en el 
líbelo del casacionista. 
- Se da prioridad al principio de limitación y a una rigurosidad en la técnica 
casacional sin realizar un estudio minucioso legal y constitucional de la sentencia 
que ha llegado a la CSJ para revisar si efectivamente se ha vulnerado garantías 
fundamentales.  
- Cuando el procesado se allana a la imputación, se tiene por consecuencia 
que la sentencia sea condenatoria sin acreditar ni materializar la culpabilidad de 
éste.  
- Cuando se demuestre inexorablemente la inexistencia del hecho, la 
atipicidad, o la no comisión del hecho por parte del procesado se procede al 
estudio oficioso, la simple duda no es causal de casación oficiosa. 
 
Por el contrario, el veintisiete punto cincuenta y ocho por ciento (27.58%), son 
sentencias que han procedido a la casación oficiosa para la garantía del in dubio 
pro reo, sin embargo, el estudio oficioso depende exclusivamente de demostrar 
inexorablemente, en discusión probatoria, la inexistencia del hecho, atipicidad, o la 
no comisión del hecho por parte del procesado. Si la condición de inexorable no se 
demuestra, aún con duda, se aplica la condena, sin realizar un estudio más 
detallado de la exposición del libelista y, por ende, con contradicción a la 
presunción de inocencia.  
 
Con todo, la línea jurisprudencial arroja una tendencia, por demás rigurosa, al 
priorizar la técnica casacional. La garantía de in dubio pro reo solo procede de 
forma oficiosa en aquellas sentencias que demuestran inexorablemente la 
inexistencia de la conducta, la atipicidad y la no comisión del hecho. Sin embargo, 
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cabe la pregunta al qué sucede cuando el libelista logra demostrar, si quiera duda 
razonable ante aquellas discusiones. No se aplica la garantía in dubio pro reo, el 
juez en sede de casación desconoce la duda y nuevamente la presunción de 
inocencia.  
 
Como tesis afirmativa en si procede la casación oficiosa en la configuración de in 
dubio pro reo ante la inexistencia del hecho, atipicidad y la no comisión del hecho 
se tiene las siguientes sentencias: SP-31531 mayo de 2009, SP- 31280, julio de 
2009, SP-35331 13 de junio de 2012, SP-2940 marzo de 2016, Rad. 41760, SP-
4131 abril de 2016, Rad. 43.12, SP-6700 mayo de 2016, rad. 40105, SP-4815 
noviembre de 2019, Rad. 49332 y SP- mayo de 2020, Rad. 49906. 
 
Las sentencias que presentan una tendencia hacia la tesis afirmativa proceden a 
salvaguardar la garantía al debido proceso, libertad personal, legalidad de la pena, 
entre otras; mas no procede de la aplicación in dubio pro reo tendiente a la 
absolución del procesado por duda razonable, al omitir discusiones de orden 
probatorio y sustancial. Se da prevalencia, entonces, al principio de limitación sin 
realizar un estudio minucioso legal y constitucional de la sentencia que ha llegado 
a la CSJ para revisar si efectivamente se ha vulnerado garantías fundamentales. 
 
El indubio pro reo en la tesis afirmativa no tiene cabida ya que la subregla se 
encuentra en si demostró inexistencia del hecho, atipicidad y la no comisión del 
hecho. No se tiene en cuenta duda razonable en estas discusiones para proceder 
de oficio a estudiar el caso concreto y mucho menos se pronuncia en que 
situaciones se logra demostrar o no, advirtiendo una discrecionalidad por parte de 
la Corte Suprema de Justicia. Y es que: 
 
“Así, ha habido una constitucionalización del Derecho Penal porque tanto en 
materia sustantiva como procedimental, la Carta incorpora preceptos y enuncia 
valores y postulados-particularmente en el campo de los derechos 
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fundamentales - que inciden de manera significativa en el Derecho Penal y, a la 
vez, orientan y determinan su alcance; Esto significa entonces que el Legislador 
no tiene una discrecionalidad absoluta para definir los tipos delictivos y los 
procedimientos penales, ya que debe respetar los derechos constitucionales de 
las personas, que aparecen así como el fundamento y límite del poder punitivo 
del Estado. Fundamento, porque el ius puniendi debe estar orientado a hacer 
efectivos esos derechos y valores constitucionales; y límite, porque la política 
criminal del Estado no puede desconocer los derechos y la dignidad de las 
personas221”. 
 
Las garantías fundamentales, por tanto, son transversales en cualquier figura 
jurídica, incluso en el recurso extraordinario de casación y su principio de 
limitación de cara a la limitación del poder punitivo del Estado. La discrecionalidad 
que se observa en el análisis de los autos estudiados y la línea jurisprudencial 
permiten observar un aumento sobre el límite del margen de discrecionalidad del 
juez casacionista que se le permite, pues en algunas de las sentencias de la Corte 
Suprema de Justicia de manera oficiosa (SP 12103, 2016; Rad: 46086; SP 1038 – 
2018; Rad: 49433; SP 3724 – 2018; Rad: 51389; SP2339-2020; Rad: 51444.). Se 
observa que la Corporación no tiene criterios el estudio oficioso, sino que, por el 
contrario, se encuentra que la oficiosidad se limita exclusivamente a la dosificación 
de la pena y a temas muy limitados sin tener en cuenta que las garantías 
fundamentales no deben tener restricciones. No solo se debe realizar una 
acotación al in dubio pro reo y su inaplicación en sede de casación, sino que 
también debe la sala penal observar la verdadera materialización del Derecho 
Penal Sustancial y las garantías fundamentales que son transversales en cada 
decisión judicial, se requiere entonces, una corrección del discurso jurídico de la 
casación oficiosa.  
 
                                            
221 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Expediente D-658. (9 de febrero de 1995). [M.P. 
Alejandro Martínez Caballero] 
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En efecto, a través del análisis jurisprudencial se puede observar que existe una 
discrecionalidad técnica que faculta al magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia, a inadvertir posibles vulneraciones de garantías fundamentales que 
sobrepasa el límite de discrecionalidad permitido. Es, por tanto, necesario estudiar 
la discrecionalidad que se observa ante la oficiosidad de la casación por parte de 
los magistrados en sede de casación.  
 
2.7. DISCRECIONALIDAD JUDICIAL EN MATERIA PENAL  
 
En precedencia, la Corte Suprema de Justicia ha fijado ampliamente las reglas 
técnicas para la procedencia del recurso extraordinario de casación a lo largo de 
su jurisprudencia. Este desarrollo se debe al postulado transversal del Derecho 
Penal desde Beccaria222, la legalidad como principio fundamental.  
 
El principio de legalidad buscaba que las sanciones no fueran inhumanas, sino 
que se aplicara proporcional al delito que se había cometido223, la idea ha sido 
propulsada por una conexión inexorable a la norma, de allí el apotegma “nullum 
crimen, nulla poena sine lege”. 
 
La Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano incluyen el principio 
de legalidad en los artículos 7 y, así:  
 
“Artículo 7: Nadie puede ser acusado, detenido ni encarcelado fuera de los 
casos determinados por la ley y de acuerdo con las formas por ellas prescritas. 
Serán castigados quienes soliciten, ejecuten o hagan ejecutar órdenes 
                                            
222 BECCARÍA, Cesare. De los delitos y de las penas. Bogotá: Editorial Temis, 2013. págs. XVII y 
18. Beccaría rechazó firmemente la idea de que la pena tuviera fines expiatorios. 
223 Dentro de sus postulados también estuvo la igualdad de las sanciones. Decía: “Si se destina 
una pena igual a los delitos que ofenden desigualmente la sociedad, los hombres no encontrarán 




arbitrarias. Todo ciudadano convocado o requerido en virtud de la ley debe 
obedecer al instante; de no hacerlo, sería culpable de resistir a la ley224”. 
 
“Artículo 8: La ley no debe establecer más penas que las necesarias, y nadie 
puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida y promulgada con 
anterioridad al delito, y aplicada legalmente”.225 
 
Su trascendencia se ve inmersa en diversas constituciones del mundo. La 
Constitución de 1991, en Colombia no es la excepción, la Corte Constitucional 
colombiana ha expresado que  la legalidad tiene una posición central en la 
configuración del Estado de derecho, pues es rector del ejercicio del poder y rector 
del derecho sancionador226.  
 
2.7.1. Discrecionalidad judicial 
 
La discrecionalidad es la facultad que tiene el juez de elegir entre varias 
soluciones posibles jurídicamente sin desconocer la legalidad. Así lo señala 
García Amado: 
 
“El propio Derecho le deja al juez márgenes para que éste elija entre distintas 
soluciones o entre diferentes alcances de una solución del caso; así pues, si 
hay discrecionalidad significa que al juez las soluciones de los asuntos que 
decide no le vienen dadas y predeterminadas enteramente, al cien por ciento, 
por el sistema jurídico, sino que éste, en medida mayor o menor, le deja 
                                            
224 Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789.  
225 Ibid. 
226 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencias C-710 (5 de julio de 2001) [M.P. Jaime 
Córdoba Triviño] y C-530 (3 de julio de 2003) [M.P Eduardo Montealegre Lynett] 
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espacios para que escoja entre alternativas diversas, pero compatibles todas 
ellas con el sistema jurídico227”. 
 
Lifante, por su parte señala que “resulta prácticamente unánime la idea de que la 
discrecionalidad implica un cierto margen de libertad en la toma de decisiones228” 
y esto es resultado de la limitación que tiene la ley al no poder contemplar todas 
las situaciones fácticas que discurren en la realidad. Al final, el debate jurídico no 
ofrece siempre una sola repuesta, por el contrario, el Derecho admite la legalidad 
de distintos resultados todos con base a una argumentación jurídica, Aulius Aarnio 
indica: 
 
“En el fondo, el debate se centra en si el Derecho suministra siempre una única 
respuesta correcta, tesis de la completitud del Derecho o, por el contrario, se 
presentan eventos en los que o existen diversas soluciones jurídicas para un 
mismo supuesto o no existe ninguna solución jurídica para un asunto 
determinado, lo que implica, en ambos casos, que el juez deba escoger entre 
alternativas determinadas por criterios extrajurídicos” 
 
El debate jurídico lo precede el papel del juez, quien debe analizar las teorías 
presentadas y tomar la decisión acorde a derecho. Sin embargo, en situaciones 
complejas de resolver, existen limbos que no son desarrollados plenamente por la 
ley y es allí cuando el funcionario judicial debe resolver entre varias situaciones 
posibles con criterios extrajurídicos.  
 
Por tanto, la discrecionalidad judicial es la posibilidad que tiene el operador jurídico 
de elegir entre varias opciones jurídicas viables para la solución de un caso 
concreto. Virgolini y Silvestroni señalan que la discrecionalidad judicial está: 
                                            
227 GARCÍA AMADO, Juan Antonio. ¿Existe discrecionalidad en la decisión judicial? En: Isegoría, 
2006. (35), 151-172. 
228 LIFANTE VIDAL, Isabel. Dos conceptos de discrecionalidad jurídica. En: Revista Doxa (25), 




[…] “Representada por una serie de espacios de decisión que suelen ser 
llenados con la llamada discrecionalidad de los Jueces, término que intenta 
describir un ámbito en el que reina un conjunto de poderes y facultades no 
sometidas a regulación, y por lo tanto sometidas exclusivamente al criterio del 
Juez; en ese ámbito no hay reglas que contribuyan a orientar ese criterio, salvo 
cierta remisión, a veces, a los usos y costumbres de la función229”. 
 
La resolución de un caso concreto puede acomodarse fácticamente a las 
disposiciones jurídicas de manera parcial y, por ende, el operador jurídico 
encontrará un espacio discrecional, el cual lo facultad para elegir varias opciones 
posibles. Lifante230 señala que la discrecionalidad judicial se centra en dos 
aspectos:  
 
1. La elección entre varias alternativas, es decir, elegir entre dos o más cursos 
de acción 
2. La ausencia de estándares jurídicos aplicables, “Donde termina el derecho 
comienza la discrecionalidad” y así podemos afirmar sobre el particular que 
discrecionalidad es: ausencia de regulación para determinados casos. 
 
La génesis del debate discrecional parte de las directrices del positivismo y el ius 
naturalismo. Por su parte, el positivismo desde las obras de Hart y Kelsen, 
asumen que hay derecho en cuanto no se ha concebido bajo una norma legal, en 
donde el jurista estrictamente se limite al texto, entendiendo la norma como una 
premisa mayor, los hechos como una premisa menor y la conclusión referente a la 
consecuencia dispuesta por la norma. Este modelo positivista se estructura en 
                                            
229 VIRGOLINI, Julio y SILVESTRONI, Mariano. Unas sentencias discretas. Sobre la 
discrecionalidad judicial y el Estado de Derecho. En: Revista Justicia para crecer: revista 
especializada en justicia juvenil restaurativa. (2),2006 
230 LIFANTE VIDAL, Isabel. págs.422-425  
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aras de revestir el derecho como ciencia,231 donde se entiende que no tiene 
cabida la discrecionalidad judicial. 
 
Hart232 realiza una propuesta positivista donde se permite la discrecionalidad 
judicial al comprender la limitación de la norma para comprender todas las 
situaciones fácticas. Sin embargo, esta propuesta es ampliamente criticada por 
Dworkin, quien señala que el derecho debe rechazar de plano la discrecionalidad 
bajo el entendido, que el derecho resulta ser una completitud, aunque la norma no 
puede abarcar todas las situaciones fácticas, se encuentran los principios que 
pueden ser usados en la resolución de un caso difícil233 así: “Lo que es incompleto 
no es el derecho, sino la imagen que el busca qué positivista tiene de él234” 
 
2.7.2. La discrecionalidad judicial penal 
 
La discrecionalidad en el Derecho Penal ha sido ocultada a lo largo de los años 
bajo la premisa que el derecho punitivo se considera una ciencia y, esto se explica 
a raíz de la necesidad de que el Derecho Penal sea lo más objetivo posible por 
detentar el poder punitivo del estado en la privación de la libertad. Sin embargo, de 
igual forma, la rama penal pende de la concepción de derecho y de los problemas 
que a éste refiera, por ejemplo, el debate de discrecionalidad que ha existido por 
décadas.  
 
                                            
231 VIGO, Rodolfo Luis. Interpretación Jurídica (Del modelo Iuspositivista legalista decimonónico a 
las nuevas perspectivas. Buenos Aires: Ed. Rubinzal Culzoni, 1999. págs. 19 y ss. 
232 SEGURA MARTÍNEZ, Ana Laura. Apuntes sobre la discrecionalidad en la aplicación judicial del 
derecho. En: Revista Derecho en libertad. (4). 2006. “Este artículo es un extracto de la tesina 
titulada La Discrecionalidad Judicial: Elementos para su Análisis que, para obtener el grado de 
Maestro en Derecho Público, el marco conceptual que rodea al tema encuentra su fundamento y 
despliegue a partir de las críticas al paradigma del positivismo legalista en lo referente a su 
postulado sobre la completitud del sistema jurídico en relación a la previsión fáctica contenida en 
sus textos normativos” 
233 DWORKIN, Ronald. “Casos Difíciles”. En: Los derechos en serio. Barcelona: Planeta, 2007. p. 
81 
234 Ibid. p 106 
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En la actualidad, existen varias teorías de la teoría del delito, entre las cuales se 
desatacan la de Claus Roxin sobre el funcionalismo moderado del derecho penal; 
Jakobs con su perspectiva funcionalista y Ferrajoli, con el garantismo235. Todas 
estas, tienen claras diferencias, pero asumen posturas sobre la aceptación de la 
discrecionalidad judicial.  
 
Ahora bien, la discrecionalidad en materia penal difiere de otras áreas por su 
natural de ultima ratio, como medio que detenta el poder punitivo del Estado para 
privar de la libertad a una persona. La sanción penal, debe estar sujeta a estrictas 
reglas normativas para su procedencia y la discrecionalidad tan solo es aplicable 
por el juez en un área de penumbra.  
 
El derecho penal, luego de superar el tiempo monárquico, y con la publicación de 
la obra “De los Delitos y de las Penas”236 de Cesar Becaría, acogió el principio de 
legalidad como su máxima expresión de la adhesión inexorable a la norma, en 
donde de manera precisa y clara se define qué constituye delito.  
 
Sin embargo, la idea de tener un Derecho Penal con un rigorismo científico 
marcado y delimitado queda supeditada a la aceptación de una discrecionalidad 
judicial en el Derecho Penal. Esto se da, por la misma doctrina de la filosofía 
general del derecho, pues el Derecho Penal no es ajeno a la diferencia entre el 
derecho que es y el que debe ser. 
  
Las teorías modernas comprenden de una lógica propia, muy bien desarrollada; 
los ordenamientos jurídicos gozan de poner en escena un procedimiento claro en 
                                            
235 Sobre el particular véase: SCHELLER D´ANGELO, André. El alcance de la discrecionalidad 
judicial en el derecho penal contemporáneo. Universidad de Salamanca. Tesis doctoral, 2016. p. 
124 “A tal efecto, se hace referencia a los profesores Claus Roxin como representante del 
funcionalismo moderado del Derecho penal, Günther Jakobs en su visión radical funcionalista y 
Luigi Ferrajoli en lo que respecta al garantismo. Lo que motiva su escogencia, es la fidelidad de la 
doctrina al seguir sus tesis y defenderlas, presentándolas en contraste a sus infinitas, pero en 
definitiva aparentes diferencias” 
236 BECARIA, Cesar. De los delitos y las penas. 1764 
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el papel y acorde a nivel teórico. Sin embargo, ninguna teoría ha podido erradicar 
el margen de “penumbra” que puede llegar a encontrar el juez penal ante del 
desarrollo de un caso. La dicotomía de lo que debe ser el derecho y es, sigue 
existiendo incluso en materia penal, por tanto, ocultar la discrecionalidad en el 
campo punitivo, sería ir en contra de la misma teoría del delito que propugna por 
revestirse de ciencia y sistematicidad, en cuanto el camino científico es arduo para 
evitar las áreas de penumbra que deja la ley.  
 
Aunque se precise de normas penales claras, estrictas y necesarias y de una 
teoría propia, resulta un imposible reducir condiciones fácticas a elementos 
normativos del lenguaje. La norma jurídica no puede abarcar infinidad de 
realidades que pueden surtirse, lo cual impide concebir el Derecho Penal como 
una ciencia. 
 
Puede afirmarse, tanto en el análisis de los autos que inadmiten la demanda de 
Casación y las sentencias de Casación Oficiosa sobre el delito de Peculado por 
Apropiación, que existe una ausencia de criterios que permitan formar una clara 
línea jurisprudencial donde se acepte la demanda oficiosamente, pues en muchas 
ocasiones los contenidos fácticos son parecidos pero la procedencia de la 
demanda es muy disímil.  
 
La CSJ está observando criterios extrajurídicos que no son propios de la técnica 
de casación, pues se inadmiten la mayoría de demandas de casación por criterios 
que no son claros ya que, en otras ocasiones, si procede el libelo. Así, al ser el 
máximo órgano de la administración de Justicia, se reviste de libertad para optar 
por decisiones jurídicas, sin embargo, es menester que se acoja una libertad 




La discrecionalidad se observa desde el concepto de libertad, Berlín237 señala que 
hay dos tipos de libertad: negativo, cuando se actúa sin que sea obstaculizado por 
otros; positivo, se actúa de acuerdo a las reglas que se autoimpone. Por tanto, 
indica que se ve desde los conceptos de permiso y responsabilidad. Así, la Corte 
Suprema de Justicia debe optar por el criterio de responsabilidad, optar por una 
libertad acordé con las reglas que se autoimpone la Corporación y no, de una 
libertad negativa, sin obstáculo en la procedencia del recurso extraordinario. 
 
Ahora bien, la concepción de discrecionalidad dentro del ámbito penal observa 
una “discrecionalidad política o de oportunidad”, es decir, la posibilidad que tiene 
el operador jurídico de acudir a elementos jurídicos externos para aplicarlo a un 
caso concreto. Este concepto del Derecho Penal se entiende más desde el punto 
de vista criminológico y se le asigna un papel político en aras de conseguir la 
finalidad de prevención, investigación y represión a la criminalidad.  
 
Específicamente en la técnica de casación, se habla de discrecionalidad técnica o 
interpretativa y, es que presupone para la sala de la CSJ, quien recibe la demanda 
de Casación, una valoración de la sentencia con el propósito de verificar si se 
ajusta o no a derecho. La discrecionalidad técnica nos señala la procedencia del 
recurso extraordinario de casación, sobre todo, si procede la acción penal de 
casar la sentencia, por mérito o de Oficio. 
 
Para Scheller, quien señala que existe el concepto de poder inmerso en la 
discrecionalidad en dos sentidos:  
 
“1) La eventualidad de decidir entre varias alternativas o lo que bien suele 
denominarse, poder en sentido deóntico o relativo a normas regulativas, 
                                            
237 BERLIN, Isaiah. “Dos conceptos de Libertad” En: Cuatro ensayos sobre la libertad. Traducción 
de Julio Bayon, (Original de 1958) Madrid: Ed. Alianza, 1988. Conferencia inaugural de la cátedra 




diferentes de las normas no regulativas o constitutivas que instituyen cómo se 
producen cambios institucionales o normativos. El sistema jurídico ni permite ni 
prohíbe al órgano decisor llevar a cabo la acción—nos lleva al sentido de 
libertad negativa; 2) La delegación de un determinado poder de decidir. 
Mediante reglas constitutivas el ejercicio de un poder, implica discrecionalidad 
jurídica. Con lo anterior cabe la pregunta ¿es discrecional el juez cuando dicta 
una sentencia? 238”. 
 
La Corte Suprema de Justicia es la máxima autoridad de la rama judicial en 
Colombia, el poder máximo de la administración de Justicia. Por tanto, además de 
ser la máxima autoridad también se reviste de un margen discrecional, es decir, en 
este caso específico, la discrecionalidad está revestida del concepto de poder que 
se traduce en la potestad que tiene la CSJ, al decidir la procedencia de la 
casación oficiosa, pues la mayoría de este tipo de libelos son inadmitidos 
mediante autos por argumentación insuficiente cómo se señaló en el apartado 





                                            




PRINCIPIO DE LA REALIDAD SOCIAL COMO CORRECCIÓN MORAL AL 
DISCURSO DE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE CASACIÓN OFICIOSA 
 





Como se observó en el capítulo anterior, la procedencia del recurso de casación 
de manera oficiosa no se sujeta exclusivamente a la técnica casacional por parte 
del libelista, por el contrario, se exige una técnica en extremo rigurosa debido a la 
alta carga laboral de la Sala Penal que desencadena en una discrecionalidad 
sobre la aplicación de forma Oficiosa del recurso extraordinario. Resulta entonces 
necesario, establecer una solución al caso expuesto y para ello, el siguiente 
capítulo resuelve el problema de investigación, a través de la creación del principio 
de realidad social que debe tener en cuenta el juez casacionista para materializar 
la protección de garantías fundamentales en forma Oficiosa.  
 
Para el desarrollo del objetivo previsto, se parte de la tesis de la doble naturaleza 
del derecho propuesta por Alexy, la cual afirma la existencia de una naturaleza 
fáctica que tiene como fundamento último la coerción, frente a una naturaleza 
ideal o critica, que tiene como base un presupuesto de corrección del derecho.  
 
La propuesta teórica toma como eje central la función del Juez de Casación a la 
hora de analizar la procedencia del recurso de casación de manera oficiosa, 
específicamente en el delito de peculado por apropiación, en el cual debe conciliar 
la naturaleza fáctica del derecho y la naturaleza ideal, es decir, ponderar el 
rigorismo en la técnica casacional representado bajo el principio de limitación, 
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contrapuesto con la naturaleza intrínseca del recurso extraordinario representada 
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3.1. LA DOBLE NATURALEZA DEL DERECHO PROPUESTA POR ROBERT 
ALEXY 
 
Al preguntarse si en realidad la falta de técnica casacional es la principal causa de 
la admisión del recurso, la respuesta encuentra la negativa al hallar causas que 
refieren a la alta tasa de demandas de casación que presentan y no pueden ser 
estudiadas a profundidad, presentándose una sobrecarga laboral en la sala penal 
de la Corte Suprema de Justicia. Sumado a lo anterior, se presenta una deficiencia 
en el estudio de discusiones de ámbito procesal, sustancial y probatorio239 que 
puedan advertir un menoscabo ostensible a garantías fundamentales del 
procesado ante la procedencia de la Casación oficiosa.  
 
Como se ha señalado, la oficiosidad de la Corte, se presenta como excepción al 
principio de limitación, en donde se materializa constitucional y legalmente, un 
espacio acorde a la protección de garantías fundamentales por parte de la alta 
Corporación en casos donde existan errores in procedendo e in iudicando para 
decretar de manera oficiosa nulidades o casar parcial o totalmente la sentencia 
que ha sido impugnada.  
 
La prerrogativa que ostenta la Corte Suprema de Justicia para superar defectos 
del libelo de casación proviene del amparo constitucional, legal y convencional de 
garantías fundamentales que se sobreponen sobre tópicos procesales en virtud de 
la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal. La materialización de 
garantías fundamentales es de obligatorio cumplimiento aún en sede de casación 
máxime cuando el Derecho Penal despliega la ultima ratio. 
  
                                            
239 PABÓN GÓMEZ, Germán. De la casación penal en el sistema acusatorio. Óp. cit. p. 624. “Con 
esta dualidad proteccionista, la casación penal se erige en el máximo espacio jurisdiccional de 
amparo constitucional, convencional y legal que se efectúa a las sentencias de segundo grado a 
fines reales de la prevalencia de lo debido sustancial, debido procesal y debido probatorio”. 
219 
 
El estatuto penal no fue la excepción a la protección de garantías fundamentales y 
a través de la figura de la casación oficiosa materializó la excepción al principio de 
limitación. Su observancia, deja entrever un estatuto que atiende los postulados 
constitucionales y supraestatales, al institucionalizarse a través de un concepto 
material de justicia propio de la ley.  
 
Sin embargo, más allá de un estudio que verifique el alcance del estatuto penal en 
contraste con los postulados constitucionales y convencionales, interesa observar 
cómo dentro de la positivación y legalidad de las normas jurídicas penales, 
constitucionales y supraestatales, se atiende a un concepto uniforme de justicia 
material, que se convierte en la causa principal de materializar estas normas 
jurídicas con un sentido protector de garantías fundamentales. Existe entonces, un 
discurso jurídico propio y uniforme que logra un consenso con fundamento en la 
coerción y en un concepto de justicia propio y unificado.  
 
La justicia no ha tenido una definición consensuada, más bien ha sido un tema 
que trae consigo problemas filosóficos de gran magnitud. No es lo mismo el 
concepto de justicia desde el punto de vista del abogado que inicia una pretensión, 
al del papel que debe ejercer el juez. Esta situación representa que el concepto de 
justicia que ha venido desarrollando el estatuto penal difiere, en igual medida, de 
la realidad social que acude a estas normas jurídico-penales.  
 
Esta institucionalización que representa la positivización de las normas bajo el 
presupuesto de coerción entiende un concepto de justicia que difiere en muchas 
ocasiones de la realidad social. Sin embargo, nace la pregunta de si el derecho 
debe observar en dicha institucionalización el concepto de justicia de quienes se 
les aplicará dicha norma jurídica. Este problema, que ha sido desarrollado a través 
de varias décadas en la solución de la distinción entre moral y derecho, se 
presenta en la discusión de cómo el juez casacionista debe tener en cuenta uno 
que atienda la realidad social para la procedencia de la casación de manera 
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oficiosa, ya que, aunque la justicia que pretenda la ley positivizada sea distinta al 
querer de quien pretende a través del libelo casacionista, debe existir un mínimo 
de reflejo de aceptación de la justicia de aquellas normas que representan el 
querer de una realidad social.  
 
En el centro de la filosofía de Robert Alexy se encuentra la tesis de la doble 
naturaleza del derecho como consecuencia de la institucionalización de la razón 
práctica240. La teoría afirma que existe una naturaleza fáctica y una naturaleza 
ideal o crítica. La naturaleza fáctica encuentra su base en la institucionalización 
del derecho, es decir, su fijación en la legalidad con base en la eficacia social, 
mientras que la naturaleza ideal del derecho encuentra un contenido moral que 
tiene como base un postulado de corrección.  
 
La teoría de Alexy pretende conciliar aquella bifurcación entre derecho y moral, 
atendiendo a un criterio pacifista. Esto se da, bajo el entendido en que la legalidad 
y la positivización deben contener un mínimo de aceptación para quienes rige, lo 
que se denomina una eficacia social.  
 
Alexy señala que “la tesis de la doble naturaleza del derecho es todavía 
indeterminada y formal, pero adquiere un contenido concreto y una estructura 
clara cuando se desarrolla en un sistema241”. Este sistema será en el marco de la 
admisión del recurso de casación de manera oficiosa por parte del juez 
casacionista, que se desarrollará bajo la idea rectora de la institucionalización de 
la razón242 que se desarrolla en tres pasos, los que se desglosan a continuación: 
 
 
                                            
240 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Op. cit. 
241 Ibid. p. 25 
242 ALEXY, Robert. La institucionalización de la razón. Persona y Derecho, 2000. vol. 43, pp. 217-
249. ISSN 0211-4526. p. 217 y ss. 
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3.2. CORRECIÓN Y DISCURSO DE LA CASACIÓN OFICIOSA. 
 
3.2.1. La pretensión de corrección en la admisión de la casación: el 
planteamiento de la pretensión 
 
Alexy señala que la naturaleza ideal del derecho tiene una pretensión de 
corrección la cual se precisa mediante tres preguntas básicas, ¿qué significa que 
el derecho plantea una pretensión? ¿Qué se entiende por necesidad de la 
pretensión? Y ¿cuál es el contenido de dicha pretensión de corrección?243 Las 
cuales se responderán de acuerdo a la necesidad de corrección de la Casación 
Oficiosa.  
 
El significado de que el derecho plantee una corrección puede provenir de 
cualquier persona, siempre y cuando sea participe de un sistema jurídico; el 
siguiente trabajo que se presenta a nivel de tesis doctoral, cumple los requisitos 
mínimos para poder plantear una corrección ante la evidencia de los autos que se 
inadmiten por múltiples razones y la línea jurisprudencial que concluye un nivel 
discrecional en la Sala de Casación Penal, en la admisión del recurso 
extraordinario de casación. Del problema jurídico que se presenta al tratar de 
responder la pregunta de si es correcto afirmar que la inadmisión de este recurso 
es por la falta de técnica casacional, es necesario, además de su respuesta 
negativa, proponer una solución al problema jurídico que se presenta.  
 
Se afirma que existe un nivel discrecional ante la admisión del recurso de 
Casación Oficiosa y que la Sala de Casación Penal tiene un problema en su 
discurso sobre la protección de garantías fundamentales como criterio para la 
                                            
243 “Se busca aterrizar la admisión te recurso extraordinario de casación oficiosa como sistema bajo 
la idea de la institucionalización de la razón para concluir qué es necesario una corrección en el 
discurso de la técnica casacional de manera oficiosa; el planteamiento de una pretensión de 
corrección, por consiguiente, se compone de la triada de: 1) afirmación de la corrección, 2) 
aseveración de la justificabilidad, y 3) expectativa de aceptación” 
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procedencia oficiosa del recurso, al no tener en cuenta algunos tópicos como, la 
ausencia de discusiones de tipo sustancial en donde se observe la inaplicación del 
Derecho Penal de Acto244, o el estudio de la línea jurisprudencial sobre la 
procedencia oficiosa cuando observa fenómenos de atipicidad de la conducta en 
relación con el tipo penal de peculado por apropiación, etc. Discusiones que son 
garantías fundamentales del procesado y aun así, no se tiene en cuenta para la 
procedencia de recurso. 
 
De esta manera, se presenta un claro problema jurídico que no depende 
exclusivamente de la falta de técnica casacional, sino que va más allá al entender 
circunstancias de exceso en la carga laboral de la Corte, como lo evidenció los 
autos de inadmisión y; la discrecionalidad de la procedencia de la casación 
oficiosa a un criterio que evidencia problemas de lenguaje.  
 
Así, la argumentación que ha precedido este trabajo permite dilucidar un 
planteamiento de pretensión que se dirige a establecer una solución al problema 
descrito que corresponde a un problema de discurso en la técnica de procedencia 
de la Casación Oficiosa. 
 
                                            
244 Véase PABÓN GÓMEZ, Germán. De la casación penal en el sistema acusatorio. Óp. cit. p. 624 
y 625. El autor indica algunas discusiones que debería tenerse en cuenta por parte de la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia como facultad oficiosa: […] “Por ejemplo: 
Discusiones sustanciales en las que se hubiese condenado con menoscabo del derecho penal de 
acto, a discusiones de tipicidad en las que se antepongan en grado de plenitud probatoria 
fenómenos de atipicidad de la conducta, a discusiones de antijuridicidad en las que se evidencia 
ausencia de lesividad o conductas amparadas por causales de justificación; a discusiones de 
culpabilidad en las que se antepongan en grado de plenitud probatoria ausencia de dolo, ausencia 
de culpa, o en las que se ponga de manifiesto que la sentencia se produjo con la aplicación de 
criterios de responsabilidad objetiva; indebida aplicación de la ley sustancial en las que se note que 
se dejó de aplicar el principio de favorabilidad sustancial; hay aclaraciones de responsabilidad 
penal en las que se evidencia que en la sentencia se dejó de aplicar el postulado de in dubio pro 
reo; a condenas en las que se aparezca la trasgresión al principio del nom bis in idem y cosa 
juzgada; hay discusiones en las que se proyecte la falta de aplicación del principio de prohibición 
de la analogía in malam partem, y; a discusiones en las que se verifique que la sentencia se 
desconocieron los principios de necesidad o legalidad de la prueba”. 
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“Cualquiera que, en cuanto participante en un sistema jurídico - por ejemplo, 
como abogado ante un Tribunal o como ciudadano dentro de un debate público, 
aduzca argumentos a favor o en contra determinados contenidos de dicho 
sistema estará planteando la pretensión integrada por la afirmación de la 
corrección, la aseveración de la justificabilidad y la expectativa de 
aceptación245”. 
 
Lo anterior, incluye el planteamiento de una pretensión que se dirige a aducir 
argumentos que van en contra del manejo por parte de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia al proceder de manera oficiosa ante en el recurso 
extraordinario de casación, además de realizar una crítica sólida ante el 
argumento incierto de asumir que la improcedencia del recurso es a la falta de 
técnica casacional por parte del abogado.  
 
3.2.2. La necesidad de la pretensión: un cambio en la procedencia de la 
casación oficiosa. 
 
La necesidad de la pretensión se cumple en la teoría de la doble naturaleza del 
derecho de Alexy, cuando se demuestra un problema jurídico y este le es 
necesario su solución, cumpliéndose una pretensión de corrección246 del 
problema. Alexy demuestra dicha necesidad a través de dos ejemplos: i) cuando 
una asamblea constituyente dispone la cláusula donde se establece que la 
república soberana es federal e injusta y otra ii) donde un juez condena al acusado 
indicando que por interpretación errónea lo sentencia a cadena perpetua. En los 
dos ejemplos señala, que existe una contradicción, esto es, que en el caso de la 
asamblea constituyente se presume el objetivo de corregir la Constitución que 
presentan y, en el caso de la sentencia del juez, el fallo es una corrección de 
derecho que tiene como consecuencia afirmar que la sentencia es correcta, dicha 
                                            
245 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Op. cit. p. 27 
246 ALEXY, Robert. Sobre la relación entre concepto y naturaleza. En: On the concept and the 
Nature of Law. https://doi.org/10.1111/j.1467-9337.2008.00391.x p. 290-292. 
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afirmación contradice la tesis de que es equivocado el fallo emitido por el juez con 
base en una interpretación errónea y; es precisamente esta contradicción la que 
permite observar el absurdo que está implícito tanto en el fallo del juez como en el 
ejemplo de la asamblea constituyente con su disposición de la injusticia247. 
 
Por tanto, la contradicción es el elemento que permite observar esa necesidad de 
pretensión. Obsérvese entonces como la contradicción está inmersa dentro del 
problema de la procedencia de la casación oficiosa a través de un ejemplo 
hipotético símil al expuesto por Alexy anteriormente: 
 
Un Juez de casación Penal pronuncia el siguiente auto de inadmisión: No procede 
la casación oficiosa aun cuando se plantea una discusión de tipicidad de la 
conducta en términos probatorios debido a que no hay una flagrante violación a 
derechos fundamentales.  
 
Aunque la decisión de por sí, ya produce un amplio debate en términos del 
estatuto penal sustancial, se revisa el defecto que está inmerso en esta decisión. 
Con el acto de presentar un líbelo de casación se plantea una pretensión de 
corrección248 de la sentencia de segunda instancia, corrección que se dirige a la 
justicia como pretensión249. Las garantías fundamentales gozan de especial 
                                            
247 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Óp. cit. p. 29 
248 Ante la pretensión de corrección del derecho ha criticado RAZ Joseph. The argument from 
Injustice, or How not to reply to legal Positivism, en G. Pavlakos, p, 27. “El argumento de la 
corrección no es más que una tesis general sobre las acciones intencionales y sus productos, de 
modo que valdría también para las acciones de los bandidos. ahí tomaría la forma de una 
pretensión de que aquello que hacen los bandidos es idóneo o apropiado (appropiate) en relación 
con sus objetivos, lo cual podría significar, que la acción resulta lucrativa o auto enriquecedora; a 
ello hay que responder que la pretensión de corrección, según se ha expuesto, incluye una 
aseveración de justificabilidad qué se hace frente a todos, así como una expectativa de aceptación. 
la pretensión de idoneidad a la que alude Raz carece, pues, de la dimensión de objetividad 
contenida en la pretensión de corrección” 
249 ALEXY, Robert. Justicia como corrección. En: Doxa 26, 2003. 
https://doi.org/10.14198/DOXA2003.26.09 p. 163. “La justicia no es un caso especial de corrección, 
a saber, los puntos en relación con la distribución y la compensación”  
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protección sobre todo por la coherencia con la Constitución Política250 ante las 
demás normas jurídicas. Su relevancia, por tanto, se sobrepone ante el principio 
de limitación que reviste el recurso extraordinario de casación en su procedencia 
y, la forma en que se materializa es a través de la Casación Oficiosa como 
excepción al principio de limitación.  
 
La presentación del recurso de casación y el estudio de la procedencia oficiosa 
por parte de la Corte Suprema de Justicia para la materialización de garantías 
fundamentales en el ejemplo precedente, contradice el fallo donde no se procedió 
de manera oficiosa su estudio aun cuando observa problemas en la atipicidad en 
términos probatorios, condiciones acordes a garantías fundamentales del 
procedimiento penal. Así, que se pretenda una corrección del derecho, a su vez es 
afirmar que la decisión del juez casacionista es correcta, sin embargo, esto no 
remueve el hecho que exista una contradicción entre la afirmación de que es 
correcta la decisión del juez casacionista ante la afirmación explicita de que las 
garantías fundamentales del procedimiento penal deban materializarse.  
 
Se encuentra entonces, una contradicción entre lo implícito y lo explicito251, la cual 
demuestra la necesidad de pretensión de corrección que se asume ante la 
procedencia del recurso de casación de manera oficiosa en aras de proteger 
garantías fundamentales. Esta afirmación, incluye a su vez una expectativa de 
aceptación por cualquier persona, abogado o ciudadano del común, que intente 
acceder a la administración de justicia cuando observe el menoscabo de garantías 
fundamentales en la sentencia de segunda instancia y no proceda el recurso 
extraordinario de casación de manera oficiosa por supuestos errores en la técnica 
casacional. Además de incluir una aseveración de justificabilidad al encontrarse 
una argumentación precedida de causas dirigidas a una discrecionalidad amplia 
                                            
250 GOMES CANOTILHO, José Joaquim y MOREIRA, Vital. Constitución de la República 
Portuguesa Anotada, I, Coímbra, 1984, p. 109 y ss. 
251 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Op. cit. p. 29 
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3.2.3. El contenido de la pretensión en la casación oficiosa. 
 
Ante la tesis de que el derecho plantea una corrección a través de las personas 
que lo usan, sobresale la pregunta de qué contenido tiene dicha pretensión de 
corrección, cuya respuesta depende del contexto institucional. Alexy señala que 
existen dos criterios transversales de la pretensión de corrección: “la primera es 
que incluye siempre una pretensión de justificabilidad; y la segunda es que, 
siempre se refiere -por lo menos también- a la corrección moral”252. Estos dos 
criterios deben aplicarse del mismo modo al problema de la procedencia del 
recurso de casación de forma oficiosa. La pretensión de justificabilidad ya se 
explicó de manera precedente en la necesidad de la pretensión, ahora se 
desarrollará el criterio de corrección moral a la casación oficiosa desde la teoría 
del discurso de Robert Alexy, ya que es la respuesta a la objeción que refiere a la 
moral como un criterio que vuelve a las decisiones prácticas indecidibles por su 
amplio margen subjetivo253.  
 
3.3. LA TEORÍA DEL DISCURSO EN LA CASACIÓN OFICIOSA ANTE LA 
TRASGRESIÓN DE GARANTÍAS FUNDAMENTALES. 
 
                                            
252 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Óp. cit. p. 30 
253 Ibid. “Cabría objetar que la pretensión de corrección, por cuanto se refiere a la moral, es tan 
solo expresión de una ilusión. Los juicios sobre lo que está moralmente ordenado, prohibido o 
permitido, sobre lo que es bueno y malo, y justo injusto, serían subjetivos relativos y fruto de meras 
decisiones. Las cuestiones prácticas dejando al margen las que atañen a la maximización de la 
utilidad serían racionalmente indecidibles. A está objeción del irracionalismo hago frente con la 
teoría del discurso” 
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La teoría del discurso de Robert Alexy responde a aquella objeción de la 
corrección moral que debe permear al derecho254. Para ejercer esta teoría es 
necesario que la proposición normativa sea producto de un procedimiento como 
eje transversal de la teoría del discurso, es decir, que es indispensable que dicho 
procedimiento sea un ejercicio plenamente argumentativo. Este procedimiento 
debe ir acorde a unas reglas que son propias de la argumentación práctica 
racional255; además se aclara por el tratadista Robert Alexy, que su teoría no 
pretende reemplazar la justificación o la fundamentación, sino que incluye unas 
reglas que son aplicables a una fundamentación monológica y otras, que por el 
contrario son solo del procedimiento, para señalar que el único objetivo es la 
imparcialidad del discurso. Para ello es necesario aplicar los principios de libertad 
e igualdad en la argumentación: 
 
“1) Quién puede hablar puede tomar parte en el discurso; 2) a) Todos pueden 
problematizar cualquier aserción; b) Todos pueden introducir cualquier aserción 
en el discurso; c) Todos pueden expresar sus opiniones, deseos y necesidades 
3) A ningún hablante puede impedírsele el ejercer sus derechos fijados en (1) y 
(2) mediante coerción interna o externa al discurso256”. 
 
La teoría del discurso en la Casación oficiosa se desprende de la decisión de 
procedencia o no del recurso extraordinario de casación, entendiéndose ésta 
como una proposición normativa que es resultado de un procedimiento meramente 
argumentativo por parte del juez casacionista que se sujeta a un criterio de 
protección de garantías fundamentales.  
 
                                            
254 ALEXY, Robert. Teoría de la argumentación jurídica: La relación entre teoría moral y moral en 
Robert Alexy. Traducción de Manuel Atienza a español. Madrid: CEPC, 2007. p. 185-201.  
255 Ibid. p. 185-201. Donde se señalan 28 reglas para proceder a formular un procedimiento 
argumentativo. 
256 Ibid. p. 189. 
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Ante la intención de la teoría del discurso de anteponerse a la objeción de que la 
corrección moral tiende a lo indecidible, resulta entonces, que el procedimiento del 
discurso racional que se produce antes de la decisión del juez casacionista para 
proceder o no de oficio, puede resultar en igual forma un procedimiento sujeto a la 
corrección moral. Lo anterior, bajo el entendido que la Casación oficiosa, es el 
resultado de un discurso racional sobre la protección de garantías fundamentales 
como máximas normas de todo un ordenamiento jurídico y su materialización, en 
materia penal, es la Casación de forma Oficiosa.  
 
El objetivo de la teoría del discurso es su imparcialidad y toda sentencia comparte 
un procedimiento argumentativo que se rija bajo la estricta objetividad. Las 
sentencias y los autos que fueron analizados en el segundo capítulo del presente 
trabajo, bajo la delimitación de la procedencia de la casación oficiosa ante el tipo 
penal de Peculado por Apropiación, no se rigen bajo un discurso homogéneo, su 
argumentación contraviene la regla de que cada interlocutor debe fundamentar 
lo que él sostiene cuando otro se lo pida, a menos que pueda dar razones 
que justifiquen negar una justificación257.  
 
Lo anterior se sustenta en las razones que aduce el juez casacionista con base en 
el principio de limitación que reviste el recurso extraordinario de casación, es por 
esta razón que justifica la negación del estudio que debe observar ante la 
vulneración de garantías fundamentales. Quien interpone el libelo casacionista y 
pone como discusión la posibilidad de trasgresión de garantías fundamentales del 
procesado, pretende una corrección en derecho y así mismo, el juez casacionista 
debe fundamentar lo que se pide.  
 
El Juez Casacionista ha entendido el discurso de transgresión de garantías 
fundamentales con la característica implícita del menoscabo observable a primera 
vista para la procedencia de la oficiosidad aun cuando no debe ser cierto. Y esto 
                                            
257 ALEXY, Robert. La teoría del discurso de Robert Alexy. México: UNAM, 2016. p. 160. 
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es dable en cuanto el censor debe atender la oportuna interposición del recurso, 
en la que está obligado a consignar de manera precisa y concisa las causales 
invocadas y sus fundamentos. Sin embargo, aun cuando se observa una técnica 
casacional que esté acorde a las características anteriores, se procede a la 
negación de la procedencia del recurso de manera oficiosa cuando se pone en 
discusión garantías fundamentales, hecho que lleva a determinar la contravención 
de una segunda regla de Robert Alexy en el discurso: la universalidad en el 
sentido del uso de los predicados. Pues ha de entenderse la trasgresión de 
garantías fundamentales cuando se “compromete gravemente el orden o el 
patrimonio público, o atenta contra los derechos y garantías constitucionales”258 
como lo ha señalado la Corte Constitucional colombiana.  
 
El hecho de que se asuma la característica inexorable en la cual el libelista debe 
demostrar de manera ostensible la vulneración de garantías fundamentales, ha 
determinado que el juez casacionista proceda a rechazar el estudio oficioso de la 
casación. Es claro que el censor debe poner de manifiesto la discusión a una 
garantía fundamental, pero no es posible que bajo el discurso de “ostensible” 
proceda la Sala de Casación Penal a negar el estudio de manera oficiosa, cuando 
no ha precisado una universalidad en el predicado de garantía fundamental, el 
cual se relaciona directamente con garantías constitucionales como lo ha 
manifestado la Corte Constitucional, predicado que resulta aún más amplio para la 
procedencia de la Casación Oficiosa.  
 
La crítica anterior, es resultado de la aplicación de los principios de libertad e 
igualdad en el presente discurso. La trasgresión de garantías fundamentales no se 
protege a través de la figura de la casación oficiosa, y esto se puede afirmar, por 
los argumentos expuestos en los anteriores párrafos y sobre todo por la reglas que 
rezan: que quien puede hablar puede tomar parte del discurso, problematizarlo 
                                            
258 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-213 (5 de abril de 2017) [M.P. Alejandro Linares 
Cantillo]. Expediente D-11641 
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mediante cualquier aserción, introduciendo cualquier afirmación y expresando 
opiniones, deseos y necesidades, que en el caso concreto, bajo un discurso 
jurídico, procede de la necesidad de regular la procedencia de la Casación 
Oficiosa.  
 
Vale entonces, traer a colación que si todos pueden hacer parte del discurso que 
se presenta, bajo los principios de libertad e igualdad en el discurso se asume 
como señala Robert Alexy que “una norma sólo puede encontrar aprobación 
universal en un discurso si las consecuencias de su observancia general respecto 
a la satisfacción de los intereses de cada uno de los individuos pueden ser 
aceptadas por todos”259; por tanto, se encuentra que la materialización de la 
protección de garantías fundamentales no genera la plena satisfacción de la 
mayoría de libelistas que acceden al recurso de casación, pues los argumentos 
que presenta la Corte Suprema de Justicia, en sede de casación Penal al referir la 
falta de técnica casacional por parte del censor, no tiene una aprobación válida del 
discurso universal, el concepto de corrección y la validez moral, pues “únicamente 
son correctas y, por tanto, válidas las normas que en un discurso ideal todos 
juzgarían correctas260”.  
 
3.4. POSITIVIDAD DE LA CASACIÓN OFICIOSA. 
 
Una vez aterrizado el problema de la procedencia de la casación oficiosa en la 
teoría de la corrección y el discurso, se hace necesario abordar su problemática a 
través de un procedimiento regulado por el derecho positivo.  
 
La positividad que se materializa en la legalidad, se hace necesaria ante dos 
problemas: i) el problema de la imposición o ejecución y el de ii) organización261. i) 
En cuanto al problema de imposición resalta Alexy que la mera pretensión de 
                                            
259 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Óp. cit. p.32 
260 Ibid. p.32 
261 Ibid. p.35 
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corrección del derecho no se materializa sin la positivización en una norma, en 
cuanto esta se vale de la coerción262, elemento que es decisivo a la hora de hacer 
valer la norma. ii) En cuanto el problema de organización se señala que la 
cooperación social y las acciones individuales no son suficientes para las 
exigencias morales y los objetivos que se quieren, es necesario que el derecho se 
organice a través del derecho, por esta razón la necesidad de positivizar, primero 
la parte ideal (corrección del derecho) y luego la parte fáctica (no-positivismo 
incluyente). 
 
Es necesario entonces, proceder a establecer un procedimiento regulado por el 
derecho positivo ante la procedencia de la casación oficiosa, el cual constituye la 
creación de un principio de realidad social que deba tener en cuenta el juez 
casacionista a la hora de proceder a estudiar de manera oficiosa el líbelo mediante 
una escala social; para ello es necesario explicar en primera medida la 
institucionalización de la razón como piedra angular de la teoría de la doble 
naturaleza del derecho.  
 
3.5. INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA RAZÓN EN LA CASACIÓN OFICIOSA. 
 
Ante la proposición del problema que presenta la procedencia del recurso de 
casación en torno al lenguaje del criterio de garantías fundamentales, y la 
discrecionalidad que presenta el juez casacionista aunado a una carga laboral de 
la Sala Penal de Casación, se atiende a un problema de discurso y a su vez a una 
pretensión de corrección del derecho. 
 
Como se ha indicado precedentemente, la teoría de la doble naturaleza del 
derecho comprende una parte ideal y otra fáctica. Una vez se aplique esta teoría a 
un sistema en su parte ideal, se debe pasar a la parte fáctica, la cual no supone la 
positivización en el derecho. La necesidad de vincular esa dimensión ideal junto 
                                            
262 ALEXY, Robert. Sobre la relación entre concepto y naturaleza. Op. cit. p. 292-293 
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con la dimensión fáctica se deriva de la necesidad de contraponer dos principios: 
el de seguridad jurídica y el de Justicia. Por una parte, el principio de seguridad 
jurídica supone la condensación de presupuestos fácticos a una norma jurídica 
con un contenido de eficacia social y la justicia se entiende, bajo la teoría de 
Alexy, como la corrección moral de la decisión263.  
 
Por lo anterior, ante la necesidad de corrección del derecho en la procedencia de 
la Casación oficiosa y siguiendo la teoría de la doble naturaleza propuesta por 
Alexy, se desarrollará el tercer paso para aplicar una corrección de segundo nivel 
al problema propuesto para llegar a la institucionalización de la razón de la 
procedencia de la casación oficiosa bajo un principio de realidad social.  
 
3.6. EL LÍMITE ÚLTIMO DE LA CASACIÓN OFICIOSA. 
 
Bajo la teoría de Robert Alexy, tiene especial importancia la fórmula de 
Radbruch264 que se resume265 así: “la injusticia extrema no es derecho266”, Que 
antepone a la teoría de Kelsen el cual señala: 
 
                                            
263 ALEXY, Robert. Sobre la relación entre concepto y naturaleza. Op. cit. p. 293 
264 G. Radbruch. Gesetzliches Unrecht und übergesetzliches Recht. (1946) Vol 3. Müller, 
Heidelberg 1964, citado por ALEXY, Robert La doble naturaleza del derecho. Óp. cit. p.36 
265 Robert Alexy responde a “Mamor qué niega que una vez admitidos para llegar a la fórmula 
Radbruch es necesario un argumento normativo qué queda supeditado a un argumento moral que 
nos diga algo sobre el derecho, concluye entonces que de manera simple ya no se está hablando 
sobre la naturaleza del derecho. Alexy en la doble naturaleza del derecho rebate dicha simpleza 
con la diferencia de la perspectiva del observador y la del participante, donde señala que el 
observador pregunta cómo se decide De hecho en un determinado sistema jurídico, mientras que 
el participante pregunta cuál es la respuesta correcta una cuestión jurídica dentro un determinado 
sistema jurídico. para el observador el derecho se compone tan sólo de aquello que ha sido 
efectivamente promulgado y tiene eficacia social, tal como señala Raz qué es una cuestión De 
hecho social. A su vez, para la perspectiva del participante la respuesta la validez del derecho 
depende de lo que se puede afirmar correctamente de qué es el derecho. Por tanto, la corrección 
de una afirmación no sólo depende de hechos sociales, sino también que se debe incluir los 
argumentos morales” 
266 ALEXY, Robert. Una defensa de la fórmula de Radbruch. Anuario da Facultade de Dereito da 
Universidade da Coruña 5. 2000, p. 75 citado por ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. 
Óp. cit. p.36 
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“Con arreglo al derecho de los Estados totalitarios, el Gobierno está facultado 
para confinar a las personas de convicciones, religión o raza indeseadas en 
campos de concentración, para obligarlas a realizar cualquier tipo de trabajo y 
hasta para matarlas267”. 
 
Ante la tesis anterior de Kelsen, se antepone la tesis Radbruch, la cual concilia el 
derecho y la moral sin la existencia de coincidencias plenas entre los mismos. 
Resulta relevante entonces, traer a colación la eficacia social que produce la 
norma, pues ésta comprende su validez cuando existe un mínimo de Justicia. En 
la teoría de la doble naturaleza del derecho se pone de manifiesto que el derecho 
positivo puede ser en ocasiones injusto y la tesis de Radbruch permite un nivel de 
injusticia; sin embargo, ante normas, como las que presume Kelsen, sobrepasan 
un umbral de injusticia el cual, bajo un criterio de eficacia social, la norma carece 
de eficacia y validez jurídica. 
 
El criterio de Justicia se antepone como un elemento fundamental de la corrección 
del derecho que a su vez es fundamento trascendental de la teoría de la doble 
naturaleza expuesta por Alexy. Cómo se precisó, dentro de la frase, la injusticia 
extrema no es derecho, cabe la posibilidad de ser válido el derecho aun cuando es 
injusto. Del discurso y la corrección en la casación oficiosa en cuanto a su 
procedencia se asume que el criterio de protección de garantías fundamentales no 
ha sido satisfecho por cuanto su admisión depende del criterio discrecional que 
tiene el Juez casacionista por causas ajenas a la técnica casacional; no obstante, 
está lejos de aseverarse que rompe los mínimos de injusticia y sobrepasa la 
fórmula de Radbruch; de hecho, puede asumirse que es válido este derecho en 
cuanto no es muy injusto.  
 
                                            
267 KELSEN, Hans. Teoría Pura del derecho. (1960) Traducción por R.J. Vernengo. Porrúa, México, 
1998, p 205 
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Ahora bien, aunque la fórmula de Radbruch pueda aceptar la injusticia que se 
presenta dentro de la procedencia de la casación oficiosa, no se puede indicar del 
mismo modo que quienes acuden a una administración de Justicia a través del 
recurso extraordinario de casación, no puedan incluir una pretensión de corrección 
de derecho. Es importante observar, que existe una clara diferencia entre quién 
observa el derecho y quién participa, pues el primero, tiene como objetivo el cómo 
se decide de hecho en un caso, mientras el participante tiene como propósito 
saber la respuesta correcta. 
 
Lo anterior, puede traducirse en un símil entre el juez casacionista cómo 
observador del derecho y el libelista como participante. El juez casacionista sigue 
en estricto sentido el tenor de la ley y atiende el principio de limitación qué reviste 
el recurso de Casación, pues se acomoda a un sistema judicial que prima por la 
doble instancia y, además, se sujeta a los fines de la casación. Empero, al revisar 
la perspectiva del participante, es decir el libelista, encontramos que su propósito 
no depende sólo de hechos sociales, sino de una argumentación que se dirige a la 
corrección del derecho, la cual incluye argumentos morales, bajo el entendido en 
que el derecho debe ser penetrado en lo que el derecho es por el deber ser. El 
libelista entonces, incluye necesariamente un deber ser en el “es” a través de su 
demanda de casación, cuando pone de manifiesto discusiones relacionadas a la 
transgresión de garantías fundamentales del procesado.  
 
Se desprende la necesidad de que el Juez casacionista tenga como propósito 
verificar la corrección del derecho ante la pretensión del libelista. Que la demanda 
de casación incluya someramente una discusión de transgresión a garantías 
fundamentales, impone la carga al Juez casacionista, bajo la teoría de la 
argumentación de los derechos fundamentales, de responder de oficio, superando 




Aunque la anterior afirmación sea drástica, es cierta bajo el entendimiento de la 
teoría de la doble naturaleza del derecho. Sin embargo, el presente escrito no 
pretende que el juez casacionista proceda al estudio indeterminado de cualquier 
escrito que se asuma como demanda de casación, convirtiéndose en una tercera 
instancia. Por el contrario, la aplicación de la teoría de Alexy, refleja la necesidad 
de corrección ante el procedimiento, que el juez casacionista debe observar ante 
la procedencia del recurso en forma Oficiosa.  
 
3.7. CONSTITUCIONALISMO DEMOCRÁTICO COMO FORMA POLÍTICA DE LA 
FIGURA DE CASACIÓN OFICIOSA. 
 
Para llegar a la institucionalización de la razón no solo es necesario establecer el 
límite último de la casación oficiosa a través de la fórmula de Radbruch, además 
de confrontar y conciliar la doble naturaleza del derecho, se hace indispensable la 
forma política en la que se desenvuelve el recurso extraordinario de casación. 
 
3.7.1. Derechos fundamentales en la casación oficiosa. 
 
Los Derechos Humanos han sido una clara exposición de materializarlos a través 
de una Constitución268, estos a su vez, como señala Alexy, son derechos morales 
de índole universal, prioritaria y abstracta269. Es decir, que el apartado de la moral 
se materializa en la positivización de los Derechos Humanos que al mismo tiempo 
reflejan las garantías fundamentales de una Constitución Política como carta 
máxima que rige la ley de un país. Esta secuencia lógica deja entrever la 
necesidad de justificar las normas constitucionales en una validez conforme a una 
justificación que procede de la moral, así lo ha observado Robert Alexy:  
                                            
268 ALEXY, Robert. Los derechos fundamentales. En: Tres escritos sobre los derechos 
fundamentales y la teoría de los principios. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2003. p. 
28 
269 ALEXY, Robert. Menschenrechte ohne Metaphysik? Citado por ALEXY, Robert. La doble 




“Por supuesto, los Derechos Humanos pueden imponer exigencias al sistema 
jurídico sólo si existen. Y existen si son válidos. Pues bien, la validez de los 
Derechos Humanos como derechos morales depende de su justificabilidad y, de 
nada más”270 
 
Como se ha señalado, la procedencia del recurso de Casación Oficiosa tiene 
como criterio el menoscabo directo de garantías fundamentales, las mismas que 
son reflejo de la carta constitucional en el intento de materializar Derechos 
Humanos que provienen de una justificabilidad moral. Ha sido entonces, la figura 
jurídica de la Oficiosidad en la casación, una respuesta a la materialización de 
garantías fundamentales que se plasman en la carta constitucional la cual ha 
materializado justificación moral a través de la defensa de Derechos Humanos. Su 
importancia entonces, va más allá de un capricho a restringir el principio de 
limitación qué reviste el recurso, pues su objetivo esta acordé a una justificación 
moral.  
 
Lo anterior, se explica en la Corte Constitucional colombiana, la cual ha 
manifestado ante la Oficiosidad del recurso de Casación, una vía mediante la cual 
se materializa uno de los principios más importantes del derecho: el acceso a la 
administración de justicia. Esta garantía fundamental tiene como propósito que 
toda persona acuda a una jurisdicción para declarar y ejercer los derechos que un 
ordenamiento jurídico le otorga271. Su relevancia radica en el procedimiento que 
                                            
270 Ibid. p.39 
271 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencias T-709 (2 de febrero de 2011) [M.P. 
Humberto Antonio Sierra Porto]. “En dichas sentencia se define el principio de la siguiente manera 
Óp., cita: “El derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se encuentra 
consagrado en el artículo 229 de la norma superior; este derecho ha sido entendido como la 
posibilidad reconocida a todas las personas de poder acudir, en condiciones de igualdad, ante las 
instancias que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional que tengan la potestad de incidir de 
una y otra manera, en la determinación de los derechos que el ordenamiento jurídico les reconoce, 
para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o restablecimiento de 
sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente 
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otorga a una persona para la materialización de otras garantías fundamentales 
ante una jurisdicción, sin el acceso a la administración de Justicia, otras garantías 
fundamentales no podrían materializarse. 
 
Este principio, bajo el discurso de los Derechos Humanos de Robert Alexy, 
presupone el principio de libertad y de igualdad de los participantes ante una 
jurisdicción, para acudir cuando quiera, en condiciones igualitarias para hacer 
valer sus derechos. Los principios de libertad y de igualdad que son transversales 
en la teoría del discurso aún no implican libertad e igualdad en el terreno de los 
actos, para ello es necesario que dichas capacidades discursivas se le sume un 
interés en utilizarlas en la realidad, lo que conduce a un interés de corrección272. 
 
El interés de usar las capacidades discursivas en la realidad recae en un 
reconocimiento hacia el otro como una persona autónoma, de esta manera se 
llega al cumplimiento de los Derechos Humanos; Alexy señala: 
 
“La vinculación entre capacidad de interés implica reconocer al otro como 
autónomo. Quién reconoce al otro como autónomo lo reconoce como persona. 
Quién lo reconoce como persona le atribuye dignidad. Quién atribuye dignidad 
reconoce sus Derechos Humanos. Y con ello hemos llegado al objetivo de la 
fundamentación”273 
 
                                                                                                                                     
establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en 
la Constitución y la ley” 
272 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del derecho. Óp. cit. p.39. En su texto reconoce el intento 
de la fundamentación de los Derechos Humanos en términos de la teoría del discurso, señalando 
que el punto de partida es el “explicativo”, el cual consiste en un análisis de la praxis discursiva, 
qué es la práctica de afirmar, preguntar y aducir razones. “Todas aquellas ideas necesariamente 
deben valerse del principio de igualdad y de libertad de los participantes en dicho discurso; es por 
ello que, estos dos principios se encuentran vinculados al principio de acceso a la administración 
de Justicia el cual, en los términos del recurso de casación se materializa en la oficiosidad de la 
Sala Penal. Asimismo, estos dos principios deben sobrepasar el ideal para materializarse en la 
parte fáctica y Alexy lo denomina interés en la corrección”  
273 Ibid. p. 40 
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La procedencia de la casación oficiosa tiene entonces un punto de vista desde el 
observador del derecho (el juez casacionista) y desde el participante (el libelista). 
Se tiene entonces intereses contrapuestos, es decir, existe un interés en la 
corrección, tratar que aplicar las ideas de libertad e Igualdad desde el discurso 
hacia la práctica, en especial, de que el Juez casacionista proceda con la 
observancia de un principio de realidad social que tenga en cuenta el interés de 
corrección que presenta el libelista, extrayendo el acceso a la administración de 
Justicia desde el discurso hacia la práctica. Por tanto, se realiza un ejercicio desde 
el discurso hacia la práctica atendiendo criterios antropológicos, que procedan a 
determinar la admisión de forma oficiosa, o inadmisión, del recurso extraordinario 
de casación.  
 
3.7.2. Democracia en la figura de casación oficiosa. 
 
Robert Alexy señaló: “quién quiere corrección tiene que querer discursos; y quién 
quiere discursos tiene que querer democracia”274. La casación oficiosa resulta de 
un ejercicio de protección a garantías fundamentales que son derivadas de la 
carta constitucional en concreción de Derechos Humanos, los cuales son 
estipulaciones normativas con un alto grado de incidencia moral. Este ejercicio, 
por lo menos en Colombia, proviene de una democracia que consagra la 
Constitución de 1991275, democracia que propende por ser deliberativa.  
 
La democracia deliberativa que promulga la Constitución de 1991 se superpone a 
un estado dictador y consagra entonces los principios de libertad e Igualdad276, 
                                            
274 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. p.41 citado de ALEXY, Robert. Ley 
fundamental y teoría del discurso. En N. Cardinaux, L. Clérico y A. D’Auria (eds.). Las razones de 
la producción del derecho, Departamento de publicaciones de la Facultad de Derecho (UBA), 
Buenos Aires, 2006, p. 30 
275 Constitución Política de Colombia, 1991. Óp. cit. 
276 Ibid. “Preámbulo EL PUEBLO DE COLOMBIA en ejercicio de su poder soberano, representado 
por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con 
el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el 
trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 
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entre otros, fruto de una discusión de solución política correcta ante la pretensión 
de corrección de la Constitución de 1886. Es entonces la Constitución colombiana 
una carta democrática que posibilita la racionalidad discursiva, por tanto, se 
permite el discurso práctico racional ya que a través de la institucionalización de la 
democracia deliberativa puede promulgarse el discurso.  
 
La figura de la Casación oficiosa no ha sido ajena a la posibilidad democrática 
deliberativa que brinda la Constitución de 1991 que, a través del Estatuto Procesal 
Penal, Ley 906 de 2004 y Ley 600 de 2000, se ha salvaguardado la protección de 
garantías fundamentales, incluso, ante el principio de limitación qué reviste el 
recurso extraordinario de casación.  
 
La pretensión de derecho que se establece en el presente capítulo hacia la 
corrección de la procedencia de la casación de forma oficiosa, surge de la 
racionalidad discursiva bajo un discurso práctico racional de aplicar el principio de 
realidad social por parte del juez casacionista en aras del estudio de la 
procedencia en materia oficiosa de la Casación. Es, por tanto, este escrito un claro 
ejemplo de la democracia deliberativa hacia un discurso de corrección que se 
pretende. 
 
3.8.  ARGUMENTACIÓN JURÍDICA EN LA CASACIÓN OFICIOSA. 
 
El debate en la filosofía del derecho ha encontrado en el discurso una de las 
fuentes de mayor importancia para su estudio. El legislador no puede en la norma 
jurídica abarcar todas las situaciones fácticas ya que son infinitas, el lenguaje es 
más limitado que la realidad práctica, es por esta razón que resulta de vital 
importancia el estudio del lenguaje jurídico en sus principales problemas, tales 
como la vaguedad, su contradicción o la falta de normas ante un nuevo hecho. 
                                                                                                                                     
democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y 
comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana decreta, sanciona y 




Lo anterior, ha suscitado posturas positivistas como las de Kelsen y Hart dirigidas 
a atribuir una tarea legislativa al papel del juez ante casos difíciles que no 
encuentren solución en la norma escrita. Por esta razón, se convierte en 
indispensables los criterios extrajurídicos para decidir aquellos casos difíciles que 
el juez debe resolver. La teoría de la doble naturaleza del derecho acepta la tesis 
del caso especial, la cual afirma, que el discurso jurídico es un caso particular del 
discurso práctico general, sin embargo, no resulta de una interpretación positivista, 
más bien, no positivista. 
 
La visión no positivista de la teoría de Alexy se determina en la distinción entre 
discurso práctico general y discurso jurídico. “Al igual que en la argumentación 
práctica general, en la argumentación jurídica se trata siempre, de lo que está 
ordenado, prohibido y permitido, es decir, de cuestiones prácticas”277 Alexy 
clarifica esta diferencia al añadir los efectos de la norma jurídica al discurso propio 
del derecho: ordenes, prohibiciones y permisividad.  
 
La Casación Oficiosa es un discurso jurídico fruto del discurso práctico general, es 
decir, que tiene un contenido moral, ético y pragmático; características propias del 
discurso general que tienen incidencia en la derivación del discurso jurídico. La 
Casación oficiosa es susceptible entonces de una pretensión de corrección como 
lo afirma la tesis de la doble naturaleza del derecho y le es aplicable la tesis del 
caso especial, por cuanto la moral está implícita en cada discurso.  
 
Lo anterior no resulta de una idea caprichosa al afirmar que la moral está implícita 
en cada discurso, Robert Alexy señala “la tesis de un caso especial expresa una 
conexión necesaria entre el derecho y la moral por cuanto afirma que en el 
discurso jurídico se encuentran necesariamente incluido el discurso práctico 
                                            
277 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. p. 43 
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general y en este el discurso moral 278”. La argumentación precitada no significa 
que el discurso jurídico es un caso especial del discurso moral, ya que aquel 
recibe argumentos, además de moralistas, éticos y pragmáticos y en 
consecuencia su finalidad es regular algún tema exigiendo órdenes, estableciendo 
prohibiciones o fijando prerrogativas para quien se encuentra como destinario de 
la norma jurídica.  
 
La tesis de Alexy refiere es a la necesaria conexión que tiene el derecho y la 
moral. El discurso general práctico tiene incluido un discurso moral y a su vez, 
este epítome, hace parte del discurso jurídico. Esto tiene su razón de ser, ya que 
la norma jurídica no puede ser desligada de las razones culturales, sociales, 
políticas de quienes pretende dirigirse, toda vez que su observancia y éxito 
residen en la aceptación de todos los participantes en un sistema jurídico.  
 
Habermas, en su teoría de la acción comunicativa como respuesta al carácter 
técnico de las ciencias sociales, no acepta la tesis del caso especial, sin embargo, 
dilucida la comprensión intersubjetiva de la sociedad en la comprensión de las 
normas, pues su interés radica principalmente, bajo un sistema de democracia 
participativa, que cada individuo sea partícipe del discurso para encontrar una 
universalidad qué tiene como consecuencia la aceptación de la norma por parte de 
todos los ciudadanos en un sistema jurídico279.  
 
                                            
278  ALEXY, Robert. La teoría del discurso. p.147. Disponible: 
https://juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3088/5.pdf  
279 HABERMAS, Jürgen. Facticidad y validez. Madrid: Trotta, 2010. p. 339 “Habermas al hacer un 
estudio de la racionalidad estudia el conocimiento y encuentra incluido, tanto en las Ciencias 
Naturales como en las sociales, un interés manipulador por parte del modelo económico capitalista, 
denominando un interés técnico. Ante dicha preocupación, configura su teoría de la acción 
comunicativa como respuesta Hola a esa pretensión manipulativa para configurar, bajo un modelo 
de democracia participativa una política deliberativa donde cada ciudadano sea partícipe del 
diálogo bajo los principios de igualdad y libertad. Sobre el discurso jurídico ha señalado que no 
constituye un caso especial de la argumentación moral, qué significa bajo su teoría un terminó de 
Justicia. Considera entonces su teoría, bajo la tesis de la doble naturaleza de Alexy, una corrección 
al discurso qué va encaminado hacia la ética” 
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Dicha aceptación, por tanto, procede de la eficacia280 de la norma jurídica que se 
desprende de las concepciones morales, éticas y pragmáticas de una comunidad 
determinada, la cual asume un discurso racional que establece lo que denomina 
Alexy, discurso general práctico, el cual contiene, a su vez, un discurso jurídico 
que, indefectiblemente, se permea de la aceptación y materialización de aquel 
discurso práctico general. 
 
Si se asume que la Casación Oficiosa es un discurso jurídico que proviene de un 
discurso general práctico, se tiene entonces que la casación oficiosa tiene incluida 
una pretensión de corrección. Sin embargo, esta corrección que se propone en la 
procedencia de admisión del recurso extraordinario, no se refiere a que es 
correcto desde causas moralistas, sino que pretende ser correcta desde el marco 
jurídico del sistema penal colombiano, limitándose a la corrección del discurso 
jurídico que proviene directamente de un discurso práctico general.  
 
Ahora bien, no se sobrepone el hecho de querer aplicar la pretensión de 
corrección a la casación oficiosa sin tener en cuenta el discurso práctico general 
que se influencia del discurso moralista. Por ello resulta necesario encontrar una 
vinculación en la corrección del discurso jurídico y el discurso práctico general que 
permita incluir las verdaderas causas de inadmisión del recurso en forma oficiosa, 
en aras de materializar el acceso a la administración de justicia. Para ello se 
propone la creación de un principio de realidad social que represente el discurso 
general práctico dentro del discurso jurídico a la hora de admitir la Casación 
Oficiosa. 
 
3.9.  LA TÉCNICA CASACIONAL COMO REPRESENTACIÓN DEL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
                                            




El principio de seguridad jurídica proviene del Estado de Derecho que se 
establece en el ordenamiento jurídico colombiano. La Corte Constitucional indica 
acerca del principio:  
 
“En la interpretación y aplicación del derecho es una condición necesaria de la 
realización de un orden justo y de la efectividad de los derechos y libertades de 
los ciudadanos, dado que solo a partir del cumplimiento de esa garantía podrán 
identificar aquello que el ordenamiento jurídico ordena, prohíbe o permite281”. 
 
Su función es cumplir con una garantía de certeza para los ciudadanos en aras de 
la creación de una expectativa general del cumplimiento efectivo del derecho en 
igual forma respecto de su aplicación. Busca encontrar una convicción del derecho 
que sea dirigida a establecer parámetros claros, tales como las competencias de 
la administración, la labor de los jueces o los servidores públicos y, sobre todo, 
dirigido a la convicción que pretende uniformidad en la aplicación de la ley frente a 
todos.  
 
Robert Alexy, en la tesis de la dualidad del derecho representa el principio de 
seguridad jurídica como un reclamo que pretende sujetarse a lo que ha sido 
establecido en un sistema jurídico determinado y que es eficaz socialmente.282 Da 
al principio en cuestión la relevancia de su eficacia en determinado ordenamiento.  
 
La seguridad jurídica tiene relación con la justicia283, en la medida en que la ley 
contempla un sistema de reglas que busca una unidad respecto de su 
interpretación y aplicación, desplegando otros principios tales como la igualdad, la 
legalidad y el respeto por la cosa juzgada. Este último principio contemplado en el 
                                            
281 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU072 (5 de julio de 2018) [M.P. José 
Fernando Reyes Cuartas] Referencia T-6.304.188 y T-6.390.556 (AC). 
282 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. págs. 44-46 
283 CORTE SUPREMA REVISTA No. 21. No. Registro: 130. Ed. Imprenta Nacional de Colombia. 1 
de julio de 2007. 
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artículo 243 de la Constitución colombiana tiene como objeto revestir la decisión 
judicial con un carácter inmutable, vinculante y definitivo, acorde a la convicción de 
generar certeza, tal como predica el principio de seguridad jurídica.  
 
La cosa juzgada desemboca a su vez en la garantía fundamental de la doble 
instancia que deriva del artículo 29 constitucional cuando señala la posibilidad de 
“impugnar la sentencia condenatoria”284. En el proceso penal significa la 
posibilidad de que el procesado tenga una segunda oportunidad ante una nueva 
instancia de exponer su caso en concreto.  
 
Con lo anterior, se procedió a la creación del recurso de casación en aras de 
efectivizar el acceso a la administración de justicia, no como una tercera instancia, 
sino como un medio para solucionar yerros in iudicando o in procedendo, con la 
creación de causales taxativas, en donde el demandante debe demostrar como 
mínimo una, junto con la correspondiente sustentación ajustada a la técnica 
inherente a la causal planteada en su libelo.  
 
Ante la naturaleza de la casación, surge el principio de limitación que deriva de los 
principios de la doble instancia y la seguridad jurídica con el propósito de 
diferenciar el recurso extraordinario frente a la inexistencia de la tercera instancia. 
La limitación pretende ser reflejo de la certeza del derecho en las sentencias que 
se han emitido en segunda instancia, es por esta razón que el recurso 
extraordinario exige una técnica de casación bien aplicada ante la pretensión del 
libelista para que sea estudiada por el juez en sede de Casación.  
 
El sustento del principio de limitación remite al principio de seguridad jurídica y a 
su vez a la doble instancia y la cosa juzgada. Su objetivo principal es darle un 
                                            
284 Constitución Política de Colombia, 1991. Óp. cit. Art. 29 “El debido proceso se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio”. 
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carácter extraordinario a la casación a través de una técnica casacional rigurosa 
para evitar la vulneración al principio de la doble instancia y la generalización de 
inseguridad jurídica en el procedimiento penal.  
 
La relevancia de representar la técnica casacional a través del principio de 
limitación como expresión de la seguridad jurídica, proviene de la colisión 
presentada entre este último con el principio de justicia. Para efectos metódicos, 
se asume la coalición seguridad jurídica – justicia, en términos de: principio de 
limitación – justicia.  
  
3.10. LA PRETENSIÓN DE CORRECCIÓN DEL LIBELISTA COMO 
REPRESENTACIÓN DEL PRINCIPIO DE JUSTICIA. 
 
La definición de justicia trae innumerables cuestionamientos sea la definición que 
se plasme. Ya sea desde cualquier óptica del conocimiento su apreciación resulta 
subjetiva y la manera en que puede encontrar aprobación resulta de definiciones 
abstractas. Ulpiano, dio una definición de justicia que trasciende en la actualidad 
donde la define como dar a cada uno lo suyo, sin embargo, su apreciación de 
justicia no escapó a las críticas de Kelsen285 en una simple pregunta al señalar 
¿qué es lo que corresponde a cada uno?  
 
Aunque su definición parezca un imposible, no es dable afirmar que carece de 
importancia en el mundo jurídico. Su relevancia es tal, que ha sido tema de debate 
durante siglos en la injerencia del derecho y su aplicación, al día de hoy, resulta en 
complejas discusiones académicas.  
 
A diferencia del principio de seguridad jurídica, Robert Alexy señala que el 
principio de justicia refiere a la corrección moral, atañe a la justicia una pretensión 
                                            
285 KELSEN, H. ¿Qué es la Justicia? (1953). Traducción de Ernesto Garzón Valdés. 13ª ed. 
México: Fontamara S.A., 2001 
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de corrección que se dirige a modificar un determinado discurso jurídico hacía un 
discurso ético que contiene como premisa máxima la verdad.  
 
Alexy señala que la justicia es distributiva y compensatoria286. La justicia 
distributiva comprende de un sujeto que distribuye y otro al que le distribuyen, 
ejemplo, los impuestos que son distribuidos entre los pobres. Por otra parte, la 
justicia compensatoria, no predica de sujetos, sino de cosas o elementos de 
manera más amplia, haciendo un símil entre la causa y efecto, ejemplo: culpa y 
pena; daño y reintegro; prestación y contraprestación287. 
 
El principio de justicia entonces parte de una pretensión de corrección, en tanto 
que “quien afirma que algo es justo afirma siempre y, de algún modo, al mismo 
tiempo que es correcto”288 y lo correcto es justificable y fundando mediante 
razones. Por tanto, la justicia como corrección es la posibilidad de fundamentar y 
de esgrimir razones para sustentar, es decir, es resultado de un ejercicio 
fundamentado y argumentado de quien cree estar en lo correcto.  
 
Lo anterior, no se aleja en nada de la realidad del demandante del recurso 
extraordinario de casación. Su libelo lleva impreso una pretensión de corrección 
del derecho que, con base en una argumentación, pretende señalar que su 
discurso jurídico es el correcto y por tanto justo en el derecho. La argumentación 
jurídica se convierte entonces, en el elemento fundamental para acudir al principio 
de justicia, que se despliega en el desarrollo de una técnica casacional adecuada.  
 
                                            
286 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. p. 47 
287 Ibid. Robert Alexy Señala que “la distinción entre justicia en el reparto (distributiva) y justicia en 
la compensación (conmutativa) se remonta a Aristóteles (Ética a Nicómaco, V, 1130b-1131a) y a 
Tomás de Aquino (Summa theologiae, II, II, q. 61 a.1). La noción de Justicia conmutativa la 
entiende en un sentido amplio comprensivo tanto de la justicia en los intercambios justicia 




Dicha pretensión de corrección no solo es prerrogativa del libelista, por el 
contrario, es compartida en igual forma por el juez en sede de casación, cuando 
ante la vulneración de garantías fundamentales, procede a estudiar de forma 
oficiosa el recurso extraordinario añadiendo una clara pretensión de corrección del 
derecho que pretende llegar a lo justo.  
 
El principio de justicia, por tanto, se despliega en este sentido de la argumentación 
jurídica que tenga mayor peso. Y esto es posible en la medida en que se aborden 
los derechos fundamentales como forma de justificación y fundamentación de una 
pretensión de corrección. Las garantías fundamentales gozan de un mayor 
privilegio que las reglas, pues poseen un carácter argumentativo más sólido, toda 
vez que su aplicación resulta de mandatos de optimización como “normas que 
ordenan que se realice algo en la mayor medida posible”289 dando una justificación 
mayor al discurso jurídico y formando la presunción de un principio de justicia más 
cercano a la verdad. 
 
 
                                            
289 Ibid. p. 17 
248 
 
Gráfica 4. Dualidad del derecho: Principio de realidad social.
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3.11.  PRINCIPIO DE REALIDAD SOCIAL. 
 
3.11.1. La antropología como sustento epistemológico en la fórmula del 
peso. 
 
La tesis de la doble naturaleza del derecho señala que es una teoría 
indeterminada y formal, pero adquiere un contenido concreto una vez se despliega 
en un sistema290, tal como la casación oficiosa. Ante el problema planteado en la 
colisión de los principios de seguridad jurídica y justicia que en el tema concreto 
pueden resumirse entre el principio de limitación y x garantía fundamental, se 
propone para el caso específico sobre la procedencia de casación oficiosa, el 
principio de realidad social como complemento a la ley de ponderación que ha 
propuesto Robert Alexy.  
 
El modelo epistemológico recae en la antropología como conocimiento que da 
sustento al principio de realidad social. El Derecho Penal se ha mantenido distante 
de la antropología como objeto de conocimiento, esta disciplina resulta, al parecer, 
incompatible al interior de la comprensión del delito, a diferencia de otras ramas de 
conocimiento como la psiquiatría, donde ha existido luchas de poder por la 
posesión de la verdad, donde Foucault señala la historia que las une291.  
 
Lo anterior no obsta para considerar a la antropología una rama del conocimiento 
ineficiente en los estudios del delito. Por el contrario, su objeto de estudio permite 
abordar apreciaciones epistémicas que determinen la certeza de premisas 
normativas que puedan aportar una mayor convicción del peso abstracto del 
principio y su importancia.  
                                            
290 Ibid. p. 25. “Como tal, la tesis de la doble naturaleza del derecho es todavía indeterminada 
informal, pero adquiere un contenido concreto y una estructura clara cuando se despliegan un 
sistema” 
291 FOUCAULT, Michel. Vigilar y Castigar. Nacimiento de la prisión. México: F.C.E., 1985, p. 121 




La ley de ponderación de Alexy tan solo tiene en cuenta la certeza de 
apreciaciones empíricas relativas y no las apreciaciones epistémicas de dichas 
apreciaciones que, deben desarrollarse alrededor de una teoría en el sistema que 
se despliega: la casación oficiosa. Dichas apreciaciones epistémicas deben 
complementar la ponderación entre el principio de limitación y las garantías 
fundamentales que puedan resultar vulneradas. El principio de realidad social 
viene hacer el soporte epistémico del que carece la ley de ponderación.  
 
No se pretende abordar teorías antropológicas que sean indeterminadas en el 
estudio de la procedencia de la casación oficiosa para ser agregadas a la ley de 
ponderación, pues se ha determinado con claridad que la interdisciplinariedad 
resulta en más problemáticas que soluciones292. La pretensión que aquí se 
incluye, respecto de la misma ley de ponderación es dar más solidez a la fórmula 
aplicada a la procedencia del recurso de manera oficiosa respecto de 
apreciaciones epistémicas que no se tienen en cuenta, tales como la realidad 
social del delito y el concepto del hombre desde el modelo democrático 
participativo.  
 
El concepto del hombre y el modelo de democracia participativa resulta ser 
indispensable en la procedencia de la casación oficiosa en cuanto el hombre es el 
fin de la casación, es decir, el fin último del recurso extraordinario es brindar 
acceso a la justicia al sujeto que la necesita, con estudio individual de cada 
procesado. Se determina entonces una individualidad del sujeto al que se dirige el 
recurso, entendiendo al hombre como una unidad misma que determina la 
diferencia frente a otros seres vivos, Díaz señala que “La individualidad implica 
                                            
292 Véase: KALINSKY, Beatriz. Antropología y Derecho Penal. Un Camino Transitable con Cautela. 
Cinta moebio 16, 2003. p. 25-37 “Quizá el límite máximo al que podamos aspirar en las 
circunstancias actuales sea el que la Antropología pueda convertirse en una genuina ciencia 
auxiliar en relación, claro está, al Derecho Penal” 
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una unidad concreta, indivisa, y que remite a la capacidad de diferenciarse entre 
los seres, diferencia que acontece efectivamente en la existencia.”293  
 
Esta individualidad del hombre debe diferenciarse de la individuación294 la cual 
solo compromete cosas corporales, mientras que la individualidad se reviste de un 
carácter que procede de la materia y del espíritu y esta individualidad es la que 
debe estudiarse como individualidad material. Este precepto permite diferenciar 
entre la individualidad y la personalidad, conceptos que no comprenden una 
dicotomía, sino que se complementan en lo que viene a ser: el ser humano. 
Bustos señala que “individualidad y personalidad no son dos realidades distintas, 
sino dos aspectos de una misma realidad, el ser humano”295. Esta afirmación 
comprende que el hombre en su esencia es una persona y por otro es un 
individuo296. Lo anterior desglosa y confirma con mayores razones la unidad del 
ser humano.  
 
La importancia para el estudio epistemológico que debe atender la labor del juez 
en sede de casación al realizar un test de ponderación, entre el principio de 
limitación y X garantía fundamental, reviste de entender en el individualismo del 
sujeto su acción interna o externa. Los actos que realiza el procesado son los 
únicos que pueden constatar la dirección de su accionar, ya sea “en el preciso 
sentido de un individualismo egocéntrico, aspecto que critica Maritain, o bien en la 
persona, en el no menos preciso sentido de integrar la individualidad en la 
personalidad, enriqueciendo con ello la propia espiritualidad humana”297 
 
                                            
293 DÍAZ, Arturo. La concepción de la persona en Jacques Maritain. En: Polis: Revista 
Latinoamericana, (15) 2006. 
294 MARITAIN, Jacques. Tres reformadores, Santiago de Chile: Letras, 1968. p. 367-368. 
“Individualidad, no individuación: la individuación por la materia es una condición exclusivamente 
propia de las cosas corporales” 
295 BUSTOS SÁNCHEZ, Inés, Democracia y humanismo. Santiago de Chile: Universidad de Chile, 
1949. p. 52 
296 MORENO, Fernando. Actualidad de Jacques Maritain, Santiago de Chile: Marracci, 1987. p. 101 
297 DÍAZ, Arturo. Óp. cit. p. 4.  
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La individualidad procede a tener dos consecuencias. Por una parte, puede 
hablarse del “yo odioso” el cual se dirige una subjetividad propia donde lo único 
que importa en su egoísmo e interés298. Por otra parte, se encuentra el “yo 
generoso” que posibilita, aún desde su individualismo, la construcción social299 y 
aportando los fundamentos de la vida política, lo que se podría denominar como 
democracia deliberativa, donde cada individuo participa activamente de las 
decisiones.  
 
Lo anterior tiene el sustento antropológico en apreciar al ser humano un ser 
bondadoso por naturaleza sin que niegue la existencia de aspectos más adversos. 
“La persona como tal es un todo, un todo abierto y generoso”300 y así lo entiende 
el estudio del hombre en su ser individualista bajo el entendido en que, si la 
generosidad no existiera, del mismo modo no habría historia humana. 
Precisamente, es la comunicación de la generosidad lo que permite el 
desenvolvimiento de la historicidad y que despliega que el ser humano no se 
entienda como parte de un todo, sino como el todo en sí.  
 
El estudio del sujeto entonces comprende una importancia única al desplegar todo 
un contenido social, el individuo se entiende desde su unicidad y no como parte de 
un sistema y es que “sólo la persona es libre; ella sola posee, en el pleno sentido 
                                            
298 Ibid. p. 5. “Este subjetivismo terminará por perderse a sí mismo, y con ello genera condiciones 
que hacen imposible una vida social auténtica, negando a su vez la posibilidad de construir 
proyectos políticos verdaderamente humanos; Si me abandono, pero si realizo lo contrario, si mi yo 
se abre a los otros, entonces otra muy distinta es la perspectiva. Si, por el contrario, ese 
desenvolvimiento toma el sentido de la personalidad espiritual, se encauzará el hombre por la 
senda del yo generoso. Es el desafío de la generosidad y no la anulación de la mismidad del yo, no 
es la negación de lo propio que constituye cada ser humano; es más bien su adecuada dirección 
hacia la personalidad y hacia una integración adecuada, y no la exclusión de la individualidad que 
necesita cumplir su papel, tanto en lo material como en lo espiritual”. 
299 Ibid. p. 5. “Este es el paso del yo individualista al yo generoso y alterno (en el sentido de los 
otros), posibilitando la construcción de lo social y aportando los fundamentos de la vida política 
entendida en el sentido maritainiano. Todo ello comenzará a realizarse con la aceptación, tanto 
individual como social, de la importancia del fundamento espiritual de la vida humana; en otras 
palabras, es la persona en su adecuada conceptualización quien expresa de mejor modo lo que es 
propiamente humano”. 
300 MARITAIN, Jacques. Op. cit. p. 66. 
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de estas palabras, una interioridad y una subjetividad, porque ella se contiene y se 
recorre a sí misma”301 donde se reafirma el valor humano. Y para la protección del 
valor humano se predica un principio que pretende proteger en toda su 
individualidad al sujeto: dignidad humana302. Esta dignidad que deviene de la 
afirmación de la bondad por naturaleza del sujeto y de la afirmación de que “la 
persona es lo más noble y lo más perfecto en toda la naturaleza”303 radica en que 
la persona es independiente y que solo depende de sí en el margen de las 
acciones. 
 
Para que la individualidad tenga su pleno desarrollo, debe observarse 
inexorablemente una protección en su dignidad que ratifique su independencia y 
unicidad. Por tanto, la dignidad debe desplegarse necesariamente en un modelo 
de democracia participativa en donde cada participante, desde su individualidad, 
se haga participe activamente.  
 
Se tiene entonces como premisas generales de la antropología que: 
 
1) El Derecho Penal en sede de casación estudia en su individualidad al 
sujeto, ya que la pena se dirige específicamente a la persona que consuma el 
delito. 
2) Al estudiar en su individualidad al procesado se parte de un principio 
antropológico de considerar al sujeto como una unidad concreta, indivisa y que se 
diferencia de los demás.  
                                            
301 Ibid. p. 8 
302 DÍAZ, Arturo. Óp. cit. p. 4. “la dignidad del ser humano radica en que la persona es 
independiente en su existir y, por tanto, sólo depende de sí misma en el orden de la acción; 
Destaquemos que no se afirma una independencia ontológica, ciertamente contradictoria con una 
visión cristiana, pero se sostiene claramente la independencia en el existir propio del hombre, la 
independencia en el campo de la acción humana”. 
303 SANTO TOMÁS DE AQUINO. Suma Teológica I, 29, 3. 
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3) La individualidad del sujeto puede ser entendido únicamente a través de 
sus acciones, las cuales pueden ser odiosas, egoístas e individuales o, por el 
contrario, acciones que se dirijan a la generosidad y la construcción social. 
4) La individualidad generosa es abierta a la comunicación, lo cual 
desencadena en que, la generosidad de muchos, cree lo auténticamente social.  
5) Lo social depende de la individualidad de los sujetos, por ello es 
indispensable asignarle una protección especial que se despliega en la dignidad 
humana como manera de garantizar su independencia en su existir. 
 
Las premisas antropológicas sustentan la necesidad de estudiar el hombre como 
un individuo generoso que despliega el modelo de democracia participativa 
propuesta por Habermas304. Este modelo que se nutre del ser en su individualidad, 
como se observó, nutre en igual forma el Derecho Penal y sus figuras jurídicas 
como la Casación Oficiosa.  
 
Sin embargo, las premisas antropológicas que se concluyen son indeterminadas y 
abstractas y no tienen aún ningún valor en la fórmula de ponderación entre el 
principio de limitación frente a X derecho fundamental. Es por esto, que se debe 
aterrizar a la fórmula del peso y sobre todo, a la procedencia de la Casación 
Oficiosa.  
 
3.11.2. Principio de realidad social. 
 
El principio de realidad social contiene entonces las premisas antropológicas como 
discurso práctico general hacia un discurso jurídico. Su relevancia procede ante la 
inexactitud del peso que representa el principio de justicia frente al principio de 
limitación. El principio de justicia, que se refleja en el estudio oficioso de alguna 
garantía fundamental en sede de Casación, colisiona ante el principio de limitación 
que deviene del principio de seguridad jurídica con mayor peso.  
                                            




Entre el principio de limitación como columna vertebral del recurso de casación 
frente a la vulneración de una garantía, la fórmula del peso siempre tiende al 












Donde 𝐺𝐿,𝐽 representa el peso concreto del principio de limitación (L) en colisión 
con el principio de justicia (J). Ante la revisión del peso del principio de limitación 
(L), se encuentra que: 
 
“la Corte no podrá suplir las omisiones argumentativas del escrito de demanda, 
ni tampoco corregir errores de técnica. Lo anterior en razón a que éste es un 
recurso técnico en donde no puede, quien lo decide, corregirlo, pues ello le 
daría la dual calidad de juez y parte305” 
 
La afirmación anterior, corresponde a la necesidad de la Corte Suprema de 
Justicia de velar como máxima autoridad judicial por la seguridad de las 
decisiones una vez cumplida la doble instancia. La naturaleza de la Casación 
resulta de un discurso jurídico que niega la tercera instancia. Su finalidad 
corresponde, a “garantizar la coherencia del ordenamiento jurídico mediante la 
unificación de criterios de interpretación de la ley306” El recurso extraordinario no 
procede de la necesidad de agotar la máxima autoridad judicial por el sentido 
caprichoso del procesado. Y es que el juez en sede de Casación ingresa a 
determinar un estudio sobre los yerros de juicio y de actividad con una restricción 
clara bajo el principio de limitación. 
 
                                            
305 RAMIREZ POVEDA, Samuel José. Los Errores De Hecho En Sede De Casación Penal. Bogotá: 
Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2002. p. 293 
306 Sentencia C-213, 2017. Óp. cit. Expediente D-11641 
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Se procede entonces a revestir la Casación de una técnica propia que se 
despliega en causales taxativas las cuales, a través de la jurisprudencia, va 
desarrollando en su aplicación. Esto, con sustento en el principio de seguridad 
jurídica que otorga una limitación clara a la procedencia del recurso. 
 
Contrario sensu, el estudio del peso del principio de justicia en sede de casación, 
ante la vulneración de una garantía fundamental, procede de una pretensión de 
corrección que ha elevado el libelista sin lograr la técnica casacional que se 
solicita, hecho que, de antemano, logra disminuir el peso del principio que solicita. 
La demostración de la vulneración de una garantía fundamental debe estar 
demostrada de tal forma que no de paso a otras interpretaciones de la ley. Las 
justificaciones de la prevalencia del derecho sustancial sobre el derecho procesal 
junto con las disposiciones constitucionales y convencionales no logran dar mayor 
peso al principio y esto se observa tanto en el peso concreto y abstracto.  
 
Respecto a las premisas empíricas, el principio de justicia (J) queda sujeto a los 
hechos que se logren demostrar en el libelo de casación, distintos a los declarados 
en primera y segunda instancia. Y como se observó el recurso de Casación 
procede a determinar yerros procedimentales y probatorios. Por lo tanto, el peso 
queda sujeto a un valor mínimo entre el peso concreto y abstracto. Se tiene 
entonces que, bajo la ley de ponderación, 𝐺𝐿,𝐽 es mayor que 1 y por ende el 
principio de limitación en la mayoría de los casos saldrá privilegiado.  
 
El valor de las premisas relativas es una variable que no se tiene por considerada 
en el estudio de la procedencia de la Casación Oficiosa y por ello resulta 
necesario aplicar el principio de realidad social respecto del principio de justicia 
para ponderar de manera adecuada. 
 
El principio de realidad social es el estudio que debe realizar el juez al procesado 
entendiéndolo como individuo digno dentro de la democracia participativa y para 
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ello, la propuesta tiene en cuenta dos subprincipios que se denominan: ultimátum 
delictivo e intersubjetividad antropológica donde se desarrollará el principio: 
 
Ultimátum delictivo: El ultimátum delictivo (Ud) refiere al estudio que debe 
realizar el juez sobre la amenaza que representa la tendencia del delito en la 
sociedad, frente al derecho fundamental que puede verse vulnerado. Por ejemplo, 
el delito de Peculado por Apropiación tiene como objeto dirigirse en contra de los 
corruptos, la tendencia actual de este delito, desprende de una crítica fuerte a la 
corrupción como causa principal de los males políticos, culturales y económicos de 
la sociedad colombiana, hecho que desencadena en que el juez en sede de 
Casación, descarte la posibilidad de estudiar de oficio la vulneración al principio de 
in dubio pro reo. Cada día se aborrece más al corrupto y, esto se evidencia en el 
discurso práctico general donde se prefiere hablar más de deportes que de 
política, término este, que se considera un eufemismo de la corrupción. Su 
tendencia social que viene a ser representada en el discurso práctico general, 
puede desencadenar en la presión del juez en sede de Casación, para proceder 
de manera rigurosa y estricta sin detenerse a revisar la vulneración de garantías 
fundamentales por parte del procesado, sin temor a la posible violación del 
principio de in dubio pro reo, ante la justificación del principio de limitación que 
reviste la Casación.  
 
Su finalidad entonces, procede en determinar la concepción en la realidad social 
compuesta por la individualidad y unicidad del sujeto. Esta tendencia social 
comprende la asimilación y la trascendencia actual del delito en un tiempo y lugar 
determinado. Resulta más importante proceder con más rigor desde el Derecho 
Penal ante los delitos contra la Administración Pública, cuando se ha observado a 
través de varios estudios que la imposibilidad de ser un país desarrollado se debe 
precisamente a temas de corrupción. Esta tendencia que se encuentra en la 
fundamentación del delito procede a ser tomada en cuenta dentro de las premisas 
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empíricas relativas como una amenaza del delito en contra de garantías 
fundamentales del procesado.  
 
Del ejemplo anterior, se desprende el necesario estudio del ultimátum delictivo 
para proceder a verificar la tendencia actual del delito y, garantizar la efectividad 
de los derechos fundamentales con el estudio Oficioso en sede de  Casación. 
 
Intersubjetividad antropológica: Una vez estudiado el ultimátum delictivo, debe 
procederse al estudio de la intersubjetividad antropológica (Ia), que no es más que 
el estudio del procesado en su dignificación de lo humano en su metafísica de la 
persona, esto es, estudiar al hombre en su constitución como sujeto desde la 
dignidad humana. Se torna necesario distinguir entre la individualidad y la 
personalidad del procesado, pues determina el valor de la persona humana. La 
individualidad, alejada de sujetos externos y reductible a un individuo, mientras 
que la personalidad reviste el ser persona que pide un bien social “Si la persona 
exige por sí misma formar parte o ser miembro de la sociedad, esto no significa 
que exija estar en la sociedad como una parte, sino que exige, por el contrario –y 
esto es una necesidad de la persona como tal–, ser tratada en la sociedad como 
un todo307 ”. 
 
La dignidad resulta ser el fin último de la sociedad, pues las garantías 
fundamentales son sustanciales a la civilización. La tesis planteada es cierta bajo 
un modelo democrático participativo que tiene como premisa la efectivización de 
derechos sociales, pero a su vez consagra la libertad individual, donde todos los 
participantes, entendiéndose a cada persona, puede participar en los asuntos 
públicos. La labor de juez en sede de Casación corresponde a realizar un estudio 
jurídico, no de carácter individual, sino de un estudio del ser persona del 
procesado, dignificando el carácter humano de la persona. Por ejemplo, ante la 
comisión del delito de Peculado por Apropiación por parte de un servidor público 
                                            
307ENSAYO, Maritain 1968. Pág.64 
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que conoce la Sala de Casación Penal, el solo hecho de advertir por parte del 
libelista discusiones de garantías fundamentales que propone Pabón, deberá dar 
mayor relevancia a la intersubjetividad antropológica, una vez que se advierte la 
transgresión de un derecho fundamental que atenta contra la dignidad del 
condenado. A mayor argumentación en el libelo de Casación sobre las 
discusiones que propone Pabón, mayor relevancia debe otorgar en la fórmula del 
peso a (Ia) por cuanto se debe dar mayor relevancia a la posible afectación de una 
garantía fundamental dado la naturaleza metafísica de la persona.  
 
Bajo la argumentación anterior, la prevalencia debe dirigirse a brindar un mayor 
peso a la libertad en materia del proceso penal, que a los bienes sociales. La 
visión antropológica que divide al ser humano entre individuo y persona, puede ser 
aterrizada al tema en la medida en que el delito se califica hacia el individuo como 
reductible del Derecho Penal de Acto. Esto es, que, ante la configuración del 
delito, no se observa un móvil de personalidad del sujeto, mucho menos se 
presupone que deba atender este tópico el juez en sede de Casación. Es 
indispensable que el sujeto sea entendido en su individualidad antropológica y 
como consecuencia de lo indicado, el mayor peso debe dirigirse en su libertad, ya 
que implica su unidad concreta, indivisa y con la capacidad de diferenciarse de los 
demás presupuestos del delito que van dirigidos a la individualización del 
procesado.  
 
3.11.3. Nueva fórmula del peso con el principio de realidad social 
 
Una vez estudiados los subprincipios epistemológicos que debe tener en cuenta el 
juez en sede de Casación Oficiosa, se tiene que la fórmula del peso debe tener en 














Donde 𝑈𝑑 ∙ 𝐼𝑎 (Ultimátum delictivo - Intersubjetividad antropológica) son variables 
empíricas que demuestran un carácter epistémico antropológico que permite al 
juez en sede de Casación tener una fórmula del peso acorde a la procedencia del 
recurso en forma Oficiosa respecto de la variable de premisas empíricas relativas. 
Ahora bien, aunque la secuencia geométrica 1, 2, 4308 pueda endilgar a la variable 
un valor cuantitativo, esto no significa per se, que el juez deba dar con exactitud 
un valor a cada variable. Su determinación siempre dependerá, eso sí, de un 
ejercicio meramente argumentativo, así como la del libelista que pretenda una 
corrección del derecho. 
 
 
3.12. LA PONDERACIÓN DEL JUEZ CASACIONISTA ENTRE LA TÉCNICA 
CASACIONAL Y LA JUSTICIA. 
 
La naturaleza doble del derecho contiene como principios transversales el de 
seguridad jurídica y el principio de justicia. Al aterrizar el discurso jurídico de la 
Casación Oficiosa a la tesis de Alexy, se tiene una contradicción entre el rigorismo 
de la técnica de casación representada por la Sala de Casación Penal, contrario 
sensu a la justicia que requiere el libelista con el recurso extraordinario de 
Casación con una pretensión de corrección del derecho.  
 
La contradicción de principios que se presenta en la labor del juez casacionista 
para proceder de manera Oficiosa a resolver el recurso extraordinario, puede ser 
resuelta atendiendo la dualidad del derecho a través de una ponderación para 
equilibrar los principios. Esta ponderación por parte del juez surge de la pretensión 
de corrección que tiene la naturaleza intrínseca del recurso extraordinario de 
forma Oficiosa. Esta pretensión de corrección permite observar dos finalidades de 
la Casación Oficiosa: legal e intrínseca. i) La finalidad legal corresponde a la 
                                            
308 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. La fórmula del peso. p. 365 
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norma jurídica309 que da vida al recurso extraordinario que señala la efectividad 
del derecho material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la 
unificación de la jurisprudencia y la reparación de los agravios310. Por su parte, ii) 
la finalidad intrínseca, corresponde a la oportunidad del libelista de acudir como 
participante311 a la Alta Corporación  judicial, para corregir yerros presentados en 
primera y segunda instancia, donde pretende hacer valer sus argumentos que 
considera son prevalentes en un sistema jurídico. 
 
La diferencia entre las dos finalidades del recurso extraordinario de Casación en 
forma Oficiosa que se plantea con anterioridad, permite diferenciar, por una parte, 
el papel de la Corte Suprema de Justicia al velar por el principio de legalidad y su 
funcionamiento restringido por el principio de limitación en atención a la seguridad 
jurídica y, por otra parte, la visión del libelista como participante del discurso 
jurídico que pretende hacer valer el principio de justicia.  
 
La posición del participante comprende la pretensión de corrección, la cual debe 
ser, en igual forma, estudiada por parte de la Corte Suprema de Justicia como juez 
casacionista, es decir, que la tarea del juez debe comprender, no solamente la 
finalidad que dispone la ley frente al recurso de Casación de manera Oficiosa en 
su estricta legalidad y limitación, sino también debe estudiar la pretensión de 
corrección que va incluida en la demanda de casación por parte de quien pretende 
                                            
309 Ley 906, 2004. Op. cit. Art. 180 “Finalidad. El recurso pretende la efectividad del derecho 
material, el respeto de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios inferidos a 
estos, y la unificación de la jurisprudencia”. 
310 CADENA LOZANO, Raúl. Código Penal y Código de Procedimiento Penal. (Concordados y 
actualizados suplemento legislativo). Santafé de Bogotá: Librería Nueva Jurídica, 1998. p. 203. 
“Fines de la casación. La casación debe tener por fines la efectividad del derecho material y de las 
garantías debidas a las personas que intervienen en la actuación penal, la unificación de la 
jurisprudencia nacional y además la reparación de los agravios inferidos a las partes con la 
sentencia demandada” 
311 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. p.82 “Un observador plantea 
preguntas y aduce argumentos, en nombre de una posición que refleja la forma en que las 
cuestiones jurídicas son de hecho decididas en un sistema jurídico, mientras que el participante 
plantea preguntas y aporta argumentos con la vista puesta en lo que él considera es la respuesta 
correcta a la cuestión jurídica en cuestión” 
262 
 
efectivizar el Derecho Penal Sustancial, ante un presunto yerro cometido en el 
procedimiento. 
 
La observancia de la pretensión de corrección por parte del juez casacionista no 
se desliga de su finalidad legal, por el contrario, asume la prevalencia del derecho 
sustancial como consecuencia directa de un estudio completo sobre la 
procedencia o no, de manera Oficiosa. Es decir, la finalidad legal no se liga 
exclusivamente al papel que desempeña el juez en sede de Casación en la 
admisión Oficiosa, sino que, del mismo modo, debe asumirse la finalidad 
intrínseca que conlleva el recurso, la cual corresponde a una pretensión de 
corrección por parte del libelista, que conlleva el principio de justicia que pretende 
hacer valer. 
 
El principio de legalidad y de limitación que se desligan de la seguridad jurídica 
que propende la Corte Suprema de Justicia, debe acompasarse en igual forma, 
con el principio de justicia implícito en la pretensión de corrección que se 
manifiesta en la demanda de Casación. La finalidad intrínseca también debe 
tenerse en cuenta en el estudio que se realice para la procedencia del recurso, y 
esto es dable en la medida en que el juez en sede de Casación debe velar por 
fines legales, constitucionales y convencionales que le han sido otorgados bajo un 
modelo de democracia deliberativa.  
 
Así, se establece la necesidad de que el juez en sede de casación proceda a 
ponderar entre el rigorismo de la técnica casacional como representación del 
principio de seguridad jurídica y, la pretensión de corrección del libelista como 
representación del principio de justicia. Principios que se contraponen y que no 
pueden suplantarse de manera radical, pero que, aplicados a casos concretos, 




Dado que la procedencia de la Casación Oficiosa depende de la vulneración de 
garantías fundamentales, la finalidad intrínseca procede de la corrección del 
derecho de asumir un procedimiento penal justo y declararlo por la máxima 
corporación. La justicia como corrección procede de garantizar los derechos 
fundamentales de un procesado. Hablar de garantías fundamentales como criterio 
de procedencia Oficiosa del recurso no se limita a discusiones que sean expresas 
en la ley, sino que trasciende a la protección legal, constitucional y convencional 
del recurso. Su incidencia va más allá de contemplar discusiones que sean 
restringidas por el principio de limitación y la seguridad jurídica que proviene de la 
segunda instancia; se está remitiendo es a una justicia material que proviene de 
un discurso jurídico de derechos fundamentales que se representan mediante la 
demanda de casación como pretensión de corrección del derecho.  
 
Ahora bien, la procedencia de la Casación oficiosa ya ha tenido, desde la doctrina, 
propuestas dirigidas a materializar la protección de garantías fundamentales que 
permitan orientar la labor del juez casacionista a la hora de proceder 
oficiosamente y, exceptuar el principio de limitación que reviste el recurso 
extraordinario. No resulta extraño que la premisa de materializar y salvaguardar 
garantías fundamentales como finalidad de la Casación oficiosa resulte confuso y 
en una prerrogativa para que el juez casacionista tenga amplio espacio para 
admitir o inadmitir. Por su parte, Pabón, propone las siguientes discusiones para 
proceder de Oficio en la demanda de casación:  
 
a) Discusiones sustanciales en las que se hubiese condenado con menoscabo 
del Derecho Penal de Acto, valga decir sin acción;  
b) Discusiones de tipicidad en las que se antepongan en grado de plenitud 
probatoria fenómenos de atipicidad de la conducta;  
c) Discusiones de antijuridicidad en las que se evidencia ausencia de lesividad 
o conductas amparadas por causales de justificación; 
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d) Discusiones de culpabilidad en las que se te antepongan en grado de 
plenitud probatoria ausencia de dolo (en su extremo cognoscitivo o volitivo);  
e) Discusiones de indebida aplicación de la ley sustancial en las que se denote 
que se dejó de aplicar el principio de favorabilidad sustancial;  
f) Declaraciones de responsabilidad penal en las que se evidencia que en la 
sentencia se dejó de aplicar el postulado de in dubio pro reo;  
g) Condenas en las que se advierte al menoscabo al principio de estricta 
legalidad del delito y la pena;  
h) Combinaciones que aparezca la transgresión al principio del non bis in ídem 
(que no es un principio absoluto) y cosa juzgada;  
i) Discusiones en las que se proyecte la falta de aplicación del principio de 
prohibición de la analogía in malam partem; y  
j) Discusiones en las que verifiquen que en la sentencia se desconocieron los 
principios de necesidad o legalidad de la prueba, entre otras”312 
 
La propuesta de Pabón resulta de la necesidad de orientar al juez casacionista a 
la hora de aplicar el postulado de prevalencia del derecho sustancial y garantizar 
los derechos fundamentales que pueden verse menoscabados en el proceso 
penal. Las discusiones propuestas son directrices claras que orientan la labor 
judicial para proceder de Oficio, sin embargo, la efectivización de los derechos 
fundamentales trasciende a discusiones que no son dables de postular 
taxativamente, por el contrario, requieren una directriz mayor para optimizar la 
procedencia del recurso. 
 
Así mismo, dejar abierta la posibilidad de sobreponer la procedencia de las 
garantías fundamentales ante el principio de limitación constriñe a la casación a 
convertirse en una tercera instancia. Este hecho no se quiere para la figura jurídica 
tratada, sin embargo, si tiene una carencia de regulación por parte del juez en 
sede de Casación para proceder a su estudio Oficiosamente que debe ser limitado 
                                            
312 PABÓN GÓMEZ, Germán. De la casación penal en el sistema acusatorio. Óp. cit. p. 624-625. 
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y estudiado bajo los postulados constitucionales, convencionales y sobre la teoría 
dual del derecho que aquí se propone.  
 
La Casación Oficiosa, por tanto, procede de un problema de controversia entre 
principios que deben ser diferenciados como labor del juez. Se resume entre el 
principio de limitación que reviste la casación, ante el principio de justicia que 
pretende el libelista en la presentación de la demanda como una expresión de 
corrección del derecho. Tanto el principio de limitación, que es consecuencia del 
principio de seguridad jurídica, ante el principio de justicia que representa el 
libelista como participante del discurso jurídico, deben ser sopesados por parte del 
juez en sede de casación para proceder a admitir de manera Oficiosa el recurso 
extraordinario como un ejercicio de conciliación entre estos mandatos de 
optimización.  
 
La dualidad del derecho que debe tener en cuenta el juez casacionista es la 
conciliación que debe realizar entre el principio de legalidad que se refleja en el 
principio de limitación que es transversal en la casación ante el principio de justicia 
como corrección. La dualidad que se presenta debe ser tenida en cuenta por el 
juez para efectivizar la verdadera protección de los derechos fundamentales, al 
realizar un ejercicio que enmarca la legalidad, el marco constitucional y 
convencional.  
 
Para la tarea anterior, se propone el test de proporcionalidad que desarrolla 
Robert Alexy en donde busca aplicar una solución matemática para resolver 
controversias presentadas entre principios. No significa que se reemplace la 
argumentación por términos cuantitativos, tan solo es la representación en un 
lenguaje que permite expresar una lógica más clara. Para tal efecto, se procede  a 
explicar el test con el objetivo de conciliar los principios de  limitación y justicia 




Por lo anterior se presenta un ejemplo de la labor del juez en sede de casación 
para proceder a conciliar entre los principios de limitación y justicia como 
corrección ante la procedencia de la Casación en forma Oficiosa.  
 
3.12.1. La realidad social como principio en la procedencia de la casación 
oficiosa.  
 
Los principios han sido la solución por grandes doctrinantes como Dworkin al 
problema de la discrecionalidad judicial ante casos complejos. Su aplicación 
general y aceptación universal pretende ser la solución a casos concretos en su 
aplicación general hacia la especificidad. Alexy señala que los principios “exigen 
que algo se realice en la mayor medida posible dentro de las posibilidades 
jurídicas y fácticas”313, su fin comprende una aplicación que sea generalizada, 
aceptada por la mayoría.  
 
A diferencia de las reglas que se dirigen a una regulación específica, los principios 
pretenden ser definitivos y válidos en un ordenamiento jurídico como premisas 
supremas con las que nadie discute, por ejemplo, la libertad, la igualdad, la 
justicia, entre otros. Estas premisas tienen una generalidad y universalidad que se 
han convertido en directrices generales que pretenden consolidarse como fuentes 
primarias para cualquier legislación en el planeta. Su aceptación no tiene 
contradictores directos, pues el solo hecho de eliminarlos carece de fundamentos 
epistemológicos propios y de una negación intrínseca de la misma historia.  
 
Bajo esta axiología, se comprenden los principios como directrices que resuelven 
casos difíciles; empero, la pregunta que genera polémica, incluso en la definición 
del derecho, es cuando dos principios se contrarían. Sus soluciones han sido 
escasas en la filosofía jurídica pero no nula, el test de proporcionalidad se 
                                            
313 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Op. cit. p.45 
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presenta como una solución clara y completa en la actualidad para solucionar la 
contradicción de principios que puedan darse en ciertos casos especiales.  
 
Robert Alexy señala que su teoría de los principios tiene aplicación dentro de los 
derechos fundamentales. Esta aplicación surge del principio de proporcionalidad 
que desencadena tres subprincipios: idoneidad, necesidad y proporcionalidad. 
“Los principios de idoneidad y necesidad exigen una optimización relativa a las 
posibilidades fácticas. Ahí no se trata de efectuar una ponderación sino de evitar 
aquellas injerencias en los derechos fundamentales”314 para buscar un equilibrio 
en donde ya no es posible mejorar el goce de un principio sin que otro resulte 
vulnerado, como óptimo de Pareto315.  
 
El principio de proporcionalidad, por el contrario, se subsume dentro del mundo 
jurídico y no del fáctico. Su función corresponde en determinar una optimización 
relativa de las normas jurídicas a través de la ponderación “pues la ponderación 
no consiste en nada más que en la optimización de principios opuestos”316. La ley 
de ponderación señala: “Cuanto mayor es el grado de la no satisfacción o de 
afectación de uno de los principios, tanto mayor debe ser la importancia de la 
satisfacción del otro”317.  
 
La Ley de ponderación puede aplicarse directamente a la contradicción entre el 
principio de limitación y una garantía fundamental que pueda verse vulnerada, 
como consecuencia de los principios de seguridad jurídica y justicia. Por ende, la 
Sala de Casación Penal, ante cualquier causal que se invoque en el libelo de 
casación debe acudir a la ponderación de los principios que se contraríen a 
                                            
314 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Op. cit. p. 44 
315 ALEXY, Robert. Teoría de los derechos fundamentales, trad. De C. Bernal Pulido, CEPC, 
Madrid, 20007, p. 67-68 El óptimo de Pareto es un concepto manejado en la teoría económica del 
derecho que se asume como criterio cuando los recursos se asignan de tal manera que, volviendo 
a asignarlos, al menos una persona mejora su posición sin el detrimento de persona alguna.  
316 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Op. cit. p.45 
317 ALEXY, Robert. Teoría de los derechos fundamentales, trad. De C. Bernal Pulido, CEPC, 
Madrid, 20007, p. 75-76 
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efectos de garantizar su labor legal, constitucional y convencional que debe 
realizar.  
 
Adicionalmente, la Ley de ponderación se expresa en la fórmula del peso, la cual 
tiene tres variables a considerar en igual forma en el estudio sobre la procedencia 
de la Casación Oficiosa: i) importancia del derecho o principio, ii) Peso en 
abstracto, y iii) Apreciaciones empíricas relativas.  
 
i) Importancia del derecho o principio: La importancia de los derechos 
fundamentales puede desarrollarse mediante juicios racionales en los casos que 
resultan más fáciles para dar una decisión judicial. Esto es plausible en la medida 
en que el juez en casación observe la contradicción del principio de legalidad que 
resulta de una pena más alta para el procesado, ante el principio de limitación que 
reviste el recurso extraordinario de casación. El principio de legalidad como eje 
transversal del Derecho Penal busca que las penas se fijen con anterioridad, con 
el único propósito de asumir la presunción de inocencia de la persona que comete 
un delito. Resulta contrario al Derecho Penal Sustancial que un procesado termine 
pagando una condena más alta por errores en la dosificación de la pena en 
primera o segunda instancia, dado que se hace exigible el principio de limitación. 
El deber del juez es encontrar una correcta proporción entre la contradicción de 
principios y es dable, en el caso presentado, bajo un juicio racional atendiendo a la 
importancia de aplicar las penas prestablecidas dar prioridad al principio de 
legalidad, antes que el de limitación.  
 
Sin embargo, el ejercicio anterior no es dable en todas las ocasiones, pues la 
mayoría de los casos resultan difíciles en su solución. El principio de seguridad 
jurídica en contravía del principio de justicia que se desencadena en el discurso 
jurídico de la Casación Oficiosa, resulta ser la ponderación más completa en el 




La ponderación que realiza el juez en sede de casación se distingue de la 
necesidad de aplicar un criterio adicional en la fórmula del peso. Esto es necesario 
por cuanto existe una deficiencia en el principio de justicia ante el principio de 
seguridad jurídica que desencadena en el principio de limitación. La pretensión de 
corrección que se refleja en el principio de justicia que es representado por el 
participante (libelista), no tiene el peso suficiente dentro de la fórmula, para 
equiparase al principio de limitación que se desprende del principio de seguridad 
jurídica.  
 
Las razones para explicar lo anterior, resultan de las afirmaciones que conducen y 
rigen el recurso de casación, es decir, el objetivo de no convertirse en una tercera 
instancia del proceso penal, puesto que su naturaleza comprende la subsanación 
de yerros de orden legal, procedimental o probatorio. De no sobrecargar 
laboralmente a la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal ante el 
ingreso de múltiples demandas para su estudio. Y no generar inseguridad en la 
justicia y en el principio de la doble instancia que ha sido consagrado en aras de 
velar por una justicia plena para el procesado.  
 
El principio de limitación, por tanto, comprende un peso racional alto que asegura 
la efectiva naturaleza del recurso de casación. No obstante, resulta con mayor 
peso el principio de limitación frente al principio de justicia que tiene una 
pretensión de corrección por parte del accionante del recurso y de la misma Corte 
Suprema de Justicia. Por el contrario, el principio de justicia se sustenta en 
afirmaciones que contienen un alto grado de premisas fácticas y que al final, se 
contemplan en un margen deliberativo por parte del juez sin criterios fijos. 
 
Lo anterior, señala que en la fórmula del peso siempre se va a obtener en los 
términos de la Casación Oficiosa, entre el principio de limitación que se desprende 
del principio de seguridad jurídica ante el principio de justicia, un valor que siempre 
dará preferencia al principio de limitación. Tal como se ha observado en el acápite 
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anterior, donde la Sala de Casación Penal, prioriza las discusiones de limitación al 
recurso extraordinario, sobrepasando discusiones de protección a garantías 
penales ( non bis in ídem, in dubio pro reo, tipicidad, etc.), desconociendo en gran 
parte la Casación Oficiosa que comporta la verdadera pretensión de justicia sobre 
la materialización de garantías fundamentales. 
 
Ante la diferencia de pesos que se encuentra entre el principio de limitación y 
justicia, como causa principal de la negación sobre la procedencia oficiosa del 
recurso, se hace necesario añadir a la fórmula del peso la propuesta del presente 
trabajo que radica en el principio de la realidad social. El principio de realidad 
social comprende dos tópicos fundamentales que devienen de la justicia material 
los cuales se denominan: i) Ultimátum delictivo (Ud) e ii) Intersubjetividad 
antropológica (Ia) del lado del principio de justicia. 
 
ii) Peso en abstracto: El peso en abstracto otorga al juez una prerrogativa 
deliberativa en la configuración de la importancia de los principios en colisión. El 
margen de configuración libre encuentra su límite dentro de la racionalidad y en el 
caso de la Casación Oficiosa, dentro del mismo principio de limitación. Comprende 
este peso criterios ideológicos y morales que determinan la posición del juez 
respecto a una teoría sustancial de la Carta constitucional ante la contradicción de 
los principios de limitación y justicia.  
 
La racionalidad como limitación al margen deliberativo que comprendería el juez 
en sede de casación ante la procedencia del recurso de forma Oficiosa, no tiene 
una escala taxativa que permita definir los pesos abstractos de cada principio. 
Alexy realizó su teoría de los principios sin ahondar en específico en una materia 
particular del derecho. No obstante, se sugiere que la aplicación de su teoría a 
discursos jurídicos específicos, despliega un contenido concreto que puede 
dilucidar la satisfacción a un problema subyacente. Por ejemplo, ante la comisión 
del delito de Peculado por Apropiación por un servidor público, el juez aplica, bajo 
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la intersubjetividad antropológica, la prioridad al principio de democracia 
deliberativa que se asume como una corrección de justicia ante otros modelos 
democráticos. Teniendo en cuenta que, ante el delito de Peculado por Apropiación 
en sede de casación, el principio de democracia participativa comprende un mayor 
peso abstracto ante el principio de limitación.  
 
No se debe dejar de lado que, en el peso abstracto, como bien se ha mencionado, 
el carácter deliberativo del juez es amplio y, por ende, debe dar bajo criterios 
morales e ideológicos una interpretación propia de la Constitución Política en 
términos sustanciales. Lo anterior no obsta para que el juez en su libre 
configuración del peso, no sitúe como límite la intersubjetividad antropológica que 
propugna por la dignificación del ser persona, para dar prioridad al principio de 
democracia participativa y pluralista que se presupone en el ordenamiento 
colombiano, es decir dando paso a atribuir un peso más alto a la libertad, 
entendiendo antropológicamente al sujeto como un ser constituido de experiencias 
considerado en su individualidad en la parte delictiva. 
 
Por esta razón, la labor de juez consiste en dar mayor peso a la libertad bajo el 
principio antropológico de la individualidad, al considerar al sujeto una unidad 
concreta, indivisa y que se diferencia de los demás; como criterios que fijan una 
racionalidad como limite a su facultad deliberativa de asignar el peso concreto a 
los principios en colisión.  
 
iii) Apreciaciones empíricas relativas: Las apreciaciones empíricas relativas 
también son limitaciones que se encuentran en la racionalidad que debe limitar la 
labor del juez casacionista. Por su parte Bernal Pulido señala que “la importancia 
de los principios depende de la eficiencia, velocidad, probabilidad, alcance y 
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duración del efecto que tenga sobre ellos la medida que está en juego en cada 
caso”318 respecto a las apreciaciones empíricas relativas.  
 
En el caso de la casación, en cuanto a las premisas empíricas, la seguridad de los 
hechos se presenta de forma certera toda vez que el juez casacionista no ingresa 
a debatir los hechos del caso, ya que estos han sido declarados en primera y 
segunda instancia. Su labor se concentra exclusivamente en resolver yerros 
legales, procedimentales y probatorios que logren demostrar los libelistas y que, 
según criterios dados, proceda a estudiar en sede de Casación Oficiosa. 
 
Ahora bien, la certeza de los hechos de su discurso jurídico en sede de casación 
puede calificarse con los índices de: seguro, plausible y no evidentemente falso. 
Sin embargo, la manera en que pueden ser clasificados resulta compleja en la 
labor del juez en asignar un valor a cada variable.  
 
Dicha tarea de ponderación que debe asumir la Sala de Casación Penal se 
justifica ante la falta de pautas específicas en el comportamiento de la procedencia 
de la casación oficiosa como se observó en el capítulo segundo. Las reglas de la 
casación son claras en transversalizar el principio de limitación, pero ello no obsta 
para que el juez en sede de casación, asuma un papel restringido ante la 
vulneración de garantías fundamentales, pues su labor, en igual forma, se desliga 
de la ley y de la Constitución que enmarca la protección de garantías 
fundamentales en un modelo de democracia deliberativa, es decir, que la labor del 
juez se enmarca en un garante de la Constitución como tarea principal antes de 
hacer exigible la ley de manera exegética.  
 
La labor del juez en sede de casación debe dar prioridad a la protección de 
garantías fundamentales, tal como lo establece el control difuso de 
                                            
318 BERNAL PULIDO, Carlos. La racionalidad de la ponderación. En: Revista Española de Derecho 
Constitucional. (77) 2006. págs. 51-75 
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convencionalidad319 y el artículo cuarto (4)320 de la Constitución política 
colombiana donde señala que, en todo caso de incompatibilidad entre una norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales, norma que permite un 
control difuso de constitucionalidad, en donde cualquier autoridad puede dejar de 
aplicar la ley u otra norma jurídica por ser contraria a la Constitución, incluido el 
juez en sede de casación.  
 
Así las cosas, se justifica la labor del juez en casación para ponderar los principios 
fundamentales, toda vez que la Casación Oficiosa parte del precepto 228321 
constitucional que señala la prevalencia del derecho sustancial que se manifiesta 
de igual forma en el estatuto Procesal Penal penal, Ley 906 de 2004322 en el inciso 
tercero al indicar que superará los defectos de la demanda para decidir de fondo 
en atención a los fines de la casación que contempla la prevalencia del derecho 
sustancial penal.  
 
3.13. TENDENCIA ACTUAL DEL DELITO DE PECULADO: UNA VALORACIÓN 
DESDE EL PRINCIPIO DE REALIDAD SOCIAL 
 
La labor del juez casacionista a la hora de analizar la procedencia del recurso de 
casación de manera Oficiosa, específicamente en el delito de Peculado por 
Apropiación, debe ser el resultado de conciliar la naturaleza fáctica del derecho y 
la naturaleza ideal, es decir, ponderar el rigorismo en la técnica casacional 
representado bajo el principio de limitación, contrapuesto con el principio de 
                                            
319 CORTE IDH. Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana, 
sentencia de (28 de agosto de 2014), párr. 497; Caso Rochac Hernández y otros vs. El Salvador, 
sentencia de (14 de octubre de 2014), párr. 213. “todas las autoridades y órganos de un Estado 
Parte en la Convención tienen la obligación de ejercer ex oficio un control de convencionalidad”” 
320 Constitución Política, 1991. Óp. cit. 
321 Ibid. “La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo”.  
322 Ley 906, 2004. Óp. cit. 
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justicia que se manifiesta en la pretensión de corrección que debe observar la 
Corte Suprema de Justicia ante la vulneración de garantías fundamentales. 
 
El principio de realidad social a través del subprincipio de ultimátum delictivo 
propende por realizar un estudio de la tendencia social del delito en un tiempo y 
lugar determinado. Para ello, el juez en sede de casación debe realizar una labor 
investigativa referente al porqué del delito de Peculado por Apropiación ante la 
protección del patrimonio público en la actualidad colombiana.  
 
Del estudio en cuestión el juez debe propender por revisar al individuo como 
unicidad que despliega de su “yo generoso”323 una continua comunicación que 
crea realidad social. Ese resultado da cuenta, desde la visión antropológica, de la 
realidad que se deprende del delito. La persona considerada individualmente es 
un fiel reflejo del discurso práctico general que existe sobre el delito de Peculado 
por Apropiación, es decir, el servidor público. Esto lo ha entendido la misma 
Fiscalía General de la Nación324 en determinar la importancia del Peculado por 
Apropiación como figura jurídico penal que pretende proteger el patrimonio 
público.  
 
El Peculado es una tipología de las diferentes formas de corrupción. El análisis de 
prácticas corruptas en Colombia permite señalar que: “El 73 % del total de los 
hechos analizados respondieron a casos de corrupción administrativa y el 27 % 
restante correspondió a hechos de corrupción privada (9 %), corrupción judicial (7 
%), corrupción política (6 %), captura del Estado (2 %) y otros (2 %)325”. 
 
                                            
323 DÍAZ, Arturo. Óp. cit. 
324 FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN y UNODC. Tipologías de CORRUPCIÓN en COLOMBIA. 
En: Fiscales Unidos por la Transparencia y la Integridad. Bogotá: Fiscalía general de la Nación, 
2018 





Las cifras establecidas corresponden a una alta tasa de corrupción administrativa, 
cuando, por ejemplo, puede sugerirse una tasa más alta en la corrupción política. 
El estudio del juez en sede de casación, procede a determinar si la tendencia del 
delito afecta garantías fundamentales. El éxito de precisión del estudio, resulta del 
análisis detallado de los medios masivos que comprenden una injerencia más alta 
en la determinación de concebir el delito. Por ejemplo, el abuso a menores de 
edad en Colombia, ha tenido una tendencia social que es determinada por la 
última campaña presidencial, a tal punto de elevar la pena a cadena perpetua, 
vulnerando claras garantías fundamentales. Ante dicha situación el juez en sede 
de Casación Penal debe advertir, bajo el principio de realidad social, que el delito 
se ha convertido en una amenaza de garantías fundamentales para quien es 
procesado, dando en la secuencia geométrica de la ley de ponderación una 
puntuación de cuatro (4). 
 
Tanto la campaña presidencial, o el delito cometido que tiene tendencia mediática, 
entre varias circunstancias, deben ser asumidas por el juez casacionista a la hora 
de revisar y ponderar para proceder al estudio de manera Oficiosa del recurso. Y 
esto debe realizarse ya que, la tipificación de un delito puede constituir la 
transgresión de garantías fundamentales por concepto de la trascendencia social 
que tenga en el momento, hecho que no debe escapar en la fórmula de 
ponderación.  
 
El Peculado por Apropiación entonces, al relacionarse directamente con la 
corrupción, puede convertirse en una amenaza que atente contra las garantías 
fundamentales del procesado en determinado momento y lugar. Por ejemplo, el 
estudio en sede de casación del Peculado por Apropiación debe ser más detallado 
cuando existe un caso de corrupción mediático. El juez debe precisar a un nivel 
más minucioso la seguridad de las premisas empíricas y advertir el posible 
menoscabo, que la tendencia de culpa objetiva tendría sobre el procesado en la 
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fórmula del peso, el criterio de ultimátum delictivo puede configurarse como 
posible solución. 
 
3.14. EJEMPLOS EN LA APLICACIÓN DE LA NUEVA FÓRMULA DEL PESO.  
 
La inclusión de la nueva fórmula del peso en la tarea del operador jurídico en sede 
de casación, sobrepasa la carga disminuida que representa la fórmula inicial que 
se concreta en mayor peso del principio de seguridad jurídica frente al principio de 
justicia que se traduce en la revisión Oficiosa en la Corte Suprema de Justicia.  
 
Se tiene entonces, que al aplicar la fórmula inicial de ponderación, esta tiende 
siempre por la prevalencia del principio de seguridad jurídica en la variable que 
representa el peso empírico, toda vez que el grado de afectación futura del 
principio de justicia frente a la pretensión de corrección que plantea el libelista no 
se le asigna ningún valor, ya que, por la naturaleza extraordinaria del recurso de 
casación se obvia la posible vulneración de garantías fundamentales, justificado 
en la doble instancia que se ha surtido. Para mayor comprensión, se presenta el 












                                            
326 Entiéndase el principio de seguridad jurídica reflejado en el principio de limitación de la casación 
oficiosa.  




Peso empírico (S) 
Seguridad jurídica326: 
Principio de limitación 
en el recurso 
extraordinario de 
casación (L) 
4 4 1 
Principio de justicia: 
Revisión en sede de 
casación de forma 
oficiosa (J) 




El cuadro anterior permite observar la siguiente argumentación:  
 
- El peso concreto (I): El grado de afectación tanto del principio de seguridad 
jurídica y justica tienen un valor máximo e igual de cuatro (4). El raciocinio 
presentado resulta del análisis filosófico del derecho que presenta una de las 
teorías más preponderantes del momento que es sustentada por Robert Alexy, 
ante el gran debate entre Hart y Dworkin quienes presentan como tema de 
discusión el uso de los principios y sus contradicciones. La seguridad jurídica y la 
justicia se imponen como pilares fundamentales de la teoría ius-filosófica, tanto así 
que ha precedido la teoría de la doble naturaleza del derecho que ya ha sido 
presentada en acápites anteriores. Por este motivo, los dos principios en 
contraposición no solo han generado debates de varias décadas en la ciencia del 
derecho, sino que también se manifiesta en la figura jurídica de la Casación 
Ooficiosa, convirtiéndola en tema de gran complejidad por incluir los dos pilares 
fundamentales del derecho: justicia y seguridad jurídica. 
 
- Peso abstracto (G): Lo anterior, también se impone ante la importancia del 
principio con base en las normas, ya que la manifestación tanto de la seguridad 
jurídica y la justicia comprende la generalidad del discurso jurídico en la Casación 
Oficiosa. Por una parte, se tiene la doble instancia y su traducción a la seguridad 
jurídica en el principio de limitación del recurso extraordinario contrario sensu, al 
principio de justicia que se manifiesta en la pretensión de corrección del derecho 
que impone el libelista ante la vulneración de garantías fundamentales. La 
importancia en los dos escenarios y su relación con la normatividad asignan el 
máximo e igual valor a cuatro (4).  
 
- Peso empírico (S): Es precisamente, en el peso empírico donde existe un 
desequilibrio en la fórmula presentada, toda vez que la seguridad jurídica tiene un 
valor máximo de uno (1) en su grado de afectación futura, ya que el procesado ha 
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sido presentado ante dos instancias, hecho que determina que el recurso de 
casación se otorgue ante la revisión de parámetros taxativos de ley, con un velo 
de limitación en su ejecución para no convertirse en una tercera instancia. La 
afectación futura del principio de seguridad jurídica frente al principio de justicia es 
mayor, esto se explica, en atención al que la justicia se ha dado en la 
materialización de la doble instancia y en virtud de la naturaleza extraordinaria de 
la casación y sobre todo de forma Oficiosa. Aun observando la CSJ, en sede de 
casación penal, la vulneración a una garantía fundamental del procesado no 
puede acudir a la oficiosidad según esta fórmula de ponderación presentada, ya 
que, el principio de limitación tiene mayor peso que el de justicia.  
 
Por el contrario, la nueva fórmula añade el principio de realidad social dentro del 
peso empírico que contiene el principio de justicia, como variables que atienden 
desde la perspectiva antropológica al procesado y se imponen como estándares 
para el juez en sede de casación para el uso de la ponderación, complementando 















                                            
327 Entiéndase el principio de seguridad jurídica reflejado en el principio de limitación de la casación 
oficiosa.  




Peso empírico (S) 
Seguridad jurídica327: 
Principio de limitación en 
el recurso extraordinario 
de casación (L) 
4 4 4 
Principio de justicia: 
Revisión en sede de 
casación de forma 
oficiosa (J) 






Este cuadro añade 𝑈𝑑 ∙ 𝐼𝑎  (Ultimátum delictivo - Intersubjetividad antropológica) 
como variables empíricas que demuestran un carácter epistémico antropológico 
como estándar de guía para el juez en sede de casación ante la aplicación de la 
fórmula del peso acorde a la procedencia del recurso en forma Oficiosa respecto 
de la variable de premisas empíricas relativas.  
 
El operador jurídico tiene entonces nuevas variables que le permiten asignar un 
valor al peso empírico del principio de justicia y nivelar la fórmula junto con las 
variables para que, de este modo se ciña a una estricta argumentación que 
permita diferenciar alguna de las variables en los casos concretos. Se presentará 
entonces algunos ejemplos en el caso específico de Peculado por Apropiación:  
 
- AP5284-2018: Se profiere en primera y segunda instancias sentencia 
condenatoria contra dos funcionarios públicos por el delito de Peculado por 
Apropiación y se les absuelve por el delito de Falsedad en Documento. Se 
demanda en sede de casación que se omitió la apreciación de las pruebas 
grafológicas a efectos de determinar su intervención en el delito de Peculado, 
desconociéndose que la Falsedad de los Documentos representó un elemento 
fundamental en la comisión de la conducta contra la Administración Pública. La 
CSJ señala que  la prueba no fue ignorada y no encuentra razones para proceder 
de Oficio.  
 
Bajo la argumentación de la Corte y si se procediera bajo la fórmula de 
ponderación propuesta por Robert Alexy, la Alta Corporación tiene razón en su 
afirmación, ya que, puntúa más el principio de seguridad jurídica debido a que se 






Empero, al realizar una tarea osada distinta a la que realizó la Alta Corporación, se 
procede a aplicar la nueva fórmula con el principio de realidad social: 
 
Tanto el peso concreto y abstracto tendrán la mayor cantidad numérica (4) toda 
vez que son los principios pilares de la teoría del derecho. Sin embargo, esto no 
quiere decir que su valor numérico no cambie a medida de la interpretación del 
juez, al contrario, puede verse modificado por las razones del caso concreto, 
empero, para efectos de la demostración de los subprincipios se procede a la 
argumentación en el apartado del peso empírico.  
 
El peso empírico en el principio de seguridad, referente al grado de afectación 
futura, es relativamente nulo. La afectación de dicho principio no sobrepasa el 
umbral constitucional y convencional que protege las garantías fundamentales de 
un procesado, en este caso la culpabilidad de los sujetos, ya que, aunque se tuvo 
en cuenta la prueba no se logró probar de manera satisfactoria la culpabilidad, 
elemento esencial del proceso penal que viola una garantía fundamental. Por su 
parte el peso empírico en el principio de justicia (J) se analiza desde los dos 
subprincipios:  
 
i) El ultimátum delictivo propende por realizar un estudio de la tendencia 
social del delito en un tiempo y lugar determinado. Así, en el caso concreto, el juez 
casacionista debe propender por revisar el delito de Peculado por Apropiación 
desde la alta tasa de corrupción administrativa; en el auto estudiado, no puede 
convertirse en una amenaza que atente contra las garantías fundamentales del 
procesado, toda vez que el impacto social ha sido casi nulo, lo que permite una 
escasa injerencia en la vulneración de garantías fundamentales, lo que en efecto 





ii) La intersubjetividad antropológica condiciona más al operador jurídico en 
casación a realizar un estudio detallado del procesado en su dignificación de lo 
humano en su metafísica de la persona, esto es, estudiar al hombre en su 
constitución como sujeto desde la dignidad humana. El criterio fundamental que se 
expresa en esta variable de la fórmula es determinar la argumentación del libelo 
de casación prescindiendo de la técnica rigurosa casacional para pasar a 
determinar si en efecto se está vulnerando su dignidad. En el presente caso, el 
libelista presentó una discusión de culpabilidad y de la falta de relación causal que 
existe entre los procesados y los delitos, lo que conlleva a una duda razonable, 
toda vez que resulta discutible la ausencia de dolo de los procesados. La no 
intervención de la Alta Corporación por el principio de limitación debe 
sobrepasarse para dar lugar al estudio profundo y Oficioso en aras de determinar 
la culpabilidad de los procesados, ya que la sola discusión permea la garantía 
fundamental y violenta el principio de justicia. Lo anterior comprende un valor 
numérico de 4.  
 






                                            
328 Entiéndase el principio de seguridad jurídica reflejado en el principio de limitación de la casación 
oficiosa.  
 Peso Concreto (I) Peso abstracto 
(G) 
Peso empírico (S) 
Seguridad jurídica328: 
Principio de limitación en el 
recurso extraordinario de 
casación (L) 
4 4 1 
Principio de justicia: Revisión 
en sede de casación de 
forma oficiosa (J) 
































Se tiene entonces que el principio de justicia debe ser salvaguardado y procederse 
de forma Oficiosa al estudio de la discusión de culpabilidad de los procesados.  
 
- AP908-2020: Se profiere en primera y segunda instancias sentencia 
condenatoria por el delito de Peculado por Apropiación a un abogado en ejercicio. 
Se demanda en sede de casación la reiterada negación de la prisión domiciliaria 
que solicita el procesado. Aunque la Alta Corporación decide inadmitir el libelo 
casacionista, se procede nuevamente a realizar una revisión desde la fórmula que 
se propone: 
 
Tanto el peso concreto y abstracto tendrán la mayor cantidad numérica (4) toda 
vez que son los principios pilares de la teoría del derecho. Sin embargo, esto no 
quiere decir que su valor numérico no cambie a medida de la interpretación del 
juez, al contrario, puede verse modificado por las razones del caso concreto, 
empero, para efectos de la demostración de los subprincipios se procede a la 
argumentación en el apartado del peso empírico.  
 
El peso empírico en el principio de seguridad, referente al grado de afectación 
futura es alto. La doble instancia se ha surtido en el presente caso, además de 
que el procesado es abogado y ejecuto su iter criminis de forma dolosa 
aprovechándose de su ejercicio profesional. La revisión en sede de casación de 
manera Oficiosa, sin el cumplimiento y la satisfacción de una causal taxativa, 
comprende un trato desigual por su haber. Es necesario entonces señalar que la 
afectación del principio a futuro es grave, ya que desestabilizaría la forma en que 
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se aplica el delito de Peculado por Apropiación. Así, se tiene entonces que bajo 
los subprincipios: 
 
i) El ultimátum delictivo propende por realizar un estudio de la tendencia 
social del delito en un tiempo y lugar determinado. Así, en el caso concreto, el juez 
casacionista debe propender por revisar el delito de Peculado por Apropiación 
desde la alta tasa de corrupción administrativa, sin embargo, en el auto estudiado, 
el caso particular encuentra un procesado que tiene calidad de abogado y que, 
además, bajo su ejercicio profesional actuó de forma ilegal. Se encuentra 
entonces una obligación y deber por parte del litigante quien ha cometido el delito 
de Peculado por Apropiación, un tiempo y un lugar determinados lo convierten en 
una probabilidad media de injerencia por parte del procesado y de las personas 
que pueden inferir en el medio. Este hecho pone de manifiesto una tendencia 
social del delito que debe ser reivindicada a través del caso y es por esta razón 
que debe asignarse un valor cuantitativo de dos (2). 
 
ii) La intersubjetividad antropológica condiciona más al operador jurídico en 
casación a realizar un estudio detallado del procesado en su dignificación de lo 
humano en su metafísica de la persona, esto es, estudiar al hombre en su 
constitución como sujeto desde la dignidad humana. El criterio fundamental que se 
expresa en esta variable de la fórmula es determinar la argumentación del libelo 
de casación prescindiendo de la técnica rigurosa casacional para pasar a 
determinar si en efecto se está vulnerando su dignidad. En el presente caso, el 
libelista presentó una argumentación que no abarca una discusión que contenga la 
posible vulneración de garantías fundamentales, la capacidad argumentativa del 
líbelo no manifiesta una posible vulneración a la dignidad del proceso, todo lo 
contrario, su calidad de abogado le permite el acceso a recursos legales para la 
protección de sus derechos que otro procesado no está en condiciones de acoger 
con claridad. Es por esta razón que el valor numérico es de cero (0), ya que la 
284 
 
vulneración a su dignidad desde el subprincipio de intersubjetividad antropológica 
no se ve amenazado.  
 
De esta manera se tendría que: 
 
Así: 



























Se tiene entonces que el principio de seguridad jurídica debe ser salvaguardado y 
negarse la procedencia de forma Oficiosa al estudio en sede de casación, tal 
como lo manifestó la CSJ en este auto, sin embargo, la justificación aquí 
mencionada contempla una carga argumentativa más amplia para el Magistrado 
en casación.  
 
Finalmente, el ejercicio en la aplicación de los subprincipios a casos reales 
contempla una tarea de carga argumentativa alta para el operador jurídico que 
decide. Los subprincipios de ultimátum delictivo e intersubjetividad antropológica 
contemplan criterios que coadyuvan al juez en sede de casación a una 
interpretación más objetiva dentro de la ponderación de si debe o no dirigirse al 
estudio en sede de casación.  
                                            
329 Entiéndase el principio de seguridad jurídica reflejado en el principio de limitación de la casación 
oficiosa.  




Peso empírico (S) 
Seguridad jurídica329: Principio 
de limitación en el recurso 
extraordinario de casación (L) 
4 4 4 
Principio de justicia: Revisión en 
sede de casación de forma 
oficiosa (J) 




A su vez, se observó que ya sea para dar paso a la admisión o inadmisión de 
libelo casacionista, la ponderación junto con un principio de realidad social 
convierte el ejercicio judicial en una tarea más objetiva que tiene en cuenta 
conceptos de índole social y antropológico, con base en criterios epistemológicos 
que determinan un análisis más riguroso de la contraposición de los principios, 
que en el presente caso es: Casación Oficiosa avocando por el principio de justicia 
vs principio de limitación como derivado de la seguridad jurídica.  
 
La tarea judicial no es fácil ya que comprende un análisis más riguroso de la 
casación con observancia de los postulados constitucionales y convencionales, en 
aras de evitar sobresaltos en las violaciones a garantías fundamentales tales 
como discusiones sustanciales sobre el Derecho Penal de Acto, de tipicidad, 
antijuridicidad, culpabilidad, principio de legalidad y de la pena, cosa juzgada, 
indubio pro reo, favorabilidad sustancial330, entre otras.  
 
De esta manera, la ponderación desde la aplicación del principio de realidad social 
se impone como un mecanismo de flexibilización en el rigorismo de la técnica 
casacional con ocasión de las normas constitucionales y convencionales que 
prevén las garantías fundamentales. El foco de atención ya no se estaría 
centrando en la técnica y desarrollo de las causales taxativas del recurso 
extraordinario, sino que su objeto corresponde a determinar si se procede desde 
una perspectiva antropológica y de realidad social, al estudio de fondo de lo que 
pide el procesado. No se estaría hablando de una tercera instancia, en definitiva, 
se sigue con el rigorismo y la técnica casacional pero esta vez de manera flexible 
ante posibles eventos en que se vulneren derechos fundamentales.  
                                            
330 PABÓN GÓMEZ, Germán. De la casación penal en el sistema acusatorio. Óp. cit. p. 624-625. 
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La discusión sobre la procedencia del recurso extraordinario de casación se ha 
visto influenciada por un carácter irrestricto de aplicación de la técnica 
casacional, que ha llegado a convertirse en un rigorismo extremo que configura 
violaciones a Derechos Humanos del procesado. Partiendo de la investigación 
ius teórica (penal- constitucional) y una discusión ius-filosófica el recurso en 
mención es un discurso jurídico cerrado a discusiones propias de la protección 
y efectividad de garantías fundamentales.  
 
Permite evidenciar que, desde el marco teórico y en la reconstrucción del 
estado del arte, el tema hasta ahora se plantea en la mesa, sobre todo desde el 
punto de vista de la doctrina al realizarse críticas ante el rigorismo en técnica 
casacional.  
  
La investigación delineó las aproximaciones conceptuales de las razones que 
esgrime la Corte Suprema de Justicia al inadmitir los libelos de casación por 
cada causal, lo que permitió observar cómo debe presentarse la demanda de 
casación acorde a lo establecido en la misa jurisprudencia de la corporación. 
Así, en el desarrollo de los tópicos en precedencia, quedó plenamente 
demostrado que la técnica establecida para las causales de casación, ha sido 
establecida por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y que debe 
tenerse en cuenta por parte del casacionista, en el momento de estructurar la 
respectiva demanda. 
 
La casación ha sido analizada al detalle, pese a tener una amplia regulación se 
encontró una facultad discrecional de la alta corporación de justicia colombiana 
para proceder a estudiar de fondo los libelos de casación que son allegados. Se 
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determinó que las causas de inadmisión son variadas y que, en ocasiones a 
libelos de casación con identidad parecida, se les da tratamientos diferentes, lo 
cual advierte la posible vulneración de garantías fundamentales para el 
procesado.  
 
Lo anterior, precisamente porque demandas bien estructuradas, son 
inadmitidas y otras, al contrario que no lo están, son admitidas, dada la facultad 
de discrecionalidad que le asiste y habida cuenta lo expresado en la sentencia 
C-880 de 2014, esto es, que se debe hacer un control sustancial de las 
actuaciones del Juez penal para determinar si vulneró garantías de los 
ciudadanos, en los autos que disponen la inadmisión de la demanda. La Sala se 
dedica exclusivamente a responder los cargos planteados por el Casacionista y 
sus falencias de técnica y sin fundamentación alguna se limita a dejar una 
constancia generalizada, en los siguientes términos:  
 
“Resta señalar que la Corporación no observa que con ocasión del fallo 
impugnado o dentro de la actuación se hubieren violado los derechos o 
garantías del procesado X como que por tal circunstancia imponga superar sus 
falencias de técnica del libelo para decidir de fondo, según lo dispone la Ley 
906 de 2004, art. 184, inc. 3331”. 
 
Es una constancia que deja al ciudadano en el vacío, pues no sabe a ciencia 
cierta, si la Sala examinó completamente toda la actuación procesal y los fallos 
para determinar si se violaron o no derechos y garantías fundamentales, 
aspecto que le trasladó el legislador cuando afirma: deberá como ya se dijo al 
abordar este tema.  
 
                                            
331 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de casación penal. Proceso n° 32103. (9 de 
noviembre de 2009). [M.P. Jorge Luis Quintero Milanés] 
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Se reitera, sin ofrecer ninguna argumentación, máxime que en la sentencia C-
880, se indica: ya no solo es necesario efectuar un examen formal frente a los 
requisitos tradicionales del recurso, sino que debe realizar un control sustancial 
de las actuaciones del Juez Penal para establecer si vulneró garantías 
fundamentales, lo cual pretermite la Sala, como quedó demostrado, y de 
contera, por esa falta de motivación, el recurrente ignora las razones que llevan 
a la Corte a rechazar la selección, máxime que la norma prevé en el inciso 
3°,artículo 184 del Código de Procedimiento Penal, que atendiendo los fines del 
recurso, es obligación de la Sala superar los defectos de la demanda para 
decidir de fondo. En otros términos, teniendo en cuenta básicamente el fin del 
recurso inherente al respeto de las garantías de los intervinientes del que 
hicimos mención en otro acápite, debe examinar a fondo toda la actuación 
procesal para determinar si hubo vulneración a un derecho o una garantía, 
entrar a superar los defectos y fallar de fondo, utilizando la herramienta 
Oficiosa; igual ejercicio debe hacer la Corporación, para inferir que no hubo 
violación de garantías fundamentales y no limitarse a decirlo de manera 
genérica en los términos mencionados en la constancia referida. 
 
Las garantías que tiene el libelista, una vez presentado su recurso de casación, 
se dirigen a un recurso de insistencia por la presunta vulneración de garantías 
fundamentales, cuando es a la alta corporación judicial a la que le asiste el 
deber de materializar los fines convencionales y constitucionales a través del 
recurso de casación como control derivado de las disposiciones 
constitucionales para la protección de los Derechos Humanos. Tal como lo 
advierte la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de San José de Costa 
Rica de 1.969 en el artículo 8° que consagra las garantías, se refiere, entre 
otras, a un recurso sencillo a que tiene derecho toda persona que ha sido 




El tecnicismo de la demanda de casación, analizada en el Capítulo II, Desarrollo 
de las Causales, con asidero en la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, no satisface las exigencias de la Convención Americana 
de Derechos Humanos, art.8 núm. 2, literal h y el art. 14, numeral 5 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos suscritos y ratificados por el 
Estado Colombiano, por no ser un recurso sencillo y rápido, que lo ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley y las Convenciones, lo que va en contravía del acceso a la 
administración de justicia, que exige un estricto cumplimiento de la Constitución, 
la ley y su decisión, que debe proferirse en un plazo razonable, consagrada 
expresamente en la artículo 228 de la Carta Fundamental.  
 
Este ha sido un tópico muy cuestionado por los profesionales del Derecho que 
han presentado varias demandas de casación, que, al unísono, exteriorizan que 
en virtud de la técnica y la discrecionalidad que le asiste a la Corte, en los 
términos expresados, es incierto saber si la demanda va a ser admitida o no y 
de manera inánime, manifiestan que, por esos factores, se atenta contrala tutela 
judicial efectiva, concretamente el acceso a la administración de justicia. 
 
Por lo anterior, se realizó un estudio de los autos que declaran la procedencia o 
la inadmisión del libelo casacionista de los últimos dos (2) años, se tuvo en 
cuenta el delito de peculado por apropiación y además una línea jurisprudencial 
para observar los criterios que fija la Corte Suprema de Justicia para la 
procedencia en la casación oficiosa. Se encontró una discrecionalidad por parte 
de la alta corporación en la aceptación para un estudio a fondo ante la posible 
vulneración de garantías fundamentales, en específico del in dubio pro reo. Así, 
se tiene una tesis negativa que señala la no procedencia de la casación oficiosa 
en la configuración del in dubio pro reo ante la inexistencia del hecho, la 
atipicidad, o la no comisión del hecho por parte del procesado y contrario sensu 
una tesis positiva de la procedencia de la casación oficiosa en la configuración 
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de in dubio pro reo ante la inexistencia del hecho, atipicidad y la no comisión del 
hecho. 
 
El análisis jurisprudencial arrojó una tendencia de dieciocho (18) sentencias que 
no proceden a casar de forma oficiosa de veintinueve (29). Se tiene un sesenta 
y dos por ciento (62%) de sentencias que logran llegar al estudio de un 
magistrado ponente sin que realice un análisis a profundidad sobre la posible 
configuración del principio de in dubio pro reo, que como expresa la misma 
Corporación “los medios probatorios han de llevar al conocimiento del juez, más 
allá de toda duda razonable”. 
 
Del mismo modo, de acuerdo con las estadísticas del Consejo Superior de la 
Judicatura, en los Informes rendidos al Congreso de la República, frente a la 
productividad de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, habida cuenta 
las múltiples funciones de la Sala, conformada por nueve (9) magistrados 
titulares (apelaciones, cambios de radicación, casación excepcional, casación 
ordinaria, colisión de competencia, concepto de extradición, juzgamiento de 
funcionarios, otros asuntos, recurso de queja, revisión, tutelas de primera y 
segunda instancias, entre otras), comparando el volumen de ingresos de 
procesos y el egreso de éstos, por actuaciones, el promedio anual de trámites 
pendiente por resolver es del 15%, con tendencia a incrementarse, como lo 
enseñan las cifras que se advierten en los citados informes. 
 
La negación del juez en sede de casación, de realizar un estudio riguroso en 
discusiones de tipo probatorio donde pueda configurarse el in dubio pro reo, es 
en igual modo el desconocimiento del precepto 381 del estatuto procesal penal, 
Ley 906 de 2004, que indica el pleno conocimiento para condenar y de paso, la 
violación al artículo once (11) de la Carta Internacional de Derechos Humanos 




Se advierte por la misma Corte Suprema de Justicia que la no procedencia para 
un estudio de fondo de una garantía fundamental, tal como el in dubio pro reo 
es porque exclusivamente procede la casación oficiosa cuando se advierte un 
error en el monto de la pena principal o accesoria, realizando el conteo acorde a 
los estipulado en el líbelo del casacionista. Se da prioridad al principio de 
limitación y a una rigurosidad en la técnica casacional sin realizar un estudio 
minucioso legal y constitucional de la sentencia que ha llegado a la CSJ para 
revisar si efectivamente se ha vulnerado garantías fundamentales. Además, 
cuando se demuestre inexorablemente la inexistencia del hecho, la atipicidad, o 
la no comisión del hecho por parte del procesado se procede al estudio oficioso, 
la simple duda no es causal de casación oficiosa, lo cual significa, que no se 
protege la garantía fundamental de in dubio pro reo.  
 
Puede afirmarse, tanto en el análisis de los autos que inadmiten la demanda de 
casación y las sentencias de casación oficiosa sobre el delito de peculado por 
apropiación, que existe una ausencia de criterios que permitan formar una clara 
línea jurisprudencial donde se acepte la demanda oficiosamente, pues en 
muchas ocasiones los contenidos fácticos son parecidos pero la procedencia de 
la demanda es muy disímil.  
 
La Corte Suprema de Justicia está observando criterios extrajurídicos que no 
son propios de la técnica de casación, pues se inadmiten la mayoría de 
demandas de casación por criterios que no son claros ya que, en otras 
ocasiones, si procede el libelo. Así, al ser el máximo órgano de la 
administración de Justicia, se reviste de libertad para optar por decisiones 
jurídicas, sin embargo, es menester que se acoja una libertad positiva, esto es, 
de acuerdo a las reglas que ha emitido la misma corporación. 
 





a) Como parte fundante del problema, en principio disminuirle la carga 
laboral a la Sala Penal, pues de conformidad con la Ley 1826 de 2017, que 
establece la figura del Acusador Privado, con fundamento en el Acto Legislativo 
No 006 de 2.011 que reformó el numeral 4° del artículo 235, el 250 y el numeral 
1° del 251 de la Constitución, el Parágrafo del 250, estable que teniendo en 
cuenta la naturaleza del bien jurídico y la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima 
o a otras autoridades distintas a la Fiscalía General de la Nación, en donde, en 
todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar de forma preferente.  
 
Se puede en consecuencia, por parte del legislador crear un Estatuto 
Contravencional con un procedimiento breve y sumario e, inclusive, otorgarle su 
conocimiento a las Autoridades Policiales o a los Jueces Penales Municipales 
y/o Promiscuos como sucedió con la Ley 228 de 1995 conocido como Estatuto 
para la Defensa del Ciudadano y de esa manera, disminuiría el flujo de 
procesos que llegarían a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia; en esa 
legislación, se le debe garantizar los derechos a las víctimas, precisamente 
porque actualmente procede el Recurso de casación contra todas las 
sentencias proferidas por delitos y la Corporación se encuentra congestionada, 
estatuto en donde se incluirían todos las conductas querellables consagradas 
en la Ley 906 de 2004, reformada por la precitada Ley 1826 de 2017, y aquellas 
de menor grado de lesividad al bien jurídico, en los casos que lo establezca la 
ley, máxime que en el derecho comparado, el Recurso de casación procede 
para aquellos casos de mayor gravedad por el cuantum de la pena, como operó 
en Colombia hasta la Ley 600 de 2000. 
 
b) Como parte del problema, inherente a la cantidad libelos inadmitidos, 
teniendo en cuenta que en la ley de procedimiento, concretamente, el artículo 
184, inciso 3°, que le confiere la facultad de la Corte, para aplicar el mecanismo 
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de la casación Oficiosa, debe darle cabal cumplimiento a esa exigencia legal, es 
decir, respecto de los fines del recurso, haciendo un examen riguroso y a fondo 
de los derechos y garantías que le hubiesen podido conculcar al casacionista y 
no limitarse a dejar una constancia general en el sentido de que no se violaron 
dichos derechos, sin ninguna fundamentación. Esos derechos que deben ser 
objeto de estudio para determinar si se vulneraron, son los ya expuestos en 
esta investigación y que, de acuerdo con la doctrina, son:  
 
“1) Principio de Derecho Penal de Acto; 2) de conducta punible; 3) de tipicidad; 
4) de antijuridicidad material; 5) de legalidad del delito, pena y procedimiento; 6) 
de juez natural, autónomo e independiente; 7) plenitud de las formas propias del 
juicio; 8) de favorabilidad; 9) presunción de inocencia; 10) derecho a la defensa; 
11) de publicidad; 12) celeridad del juzgamiento sin dilaciones injustificadas; 13) 
contradicción probatoria; 14) de acceso a la administración de justicia; 15) de 
impugnación; 16) de cosa juzgada ( non bis in ídem) 17) de lealtad; 18) de 
legalidad de la prueba; 19) del derecho a la vida y proscripción de la pena de 
muerte; 20) de reconocimiento a la dignidad humana; 21) de libertad; 22) de no 
autoincriminación y de no estar obligado a rendir testimonio; 23) de igualdad ; 
24) de prevalencia del derecho sustancial; 25) de imperio a la ley ; 26) de 
exclusión de la analogía; 27) del restablecimiento del derecho; 28) del non 
reformatio in pejus; 29) de libertad probatoria y apreciación de las pruebas; 30) 
de motivación; 31) de necesidad de la prueba; 32) de inmediación; 33) de carga 
de la prueba; 34) de oportunidad de la prueba; 35) de descubrimiento de la 
prueba; 36) de integración, y 37) de prevalencia de las normas rectoras penales 
y procesales penales332”. 
 
Es de singular importancia, como lo consagraban los Estatutos Procesales a 
partir del Decreto Ley 409 de 1971, el Decreto Ley 050 de 1987, el Decreto Ley 
                                            




2700 de 1991 y Ley 600 de 2000, consagrar los requisitos que debe contener la 
demanda de casación y no en los términos reglados de manera negativa, en el 
inciso 3° del artículo 184 del C. de P.P., lo cual permitiría hacer más flexible y 
menos técnico el recurso, acompasado con el sistema de precedente fuerte. 
 
c) Ante el problema principal de la investigación y el objetivo de vincular un 
mecanismo que permita flexibilizar la técnica casacional, se parte de la visión 
no positivista de la teoría de Alexy que determina en la distinción entre discurso 
práctico general y discurso jurídico. “Al igual que en la argumentación práctica 
general, en la argumentación jurídica se trata siempre, de lo que está ordenado, 
prohibido y permitido, es decir, de cuestiones prácticas”333. Se resaltó entonces, 
que la dicotomía existente entre el ser y el deber ser del derecho, por lo menos 
en la procedencia de la casación oficiosa que se reviste del principio de 
limitación frente al principio de justicia, no tienen caminos bifurcados. Por el 
contrario, el recurso de casación pretende ser, en su esencia práctica, la 
corrección del discurso jurídico. Es por esta razón que quedó demostrado que 
la casación no está libre de discusiones probatorias o de los Derechos 
Humanos por el principio de limitación. 
 
En efecto, la casación oficiosa es un discurso jurídico fruto del discurso práctico 
general, es decir, que tiene un contenido moral, ético y pragmático; 
características propias del discurso general que tienen incidencia en la 
derivación del discurso jurídico. La casación oficiosa es susceptible entonces, 
de una pretensión de corrección como lo afirma la tesis de la doble naturaleza 
del derecho y le es aplicable la tesis del caso especial, por cuanto la moral está 
implícita en cada discurso.  
 
A razón de lo anterior, se generó una propuesta desde la tesis de la doble 
naturaleza, de Robert Alexy, como columna vertebral para aterrizar la admisión 
                                            
333 ALEXY, Robert. La doble naturaleza del Derecho. Óp. cit. pág. 27 
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del recurso de casación, con el único propósito de flexibilizar la técnica rigurosa 
que comprende el juez casacionista. Esta propuesta se refiere a un ejercicio 
que debe realizar el magistrado de la alta corporación bajo el test de 
proporcionalidad, agregando dos variables: Ultimatum delictivo (Ud) e 
intersubjetividad antropológica (Ia), para complementar la fórmula tradicional de 
Robert Alexy.  
 
El ultimátum delictivo (Ud) se propone como variable adicional a la fórmula del 
peso para el estudio que debe realizar el juez sobre la amenaza que representa 
la tendencia del delito en la sociedad, frente al derecho fundamental que puede 
verse vulnerado. Por ejemplo, el delito de peculado por apropiación tiene como 
objeto dirigirse en contra de los corruptos, la tendencia actual de este delito, 
desprende de una crítica fuerte a la corrupción como causa principal de los 
males políticos, culturales y económicos de la sociedad colombiana, hecho que 
desencadena en que el juez en sede de casación, descarte la posibilidad de 
estudiar de oficio la vulneración al principio de in dubio pro reo. 
 
Por otra parte, la intersubjetividad antropológica, como la segunda variable, es 
el estudio del procesado en su dignificación de lo humano en su metafísica de 
la persona, esto es, estudiar al hombre en su constitución como sujeto desde la 
dignidad humana. Se torna necesario distinguir entre la individualidad y la 
personalidad del procesado, pues determina el valor de la persona humana. 
 













La aplicación de la nueva fórmula del peso, en cuanto al delito de peculado por 
apropiación, el estudio del juez en sede casación, procede a determinar si la 
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tendencia del delito afecta garantías fundamentales. El éxito de precisión del 
estudio, resulta del análisis detallado de los medios masivos que comprenden 
una injerencia más alta en la determinación de concebir el delito. Este criterio es 
el que permite asignar un nivel numérico para la ponderación y la asignación 
objetiva de las demás variables.  
 
El resultado de la discrecionalidad que ha venido desarrollando la Corte 
Suprema de Justicia en la admisión del recurso extraordinario de casación, ha 
desentrañado la vulneración de garantías fundamentales y depurado la esencia 
del recurso en mención, la cual es el control constitucional y legal. La casación 
es un sistema que es desplegable en la teoría de la doble naturaleza ya que 
representa en sí, por una parte, un carácter limitado con el fin de no convertirse 
en una tercera instancia y, por otra parte, le es asignado un papel de control 
constitucional y legal que representa un principio de justicia.  
 
La aplicación de la fórmula de ponderación con las nuevas variables permite al 
juez casacionista una mayor objetivación del recurso y la verdadera 
materialización de los Derechos Humanos ante el principio de limitación frente 
al principio de justicia, lo que permitirá que la CSJ, asuma discusiones de orden 
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Anexo A. Análisis sentencias 
AUTO RAZÓN CAUSA DE INADMISIÓN 
Radicación N. ª 56235. 
(06) de mayo de dos mil 
veinte (2020).  
(Aprobado acta N. 091) 
MP: JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
El libelo incumple los principios que gobiernan el recurso extraordinario de Casación, entre ellos, los 
de sustentación suficiente, crítica vinculante, no contradicción y trascendencia. Quebrantar los 
postulados y presupuestos de una debida, precisa y clara fundamentación de la demanda, pues en 
ella no se evidencia una correcta presentación de los argumentos propuestos, ni el adecuado 
soporte o sustentación de sus peticiones. 
Argumentación insuficiente. 
No se desarrolla un cargo. 
Violación del principio lógico 
de no contradicción 
 
 
AP908-2020 (11) de 
marzo de dos mil veinte 
2020. Radicación N° 
52.924. MP: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
La demandante no individualiza ninguna prueba que hubiere sido inobservada, motivo por el cual no 
es dable afirmar la existencia de yerro alguno y, por sustracción de materia, de qué manera habría 
de cambiar el sentido de la decisión de no haberse cometido. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP5429-2019 
Radicación N. ª 49.996. 
Doce (12) de diciembre 
de dos mil diecinueve 
(2019). MP: JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
Únicamente consta, un deficiente análisis de conveniencia y oportunidad dentro del cual ni siquiera 
se hace referencia a la OPS 188- y la propuesta de ALEXIS SAVINOVICH en la cual no se realiza 




Radicación N° 55341. (4) 
de diciembre de dos mil 
diecinueve (2019). MP: 
JAIME HUMBERTO 
MORENO ACERO 
Conforme las argumentaciones del censor, no se trata de un supuesto de omisión - falso juicio de 
existencia por omisión- o de suposición – falso juicio de existencia por suposición- de un medio de 
prueba en el proceso valorativo adelantado por el Tribunal, sino más bien, del alcance dado a los 
medios de convicción por parte de los jueces de instancia, resultando evidente que el impugnante 
equivocó la vía casacional, pues, lo correcto era oponerse a las deducciones probatorias del 
juzgador, por la vía del error de hecho por falso raciocinio, sin embargo, no fue esta la senda 
escogida por el recurrente, ni mucho menos desarrollada de cara a las exigencias decantadas por 
esta Corporación. 
Argumentación insuficiente. 
Indebida selección de la 
causal 
Falta interés para recurrir. 
AP4689-2019 
Radicación n.° 55054. 
(30) de octubre de dos 
mil diecinueve (2019). 
MP: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
El jurista no tiene claridad en punto de los errores que cabe denunciar por la senda seleccionada, 
pues, aunque invoca la causal primera, menciona que el yerro se tradujo en un «error de hecho» 
por «aplicación indebida. Dicho planteamiento se muestra exótico porque el error de hecho es una 
de las formas como se puede violar la ley de manera indirecta, no directa. Su imperfecto cargo a 
partir de supuestos inexistentes, pues en la sentencia de segunda instancia no se sostuvo ni se dio 
a entender que el delito de peculado fuese de ejecución permanente 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP4174-2019 
Radicación n° 54.902. 
(25) de septiembre de 
dos mil diecinueve 
(2019). MP: EYDER 
PATIÑO CABRERA 
El censor desconoce el principio de corrección material, en virtud del cual las razones, los 
fundamentos y el contenido del ataque deben corresponder en un todo con la verdad procesal. El 
demandante carece de interés para controvertir en esta sede aspectos relacionados con el injusto y 
su responsabilidad.  
Se remite al Magistrado Ponente para estudio de vulneración de garantías fundamentales para 
procedencia de Casación oficiosa. 
Falta interés para recurrir. 
Violación del principio lógico 
de no contradicción 
 
AP4373-2019 El demandante carece de interés jurídico, pues no dijo, ni la Sala advierte, de qué manera se violó Falta interés para recurrir. 
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Radicación n.° 55346. 
(25) de dos mil 
diecinueve (2019) MP: 
LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ BARBOSA 
su derecho al debido proceso con la falta de vinculación de Carlos Arturo Rocha, dado que con tal 
circunstancia o sin ella, el curso del proceso y el sentido del fallo habría sido el mismo, es decir, no 
se conculcaron de manera algunas las bases de la instrucción o del juzgamiento. 
 
AP4382-2019 
Radicación n.° 55262. 
(25) de septiembre de 
dos mil diecinueve 
(2019). MP: LUIS 
ANTONIO HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
Incumplió el demandante la obligación de sustentar adecuadamente el cargo al utilizar la censura 
para exponer su inconformidad con la valoración probatoria y jurídica de las instancias que las 
llevaron a colegir que el contrato No. 114 de 2006 era de consultoría y no de prestación de 
servicios, como considera el censor. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP3270-2019 
Radicación n.° 55572. 
(27) de agosto de dos mil 
diecinueve (2019). MP: 
LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ BARBOSA 
Observa la Sala que el casacionista no cumplió con la exigencia dispuesta en el artículo 183 de la 
citada legislación, según la cual, corresponde al actor presentar “demanda que de manera precisa y 
concisa señale las causales invocadas y sus fundamentos”. 
No se selecciona ninguna 
causal de Casación 
AP3616-2019 
Radicación n.° 52160. 
(27) de agosto de dos mil 
diecinueve (2019). MP 
LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ BARBOSA 
Si bien el recurrente ostenta legitimación para impugnar la sentencia condenatoria y adujo como 
causal la violación directa de la ley sustancial por falta de aplicación del inciso primero del artículo 
68 A, la argumentación que sustenta su petición de casar la sentencia concediendo el subrogado 
penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, no sólo es confuso sino que 
fundamentalmente riñe abiertamente con el contenido de dicha norma y lo decantado por la 
jurisprudencia, respecto de su contenido y alcance. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP3749-2019 
Radicación N° 55499. 
(27) de agosto de dos mil 
diecinueve (2019). MP: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
La determinación de las inferencias hechas luego de la valoración de esas pruebas no refleja esa 
incidencia que se echa de menos; el ejercicio se presenta así incompleto pues no se demostró 
cómo tales deducciones demostrarían que el acusado no participó en los hechos por los cuales se 
le condenó, o cuál sería la duda que en tal sentido surgiría.334 
Argumentación insuficiente* 
AP2471-2019 
Radicación n.° 55527. 
(26) de junio de dos mil 
diecinueve (2019). LUIS 
ANTONIO HERNÁNDEZ 
De manera que, si bien la demanda cumple los requisitos formales, no se requiere de su estudio 
para cumplir las finalidades del recurso (artículo 184 de la Ley 906 de 2004). Por lo tanto, se 
inadmitirá demanda por esa razón, y porque desde el punto de vista material la Corte no encuentra 
ninguna razón que justifique la necesidad de intervenir de oficio en defensa de garantías 
fundamentales. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
                                            
334 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Auto, AP3749-2019 Radicación N° 55499. (27) de agosto de dos mil diecinueve (2019). Óp. Cita: “En 
este evento, cierto es que el censor hizo evidentes los dos errores denunciados porque, en efecto el juzgador no examinó, de un lado, los 
apartes que el casacionista resaltó del testimonio de Antonio Rafael Vives Cervantes, juez que tramitó los procesos que afectaron los 
intereses de la entidad pública y de otro, a excepción de la declaración de Walid Yeaid Yohaiud la cual sí fue analizada por el a quo, no 
apreció las de Nelson Vives Lacouture y Alfonso Durán Ramírez (…) Sin embargo, en ninguno de los dos casos, no obstante la nominación 
de un capítulo dedicado a la trascendencia, discriminó o precisó de qué manera una y otras declaraciones podrían generar la duda, sin que 





Radicación n° 55193. 
(12) de junio de dos mil 
diecinueve (2019). MP: 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Es evidente que el discurso del censor es por completo ajeno a la temática que precisa la 
demostración de un vicio como el anunciado, porque, además de afirmar genéricamente la falta de 
preparación de los profesionales que representaron a MANUEL BENITO CAUCIL DÍAZ, se dedicó a 
criticar al Tribunal por haberse pronunciado frente a la misma réplica.  
No hace más que desconocer el criterio judicial y, de paso, la jurisprudencia de esta Corporación, 
que ha insistido la necesidad de precisar las actividades defensivas que se reclaman en el plano 
material, más allá de lo abstracto e hipotético. 
Falta de sustentación de la 
trascendencia del error.  
Argumentación insuficiente 
AP2033-2019 
Radicación N° 53113. 
(29) de mayo de dos mil 
diecinueve (2019). MP: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Así, el primer reparo, propuesto con fundamento en la causal tercera, denuncia una afectación al 
non bis in ídem por tramitarse simultáneamente dos procesos que involucraban las Actas Nos. 738, 
739 y 1411, pero cuando era de esperarse que el reproche se dedicara con exclusividad y en aras 
de los requisitos de claridad y precisión, a demostrar tal aserto, se mezclan inconformidades que 
hacen relación a la valoración de las pruebas, lo cual no constituye un yerro in procedendo viable 
de postular por la causal tercera, sino por la primera, cuerpo segundo y en capítulo separado en 
tanto error in iudicando. 
Indebida selección de la 
causal 
AP2054-2019 
Radicación n° 51079. 
(29) de dos mil 
diecinueve (2019). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
La Sala ha dicho que la nulidad es menos exigente en su demostración que las otras causales de 
Casación. La irregularidad advertida fue subsanada sin desmedro de la garantía del procesado ni 
de la estructura del proceso y, con ello, se torna intrascendente la reclamación en el sentido de que 
se deshaga la actuación hasta aquel momento procesal para que el juez ad quem resuelva la 
proposición de prescripción de la acción penal de la cual ya se ocupó, dejándose en evidencia la 
incorrección de aquella primera decisión del a quo, pues sin duda, como fue argumentado de 
manera amplia en el fallo demandado, no es verdad que haya operado el referido fenómeno de la 
prescripción. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP2064 - 2019 
 Radicación 54060. (29) 
de mayo de dos mil 
diecinueve (2019). M.P: 
EUGENIO FERNÁNDEZ 
CARLIER 
Los demandantes no evidencian más que su desacuerdo por la forma como el fallador estructuró la 
responsabilidad de los acusados, sin revelar al menos el postulado lógico supuestamente 
desconocido, al paso que tampoco enfrenta en su integridad las motivaciones judiciales. Por lo 
demás, resulta desatinada la regla de la experiencia que exponen los libelistas relacionada con el 




Radicación N° 53340. 
(30) de abril de dos mil 
diecinueve (2019). M.P: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Lo primero que se cuestiona es la calificación de la conducta objeto de acusación, pero en ninguna 
parte se explica en qué consistió tal yerro, ni se argumenta de conformidad con los parámetros 
jurisprudenciales por qué esa falencia conduciría a la nulidad de la actuación. Acá se acusó por el 
delito de peculado y por el mismo se dictaron las sentencias de instancia, sin que en torno a tal 
denominación nada expresa el censor cuál habría sido el error. 
No se demuestra la existencia 
del error. 
AP1614-2019 
Radicación N° 50261. 




En la demanda no se sustenta un solo error susceptible de estudio en sede de Casación, ni la 
necesidad del fallo extraordinario para alcanzar alguno de los propósitos enlistados en el artículo 
180 del C.P.P.  
No es cierto, como lo asegura el defensor, que en la sentencia se considerara falsa la orden de 
prestación de servicios No 382 por el hecho de que no fue cumplida o ejecutada, o que se tuviera 
por inexistente a pesar de estar plasmada en un documento. Como lo evidencian las anteriores 
citas, la falsedad se predica de la relación contractual en su totalidad, es ésta la que los jueces 
tuvieron por ficticia o simulada, no el escrito donde se registró y que, por tal razón, constituye el 
objeto material del delito. 
Violación a la corrección 





Radicación Nº 51502. (6) 




El censor ha debido tener presente que se aceptaron los cargos, por lo que el interés para recurrir 
limita los reproches que se pueden formular contra el fallo de segundo grado. No es dable revivir el 
debate probatorio que se da por superado con la aceptación de responsabilidad, ni discutir los 
hechos que constituyeron el fundamento para terminar el proceso por la vía anticipada, entre otros 
supuestos, se citan aquellos, por resultar pertinentes para la calificación de la demanda de 
Casación en este asunto.  
Falta interés para recurrir. 
AP665-2019 
Radicación N° 53041. 
(27) de febrero de dos 
mil diecinueve (2019). 
M.P: EUGENIO 
FERNÁNDEZ CARLIER 
La argumentación de la censora revela que no desarrolló ni demostró la vía directa escogida, en 
tanto, no verificó con las citas textuales respectivas, que, dentro de los argumentos del fallo emitido 
por el Tribunal, esa Corporación dio por sentado o demostrado que el procesado no es 
determinador del delito de peculado por apropiación agravado, y pese a ello, decidió condenarlo en 
tal calidad. Y no lo hace, porque ello no fue lo que ocurrió dentro de este asunto. 
Argumentación insuficiente  
AP250-2019 
Radicación 54279. (30) 
de enero de dos mil 
diecinueve (2019). M.P: 
EUGENIO FERNÁNDEZ 
CARLIER 
Por un lado, el escrito carece de coherencia dentro de la lógica que rige el recurso de Casación. En 
primer lugar, el censor presentó tres (3) cargos y una única pretensión, que redactó de manera 
vaga e imprecisa (su fin último es que “se revoque” las decisiones de las instancias). No señaló si 
los fallos debían remplazarse por otros o si tenía que invalidarse lo actuado a partir de una 
determinada etapa del proceso. El profesional del derecho dirigió su ataque contra la decisión del 
juez de primer grado, pese a que la Casación opera como control de las decisiones de segunda 
instancia. en ningún momento determinó con claridad la existencia de algún error susceptible de ser 
atendido en Casación 
Argumentación insuficiente. 
No se demuestra la existencia 
del error. 
AP251-2019 
Radicación 54303. (30) 
de enero de dos mil 
diecinueve (2019). M.P: 
EUGENIO FERNÁNDEZ 
CARLIER 
El demandante desconoció el inciso final del artículo 212 de la Ley 600 de 2000, de acuerdo con el 
cual los cargos excluyentes solo serán permitidos si se formulan de manera subsidiaria. El censor 
presentó cuatro (4) reproches, todos ellos principales, a pesar de que son contradictorios (y, por lo 
tanto, excluyentes) entre sí. 
Violación del principio lógico 
de no contradicción. 
AP5478-2018 
Radicado 54327. (13) de 
diciembre de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
La demandante en Casación postuló cuatro censuras contra la sentencia impugnada, dos bajo el 
rótulo de principales y dos como subsidiarias, sin comenzar por hacer explícita la razón de dicha 
degradación de las pretensiones y sin que, para comenzar, comporte la misma el estricto orden que 
la lógica inmersa en los supuestos que les dan origen exige. 335 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
Argumentación insuficiente 
AP5223-2018 
Radicación No. 52699. 
(05) de diciembre de dos 




La defensa no recurrió la sentencia de primera instancia para debatir la calificación jurídica del 
delito de peculado agravado y la inclusión de las causales de mayor punibilidad deducidas, cobra 
mayor relevancia en este caso que los fundamentos de ese reproche conspiran manifiestamente 
contra el principio de corrección material al cual se hizo referencia antes, en demostración de lo 
cual basta con remitirse nuevamente a las providencias calificatorias de primera y segunda 
instancia, en las concretas reseñas realizadas en los antecedentes procesales. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
                                            
335 Finalmente, se considera conveniente compulsar copias a las Salas Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura y Seccional de 
Villavicencio, para que si es del caso se investigue a los Magistrados del Tribunal de la citada ciudad y al Juez de Conocimiento, por la 
prescripción que hubo de decretarse por el Tribunal de Riohacha que asumió el proceso en descongestión, en lo relativo al delito de 




Radicación n° 54081. (5) 
de diciembre de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
El censor parte de una premisa equivocada, en tanto, quiere hacer gravitar la estructuración de la 
conducta punible de Peculado por apropiación sobre un hecho que, aunque resulta jurídicamente 
relevante para su demostración, no necesariamente, debía estar atribuido a los acusados 
PERDOMO CAMPOS y GUTIÉRREZ ORTIZ. Esto es, que resulta de relevancia jurídica que el 
documento falseado se instrumentalizó como condición para la apropiación de los dineros públicos, 
así no se demostrara que los acusados fueron los artífices de esa falsedad. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
Argumentación insuficiente 
AP5334-2018 
Radicación n° 51407. (5) 
de diciembre de dos mil 
dieciocho (2018). M. P: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Carece de legitimación para acudir a la Casación el sujeto procesal que dejó de interponer el 
recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia o lo hizo por fuera del término legal, 
ya que una actitud de tal naturaleza, en principio, demostraría asentimiento con lo resuelto o se 
explicaría en razones distintas de quien tiene interés para impugnarla. 
Falta interés para recurrir. 
AP5257-2018 
Radicación No. 53956. 
(5) de diciembre de dos 




Pese a que la demandante censura la ausencia de defensa técnica de su representado –causal 
tercera de Casación del artículo 207 de la Ley 600 de 2000-, lo que realmente ataca son defectos 
dirigidos al menoscabo del principio de congruencia –previsto en la causal segunda ejusdem-; 
defectos procedimentales de distinto orden tales como la improcedencia del rompimiento de la 
unidad procesal –causal primera cuerpo segundo de la misma normatividad- y; que no se probó que 
su asistido actuó mancomunadamente con funcionarios del Instituto de Seguros Sociales –reglado 
en la causal primera cuerpo segundo ibídem-. Esta mixtura de inconformidades en una misma 
causal y bajo un mismo cargo, cuando en realidad corresponden a causales distintas que conllevan 
a consecuencias jurídicas diferentes, violenta el principio de autonomía y resulta suficiente para 
inadmitir la demanda. 
Indebida selección de la 
causal 
AP5278-2018 
Radicación N°54105. (5) 
de diciembre de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
La nulidad por la vía de la causal tercera es desacertada, porque las equivocaciones que se 
presentan cuando el juzgador declara probado un determinado supuesto fáctico, sin estarlo, son por 
antonomasia errores in iudicando, susceptibles de ser planteados al amparo de la causal primera. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba.  
 
AP5029-2018 
Radicación N. ª 54076. 




No es este el falso juicio, el que corresponde a la queja promovida por el recurrente, en la medida 
en que el fallador de segundo grado, sí tuvo en cuenta los elementos de juicio que probaban la 
paternidad del procesado de una hija menor de edad y el fallecimiento de la madre, solo que tales 
circunstancias, a juicio del ad quem fueron insuficientes para acreditar que dicha infante carecía de 




Radicación N° 54.164. 
(14) de noviembre de 
dos mil dieciocho (2018). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
La censura no acredita la configuración de la modalidad específica de error constitutiva de 
infracción directa de la ley sustancial (aplicación indebida). Ello, por cuanto los reproches en los que 
se funda son del todo insuficientes para provocar una decisión diversa a la adoptada en las 
instancias, que la deja desprovista de idoneidad sustancial. 
No se demuestra la existencia 
del error. 
                                            
336 “La censura se soporta en el alcance otorgado a las pruebas, sin que el casacionista se ocupe de abordar otros aspectos tenidos en 
cuenta por el Tribunal, como que los abuelos maternos hacen parte del núcleo familiar y no se tiene noticia acerca de que estén en 




Radicación N° 48854. 
(31) de octubre de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
Afirma, que la sentencia se dictó en un juicio viciado de nulidad, por lo cual debió tener en cuenta, 
con base en la jurisprudencia de la Corte, que los motivos de ineficacia de los actos procesales no 
son de postulación libre y se hallan sometidos al cumplimiento de los principios que los hacen 
operantes (art. 310 L. 600/00). 
Si bien la omisión denunciada en este asunto se verifica en el proceso, la existencia de la 
irregularidad, por sí sola, no conduce automáticamente a la invalidación del trámite, pues según 
tiene precisado la jurisprudencia de la Corte, la sola enunciación y eventual comprobación de 
anomalías que pudieran afectar las garantías procesales invocadas, resulta insuficiente para 
producir la invalidez de la actuación, debe, además, demostrarse la conculcación efectiva de los 
derechos del demandante. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
 
AP4249-2018 
 Radicación 53418. (26) 
de septiembre de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
El procesado RICARDO JOSÉ TORRES MORALES, quien ostenta la condición de abogado y 
presentó la demanda, carece de interés para recurrir en Casación el fallo de segundo grado, puesto 
que ni él, ni su defensor, recurrieron la sentencia de primera instancia. De manera que el sujeto 
procesal demandante incumple el presupuesto de interés jurídico para recurrir en Casación, debido 
a que aceptó los planteamientos del fallo de primera instancia, al dejar transcurrir el término previsto 
en la ley para impugnar el proveído, guardando silencio. 
Falta interés para recurrir. 
AP4295-2018 
Radicación n° 50959. 
(26) de septiembre de 
dos mil dieciocho (2018). 
M.P: LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Los supuestos fácticos y jurídicos que el recurrente tiene en cuenta en su desarrollo para mostrar la 
infracción directa de la ley atribuida al Tribunal, conciernen a otro fallo, y, por tanto, sus 
consideraciones dirigidas a mutar el grado de participación de la procesada de determinadora a 
interviniente carecen de validez, toda vez que no pueden constituir fundamento para derruir la doble 
presunción de acierto y de legalidad de la sentencia atacada. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP4307-2018 
Radicación n.° 52710. 
(26) de septiembre de 
dos mil dieciocho (2018). 
M.P: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Ni la defensa ni el procesado interpusieron recurso de apelación contra el fallo de primera instancia. 
Y de otra, habiendo sido condenado el investigado a través de sentencia anticipada, no podía 
discutirla sino por defectos relativos a la dosificación punitiva, la negativa del subrogado o el 
sustituto penal y ante eventuales irregularidades sustanciales constitutivas de nulidad. 
Falta interés para recurrir. 
Radicado 50818 
AP 4160 – 2018. (26) de 
septiembre de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ BARBOSA 
La demandante se inclina por cuestionar la relación entre función y delito a partir de discutir el 
supuesto fáctico, lo cual induce a pensar que optó por la vía indirecta, pero además de que no 
indicó la clase de error, tampoco fue respetuosa del principio de crítica vinculante, según el cual se 
debe ser fiel a lo acontecido en el proceso y a lo expresado en la sentencia, en lugar de referirse 
solamente a segmentos de la actuación o del fallo atacado.337 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
Indebida selección de la 
causal 
AP3310-2018 Ahora, lo que no respetó la colegiatura, pero fue inadvertido por el libelista, es la violación al Indebida selección de la 
                                            
337 “Dos variantes fijan la posibilidad de demandar en casación la nulidad del proceso: la configuración de vicios de rito o de estructura, o de 
garantía. Los primeros se refieren a irregularidades que afectan el debido proceso, principio en la cual se incluye la garantía del juez 
competente. Desde este punto de vista, entonces, si se trata de demandar en casación la nulidad del proceso por razón de esta causa, el 
recurrente está en el deber de estructurar su discurso bajo la causal tercera, como en efecto se hizo (artículo 207 numeral 3 de la Ley 600 
de 2000), pero se debe denunciar el error a la manera de la causal primera, es decir, especificar si la nulidad por incompetencia del juez 
surge debido a un problema de interpretación de las disposiciones que definen la competencia, o debido a errores de apreciación probatoria 
que inciden en la aplicación de las normas que la definen (artículo 207 numeral 1 ídem)”. 
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Radicación n.° 50981. 
(1º) de agosto de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
postulado de non reformatio in pejus, habida cuenta que, en primera instancia, el juez unipersonal sí 
tuvo como cuantía del peculado la suma de $6.000.000.000, presupuesto fáctico que delimitaba los 
términos de la apelación y que, entonces, fue sobrepasado por la Sala Penal al fijar una cantidad 
mayor a la señalada ($30.000.000.000), cuya declaración judicial no había sido reclamada por 
ningún otro sujeto procesal. No obstante, dicho defecto carece de toda trascendencia.  
causal 
AP3665-2018 
Radicación 53367. (29) 
de dos mil dieciocho 
(2018). M.P: LUIS 
ANTONIO HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
Encuentra la Sala que el casacionista no cumplió con la exigencia dispuesta en el artículo 183 de la 
Ley 906 de 2004, según la cual, corresponde al actor presentar “demanda que de manera precisa y 
concisa señale las causales invocadas y sus fundamentos”. 
Indebida selección de la 
causal 
AP3138-2018 
Radicación n° 52891. 
(25) de julio de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
No reúne los requisitos para su admisión, pues aunque enuncia la violación directa de la ley, por 
errónea interpretación del artículo 61 del Código Penal (fundamentos para la individualización de la 
pena), y la falta de aplicación del artículo 1º de la Ley 750 de 2002 (condición de madre o padre 
cabeza de familia), ningún cuestionamiento presenta en estricto derecho sobre los argumentos del 
tribunal a partir de los cuales asevera que la situación en la que se encuentra el procesado, 
corresponde a la condición de padre cabeza de familia.338 La demandante no acredita que el 
juzgador hubiera interpretado erróneamente el artículo 61 del Código Penal, al alejarse del referente 
mínimo del primer cuarto de punibilidad, luego de evaluar la mayor gravedad de la conducta, el 
daño real creado, la necesidad de la pena y la función preventiva que ella ha de cumplir en el caso 
concreto. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP3174-2018 
Radicación 52553. (25) 
de julio de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
EUGENIO FERNÁNDEZ 
CARLIER 
los errores del defensor al citar decisiones y situaciones que no guardan alguna relación con los 
hechos aquí debatidos, ni con el diligenciamiento surtido, por ejemplo, ubica los hechos el 26 de 
mayo de 1998 y la ejecutoria de la resolución de acusación el 22 de diciembre de 2009, cuando 
claramente aquí se estableció que una vez que el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de 
Barranquilla emitiera el 16 de agosto de 1995 sentencia en favor de TORRES QUIRÓZ, logró que el 
pago se materializara mediante los actos administrativos 49 y 2029 del 12 de enero y 30 de 
septiembre de 1996, y 1450 del 9 de octubre de 1997, en tanto que la resolución de acusación 
emitida el 31 de enero de 2014, adquirió firmeza el 15 de abril de la misma anualidad. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP3234-2018 
Radicado 50425. (25) de 




El censor con su cargo no censura la aplicación de una norma no llamada a regular el caso desde 
el campo netamente jurídico, sino que incursiona en los supuestos de hecho por los cuales se halló 
responsable a su prohijado, lo cual devendría posible sólo por vía de la violación indirecta de la ley 
y no directa como lo intenta. 




Radicado 50418. (25) de 




Pese a esta aparentemente adecuada selección de la causal y sentido de ataque escogidos para 
formular el planteamiento implícito en ella, es lo cierto que inadvierte el actor que el tipo penal 
sucedáneo que encuentra adecuado a la hipótesis fáctica imputada, esto es falsedad ideológica, 
contempla una sanción privativa de la libertad de 64 a 144 meses, frente al de obtención de 
documento público falso cuya pena oscila entre 48 y 108 meses de prisión. Por tanto, no le es dable 
al libelista atacar la sentencia en Casación, cuando quiera que la hipótesis delictiva cuya corrección 
persigue, implicaría para la procesada una mayor drasticidad punitiva, como en este caso, toda vez 
Falta interés para recurrir. 
                                            
338 Padre de familia 
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que precisamente frente a tal supuesto se carecería de interés jurídico. 
AP2295-2018 
Radicación 51351. (30) 
de mayo de dos mil 
dieciocho (2018). LUIS 
ANTONIO HERNÁNDEZ 
BARBOSA 
No es cierto, como aduce la defensa, que José Luber Llanos sólo haya declarado sobre el periodo 
en que ALEX HUMBERTO TELLO HOYOS fungió como contador del Hospital Nivel I de El Bordo. 
Por el contrario, su declaración se refiere a la forma como funcionaba el pago de tributos en todo el 
lapso en que el sentenciado estuvo vinculado con el centro hospitalario, incluida su estancia como 
tesorero de la entidad. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP1705-2018 
Radicación n° 51792. 
(25) de abril de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
El censor eludió la amplia argumentación que expusieron los juzgadores sobre la credibilidad del 
testigo Guillermo Cuenca Palencia, que, según se vio, incluyó el análisis de su coherencia interna y 
la corroboración que encuentra en los demás medios de prueba. En lugar de expresar cuáles fueron 
los errores que dieron lugar a la condena y explicar su trascendencia en el ámbito del recurso 
extraordinario de Casación, optó por expresar sus opiniones, con la clara intención de hacerlas 
prevalecer, sin más, sobre las conclusiones del Juzgado y el Tribunal. 




Radicación No. 50460. 
(04) de abril de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
FERNANDO ALBERTO 
CASTRO CABALLERO 
El análisis crítico de la valoración probatoria efectuada por los juzgadores no se bastará a sí mismo 
si los errores de hecho evidenciados no se acompasan con la demostración de que los medios de 
conocimiento apreciados por el juez no soportan la indemnidad de la decisión, luego que se 
patentiza una realidad distinta y determinante de un pronunciamiento contrario al declarado en la 
sentencia, es decir, que enmendado el ostensible absurdo emanado de la errada intelección de los 
medios probatorios, la estructura fáctica del fallo se derrumba, según lo exige la comprobación de la 
trascendencia del error 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 




Radicación N° 51.777. 
(4) de abril de dos mil 
dieciocho (2018).  
Es artificioso pregonar, como lo hace el libelista, que al escrutinio probatorio aplicado por el Tribunal 
subyace la equivocada regla de experiencia consistente en que todo abogado laboralista que recibe 
poderes para reclamar pretensiones en ese ámbito conoce de la ilicitud de éstas. Semejante 
planteamiento no sólo no se infiere de la estructura probatoria en que se sustentan los fallos de 
instancia, sino que, en verdad, es muestra de la incomprensión de los motivos en los que se afirmó 
la responsabilidad penal del señor LÓPEZ LARA, como determinador de peculado por apropiación. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP1411-2018 
Radicación n.° 51423. 
(11) de abril de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Tan solo dejó entrever su molestia frente a la supuesta insustancialidad del proveído, pero no 
definió en qué se traducía esa trivialidad y menos cómo pudo afectar el debido proceso, ya sea en 
su estructura o en alguna de las garantías debidas a su prohijado. No indicó la libelista qué fue lo 
que, de cada exposición, infirió o dedujo el sentenciador, cuál fue la ley de la lógica, de la ciencia o 
de la experiencia que se aplicó inapropiadamente, cuál sería la que, entonces, debió tener en 
cuenta y de qué forma ello se habría reflejado favorablemente a su representado en la decisión.  
Aunque en algún aparte del memorial, atribuyó al juez plural recaer en falacias, no concretó su 
denuncia. 
El discurso de la demandante va encaminado, simplemente, a exhibir su propia visión sobre lo que 
debió extraerse de tales testimonios. 
Violación a la corrección 
material del fallo  
AP791-2018 
Radicación: 51668. (28) 




Los fundamentos fácticos de la petición invalidatoria contrarían el principio de corrección material 
que entre otros, guía el recurso extraordinario, habida cuenta que el juzgado al que correspondió el 
conocimiento de la acusación lo citó a la dirección en el municipio de Girardot que él mismo 
suministró en la audiencia de formulación de imputación y ante su no comparecencia a la acusación 
y la devolución de los telegramas, también le remitió comunicación a la dirección que registraba en 
la ciudad de Bogotá, tal y como se advierte en las planillas elaboradas por el centro de servicios 
judiciales que aparecen incorporadas al expediente. 
Violación a la corrección 
material del fallo  
SP511-2018 El demandante pese a plantear falta de competencia, de una parte, no invoca la causal tercera de Violación a la corrección 
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Radicación N° 47489. 
(28) de febrero de dos 
mil dieciocho (2018). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR 
Casación y, de otra, acusa el fallo de incurrir en “infracción directa a la ley sustancial, por error de 
hecho (sic)”, proposición cuyo adjetivo contradice el sustantivo, toda vez que “el error de hecho”, 
como viene de verse en el numeral 4.2., es una especie de violación indirecta, no directa.  
No específica cómo se configuró el mencionado “error de hecho”, es decir, no señala 
concretamente si el yerro fue de existencia, de identidad o raciocinio.  
material del fallo 
AP360-2018 
Radicación 51103. (31) 
de enero de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
EUGENIO FERNÁNDEZ 
CARLIER 
El demandante echa en falta la aplicación de la figura del peculado culposo a cambio del peculado 
por apropiación, para ello acude a dos vías: la primera a través de la causal de inculpabilidad 
contemplada en el numeral 4° del artículo 40 numeral 4° del Código Penal de 1980 denominada 
error de tipo; y la segunda al enfatizar que su asistido obró negligentemente. Sin embargo, ninguna 
de esas dos aristas las desarrolla adecuadamente, ya que no explica si se trataba de un error 
proveniente de culpa para arribar así al peculado culposo, precepto que lo permitía siempre que 
estuviera el delito previsto en esa forma conductual, ni tampoco expone en qué consistió la incuria o 
negligencia del procesado, pues sólo indica que le competía a la Secretaría de Vivienda y 
Renovación Urbana aclarar lo relacionado con la cesión del contrato para proceder al pago como lo 
había hecho inicialmente al cancelar el anticipo. 
Indebida selección de la 
causal. No se demuestra la 
existencia del error. 
AP083-2018 
Radicado N° 51788. (17) 
de enero de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
FERNANDO LEÓN 
BOLAÑOS PALACIOS 
Yerró el casacionista ha de especificar el apartado en el cual el ad quem echó mano de 
determinado medio suasorio –dígase testimonio, peritación o elemento material-, que no se reporta 
existir en el expediente y a ello le dio un valor concreto en aras de soportar el fallo. 
No es ello, huelga sostener, lo que se extracta del cargo, en cuanto, no se dirige a definir que el 
soporte del fallo lo fue un elemento inexistente, sino a debatir acerca de la valoración que el 
Tribunal hizo de los efectivamente consignados, o mejor, a discutir las inferencias que realizó el 
Tribunal a partir de hechos conocidos. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP106-2018 
Radicación n. º 51046. 
(17) de enero de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
El actor carece de interés, toda vez que, tal como se consignó en los antecedentes de esta 
providencia, el juez profirió sentencia anticipada, previa solicitud del defensor, avalada por TOVAR 
GUERRA. Así las cosas, desconoce que, con la aceptación de cargos, procesado y defensa 
consintieron la no realización del juicio y con ello renunciaron a controvertir la validez o el mérito 
persuasivo de los elementos probatorios recaudados y de allegar otros adicionales en su favor. 
Falta interés para recurrir. 
AP168-2018 
Radicación 48295. (17) 
de enero de dos mil 
dieciocho (2018). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
El demandante cifra la supuesta vulneración de la libertad de determinación de los acusados en la 
celebración del acuerdo, en una mera expectativa, aduciendo que frente a otras personas que 
ilegalmente fueron beneficiarias de incentivos dentro del programa de Agro Ingreso Seguro, se 
encuentran en trámite principios de oportunidad, en virtud de haberse operado una variación en el 
criterio sostenido por el ente acusador en relación con tales casos. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP7977-2017 
Radicación No. 51299. 
(29) de noviembre de 
dos mil diecisiete (2017). 
M.P: JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
De ahí que al libelista se le exija acatar fielmente los principios de corrección material, sustentación 
suficiente, limitación, crítica vinculante, autonomía de las causales, coherencia, no exclusión y no 
contradicción que gobiernan el instrumento extraordinario y lo diferencian de los instrumentos 
ordinarios de impugnación, e implican reconocer que, dado el carácter dispositivo del recurso, la 
demanda que le sirve de sustento debe bastarse a sí misma, sin reenvíos de ninguna naturaleza, y 
que la argumentación que allí se contiene posee la contundencia necesaria para propiciar el 
desquiciamiento del fallo censurado, pues a la Corte le está vedado suplir sus vacíos y corregir sus 
defectos con miras a un pronunciamiento de mérito, salvo que advierta la necesidad de superar sus 
defectos con el propósito de casar el fallo de segundo grado, cuando sea ostensible que atenta 
contra las garantías fundamentales. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP7148-2017 El jurista no puede limitarse a denunciar un error, ni a manifestar que es relevante, sino que, con No se demuestra la existencia 
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Radicación n.° 50588. 
(25) de octubre de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: EYDER PATIÑO 
CABRERA 
suficiencia, está obligado a demostrar cuál es el efecto que produce en los demás medios de 
convicción y cómo incide en las resultas de la determinación, de manera que de no haberse 




Radicado N° 51321. (25) 
octubre de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
FERNANDO LEÓN 
BOLAÑOS PALACIOS 
Los falladores en las sentencias, no fueron abordados por el impugnante para hacer ver algún 
exabrupto de raciocinio que los deslegitime, por lo que ante la completa ausencia de argumentación 
encaminada a verificar la existencia de algún tipo de vicio trascendente en el análisis probatorio del 
fallo, la crítica del demandante se convierte en un alegato de instancia con el que pretende imponer 
su particular estudio de la prueba, lo que necesariamente conduce a la inadmisión del cargo 
propuesto y, en general, de toda la demanda, como quiera que la Corte, examinado el trámite 
procesal y las varias decisiones tomadas en curso del mismo, no advierte violación trascendente de 
garantías que reclame su intervención oficiosa.  
Argumentación insuficiente 
AP5920-2017 
Radicación N° 50.530. 
(6) de septiembre de dos 
mil diecisiete (2017). 
M.P: PATRICIA 
SALAZAR CUÉLLAR * 
Si bien el señor PIEDRAHITA LLANO fue evasivo al explicar detalles sobre el contrato en la 
indagatoria, no por ello, considera, puede restársele mérito suasorio a su testimonio rendido en el 
juicio, donde sí explicó pormenores del objeto contractual. Ello, resalta, no se trató de una “mentira 
de último momento”, como lo estimó el Tribunal, sino que “es muy probable” que cuando aquél fue 
llamado a la injurada no tuviera conocimiento más preciso de lo ocurrido en el contrato y que 
después se documentara al respecto. O quizás, agrega, también “es posible” que en su momento 
considerara por estrategia defensiva que no era necesario brindar mayores explicaciones al 
respecto. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP5644-2017 
Radicación No. 49818. 
(30) de agosto de dos mi 
diecisiete (2017). M.P: 
FERNANDO ALBERTO 
CASTRO CABALLERO 
El impugnante al enseñar los criterios fácticos y jurídicos que desde su punto de vista se han de 
tener en cuenta para la prescripción de la acción penal, abandona lo declarado en la sentencia, 
pretendiendo que no se derive la causal de agravación por la cuantía y que se calcule el término 
conforme a la pena máxima imponible para el interviniente, condiciones que resultan 
completamente ajenas a lo establecido por los falladores, respetando el principio de congruencia. 
Argumentación insuficiente  
 
AP5398-2017 
Radicación N° 50105. 




Con nitidez se advierte el desatino conceptual del censor en punto al principio de investigación 
integral, la manera como éste puede ser vulnerado al interior del proceso penal y la forma debida de 
sustentación del error en esta sede extraordinaria, pues, si bien dicha garantía obliga al funcionario 
judicial a investigar tanto lo favorable como lo desfavorable al procesado, tal postulado no supone 
agotar hasta sus últimas consecuencias la posibilidad investigativa del instructor y del fallador, ni 
mucho menos, corroborar con otros medios lo que ya dentro de cauces probatorios adecuados fue 
demostrado, tal y como lo pretende el recurrente. Así, razona la Sala, siempre será posible, ad 
infinitum, argumentar la vulneración del principio de investigación integral, solo suponiendo que 
cualesquiera medios probatorios diferentes habrán de controvertir eventualmente lo que las pruebas 
legales, regular y oportunamente allegadas ya certificaron como verdad procesal. 




Radicación n.° 50424. 
(23) de agosto de dos mil 
diecisiete (2017). EYDER 
PATIÑO CABRERA 
Tal planteamiento además de contradictorio en la medida que niega y admite simultáneamente que 
solicitó el reajuste pensional por el que ha sido enjuiciado, contraría la realidad procesal ya que, por 
una parte, no es verdad que la judicatura admitiera que dicho punible se ejecutó en las fechas 
mencionadas por el libelista, pues, en realidad, tuvo lugar cuando se emitieron las resoluciones que 
ordenaron el pago de lo ilegalmente conciliado, en el caso de TATIS MENDOZA, el 10 de agosto de 
1998 y por otra, tampoco es cierto que hubiere señalado que la cuantía del ilícito era inferior a 200 
SMLMV., pues, objetivamente, se advirtió que la suma de $55.100.000.oo, representaba un monto 
de 270.32 SMLMV. para el año 1998. 
Violación a la corrección 
material del fallo. 
Violación del principio lógico 





Radicación 49351. (24) 
de julio de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ BARBOSA 
Ningún argumento jurídico expuso el demandante para rebatir el criterio del fallador, según el cual 
el procesado actuó en la forma de participación antes señalada. Solamente adujo que su 
intervención ocurrió después de la entrega del dinero a las autodefensas, lo cual tampoco se 
corresponde con las conclusiones probatorias del juzgador, a cuyo tenor la labor de GÓMEZ 
ARIAS, en relación con el peculado por apropiación, consistió en servir de intermedio para que esa 
organización alzada en armas recibiera la comisión previamente acordada.  
Argumentación insuficiente 
AP4617-2017 
Radicación No. 48548. 
(18) de julio de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
JOSÉ FRANCISCO 
ACUÑA VIZCAYA 
Si bien sostiene que juzgador dejó de considerar pruebas documentales de singular importancia, 
que de haber sido apreciadas habrían conducido a tener que reconocer la presencia de dudas 
insalvables sobre la realización de la conducta atribuida al procesado, condiciones en las cuales 
debió ser absuelto de los cargos que le fueron formulados en lugar de proferir en su contra 
declaración de condena, con lo cual podría entenderse que el cargo se halla correctamente 
enunciado en cuanto no solamente integra adecuadamente la proposición jurídica de la censura 
sino que acude a la causal de Casación preestablecida por el ordenamiento para denunciar este 
tipo de desaciertos, es lo cierto que falla en el proceso de desarrollo y acreditación del único reparo 
que postula. 
Tenía por deber señalarle a la Corte qué objetivamente se establece de cada una de las pruebas 
que menciona, cuál el mérito que corresponde siguiendo los postulados de la sana crítica, y cómo 
su estimación conjunta con el arsenal probatorio que integra la actuación, da lugar a variar las 
conclusiones fácticas del fallo y, por tanto, el sentido de la parte resolutiva de la sentencia objeto de 
impugnación extraordinaria. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP3978-2017 
Radicación n.° 49.835. 
(21) de junio de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
El libelo que nos ocupa no satisface los requisitos mínimos que exige el canon 184 para su 
admisión, empezando porque omitió indicar si pretende la efectividad del derecho material, el 
respeto de las garantías de los intervinientes, la reparación de los agravios inferidos a estos, o la 
unificación de la jurisprudencia y, por lo tanto, no puede ser seleccionado. 
No se indica la finalidad del 
fallo de Casación 
AP3439-2017 
Radicación n.° 49991. 
(31) de mayo de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
EYDER PATIÑO 
CABRERA 
Propone el jurista cinco cargos y, al margen del motivo de Casación que invoca, ninguno atiende los 
lineamientos mínimos que la jurisprudencia ha establecido para una adecuada postulación. Su 
discurso, más cercano a un simple alegato de instancia, no incluye una efectiva confrontación con 
la sentencia, pues, alejado por completo de lo que allí expuso el juzgador, hace una serie de 
afirmaciones y conjeturas que no reflejan la realidad procesal, violando así el principio de corrección 
material y con amplio desconocimiento de los intereses de quien representa. 
Creyó, equívocamente, que el fundamento de las críticas podía descansar simplemente en las 
largas trascripciones que hizo de decisiones de la Corte Constitucional, sin un análisis o 
consideración propia sobre su adecuación al caso concreto. Si bien las citas jurisprudenciales son 
significativas al momento de confeccionar una impugnación y pueden conducir a esclarecer un 
punto determinado, tan solo son un instrumento de apoyo a la sustentación, la que, sin duda, 
corresponde elaborar al actor. 
Argumentación insuficiente 
AP3414-2017 
Radicación No. 48051. 




Entonces, la postura del demandante toma como punto de partida un acontecer criminal diferente 
del señalado en las sentencias condenatorias, esto es, que la abogada tuvo disponibilidad material 
o jurídica sobre los bienes objeto de apropiación, cuando el fallo excluye esa disponibilidad para 
sostener que se trató de un determinador. El actor se equivocó en la selección de la causal 
invocada y su argumentación conspira definitivamente contra los presupuestos mínimos de lógica y 
adecuada argumentación que la misma debe exhibir, pues en realidad no evidencia un error del 
Tribunal, sino que entabla un nuevo debate en relación con el examen probatorio que se supone 
Argumentación insuficiente. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
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admitido en la forma como el fallador lo asumió. 
AP3292-2017 
Radicación N°45826. 
(24) de mayo de dos mil 
diecisiete (2017). JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
El desarrollo de este ataque desatiende las exigencias de claridad y no contradicción que deben 
acompañar la sustentación del recurso, toda vez que el demandante invoca como causal de 
Casación la segunda, que trata de la nulidad por afectación de la estructura del proceso o de las 
garantías debidas a las partes, pero en su fundamentación deja de lado este norte impugnatorio 
para plantear “violación directa de la ley sustancial” por inaplicación de una norma de derecho 
constitucional. Esta propuesta se presenta de entrada contradictoria, porque la violación directa de 
la ley sustancial es una causal de Casación autónoma, conceptualmente distinta de la nulidad, que 
implica la materialización de un error in iudicando o de juicio en la selección o interpretación del 
derecho sustancial, mientras que la nulidad deriva por antonomasia de un error in procedendo o de 
actividad procesal. 
Violación del principio lógico 
de no contradicción 
AP2621-2017 
Radicación n° 46421. 
(26) de abril de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
PATRICIA SALAZAR 
CUÉLLAR 
a pesar de que el fallador reconoció inconsistencias en las dos versiones de Lina Marcela Álvarez, 
ellas fueron objeto de valoración sin que se hubiera afirmado su credibilidad, y a la vez negado la 
veracidad de sus aserciones; luego, lo realmente ocurrido, fue que, en el ejercicio valorativo se 
apreciaron las dos versiones vertidas en el proceso por Lina Marcela Álvarez, la primera, cuando 
declaró bajo la gravedad del juramento que el contrato lo firmó ella porque trabajaba medio tiempo 
en la droguería, y que el propietario (ISRAEL ALBERTO CORTÉS) no tuvo nada que ver en la 
contratación, y la segunda, durante la indagatoria cuando reconoció que a pesar de ser quien 
suscribe el contrato, lo hizo porque ISRAEL ALBERTO CORTÉS le pidió el favor de hacerlo, 
prometiéndole que tal acto no tendría ninguna consecuencia adversa para ella. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP 2692-2017 
Radicación N°49483. 
(26) de abril de dos mil 
diecisiete (2017). JOSÉ 
FRANCISCO ACUÑA 
VIZCAYA 
El defecto aludido, tiene lugar cuando el juzgador se equivoca al apreciar una prueba que obra en el 
proceso, en tanto altera su contenido, cercenándola, adicionándola o tergiversándola. Para 
acreditarlo, es necesario que el demandante señale mediante un cotejo objetivo aquello que dice el 
medio probatorio y lo que de él asumió o expresó el sentenciador en el fallo; puntualizar el aparte 
omitido, añadido o trastocado y, lo más importante, indicar la trascendencia del yerro en la decisión 
censurada haciendo ver que el error condujo a la falta de aplicación o a la aplicación indebida de la 
ley sustancial correspondiente a los supuestos fácticos acreditados en la actuación, lo cual implica 
proponer un nuevo panorama probatorio en el que, corregido el yerro, la prueba debidamente 
valorada en conjunto con las demás allegadas al trámite, conduzca a modificar el sentido de la 
decisión reprochada. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
AP2345-2017 
Radicación Nº 46122. (5) 




El actor simplemente se limitó a aventurar un criterio valorativo diferente e incompleto de los 
elementos de conocimiento producidos de manera legal y oportuna en el juicio, con la aspiración de 
que la Corte lo acoja como acertado, en lugar del ejercicio pormenorizado y detallado cumplido en 
la segunda instancia frente a los diversos medios de prueba, finalidad para la que no está erigido el 
presente mecanismo extraordinario de impugnación. 
No se selecciona ninguna 
causal de Casación 
AP2074-2017 
Radicación N° 49254. 
(27) de marzo de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Sin mención de la causal de Casación en que se apoya enuncia el defensor simplemente la 
violación de la presunción de inocencia en correlación con el in dubio pro reo, transcribiendo al 
efecto extensa cita jurisprudencial y doctrinaria para luego trasladarla al asunto con la lacónica 
afirmación de que “para el caso que nos ocupa, hay un detalle que llama poderosamente la 
atención en las sentencias de instancia pues en este asunto no está demostrado fehacientemente 
que el señor Lozano Zamora haya actuado como determinador del delito que se le imputa, pues su 
única participación fue el otorgar poder a un abogado para que reclamara derechos laborales a los 
cuales argumentó tener derecho”. 
Indebida selección de la 
causal. El recurrente pretende 
hacer valer su propia versión 
de los hechos y el mérito 
suasorio de los medios de 
prueba. 
AP1821-2017 Era de cargo del impugnante delimitar cómo se allegó el medio, donde reposa este y qué en su El recurrente pretende hacer 
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Radicación N° 47016. 
(22) de marzo de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
GUSTAVO ENRIQUE 
MALO FERNÁNDEZ 
contenido expreso y literal estima valioso, luego de lo cual ha de demostrar la trascendencia de la 
omisión, a partir del examen conjunto de los medios probatorios. El demandante, al respecto, se 
limitó a aseverar de manera general que el Tribunal desconoció algunos elementos de juicio, sin 
precisarlos, y apenas referenció en concreto la supuesta existencia de un apartado del contrato 050 
o 043, en el cual se permitía adelantar capacitación a la comunidad, que genere ocupación del 
tiempo libre. 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
Violación del principio lógico 
de no contradicción.  
AP1895 - 2017 
Radicación 49014. (22) 
de marzo de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
LUIS ANTONIO 
HERNÁNDEZ BARBOSA 
Al sustentar el reproche el actor omitió identificar cada uno de los segmentos de las mencionadas 
pruebas objeto del cercenamiento denunciado, como le correspondía hacer si pretendía demostrar 
el yerro. Advierte la Sala que, en realidad, se limitó a reseñar la inferencia apreciativa que, en su 
sentir, proviene de esos medios de convicción, intentando hacer prevalecer su criterio por sobre el 
del juzgador.  
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba. 
Argumentación insuficiente 
AP1853-2017 
Radicación No. 49314. 
Marzo veintidós (22) de 




En este caso, el demandante alude a las causales segunda (vicio de actividad) y tercera (vicio de 
garantía) del artículo 306 del Código de Procedimiento Penal, por no haberse definido la situación 
jurídica de la procesada antes de cerrar el ciclo instructivo, privándose a la defensa de la 
oportunidad de controvertir la decisión a través de los recursos e impidiéndole disponer de 
estrategias adecuadas para desvirtuar probatoriamente el criterio de la fiscalía. La Sala encuentra 
que esas afirmaciones del impugnante, más allá de la enunciación del incumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 354, ejusdem, no demuestran que la irregularidad sustancial afectó 
garantías de la acusada o desconoció las bases fundamentales de la instrucción y el juzgamiento 
con entidad suficiente para desvirtuar la presunción de acierto y legalidad de la sentencia. 
No se selecciona ninguna 
causal de Casación. 
Argumentación insuficiente 
AP1875-2017 
Radicación Nº 49851. 
(22) de marzo de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
JOSÉ LUIS BARCELÓ 
CAMACHO 
La Sala anticipa su decisión en el sentido de inadmitir la demanda de Casación, toda vez que 
evidentemente carece de la idoneidad formal y material necesaria para satisfacer cualquiera de los 
fines de la Casación. Lo anterior, en síntesis, porque el cargo no ofrece ningún argumento en contra 
de la sentencia de instancia, sino que se contrae a insistir en los mismos que sustentaron la 
apelación formulada por la defensa contra la decisión del juzgado. El cargo, aparte de carecer de 
una apropiada postulación, no ofrece ningún razonamiento encaminado a demostrar alguna causal 
o modalidad de Casación. 
No se selecciona ninguna 
causal de Casación. 
Argumentación insuficiente 
AP1893-2017 
Radicación Nº 49770. 
(22) de marzo de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
JOSÉ LUIS BARCELÓ 
CAMACHO 
Lo anterior, en síntesis, porque la postulación del cargo es deficiente, su desarrollo se funda en las 
mismas alegaciones formuladas en las instancias, al tiempo que discurre de manera confusa y 
desordenada, por completo alejada de los presupuestos argumentativos que exigen las 
modalidades de Casación seleccionadas. En últimas, los escasos argumentos que lo sustentan 
solamente muestran la personal apreciación probatoria del impugnante, sin acreditar un yerro 
judicial o la necesidad de cumplir cualquiera de los fines de la Casación.  
No se selecciona ninguna 
causal de Casación. 
Argumentación insuficiente 
Radicación: 49622 
Aprobado Acta No. 050. 




La causal invocada –violación directa de la ley sustancial- no corresponde con los presupuestos de 
este tipo de censura, por cuanto el discurso del censor se funda en la crítica a las conclusiones del 
Tribunal cuando desechó el pedimento de la defensa de adecuar los hechos al punible de peculado 
culposo. 
No se selecciona ninguna 
causal de Casación.  
AP675-2017 
 
Radicación No. 48313. 
(08) de dos mil diecisiete 
(2017). M.P: 
La Corte, en primer lugar, encuentra evidente la contradicción y la ambigüedad entre lo que se 
postula y la forma como se desarrolla el cargo, en forma tal que no consigue comprender, si como 
en un momento lo afirma el demandante, la censura únicamente se refiere a uno de los hechos 
constitutivos de delito de peculado por apropiación consumado —según lo concretado en la 
sentencia— o si como después lo sustenta, el ataque comprende las tres conductas delictivas 
Violación del principio lógico 






motivo de condena.  
AP399-2017 
Radicación N° 46.297. 




Desde esa óptica, la Sala advierte que la censura se ofrece del todo inidónea para provocar una 
decisión sustancialmente diversa a la consignada en las sentencias impugnadas. Ello, por cuanto 
las premisas de refutación son inconsultas con la estructura probatoria y la motivación expuesta en 
los fallos de instancia. El censor, artificiosamente, presenta a la Corte una reseña deformatoria del 
orden de los fundamentos probatorios que sustentan la decisión, a fin de acreditar la configuración 
de los supuestos yerros. Y esto torna su refutación en infundada, insuficiente y desatinada para 
remover los cimientos argumentativos que soportan la declaratoria de responsabilidad penal en 
contra de ÁLVARO TERNERA ARAUJO, por el delito de peculado por apropiación. Un contraste 
entre las alegaciones del censor y la estructura probatoria de los fallos de instancia así permite 
concluirlo. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
los medios de prueba 
AP455-2017 
Radicación n° 49337. 
(25) de enero de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Antes que evidenciar la existencia de errores de juicio muestra su desacuerdo con la valoración 
probatoria, sin tener en cuenta que, en virtud de la presunción de acierto y legalidad de la 
sentencia, la disparidad de criterios y el desacuerdo con el juzgador son temas ajenos a la 
Casación, ya que prevalece la de éste mientras no se aparte de las reglas de la sana crítica o 
persuasión racional. 
No se demuestra la existencia 
del error. 
AP457-2017 
Radicación N° 48748. 
(25) de enero de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
LUIS GUILLERMO 
SALAZAR OTERO 
Más allá de la confusión que exhibe el censor al formular su demanda por la vía excepcional sin 
explicación alguna, cuando dado el origen de la sentencia y la punibilidad del delito por el que se 
adelantó el juicio, el recurso extraordinario sólo resultaba viable en su modalidad ordinaria, el cargo 
único planteado lo fue con sustentó en el cuerpo primero de la causal primera de Casación, prevista 
en el artículo 207 de la Ley 600 de 2000 que corresponde a la violación directa de la ley sustancial. 
Indebida selección de la 
causal 
AP313-2017 
Radicación Nº 49432. 




En conclusión, no será admita al resultar evidente que el fundamento de tal queja esta soportado en 
el desconocimiento del principio corrección material y en la interpretación sesgada que el 
demandante confiere a los fragmentos que de manera descontextualizada transcribió del fallo de 
segundo grado. 
Violación a la corrección 
material del fallo 
AP144-2017 
Radicación No. 49204. 
(18) de enero de dos mil 
diecisiete (2017). M.P: 
FERNANDO ALBERTO 
CASTRO CABALLERO 
el recurrente no logra probar por qué la comparación de costos en el mercado que reseña el ad 
quem  
en el fallo, cuyo origen probatorio se conoce y su legalidad no la discute el impugnante —fue traído 
del proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría General de la Nación, elaborado por 
funcionarios de la Dirección Nacional de Investigaciones de la entidad—, no fuera una información 
válida para arribar a la conclusión de que se presentaron los sobrecostos, como tampoco acredita el 
concepto de falso juicio de existencia por suposición, o de qué manera el histórico que dice fue 
presentado por la procesada, de no haberse omitido su valoración, daba una perspectiva diferente o 
desvirtuaba la prueba tomada en consideración, en lo que es de interés para el delito de peculado 
por apropiación. 
El recurrente pretende hacer 
valer su propia versión de los 
hechos y el mérito suasorio de 
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 El señor Juan Manuel Vélez fue 
condenado por el delito de peculado por 
apropiación a favor de terceros, se 
demuestra que se incurrió en error ya 
que en el tiempo que se cometieron los 
delitos, el señor no había ejercido su 
cargo en ese tiempo, los desembolsos 
de los dineros se dieron antes de que el 
señor Juan entrara a ejercer su cargo de 
interventor.  
“Al definir el contenido y alcance de la función de 
control de legalidad de los preacuerdos y las 
aceptaciones unilaterales de cargos por parte del juez, 
haya sido reiterativa en sostener que esta facultad 
comprende la verificación de tres aspectos, (i) que no 
se presenten vicios en el consentimiento, (ii) que 
exista un mínimo probatorio que permita 
razonablemente inferir que se está frente a una 
conducta típica y que el imputado intervino en ella en 
condición de autor o cómplice, y (iii) que no afecte 
derechos fundamentales” En el caso en particular no 
existe el mínimo probatorio en donde se permita inferir 
que es una conducta típica y que esta persona haya 
intervenido en la actuación, puesto que ocurrieron los 
hechos en el año 2007 y el señor inició sus funciones 
como interventor en el 2008.  
“Cuando la evidencia allegada al 
proceso es concluyente en el 
sentido de indicar que el hecho 
no ha existido, o que la 
conducta es atípica, o que el 
procesado no lo ha cometido” 
Casar oficiosamente y 







































 El señor Ancizar Jaramillo portaba 1.3 
gramos de cocaína unos agentes de la 
Policía Nacional lo sorprendieron y 
posteriormente en la URI se le formuló 
la imputación por “llevar consigo” 
estupefacientes. En donde se entendía 
que había sobrepasado la dosis mínima 
permitida, en donde se condenó por la 
pena principal de 64 meses de prisión, 
por lo anterior se entiende que la 
conducta carece de lesividad y de 
antijuridicidad material ya que no se 
indica que fuera utilizarse esa sustancia 
para otro consumo diferente que el 
personal.  
“La ausencia de lesividad social resalta, amén que 
pueden converger figuras de exoneración de 
responsabilidad delictiva como la atipicidad (PRIETO 
RODRÍGUEZ), estado de necesidad (ANTONIO 
BERISTAIN), causal de inculpabilidad, ya como 
trastorno mental que implica inimputabilidad o como 
no exigibilidad de otra conducta por el acoso de la 
dependencia (BACIGALUPO), y, por ende, no se torna 
jurídico imponer una pena sino, por el contrario, 
absolver, como aquí se debe proceder.” 
“como para el caso se evidencia 
el desacierto de la sentencia con 
la que se condenó al aquí 
procesado por un 
comportamiento que no 
constituye delito, esta 
circunstancia objeto de control 
constitucional y legal impone 
como remedio para restablecer 
sus garantías fundamentales y 
hacer efectivo el derecho 
material en la presente 
actuación” 
Casar oficiosamente la 
sentencia de segunda 
instancia y absolver al 
señor Ancizar por el cargo 
















































 En Cartago existía una red de prostitución que traficaba 
con menores de edad, la señora Lucy Suárez Sánchez era 
la persona que se comunicaba con los clientes para 
ofrecer a las jóvenes, es decir era la intermediaria. Se le 
sentenció por los delitos de proxenetismo con menor de 
edad, en concurso homogéneo y utilización o facilitación 
de medios de comunicación para ofrecer actividades 
sexuales con personas menores de dieciocho años. No 
obstante, se apeló la sentencia y posteriormente con la 
decisión de segunda instancia se interpuso el recurso de 
Casación en donde se debatieron los siguientes aspectos: 
dosificación punitiva, prohibición de exceso en la condena 
impuesta, adecuación típica. Se establece que la señora 
Lucy había incurrido en lo estipulado en el artículo 213-A 
del código penal y que no era posible adecuar la conducta 
en otros tipos penales. Así mismo, debe tenerse en cuenta 
que no solamente fue el error de adecuación, sino que 
además se vulnera el principio de non bis in ídem a pesar 
de la aceptación que anteriormente la señora Lucy había 
realizado, se le juzgo por los tipos de proxenetismo con 
menor de edad y utilización o facilitación de medios de 
comunicación para ofrecer actividades sexuales con 
personas menores de dieciocho años y el cual ya se 
encuentra contenido en el tipo anterior de mayor 
importancia y finalmente la sala, indica que debe 
reajustarse la pena que le corresponde. 
“Si el Fiscal, ya sea en la 
formulación de imputación o en la 
acusación correspondiente, le 
achaca al procesado la realización 
de conductas punibles que no 
están en adecuada consonancia 
con las circunstancias de hecho 
también atribuidas, o le agrega en 
detrimento del principio de no 
recaer dos veces sobre lo mismo 
otras ya comprendidas en la 
calificación o en pretéritas 
actuaciones procesales, la Corte 
en sede de Casación tiene el 
deber de ajustar a la legalidad la 
correlación entre lo fáctico y lo 
jurídico, pese a la aceptación de 
responsabilidad o a la renuncia de 
derechos que en materia de 
justicia abreviada aquél haya 
efectuado de manera libre, 
consciente, informada y 
debidamente asesorada.” 
“El principio de consunción, que 
rige en el concurso aparente de 
tipos, según el cual el juicio de 
desvalor de una conducta punible 
ya está comprendido en el juicio 
de desvalor de otra, que es 
aplicable debido a su mayor 
riqueza descriptiva, contenido, etc. 
En otras palabras, el injusto más 
complejo absorbe los otros que en 
aquél se hayan consumado. De 
esta manera, para poner un 
ejemplo, todos los actos sexuales 
abusivos deberán verse 
subsumidos en la complejidad de 
una acción de acceso carnal con 
menor de catorce años, debido a 
la mayor relevancia de este último 
para efectos del menoscabo del 
bien jurídico.” 
Casa parcialmente y se 
absuelve a la procesada 









































  Había una pirámide Diners 
Invertion of Securit, en donde se 
captaron dineros públicos. Se 
condenó a Gerardo Cardozo 
Chaparro a 48 meses de prisión 
no obstante fue apelada en donde 
se indicó que se quebrantó el 
principio de legalidad al 
atribuírsele al procesado una 
conducta atípica, ya que no había 
una norma incriminadora en el 
momento en que sucedieron los 
hechos. Se indica que el tipo 
penal del 316ª establece una 
conducta compuesta y conjuntiva 
en donde se consuman los dos 
verbos.  
“Advierte la Corte, antes de emprender 
el examen del cargo y en concordancia 
con lo dicho en pasada oportunidad 
(CSJ SP, 8 Jul 2009, Rad. 31280), que 
el allanamiento a cargos y los 
preacuerdos entre procesado y Fiscalía 
se encuentran sujetos a control judicial. 
El Juez los aprueba si en su formación 
no se han violado derechos 
fundamentales, dentro de los cuales se 
comprenden, entre otros, la legalidad, la 
estricta tipicidad y el debido proceso.” 
“La admisión de responsabilidad, en lo que aquí 
interesa, “debe contar con un grado racional de 
verosimilitud”. Eso significa que, si el procesado 
acepta la suya frente a un hecho inexistente, o en 
relación con una conducta de otro, o propia pero 
atípica, por ejemplo, es deber del Juez, en 
desarrollo del control sobre la terminación anticipada 
del proceso, dictar fallo absolutorio.” 
“Corte Constitucional consideró contrario al principio 
de legalidad acoger como elemento del nuevo tipo 
penal una conducta no cometida durante su vigencia 
(la captación de dineros del público), sin importar 
que la misma constituyera un delito independiente.” 
“. El comportamiento respecto del cual GERARDO 
JOAQUÍN CARDOZO CHAPARRO aceptó 
responsabilidad penal fue previo a su definición 
legal como delito y eso traduce que era atípico. La 
sentencia de segunda instancia, en consecuencia, 
es conforme a derecho y no se casará. 
No Casar el fallo 
impugnada en donde se 
absolvió al procesado 
Gerardo Cardozo 
Chaparro por el delito de 


















































 Al señor Wolfang Otto Gartner, se le 
precluyó la investigación por el delito 
de prevaricato por acción. El señor 
Wolfang era un juez de la República 
el cual en una de sus decisiones 
decidió absolver a dos procesados 
que se habían declarado culpables 
indicando que no había suficiente 
material probatorio. El procurador 
presentó la denuncia contra el juez y 
en audiencia se solicitó la preclusión 
de la investigación por atipicidad de 
la conducta. Estableciendo que la 
decisión que tomó el juez no era 
contraria a la ley.  
“ le corresponde en todo caso al funcionario 
judicial, no sólo verificar que la aceptación de 
responsabilidad penal se hubiere llevado a cabo 
de manera libre, voluntaria, debidamente 
informada y con la asistencia de un defensor, sino, 
además, que no se hayan violentado las garantías 
constitucionales del imputado, pues, en tales 
eventos la jurisprudencia de la Corte ha entendido 
que la intervención del juez no se limita a la 
verificación de aspectos formales con miras al 
procedimiento de un fallo de condena, sino que su 
función también implica la posibilidad de improbar 
aquellas manifestaciones de culpabilidad que 
conlleven o sean resultado de la transgresión de 
derechos y garantías fundamentales o de la 
normatividad que regula dichos institutos.” 
“ el juez con funciones de conocimiento 
sobre la aceptación de cargos del 
imputado –unilateral o consensuada-, 
éste advierte la violación del principio de 
presunción de inocencia, porque no se 
cuenta con el mínimo de prueba que 
permita inferir razonablemente la 
tipicidad de la conducta y la autoría o 
participación en ella por parte del 
investigado, no le queda otro camino al 
funcionario judicial que anular la 
aceptación unilateral de cargos o 
improbar el preacuerdo suscrito con la 
fiscalía y, en ambos casos, disponer la 
remisión del asunto al ente acusador 
para que se reponga la actuación 
irregular o se retome el procedimiento 
ordinario, dependiendo del caso en 
particular.” 
Revocar la preclusión que 










































 El señor Alcides Francisco Álvarez 
tenía en su poder un arma de 
fuego de fabricación artesanal 
cuyos cartuchos son compatibles 
con armas de fuego de largo 
alcance como los fusiles o 
ametralladoras. La fiscalía le 
imputo el delio de fabricación, 
tráfico y porte de armas, 
municiones de uso restringido, de 
uso privado de las Fuerzas 
Armadas o explosivos en donde el 
imputado acepto unilateralmente 
el cargo. Se presenta el recurso 
de apelación y posteriormente, se 
revisa en Casación en donde el 
defensor indica que hay una 
vulneración al debido proceso en 
donde se desconocen las 
garantías fundamentales, pues se 
establece que la conducta es 
atípica, pues el arma que tenía 
Alcides carece de aptitud para 
disparar. No obstante, durante el 
proceso se realizaron tres 
peritazgos en donde se concluyó 
que efectivamente el arma si 
podía dispararse y que el señor 
Alcides no se allanó por error.  
“Y para lograr tal estándar de 
conocimiento no es suficiente el simple 
allanamiento a cargos, pues la 
declaración de responsabilidad ha de 
soportarse en una verificación probatoria 
lato sensu, que garantice que la 
presunción de inocencia que cobija al 
acusado fue desvirtuada con 
suficiencia.” 
“El control de legalidad aplicado por el 
juez de conocimiento recae, por una 
parte, sobre el acto mismo de 
aceptación de responsabilidad, a fin de 
verificar que éste sea expresión de la 
autonomía de la voluntad. Así, el art. 
131 del C.P.P. preceptúa que al 
funcionario judicial le corresponde 
verificar si el allanamiento es producto 
de una decisión, libre, consciente, 
voluntaria, debidamente informada y 
asesorada por la defensa. Por otra 
parte, el mencionado control comprende 
una labor de supervisión sobre el 
respeto de las garantías fundamentales 
en cabeza del acusado.” 
“Es garantía fundamental de quien acepta la 
imputación -sin ningún vicio en su consentimiento y 
en un marco de respeto de sus derechos- que la 
consecuente sentencia condenatoria que se dicte en 
su contra esté fundada en medios de conocimiento 
que, junto a su admisión de culpabilidad, acrediten 
la materialidad de la infracción y la responsabilidad 
delictiva.” 
“La incorporación de los medios de conocimiento a 
la actuación no sólo es presupuesto material para 
que el juez pueda dictar sentencia condenatoria, si 
la valoración de aquéllos junto a la aceptación de 
culpabilidad acredita la materialidad de la conducta 
y la responsabilidad penal del acusado (art. 9º del 
C.P. y 381 del C.P.P.), sino que es necesaria a fin 
de garantizar el derecho de todo imputado a 
conocer las pruebas que se invocan en su contra 
(art. 8 lit. J del C.P.P.).”  
“Diferente es que, en el ejercicio de control sobre el 
respeto de garantías fundamentales, se detecten 
situaciones objetivas que, sin modificar los 
enunciados fácticos que por virtud del allanamiento 
se entienden admitidos por el acusado, comportan 
una evidente imposibilidad de declarar la 
responsabilidad, en los términos exigidos por el 
derecho penal sustantivo (art. 9º inc. 1º C.P.). Por 
ejemplo, cuando la conducta atribuida al procesado 
deviene atípica o carece de antijuridicidad en 
sentido material.” 
No casar la sentencia 
impugnada, por tanto, no 
anula la actuación ni dicta 
sentencia absolutoria. 
Casar oficiosamente la 
sentencia para excluir las 
imputaciones relacionadas 
con las municiones de uso 
privativo de las Fuerzas 
Armadas y finalmente 
casar oficiosamente el 
fallo que condena a la 
pena accesoria por 

















































  María Isabel se le imputa el delito de 
peculado por apropiación, pues está se 
encontraba arrendando un inmueble que 
funcionaba como IPS debajo del 
juzgado propiedad del Consejo Superior 
de la Judicatura y que los dineros 
recibidos quedaron en manos de la 
señora María Isabel Torres. 
“el inciso tercero del artículo 327 de la Ley 
906 de 2004, define cuál debe ser el rango 
de intervención del juez, en punto de 
presunción de inocencia, en cuanto dispone: 
La aplicación del principio de oportunidad y 
los preacuerdos de los posibles imputados y 
la fiscalía, no podrán comprometer la 
presunción de inocencia y sólo procederán 
si hay un mínimo de prueba que permita 
inferir la autoría o participación en la 
conducta y su participación.» 
“el presupuesto de legalidad se cumple si 
efectivamente el tope de pena consagrado 
en la norma citada es respetado, pues, 
respecto del requisito subjetivo 
establecido en el numeral segundo de la 
misma, perfectamente caben 
lucubraciones particulares, referidas 
específicamente a las circunstancias 
individuales del delito y la persona a quien 
se atribuye, que refieran a la modalidad 
del delito o la necesidad concreta de pena, 
factores pasibles de negociación por el 
Fiscal” 
Revocar la decisión del 
Tribunal en donde se 











































 Yesid Arias Pinto fue condenado 
como autor de del delito de 
tráfico, fabricación o porte 
estupefacientes. Fue 
sorprendido el soldado Yesid 
Arias portando dentro de sus 
bolsillos 50.2 gramos de 
marihuana, el imputado no 
aceptó los cargos y 
posteriormente, el fiscal solicitó 
la preclusión por atipicidad de la 
conducta al demostrarse que el 
señor Yesid desde muy joven 
era consumidor y adicto a la 
marihuana y que esa sustancia 
era su aprovisionamiento pues 
la misma excedía la dosis 
mínima.  
 
“Además, no hay que olvidar que precisamente la 
condición de adicto de ARIAS PINTO motivó a que el 
fiscal, solicitara la suspensión de la audiencia 
preparatoria para deprecar la preclusión por atipicidad 
de la conducta, apoyado en ese momento no solo con 
el descubrimiento probatorio hecho por la defensa 
relativo a la atención prodigada al procesado en la 
Clínica Unidad Mental Villa María Ltda. de San Gil-
Santander y valoración del Psiquiatra Adrián 
Villanueva, sino en las averiguaciones de la Fiscalía 
según las cuales no se acreditaba que la sustancia 
fuera llevada por el procesado para expenderla o 
dársela a otro soldado, solicitud negada, entre otras 
razones, por impertinente”  
 
“ en la Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas (1988), se hace la distinción entre el 
narcotráfico y el consumo: El artículo 3°, numeral 1° 
contempla que los Estados Partes tipificarán como 
delitos las conductas cometidas intencionalmente 
destinadas a la producción, fabricación, extracción, 
preparación, oferta, oferta para la venta, distribución, 
venta, entrega en cualquier condición, corretaje, 
envío, tránsito, transporte, importación o exportación 
de estupefaciente o sustancia sicotrópica o la 
posesión y adquisición de las mismas con el objeto de 
realizar alguna de las anteriores actividades” 
“Bajo esta óptica, el telos que debe guiar 
la interpretación es que la 
farmacodependencia no puede tratarse 
como delincuencia, por eso, se deben 
distinguir los comportamientos de porte 
para consumo, uso personal o consumo 
en ese contexto, de los relativos al 
narcotráfico, pues son estos últimos los 
que merecen punición.” 
 
“ como para la tipicidad de la conducta 
del porte de sustancias estupefacientes 
se debe tener en cuenta el ingrediente 
subjetivo tácito que plasmó el legislador 
al excluir de la previsión legal la 
conducta de quien tenga la finalidad 
exclusiva de su uso personal por razón 
de la dependencia como consumidor, 
adicto o enfermo, teniendo en cuenta 
que en los fallos se aceptó la fármaco-
dependencia de YESID ALEXANDER 
ARIAS PINTO a la marihuana, habrá de 
concluirse que el porte de los 50,2 
gramos de esa sustancia deviene en 
atípico.” 
Casar la decisión de 
segundo grado y se 
absuelve al procesado del 
delito de tráfico, 
fabricación o porte de 













































  Los señores Juan Henao y Luis 
Muñoz fueron condenados por los 
delitos de hurto y lesiones 
personales. Se establece que se les 
vulnero el derecho al debido 
proceso, es así que se presenta la 
demanda de Casación contra el fallo 
de segunda instancia. Durante el 
proceso no se preservaron los 
supuestos facticos es decir se 
fueron adicionando gradualmente 
nuevos hechos.  
“a través del juez de control de garantías, le 
comunique a una persona la calidad de 
imputada al estar siendo investigada por su 
posible participación en una conducta punible, 
el artículo 288 de la Ley 906 de 2004 exige 
como exigencias el expresar oralmente la 
concreta individualización, identificación y 
ubicación del imputado, así como hacer una 
«relación clara y sucinta de los hechos 
jurídicamente relevantes» 
“la Corte advierte aquí la omisión del ente 
investigador al momento de la formulación de 
imputación cuando no enunció los hechos 
constitutivos del comportamiento punible de 
hurto calificado, privando de esa manera a los 
procesados de contar oportunamente con esa 
información, yerro que no se enmienda con su 
inclusión postrera en el escrito de acusación” 
“el ilícito de lesiones personales ante 
la prescripción de la acción penal (por 
el cual se les adicionaron 16 meses de 
prisión—, y de otro, el punible de hurto 
calificado (que ameritó 64 meses más 
de prisión) —, se deberá redosificar la 
sanción impuesta a los procesados, y 
subsistiendo el punible de homicidio 
agravado, por el cual también fueron 
acusados HENAO RÚA y MUÑOZ 
ARANGO, se dejarán los 
cuatrocientos (400) meses de prisión 
que por el mismo fijó el juzgador.” 
Casar de oficio parcialmente, la 
sentencia proferida por el 
tribunal Superior de Manizales, 
además se indica que prescribe 
el delito de lesiones personales 
por los que fueron acusados los 
procesados y precisar que estos 
quedan como coautores del 







































 Se condena a catorce años de 
prisión al señor Cristian 
Correa por el delito de acceso 
carnal abusivo con menor de 
catorce años. El joven Cristian 
tenía una relación con una 
niña de trece años, durante su 
relación sostuvieron algunos 
tratos sexuales que en 
ocasiones fueron simples 
tocamientos y en otras el 
acceso carnal. El menor de 
allanó y en primera instancia 
el juez absolvió al menor al 
haber una duda razonable 
sobre su responsabilidad 
criminal. Revisa el Tribunal la 
decisión,  
“Los delitos de peligro abstracto como son 
los de los actos sexuales abusivos, no 
puede presumirse iuris et de iure la 
antijuridicidad material”.  
“En el primero por ausencia de 
antijuridicidad material, expresa que la 
conducta típica es contraria de derecho, 
pero no toda conducta típica y contraria a 
derecho es antijurídica. Añade que los 
juzgadores asumieron posiciones 
antagónicas en relación con la antijuridicidad 
material en los delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales; mientras el 
a quo sostiene su inexistencia, el ad quem 
dijo lo contrario.” 
“con apoyo en doctrina advierte que la 
antijuridicidad material consagrada en el 
artículo 4 del Código Penal, convirtió los 
delitos de peligro abstracto en delitos de 
peligro concreto (…) con apoyo en doctrina 
advierte que la antijuridicidad material 
consagrada en el artículo 4 del Código 
Penal, convirtió los delitos de peligro 
abstracto en delitos de peligro concreto” 
 
“Conducta de CRISTIAN CAMILO CORREA 
configura el error de prohibición bajo la especie del 
error de subsunción, al considerar que la prueba 
muestra i) “que nunca se le advirtió a Cristian 
Camilo Correa de la ilicitud de su comportamiento 
por parte de la familia”; ii) que “la relación de 
noviazgo era una relación de cariño y amor entre el 
procesado y la víctima”; y, iii) su inmadurez.” 
“para la casacionista resulta admisible que el 
endilgado tuviera capacidad y conciencia para 
conocer que “una conducta ejecutada contra una 
persona, cuando medie un acto de violencia, es 
reprochable por el ordenamiento jurídico”; sin 
embargo, le fue imposible comprender la ilicitud de 
su obrar porque la relación sexual fue fruto del amor 
y no de la violencia”. 
 
“De tal modo, la falta de conocimiento del injusto 
impone la absolución del autor por el hecho doloso; 
si la misma podía ser superada, subsiste la 
responsabilidad penal, siendo el sujeto pasible de 
pena atenuada” 
“Error invencible disculpante de su responsabilidad 
por el hecho típico y antijurídico, e insuperable 
dadas las condiciones en que mantuvo trato sexual 
con la menor, sin que su intención estuviera 
orientada a abusar de ella por su edad.”  
 
Casar la sentencia y 
absuelve al implicado de 









































  El señor Ciro Mora fue condenado 
por el delito de actos sexuales 
abusivos con menor de 14 años. Se 
condenó al señor Ciro y se le 
prohibió cualquier beneficio o 
subrogado. Se impugna la sentencia 
y se indica que pudo haber caído en 
un error, puesto que se juzgó 
únicamente con base al testimonio 
de la menor de diez años, en donde 
no se tiene un testimonio totalmente 
verídico y persiste una duda y 
probabilidad de que el hecho no 
haya ocurrido. En Casación se 
estableció que en ningún momento 
se logró demostrar la falsedad de 
identidad del testimonio de la 
psicóloga y por otro lado indica el 
accionante que el testimonio de los 
niños produce desconfianza.  
“Una visión detenida del asunto indica 
que el comportamiento del procesado no 
tiene la entidad para comprometer el 
interés jurídico que tutelan las normas 
que describen las agresiones sexuales 
(Artículo 209, Art. 211 – 4 del C.P.) 
porque, en estricto, aquí no hubo un 
acto de connotación sexual que de 
alguna manera afecte siquiera la 
formación sexual de la ofendida, ni la 
integridad, ni la libertad sexual.” 
 
“Sin embargo, lo que precisa la Sala es que ese 
comportamiento no alcanza la connotación de 
perjuicio a la libertad, integridad y formación 
sexuales de la menor, quien dada su capacidad de 
raciocinio compatibles con esa edad (nueve años) 
atinadamente referida por la sicóloga que la 
examinó, permiten concluir que a más del trato 
agresivo no sufrió alteraciones sustantivas en la 
“formación sexual”, entendida como facultad 
optativa para determinarse en el futuro en materia 
sexual”. 
“Dando por descontado que es acertada la 
imputación fáctica, lo evidente es que la fiscalía 
erró en la imputación jurídica del comportamiento 
que se adecua al delito de injuria por vías de 
hecho que lesiona la integridad moral y no el fuero 
íntimo de la víctima (formación, libertad, 
integridades sexuales)”. 
No casar la sentencia del 
Tribunal en donde se 
condenaba al señor Ciro y 
por tanto casar 
oficiosamente la sentencia 
expuesta por la Corte en 
donde se declara nulo lo 
actuado y se ordena la 











































  El Señor José Acera fue 
detenido debido a que 
estaba ofreciendo en vía 
pública dos 
reproducciones ilegales 
de la editorial Planeta, 
se le imputo el delito por 
violación de los 
derechos patrimoniales 
de autor y derechos, se 
estableció 
posteriormente que el 
hecho carecía de 
tipicidad pues se 
encuentra que es 
significativo para el bien 
objeto de protección en 
el caso y por tanto se 
realizó la preclusión.  
 
 
“En virtud de los principios y valores del llamado derecho penal 
mínimo, según el cual la persona es un fin en sí misma, al poder 
punitivo no le es permitido interferir o restringir derechos 
fundamentales cuando la afectación del bien jurídico es mínima 
o incluso inexistente, lo cual sucede en un asunto como el 
presente, que al haber llegado a sede de Casación no sólo 
entorpece a la justicia, sino que afecta a la comunidad en 
general”. 
 
“en virtud de los principios y valores del llamado derecho penal 
mínimo, según el cual la persona es un fin en sí misma, al poder 
punitivo no le es permitido interferir o restringir derechos 
fundamentales cuando la afectación del bien jurídico es mínima 
o incluso inexistente, lo cual sucede en un asunto como el 
presente, que al haber llegado a sede de Casación no sólo 
entorpece a la justicia, sino que afecta a la comunidad en 
general”.  
 
“El principio de lesividad de la conducta punible surgió como un 
criterio de limitación del poder punitivo dentro del moderno 
Estado de Derecho, en el entendido de que constituye una 
obligación ineludible para las autoridades tolerar toda actitud o 
comportamiento que de manera significativa no dañe o ponga 
en peligro a otras personas, individual o colectivamente 
consideradas, respecto de los bienes y derechos que el 
ordenamiento jurídico penal está llamado como última medida a 
proteger”. 
“Principio de antijuridicidad material 
que la conducta punible de violación a 
los derechos patrimoniales de autor y 
derechos conexos no es un delito de 
peligro, sino que exige una efectiva 
afectación del bien jurídico tutelado, 
por lo que la acción de tener dos 
reproducciones ilegales para la venta 
no causa un daño social significativo, 
a menos que se la aprecie desde un 
punto de vista macroeconómico, que 
fue lo que hizo el demandante.” 
“el Tribunal llegó a la conclusión de 
que la conducta de ofrecer tan solo un 
ejemplar no autorizado de los libros 
Pacto en la sombra y H. P.: Historias 
particulares de los honorables 
parlamentarios no representaba 
amenaza significativa alguna a tales 
intereses y, por lo tanto, aunque había 
concurrido un desvalor de la acción 
(es decir, tanto un ánimo de lucro 
como la intención de afectar los 
derechos patrimoniales de autor), no 
había sucedido otro tanto en lo que al 
desvalor del resultado respecta”. 
No casar al no estar 
conforme con los criterios 













































 Se encontraba patrullando 
el señor Alfonso Vásquez, 
Héctor Villalobos cuando 
de pronto una de las 
personas que estaban 
trasladando. El señor 
Jesús Gil se devolvió a 
recoger una cobija acción 
que no estaba permitida y 
por la que recibió golpes. 
Cuando llegaron a la UPJ 
el encargado optó por 
devolverlo debido a que el 
detenido estaba golpeado. 
Posteriormente, los 
oficiales se devolvieron al 
camión llevando la parte 
trasera a Gil Polindara y 
se bajaron en un lugar 
cerca de Choachí (fuera 
de su jurisdicción) allí fue 
herido mortalmente con 
arma de fuego, dejaron el 
cadáver abandonado y 
finalmente los policías se 
trasladaron a la ciudad de 
Bogotá.  
“En el proceso penal se tiene certeza de la 
tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, o se 
cuenta con fundamentos probatorios (así sean 
mínimos) que los demuestran, caso en el cual la 
fiscalía no puede obrar de manera diferente a lo 
que corresponde a la estricta tipicidad para los 
preacuerdos. Si la respuesta es negativa a los 
anteriores supuestos o hay duda insuperable 
sobre tales categorías, surgen no meras 
hipótesis o posibilidades, sino situaciones que 
estructuran derechos reconocibles en favor del 
procesado y no pueden desconocerse dándoles 
tratamiento de beneficio, porque de esta manera 
se sacrifican garantías constitucionales del 
procesado.” 
 
“Se degradarían las garantías fundamentales del 
procesado, si la hipótesis delictiva elegida como 
tipicidad estricta fuese la que no cuenta con 
respaldo probatorio y también si se opta por la 
que lo tiene y se tenga como beneficio la 
calificación dada, pues ésta es la que 
probatoriamente correspondía a la estricta 
tipicidad.” 
 
“El legislador en el artículo 327 del C de P.P., 
hizo exigencias de base mínima probatoria para 
el delito cometido y la regulación sistemática de 
éste en los preacuerdos en la Ley 906 de 2004 
demanda la estricta tipicidad para la adecuación 
de la conducta.” 
“ 
Como se desprende de su tenor literal, este 
artículo está orientado a proteger los derechos 
del procesado, concretamente su presunción de 
inocencia, en el sentido de que no podrá 
emitirse una condena fundamentada 
exclusivamente en su decisión de someterse a 
una de esas formas de terminación anticipada 
de la actuación penal.” 
 
Se establece una vulneración de las garantías del 
procesado. 
“La responsabilidad de su representado no fue 
demostrada más allá de duda razonable, pues la 
hipótesis más plausible consiste en que se quedó a 
desayunar con su familia mientras su compañero de 
patrulla continuó en el vehículo donde era 
transportada la víctima” 
 “se advierte que esta última descripción de los 
hechos solo atañe a la responsabilidad penal de 
Héctor Villalobos Ríos, quien ya había sido 
condenado en otro proceso. El relato no contiene ni 
una sola situación factual atinente a un delito 
atribuible a VÁSQUEZ CIRO, pues incluso se resaltó 
que fue Villalobos quien “pretendió” borrar las 
evidencias, lo que coincide plenamente con la 
entrevista rendida por este, donde hizo hincapié en 
que su compañero no sabía nada acerca de los 
hechos y no cometió ningún delito.” 
“Ante un caso de extrema gravedad, cometido en 
contra de una persona especialmente vulnerable, y 
bajo las condiciones atrás indicadas, la Fiscalía optó 
por un acuerdo que implicaba:  
 
Primero, una calificación jurídica totalmente alejada 
de los hechos jurídicamente relevantes, lo que 
entraña una flagrante violación del principio de 
legalidad.” “(i) en ningún momento se aclaró que la 
premisa fáctica sería modificada; (ii) el análisis 
conjunto de las evidencias físicas y la información 
legalmente obtenida permitía concluir que la 
hipótesis factual incluida en la acusación tenía (y 
sigue teniendo) un respaldo abrumador, lo que 
permite descartar la plausibilidad de la hipótesis 
defensiva; y (iii) al punto que la Fiscalía mantuvo el 
delito de privación ilegal de la libertad, que, en este 
caso, tiene una relación inescindible con el 
homicidio.” 
No casar, ni dar lugar a la 














































 El señor Ihsan 
Taruk fue 
condenado 
como autor de 




ilícito. El 14 de 
agosto de 2014 
fue capturado en 
el aeropuerto 
luego de llegar 
de un vuelo 
procedente de 
Alemania, allí se 
le encontraron 








donde se indica 
que hay una 
violación 
indirecta a la ley 
sustancial por 
errores de 







“Esa conclusión a la que arribó el juez 
colegiado obedeció a un error de hecho 
en la lectura de la prueba que para 
demostrar la licitud de las divisas aportó 
la defensa. Concretamente, el vicio 
consistió en el desconocimiento de 
ciertas reglas de la experiencia cuyo 
reconocimiento implicaría la asignación 
de un mérito suasorio favorable para el 
procesado en orden a derrumbar la 
inferencia judicial que elaboraron las 
instancias con el fin de fundamentar la 
hipótesis de la acusación sobre el origen 
ilícito de los recursos.” 
 
“en un falso raciocinio por violación al 
principio de razón suficiente porque es 
incontrovertible que la construcción 
inferencial elaborada no tiene el mérito 
probatorio necesario para llegar al 
estándar de conocimiento que una 
decisión condenatoria demanda. Más 
aún, cuando, sin contar con un solo 
hecho indicador debidamente probado y 
distinto a la captura en flagrancia, 
dedujo que el dinero incautado a IHSAN 
TARUK tuvo su origen en una actividad 
ilícita, lo que a su vez utilizó como 
fundamento para concluir, 
erróneamente, que se colmaron los 
elementos constitutivos de los tipos 
penales de lavado de activos y 
enriquecimiento ilícito de particulares.”  
“Los hechos ocurrieron de la manera en la que esos elementos de 
juicio los revelaron. Su crítica se concretó en el error de hecho en el 
que incurrió el Tribunal cuando analizó las pruebas de descargo con 
las que la defensa pretendió demostrar la procedencia lícita del dinero 
y, por esa misma vía, desvirtuar la concurrencia del elemento del tipo 
penal de lavado de activos que se refiere al origen ilícito de los 
bienes”. 
 
“Dentro de la sentencia que se analiza el Tribunal ninguna mención 
hizo sobre la existencia de algún hecho indicador que le sirviera de 
insumo para construir un indicio sólido sobre la posible vinculación de 
IHSAN TARUK con las actividades delictivas que enlista el artículo 
323 del Código Penal y, menos aún, para inferir razonablemente que 
el dinero incautado tiene su origen mediato o inmediato en alguna de 
esas conductas. Tal omisión encuentra su explicación en el simple 
hecho de que dentro del acervo probatorio no es posible extraer 
ningún elemento de convicción que satisfaga el estándar de 
conocimiento sobre la realización de alguno de los tipos penales 
subyacentes” 
 
“La violación indirecta de la ley en la que incurrió el Tribunal por la vía 
del falso raciocinio al transgredir el principio de razón suficiente se 
concretó al concluir que está demostrado que IHSAN TARUK llevaba 
en su equipaje una alta suma de dinero que tiene su origen en el delito 
de enriquecimiento ilícito de particulares lo que a su vez tipificó el 
delito de lavado de activos porque jamás justificó el origen lícito de 
ese capital.” 
 
“no hay un solo hecho indicador, debidamente probado, que conecte a 
IHSAN TARUK con alguna actividad delictiva como para poder inferir 
que esa fue la fuente del capital que se le incautó.” 
 
“comprobada ausencia de prueba para soportar la acusación, lo que 
de entrada implica la aplicación del principio de in dubio pro reo, 
reconoce la Sala que la defensa, por su parte, propuso una hipótesis 
plausible acerca de la procedencia lícita del dinero incautado” 
 
La Corte decide Casar la 
sentencia al notar que el 
Tribunal incurrió en una 
aplicación indebida de la 
ley que llevó al error de 
hecho por falso raciocinio, 
en donde no se logró 
demostrar 
probatoriamente un hecho 
en donde se puedan 
tipificar los delitos de 
lavado de activos y 
enriquecimiento ilícito de 
particulares. Por tanto, se 













































 Wilmer Conde Urdaneta fue 
condenado como autor de los delitos 
de homicidio y fabricación, tráfico y 
porte de armas de fuego y 
municiones. El día 22 de noviembre 
de 2009, se halló al señor Dulvier 
González quien yacía en el suelo por 
una lesión de arma de fuego, a quien 
trasladaron al hospital y falleció como 
consecuencia de una insuficiencia 







“En esas condiciones de 
vacío probatorio resulta 
imposible establecer si la 
premisa propuesta 
constituye una verdadera 
regla de la ciencia o si, por 
el contrario, se trata de 




“Lo anterior, porque revisada de fondo la actuación, se 
observa que el único testimonio que sustenta el señalamiento 
contra CONDE URDANETA, esto es, el rendido por la 
hermana del occiso, Claudia Milena González Moreno, carece 
del mérito suasorio suficiente para tener por demostrada más 
allá de toda duda su responsabilidad en el delito investigado.” 
 
“el relato de Claudia Milena González Moreno, único que 
vincula a CONDE URDANETA con el homicidio investigado, 
no es consistente y coherente sino todo lo contrario, en tanto 
aparece afectado por plurales contradicciones e 
inconsistencias, no solo en punto a los aspectos sustanciales 
de la narración, sino también en relación con circunstancias 
tangenciales o accidentales de lo sucedido. Evidente, 
entonces, el error de hecho en que incurrió el Tribunal al 
concluir que su testimonio «se mantuvo incólume y 
coherente”.  
La Corte decide casar 
oficiosamente la sentencia 
proferida por el Tribunal y 
mantener la absolución 
dispuesta, pues no se 
establece un acervo 
probatorio que pueda ir 








































 La señora Ana Lucía tenía tres hijos, 
de los cuales se encontraba la niña 
A.C.S.M. Un día llegó el vecino Luis 
Hurtado quien no tenía llaves para 
ingresar a su residencia y le pidió a la 
señora Ana que dejara que su hija 
A.C.S.M le ayudara para que 
ingresará por la ventana y abriera la 
puerta. Días después la niña le 
manifestó a la mamá que había sido 
víctima de tocamientos y manoseos 
sexuales. El señor Hurtado fue 
condenado a 48 meses de prisión por 
el delito de actos sexuales con menor 
de catorce años. 
 
“al apartarse el Tribunal de las reglas de producción y 
apreciación de la prueba, contrario al juez natural que 
emitió la sentencia absolutoria (sic), incurre en un error 
de hecho, que vulnera el principio fundamental 
establecido (…) en el segundo inciso del artículo 29 de 
la Constitución” según el cual, “nadie podrá ser juzgado, 
sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de 
cada juicio”.  
“Alega que hay dudas 
insalvables en los testimonios 
que el Tribunal consideró 
sólidos –de la menor que funge 
como víctima y su madre-, los 
cuales transcribe, para indicar -
en párrafo inmediatamente 
posterior- que con base en los 
mismos “podemos establecer 
que la juez de la absolución 
efectuó un trabajo claro, 
detallado, preciso (…), conciso y 
conforme” 
No casar la sentencia 







































 El señor Omar Suárez 
fue absuelto al no 
demostrarse la comisión 
de los delios de falsedad 
en documento privado y 
fraude procesal. 
“Una vez surtido el 
debate probatorio 
acerca de ambas 
conductas punibles, el 
Tribunal concluyó que 
ninguna de ellas fue 
demostrada más allá 
de duda razonable, 
por lo que decidió 
emitir el fallo 
absolutorio objeto de 
impugnación. “ 
 
“Así, debe evaluarse si esa situación debe mantenerse, pues si la absolución no 
admite reparos en el ámbito del recurso extraordinario de Casación, esto es, si 
no existen razones para derruir la presunción de legalidad y acierto que ampara 
el fallo impugnado, sería improcedente anular el trámite, supuestamente para 
restablecer los derechos del procesado, cuando ello implicaría ponerlo en una 
situación claramente desfavorable, como sería su eventual sometimiento a un 
nuevo juzgamiento.” 
“ no se demostró que SUÁREZ BOTERO fuera coautor de ese delito, pues ni 
siquiera se estableció “de qué forma se concertó” con el abogado para tratar de 
engañar al juzgador de segundo grado; (iv) no se desvirtuó lo expresado por el 
procesado en el sentido de que le advirtió a VARELA VICTORIA que ese 
concepto no podía ser utilizado judicialmente, precisamente porque había sido 
“elaborado sobre fotocopias”; y (v) no se demostró el dolo del grafólogo, ni se 
desvirtuó la posibilidad de que haya sido engañado por el referido abogado.” 










































  “Hacia las nueve y media de la 
mañana del 17 de agosto de 2003, 
en el sector denominado Sol 
Caliente, del municipio de San 
Diego-Cesar, algunos miembros del 
Pelotón Trueno del Batallón de 
Artillería N° 2 La Popa del Ejército 
Nacional, en compañía del grupo 
Balanza del Gaula adscrito a ese 
cuerpo castrense, en desarrollo de 
la orden de operaciones 0003 
“Arrasador” ultimaron al comerciante 
Juan Carlos Galvis Solano y a la 
estudiante de mercadeo Tania 
Solano Tristancho cuando se 
movilizaban a bordo de una 
motocicleta, pretextando luego 
haberse presentado un 
enfrentamiento armado con 
rebeldes” Ya en la parte procesal se 
llega a Casación indicando que hay 
una violación indirecta de la ley 
sustancial en donde el tribunal erró 
emitiendo una sentencia absolutoria. 
  
 
“ El principio in dubio pro reo 
que fundamenta la 
presunción de inocencia 
impone su aplicación 
cuando el juzgador se 
encuentra en estadio de 
incertidumbre ya que las 
pruebas no le permiten 
arribar a la certeza como 
asentimiento síquico y 
estado firme de la mente de 
que el delito ocurrió y que 
en él tiene un compromiso el 
sujeto pasivo de la acción 
penal judicial y 
precisamente aquí la 
posibilidad de que hubieran 
participado más de cuatro 
uniformados en los 
homicidios no fue 
despejada, de ahí que al no 
poder establecer la relación 
de cada uno de los 
enjuiciados con tal hecho 
hizo aplicar con acierto tal 
apotegma.” 
“uniformado indicó que su comandante ordenó simular un 
enfrentamiento, por lo que accionaron las armas para que sus 
compañeros pensaran que estaban siendo objeto de ataque. 
Y añadió que el teniente Lora dispuso acordonar el área y 
trasladar los cadáveres para que se hiciera el levantamiento y 
les informó a sus compañeros “‘que yo [Abel Domingo] había 
sostenido un enfrentamiento armado y que al realizar el 
registro se habían encontrado los cuerpos de dos bandidos’. A 
mis compañeros siempre se les sostuvo que la muerte del 
hombre y de la mujer fue en combate, regresamos del área y 
todos los compañeros quedaron convencidos que había 
habido un combate.” 
“ La tesis que delimita la participación de cuatro uniformados 
en el homicidio de los dos civiles: los Comandantes Lora 
Cabrales y Parra Ortega y los soldados Orozco y Salcedo, así 
como la simulación de estos para que los otros uniformados 
creyeran que habían sido víctimas de un ataque encuentra 
respaldo en las manifestaciones del soldado FELIX 
MARTÍNEZ CORREA cuando adujo que el Teniente Lora al 
comenzar la balacera se comunicó con un Cabo y le informó 
que habían disparado contra el centinela. También el 
uniformado NIBALDO DE JESÚS MAESTRE, anotó que a las 
diez de la mañana oyeron los primeros disparos y después de 
preguntar por radio al Cabo Rodríguez qué era lo que había 
pasado, escucharon otros disparos durante quince o veinte 
minutos.” 









































  El Señor Juan 
Arenas fue 
absuelto en 
primera instancia y 
condenado en 
segunda instancia 
por el delito de 
homicidio 
agravado en la 
modalidad de 
tentativa, porte 
ilegal de arma de 
fuego, falsedad en 
documento 





“«Presunción de inocencia e in 
dubio pro reo. Toda persona se 
presume inocente y debe ser tratada 
como tal, mientras no quede en 
firme decisión judicial definitiva 
sobre su responsabilidad penal. 
En consecuencia, corresponderá al 
órgano de persecución penal la 
carga de la prueba acerca de la 
responsabilidad penal. La duda que 
se presente se resolverá a favor del 
procesado. 
En ningún caso podrá invertirse esta 
carga probatoria. 
Para proferir sentencia condenatoria 
deberá existir convencimiento de la 
responsabilidad penal del acusado, 
más allá de toda duda.” 
“El eventual error que se le enrostra a la sentencia por no tener en 
cuenta aspectos de los testimonios que señalan que la relación 
mercantil no era con el procesado, no tiene trascendencia, pues lo 
estipulado es vinculante para el juez y las partes que hicieron el 
acuerdo. En esa medida en nada se afecta el hecho indicador del indicio 
elaborado en la sentencia, pues este hecho son las negociaciones entre 
el procesado y la lesionada.” 
“La consecuencia que el casacionista deriva de esta mutilación es que 
existían graves motivos de incertidumbre en la comisión de los delitos 
de falsedad y fraude procesal por parte de JUAN SEBASTIÁN ARENAS 
PAÉZ, y ha debido darse aplicación al principio in dubio pro reo”. 
 
“De manera que, en este caso, atendiendo lo términos en que se 
formula la demanda, el reparo propuesto por el recurrente no denota 
nada diverso de la simple y llana omisión de los análisis link, pues no 
contrasta esa omisión con otros medios probatorios para demostrar que 
los hechos que con ellos resultan probados no se corresponden con la 
realidad, o que la prueba omitida lleva a la demostración de un hecho 
que desvirtúa los que la sentencia dio por probados, todo en virtud de la 
prueba omitida, y que se genera incertidumbre sobre alguno o algunos 
de los presupuestos de la responsabilidad penal del procesado. En tal 
orden de ideas, la Corte no puede menos que concluir que el reparo 
propuesto no está llamado a prosperar”. 












































 El Señor Lorenzo 
Yánez Julio, fue 
condenado por el 
delito de homicidio 











se confirmó la 
anterior decisión.  
“ la configuración de falso juicio de identidad (especie de 
error de hecho), dislate que suele ocurrir cuando los 
juzgadores no aprecian circunstancias fácticas 
sustanciales del contenido de la respectiva prueba (falso 
juicio de identidad por cercenamiento), o cuando a su 
tenor le agregan aspectos trascendentes ajenos al 
mismo (falso juicio de identidad por adición), o cuando le 
otorgan al texto un sentido distinto al de su literalidad 
(falso juicio de identidad por distorsión o 
tergiversación)”. 
“ Sabido es que dentro de la libre apreciación probatoria 
el juez goza de autonomía para otorgar valor suasorio a 
determinados aspectos de un medio concreto de 
conocimiento y para negárselo a otros del mismo 
instrumento, empero, en todo caso, está en el deber de 
exponer racionalmente por qué apartes trascendentales 
de la prueba no le merecen credibilidad, sin que le 
asista licencia válida de simplemente omitirlos y guardar 
silencio acerca de la incidencia de esas circunstancias, 
pues un ejercicio semejante se traduce en la 
desfiguración de la realidad que se pretende desvelar 
con la correspondiente prueba. 
 
“ En consecuencia, el reproche prospera y a favor del 
encausado se impone la aplicación del apotegma in 
dubio pro reo (artículo 29 Constitución Política y 7º de la 
Ley 906 de 2004), ya que como lo tiene decantado de 
manera inveterada la Sala de Casación Penal, ante falta 
de certeza probatoria en el momento de proferir 
sentencia debe activarse la señalada garantía para 
prevenir el inaceptable riesgo de condenar a un 
inocente, extremo de la disyuntiva falladora más grave 
que el de absolver a un eventual responsable, pues, la 
justicia es humana y, por lo mismo, falible, de ahí que el 
acto soberano y trascendente de emitir sentencia de 
condena tiene que estar anclado firmemente en prueba 
de irrefutable solidez; cuando ello no ocurre, se impone 
en nombre de esa misma justicia, decisión absolutoria”. 
“ 
La valoración articulada y conjunta de las pruebas 
recapitulas con antelación, y su apreciación con 
rigor a todos los aspectos relevantes de su 
contenido, omitidos por los falladores, no permiten 
asegurar como certero e inequívoco el señalamiento 
que, con base en los testimonios de los patrulleros 
Ballesta Angulo e Higuita Caro, se hizo de YÁNEZ 
JULIO como la persona que el día de los hechos 
huyó del lugar en que ocurrieron, en compañía de 
otro sujeto, y ante la persecución de los uniformados 
accionó un arma de fuego para oponerse a su 
interceptación, pues de acuerdo con los mismos 
elementos de conocimiento hay una considerable e 
indesconocible probabilidad de que esa 
identificación no haya sido espontánea o 
desprevenida, sino, como mínimo, fincada en la 
anticipada y prejuiciosa observación de esos 
funcionarios, y de los investigadores de Policía 
Judicial, que al no reconocer al procesado como 
residente del municipio de Mompós, lo tenían 
etiquetado o rotulado como “sospechoso” de 
pertenecer a “bandas criminales”, sin contar con 
evidencias serias, racionales y verificables de tan 
grave sindicación.” 
 
“una vez corregidos los vicios facticos de estimación 
de la prueba de cargo y de descargo en los que 
incurrieron los juzgadores, la verdad objetiva que 
revelan esos elementos, al contrario de lo concluido 
en las instancias, no conduce a estructurar un 
conocimiento unívoco e inequívoco para afirmar en 
grado de certeza la responsabilidad del acusado 
YÁNEZ JULIO como coautor de las conductas 
punibles atribuidas en la acusación”. 
Casar el cargo formulado 
en la demanda y absolver 




























































“También ha dicho que el casacionista no puede fraccionar a su arbitrio el acervo 
probatorio, marginando del ataque pruebas que sirvieron de soporte a la sentencia, 
ni falsear su contenido, ni recurrir a suposiciones, o afirmaciones emanadas de la 
propia subjetividad, en procura de darle consistencia a la censura, porque con ello lo 
único que puede obtener es la prosperidad del reparo, como sucede en este caso”. 
 
“ la Corte, en decantada jurisprudencia, tiene establecido que el error originado en la 
apreciación judicial del mérito de la prueba recaudada en el proceso penal, no surge 
de la sola disparidad de criterios entre el valor demostrativo atribuido por los 
juzgadores, y el pretendido por los sujetos procesales, sino de la manifiesta y 
demostrada contradicción entre aquél y las reglas que orientan la valoración racional 
de la prueba, pues si un contraste de tales características no se presenta, porque 
los juzgadores, en ejercicio de esta función, han respetado los límites que 
prescriben las reglas de la sana crítica, será su criterio, no el de las partes, el 
llamado a prevalecer, por virtud de la doble presunción de acierto y legalidad con 
que está amparada la sentencia de segunda instancia.” 
“Es así como el conjunto de 
reglas de experiencia que según 
el casacionista fue desconocido 
en el fallo, y que ello dio lugar al 
procedimiento de condena 
cuando ha debido ser de 
absolución, no pasa de ser una 
serie de apreciaciones 
particulares del recurrente, en 
cuanto no solo incumplen el 
requisito de generalidad, sino 
que se fundan en supuestos 
fácticos diversos de los 
declarados en el fallo.” 
 
“ Reiteradamente la Corte ha 
sostenido que cuando el 
recurrente plantea violación 
indirecta de la ley sustancial, por 
desconocimiento del principio in 
dubio pro reo, no basta afirmar 
que la prueba es insuficiente 
para condenar, sino que es 
necesario demostrar que los 
juzgadores, en la apreciación 
que hicieron de ella, incurrieron 
en errores de hecho por falsos 
juicios de existencia, falsos 
juicios de identidad, o falso 
raciocinio; o de derecho por 
falsos juicios de legalidad o 
convicción, y que estos 
desaciertos los llevaron a 
declarar que existía certeza de 
la existencia del hecho o la 
responsabilidad del procesado, 
sin estar ella acreditada.” 
No casar la sentencia con 
fundamento en los cargos 
formulados en la demanda 






































  El Señor Jhonny Mendoza 
fue condenado por la 
conducta de concusión en 
calidad de autor, sentencia 
que posteriormente fue 
confirmada por el Tribunal.  
“ El libelista en las conclusiones de éste primer cargo subsidiario, 
enunció que si el Tribunal hubiera aplicado de manera correcta las 
reglas de la sana crítica, había concluido que su defendido fue 
víctima de un montaje “direccionado” por el DAS, por lo que 
solicitó declarar la falta de certeza y aplicar a favor de MENDOZA 
BARRAZA el principio de in dubio pro reo, petición que de igual 
formuló de manera enunciativa, sin detenerse en su demostración 
jurídico sustancial como corresponde hacerlo en esta sede 
extraordinaria.” 
 
“bajo el entendido que el in dubio pro reo se consolida cuando las 
dudas surgidas de los elementos fácticos divergentes no se 
pueden disolver, en cuyo evento por principio universal 
corresponde por imperativo legal y constitucional resolverlas en 
todo evento a favor, en salvaguarda de la presunción de 
inocencia” 
“Plantear como aquí se ha 
hecho, menoscabo al principio 
lógico de “razón suficiente” por 
la circunstancia de no existir 
respaldo probatorio de los 
desembolsos efectuados por 
ASIS Ltda. Al procesado, es en 
un todo intrascendente pues 
para la materialización de la 
conducta de concusión no se 
requiere para nada de la prueba 
de los dineros entregados. Por 
el contrario, en orden a la 
certeza de éste punible lo que 
se demanda es medios de 
convicción mediante los cuales 
se demuestre que se efectuaron 
las exigencias de dinero y en el 
presente caso objeto de control 
no existe precariedad y los 
allegados proyectan en grado de 
plenitud el comportamiento 
atribuido y de su conjunto no 
surge ninguna duda con la cual 



































  El señor Elvio Quiñonez 
Urbano fue condenado en 
primera instancia por el 
delito de acceso carnal 
violento agravado en calidad 
de autor y posteriormente, el 
fallo se confirmó en segunda 
instancia.  
“El falso juicio de identidad 
consiste en tergiversar 
una prueba, para hacerle 
decir algo que no aparece 
en su contenido objetivo”. 
“El juzgador incurrió en el yerro de asumir la causal de agravación, al 
derivar como indubitable la relación entre el resultado positivo del 
mencionado examen y el embarazo subsiguiente a la violación, que 
aparecía sólo probable. En otras palabras, el dictamen pericial no 
superaba a cabalidad la duda de si en realidad se configurare la causal 
de agravación, pues el resultado positivo del examen de laboratorio no 
era signo de certeza y, a pesar de los esfuerzos de la judicatura, no se 
pudo practicar otra prueba que eliminara la dubitación y permitiera 
arribar a un conocimiento definitivamente exento del temor a 
equivocarse”.  
 
“Como no fue posible allegar los elementos de convicción que 
confirmaran, ahí sí a plenitud, la consecuencia del acceso carnal 
instituida como causal de agravación, no se la podía imponer y, en 
consecuencia, el reproche está llamado a prosperar”  
Casar parcialmente la 














































 El Señor Oscar Barrera Ríos 
fue condenado en primera 
instancia y posteriormente 
absuelto en segunda 
instancia por los delitos de 
acceso carnal abusivo con 
menor de catorce años, 
agravados para en su lugar 
imponerle el delito de actos 
sexuales con menor de 
catorce años.  
“El fallador de segundo grado violó indirectamente la ley 
sustancial por cuanto interpretó subjetivamente varios 
elementos de juicio, alejándose del principio de la sana 
crítica, que hace relación a la apreciación racional y la 
valoración conjunta de la prueba. En tal forma, afectó 
también las garantías del debido proceso, presunción de 
inocencia e in dubio pro reo, “ya que al dar un sentido 
contrario se llega a un juicio de verdad, sin los 
presupuestos fácticos plenamente demostrados”. 
 
“el fallador incurrió en varios yerros, los cuales lo 
llevaron a tener como demostrada la responsabilidad 
penal de su prohijado, haciendo caso omiso a vastas 
irregularidades en el tópico probatorio que, de haber 
reconocido, habrían tenido la virtualidad de dejar sin 
piso el fundamento de la decisión del Tribunal, para en 
su lugar disponer la absolución del acusado”. 
“No es de recibo, por lo tanto, la forma que 
adoptó el casacionista para construir su 
evaluación probatoria, no por profusa 
menos errada, que elude verificar el 
verdadero efecto demostrativo del 
conjunto probatorio, para mejor penetrar 
en las minucias de los elementos 
suasorios y así fundamentar una 
absolución”. 
 
“Seguidamente, el casacionista se refiere 
a la frase de la menor ofendida acorde con 
la cual “como estuve con él porque quise”, 
de la que derivó el fallador la certeza 
acerca de los actos sexuales, asegurando 
que no se aclaró “esta premisa” ni fue 
objeto de debate probatorio”.  
 
No Casar el fallo  
 
